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REVISTA 
LATINOAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS

La Revista Latinoamericana de De-
rechos Humanos es una publicación 
de carácter académico, arbitrada e 
indexada, editada semestralmente 
en el Instituto de Estudios Latinoa-
mericanos (IDELA), Facultad de 
Filosofía y Letras de la Universidad 
Nacional (UNA) de Costa Rica. La 
revista ha sido editada desde el año 
de 1999, es parte del “Programa In-
tegrado Repertorio Americano” del 
Instituto. Se enfoca en publicar di-
versos trabajos, cuyo eje central son 
los derechos humanos desde diver-
sas disciplinas y enfoques. 

El propósito de la revista es abrir un 
espacio de reflexión, discusión, aná-
lisis y propuestas en el área de los 
derechos humanos, desde diferentes 
disciplinas con énfasis en América 
Latina. Asimismo, se propone difun-
dir la producción y los aportes en las 
áreas relacionadas con los derechos 
humanos que realiza el IDELA, la 
población académica, estudiantil de 
la UNA; así como personas y organi-
zaciones que trabajan en el tema de 
los derechos humanos en Costa Rica 
y América Latina. 
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Presentamos el número 27, volu-
men 2 de la Revista Latinoameri-
cana de Derechos Humanos corres-
pondiente al 2016. Este se configura 
con una serie de trabajos que ana-
lizan la realidad de los derechos 
humanos en América Latina desde 
diversas perspectivas. 

Iniciamos el número con El ajuste 
tiene rostro de mujer: A 20 años de 
la plataforma de Beijing, las desigual-
dades se profundizan, el cual tiene 
como objetivo generar una reflexión 
y un análisis crítico de las repercusio-
nes de los programas de ajuste estruc-
tural en Argentina sobre el desarrollo 
social, mediante evaluaciones de su 
efecto, principalmente en su dimen-
sión de género, así como el rol que 
debe cumplir un tratado internacio-
nal como la Plataforma de Beijing de 
1995 para que los Estados garanticen 
los derechos de las mujeres y de los 
grupos vulnerados. 

Además, se incluye Del periodismo 
larvario al ciberperiodismo: Evolu-

ción del concepto de periodista, cuyo 
objetivo se centra en reflexionar en 
torno a la profesión de periodista o 
ciberperiodista y la actividad que de-
sarrolla en la sociedad y en los me-
dios de comunicación en medio de 
una serie de debates que han atrave-
sado su evolución en México. 

Otro de los temas que se aborda es 
el ambiental con el título La confi-
guración de la juridicidad y antijuri-
dicidad del daño ambiental y sus di-
ferentes formas de legitimidades. En 
este la autora se refiere a Colombia, 
plantea la reflexión en torno al con-
texto de la legalidad del Estado que 
le permita determinar la existencia 
del daño ambiental debido a proyec-
tos y obras de desarrollo. Además, se 
enfoca en que el derecho es uno de 
los “determinantes de presunción de 
legitimidad que justifica no sólo el 
impacto significativo sobre el medio 
ambiente y los recursos naturales, 
sino además las vulneraciones en los 
derechos humanos tanto de natura-
leza individual como colectiva”. 

PRESENTACIÓN
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Asimismo, se trata La brecha social 
en Costa Rica: Un tema de defini-
ción económica, política y social 
cuyo eje es presentar, de forma ge-
neral, las áreas y elementos en los 
que se muestra la desigualdad so-
cial en el país y los indicadores que 
evidencian la inequidad, además, el 
autor presenta algunas reflexiones 
sobre las opciones de desarrollo so-
cial y política estatal. 

También se incorpora el título Geroi-
dentidad social: Una reflexión sobre 
las definiciones, adjudicaciones, le-
yes, programas sociales y garantías 
humanas de las personas de la tercera 
edad en México, en el que se plantean 
las diversas concepciones que se tie-
nen de las personas adultas mayores 
desde dos puntos de vista: quiénes 
forman parte de esta población y 
quiénes no. Además, se analizan al-
gunas leyes, programas sociales y ga-
rantías existentes en México para este 
sector de la población.

Aunado a esto, se presenta el texto 
Las formas de apoyo educativo al es-
tudiantado con discapacidad o con 
necesidades educativas en la Univer-
sidad Nacional de Costa Rica y sus 
implicaciones en su formación pro-
fesional, que presenta los resultados 
de una investigación realizada con 
estudiantes y personal académico de 
distintas carreras de las sedes Central, 
Brunca y Chorotega de la UNA.

En ¿Jóvenes sujetos de derechos o… 
sin derechos? Cambios en el sistema 

contravencional (Córdoba, Argenti-
na) se analiza una serie de demandas 
incumplidas en la Provincia de Cór-
doba (Argentina) con respecto a la 
sanción del Código de Convivencia 
Ciudadana que pasaría a reempla-
zar el Código de Faltas después del 
mes de abril del 2016. Según la au-
tora, esto ha generado una serie de 
detenciones de jóvenes producto de 
la aplicación de esta normativa, lo 
cual ha generado que este grupo se 
organice “a favor de un modelo de 
seguridad inclusivo, democrático y 
popular respetuoso de la constitu-
ción Nacional y de los Pactos Inter-
nacionales de Derechos Humanos 
con jerarquía constitucional”. 

Además, se incluye el título Apo-
yo de la gestión universitaria en la 
protección de las personas meno-
res de edad en el corolario del XXV 
aniversario de la ratificación de la 
Convención de los Derechos de los 
Niños, Niñas y Adolescentes, cuyo 
objetivo es especificar algunas de 
las acciones llevadas a cabo con res-
pecto a la protección y garantía de 
los derechos de esta población en el 
contexto de la educación costarri-
cense por la División de Educación 
para el Trabajo del CIDE de la Uni-
versidad Nacional, Costa Rica. 

Se suma a estos trabajos, el aporte La 
lucha de los pueblos originarios en 
México por el reconocimiento de sus 
derechos, en el cual se hace una re-
flexión acerca de las demandas de los 
pueblos indígenas de México con res-
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pecto a sus derechos, entre los cuales 
se distingue, según los autores, el de-
recho a la autonomía. 

Se enriquece este número con un ar-
tículo en idioma inglés, Human Ri-
ghts Education in Argentina: Notes 
on the process of incorporating hu-
man rights in educational contexts, 
traducción de “La Educación en De-
rechos Humanos en Argentina” pu-
blicado en esta misma revista, en el 
número 27, volumen 1 del 2016. Este 
tiene como objetivo visualizar cómo 
se desarrolló y desde cuáles esferas 
de la cultura se impulsó la necesidad 

de educar en derechos humanos y 
para estos en Argentina. 

Se concluye con la sección APORTES 
PARA LA PAZ en la cual se publica el 
trabajo, Cultura de paz en la escuela: 
Retos para la formación docente. El 
objetivo de este es reflexionar acerca 
de la importancia de la vivencia de la 
paz, en los centros educativos, como 
eje fundamental para una cultura de 
paz, así como la importancia de en-
frentar retos tales como el manejo de 
conflictos sin violencia y la aceptación 
de las diferencias, lo que, además, co-
rresponde a la formación docente. 

M.DH. Evelyn Cerdas Agüero
Directora, Editora 

Revista Latinoamericana de 
Derechos Humanos
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“El ajuste tiene rostro de 
mujer”: A veinte años de la 
plataforma de Beijing, las 
desigualdades se profundizan

“The cut has a female face”: 20 years after 
Beijing platform, inequalities are deepening

Gabriela Bard Wigdor1

1 Doctora en Estudios de Género, Magister en Trabajo Social con mención en Intervención, Licenciada en Tra-
bajo Social. Becaria posdoctoral del CONICET. Labora en el Centro de Investigaciones y Estudio sobre Cultura 
y Sociedad (CIECS-CONICET).

Resumen 

Argentina se encuentra viviendo una transición política y económica que en pocos meses 
muestra repercusiones sociales de extrema preocupación. En franca contradicción con 
los compromisos asumidos por parte de nuestro país en la conferencia de Beijing (1995) 
y a veinte años de su celebración, las mujeres argentinas, como sucede con las europeas, 
parecen enfrentarse a nuevos retrocesos en los derechos sociales conquistados y escasas 
perspectivas de lograr avances en las deudas pendientes de la democracia. Despidos 
masivos de áreas del Estado, cierre del programa de “Atención a la Víctima de Violencia de 
Género”, restricción de recursos para las políticas de salud sexual y reproductiva; y otras 
repercusiones sociales producto de las medidas económicas-políticas que implementa el 
capitalismo en su versión neoliberal, agudizan la condición subalterna de las mujeres en 
razón de su género, clase y origen geográfico. Como lo muestra la historia argentina y la 
experiencia europea actual, más aún en los sectores populares, ante las crisis económicas, 
las mujeres se constituyen en el ejército industrial de reserva que se torna mano de obra 
disponible y flexible. En efecto, cuando el Estado deja de asumir funciones relacionadas 
con su rol de garante de derechos y hacedor de políticas sociales, las mujeres lo sustituyen 
y asumen aún más responsabilidades que las habituales, casi siempre relacionadas con 
la salud, la nutrición y los cuidados, lo cual afecta el acceso y ejercicio de sus derechos 
humanos. 

Palabras claves: mujeres; capitalismo neoliberal; Conferencia de Beijing y género. 

Abstract

Argentina is experiencing a political and economic transition that in a few months show social 
impact of extreme worry. In clear contradiction with the commitments assumed by our country 
in the Beijing conference (1995), and after 20 years of its celebration, Argentine’s women as 
European’s, appear to face new setbacks in the conquered social rights and little prospect to make 
progress on outstanding debts of Democracy. Workers fired massively from state areas, closures of 
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programs “Assistance to Victims of Domestic 
Violence”, resource restrictions for sexual and 
reproductive health policies; and many social 
implications due to the economic policies 
that capitalism implements in its neoliberal 
version, exacerbating the subordinate status 
of women because of their gender, class and 
geographical measures. As it is shown in 
Argentinian history and current European 
experience, especially in the popular sectors, 
on the economic crisis, women constitute the 
reserve army of labor that becomes available 
and flexible. Indeed, when the state ceases to 
assume functions related to its role as rights 
guarantor and social policies maker, women 
replace it and assume more responsibilities 
than usual, almost always related to health, 
nutrition and care, affecting their access and 
practice of their own human rights.

Keywords: women, neoliberal capitalism, 
Beijing’s Conference and gender.

Introducción2 
Machacaron nuestra alma todos los días 

pidiéndonos justificar nuestra condición de 
trabajador, 

más allá que después llegues a casa, 
hace dos meses que no cobres, 

y que tus hijos tengan la rara costumbre de 
querer comer todos los días.

Testimonio de una trabajadora despedida 

A veinte años de la celebración de la 
Conferencia de Beijing (1995), donde 
los Estados de 189 países miembros 

2	 Este trabajo ha obtenido la información nece-
saria para su desarrollo a través de la explora-
ción de fuentes estadísticas recientes, especial-
mente periodísticas, debido al escaso tiempo 
en que se vienen produciendo cambios radica-
les en la Argentina. Además, se recurrió a fuen-
tes documentales históricas y sociológicas que 
pueden consultarse en la bibliografía anexa, se 
ha entrevistado a informantes claves y retoma-
do aportes de autoras relevantes para el tema y 
debates con otras u otros investigadores. 

de la ONU se comprometieron a 
abordar la intervención de doce 
esferas de preocupación para la 
vida de las mujeres, en Argentina 
asistimos a un escenario social de 
extrema preocupación, a partir de 
medidas económicas y políticas de 
ajuste presupuestario estatal que el 
gobierno electo3 en noviembre del 
2015 viene implementando. 

Desde entonces, se instrumentalizaron 
una serie de medidas gubernamentales 
que tienen que ver con más de 100 
000 despidos4 y una proyección, 
según INFONEWS (2016), de 6 
806 personas despedidas más para 
el 31 de marzo de 2016 (tanto en 
el ámbito público como privado). 
Además, cierres de programas y 
políticas sociales de relevancia social, 
una fuerte devaluación que, según 
Scaletto (2016), ronda el 40 por 
ciento, acompañada de la liberación 
en los controles de precio que provoca 
el aumento de los productos de la 
canasta básica. Ello, como saldo, en 
cálculos del equipo económico de 
Navarro (2016), genera un millón 
de nuevos pobres. Asimismo, se 
retiraron los aranceles a casi todas 
las exportaciones agropecuarias con 
excepción de la soja, se desarticularon 

3	 En las elecciones nacionales del año 2015 resultó 
electa la alianza partidaria “Cambiemos”, consti-
tuida por fracciones de la Unión Cívica Radical 
(UCR) y un partido surgido en el año 2007 de-
nominado UNION-PRO, cuyo máximo referente 
es el actual presidente Mauricio Macri. 

4	 Según el informe del Observatorio de Dere-
cho Social de la CTA Autónoma, se registran 
100.000 despedidos estatales y otros 23.000 
despedidos de empresas privadas.
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controles a las importaciones, junto 
con el despido masivo de personal 
trabajador de la secretaría de comercio, 
que controlaba y protegía industrias 
con producciones sensibles frente al 
valor de la mano de obra asiática y a 
los stocks de una economía mundial 
en recesión. También, el gobierno 
nacional implementó aumentos del 350 
por ciento en promedio para las tarifas 
eléctricas, gas y transporte público, 
lo que nos evidencia una transición 
económica, cultural y política 
que históricamente se denomina 
“Programa de Ajuste Estructural”. 

Entre los retrocesos sociales que po-
demos mencionar como consecuen-
cia del “Programa de Ajuste Estructu-
ral” se encuentran: despidos masivos 
de personal del Estado de diferentes 
Ministerios como el de Cultura, Tra-
bajo y Salud. Especialmente, despidos 
del Programa de Salud Sexual y Pro-
creación Responsable (PSSyPR)5, a 
partir del Decreto 114/2016 firmado 
por el presidente Mauricio Macri el 
12 de enero, que modifica el Decreto 
N.° 357/2002, es decir, la estructura 
y funcionamiento del Ministerio de 
Salud de la Nación. Las áreas más de-
licadas donde se produjeron despidos 

5 	 El programa fue creado en el año 2003, luego 
de que se aprobara la Ley 25.673 que entre sus 
objetivos contiene: “alcanzar para la población 
el nivel más elevado de salud sexual y pro-
creación responsable con el fin de que pueda 
adoptar decisiones libres de discriminación, 
coacciones o violencia”, también tiene por 
función prevenir embarazos no deseados, la 
salud sexual de los adolescentes y contribuir a 
la prevención y detección precoz de enferme-
dades de transmisión sexual, de VIH/sida y pa-
tologías genitales y mamarias (Cfr. ELA, 2016).

son en los programas de “Atención de 
las víctimas de violencia de género”, 
“Atención a víctimas de trata” y de 
“Salud sexual y reproductiva”. 

En la Provincia de Córdoba, duran-
te el mes de febrero, se despidieron 
23 profesionales de psicología que 
desempeñaban sus funciones en el 
Complejo Esperanza (Sistema Penal 
Juvenil, SeNAF), 2 psicólogas y 5 tra-
bajadoras sociales en la Dirección de 
Violencia Familiar y 4 psicólogas, 1 
trabajadora social, 5 abogados y 4 
administrativos en la Secretaría de 
Trata. A esto se agrega el cierre del 
“Programa de Atención a la Víctima” 
en la capital de Buenos Aires. Asimis-
mo, la detención de la activista Mila-
gros Salas6, símbolo de la resistencia 
de la mujer indígena, organización y 
avance de las mujeres en cuestiones 
como el trabajo, la salud y la educa-
ción, lo que es una preocupación de 
índole internacional.

En el área de educación, las paritarias 
salariales fueron detenidas en un 25% 
en la provincia de Buenos Aires, lo 
que provocó que La Confederación 

6 	 Milagros Salas es una dirigente jujeña de la or-
ganización social Tupac Amaru. Se encuentra 
presa acusada de “asociación ilícita, fraude y 
extorsión”, delitos que prevén hasta diez años 
de prisión. El juez Gastón Mercau elevó cargos 
por “instigación al delito”, que tienen como raíz 
el acampe que la activista realizara en la plaza 
principal de Jujuy pidiendo por el cese de los 
ajustes del actual gobernador de Jujuy Gerardo 
Morales. Para conocer más sobre la Tupac Am-
aru y la actividad de Milagros Salas recomenda-
mos el documental “Un milagro en Jujuy” real-
izado por Miguel Pereyra, disponible en: https://
www.youtube.com/watch?v=Du6XlrQ9k_Y 
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de Trabajadores de la Educación de 
la República Argentina (CTERA) 
declarara que peligraba el comienzo 
de clases ante las dificultades en las 
negociaciones con el gobierno; y en 
Córdoba, la Unión de Educadores 
de la Provincial de Córdoba (UEPC), 
se manifestara el primer día de 
clase y continúe en conflicto hasta 
ahora. Asimismo, se despidieron 
1 000 trabajadores del Programa 
“Conectar Igualdad” y desde el 
Ministerio de Educación, se declaró 
su cierre. “Desde su lanzamiento en 
abril de 2010 a la fecha, según las 
cifras oficiales, el Programa Conectar 
Igualdad llevaba entregadas 5 317 247 
netbooks a estudiantes y docentes 
de escuelas secundarias de gestión 
pública, escuelas de educación 
especial e institutos de formación 
docente de todo el país. Se gestionaba 
de manera conjunta entre la ANSES, 
el Ministerio de Educación, la 
Jefatura de Gabinete de Ministros y el 
Ministerio de Planificación Federal, 
Inversión Pública y Servicios.

Por otro lado, peligra el protocolo de 
aborto no punible dispuesto por la 
Corte Suprema desde el llamado fallo 
FAL de marzo de 2012. Esta norma 
establece que los hospitales públicos 
y privados deben realizar la interrup-
ción legal del embarazo en los casos 
en que se afecte la salud de la mujer, 
sin más requisitos que la voluntad de 
la misma en un plazo de cinco días. 
Acepta como válido el consentimien-
to de una adolescente a partir de los 
14 años y prohíbe que se interpongan 

“obstáculos médicos, burocráticos 
o judiciales para acceder a la presta-
ción”. Este año (2016), luego de que 
dos jueces avalaran la Resolución 
1251/2012 del Ministerio de Salud de 
la Ciudad de Buenos Aires, publica-
da en el Boletín Oficial el 10 de sep-
tiembre de 2012, se podrían imponer 
exigencias por fuera de la ley, como la 
intervención de un equipo interdisci-
plinario ante un pedido de un aborto 
legal y la solicitud de que el director 
o directora del hospital confirme el 
diagnóstico y la procedencia de la 
práctica, en caso de que el embarazo 
implique un peligro a la vida o a la 
salud de la mujer. 

En otro orden de cosas, durante 
el mes de febrero, la Ministra de 
Seguridad Patricia Bullrich junto al 
Consejo de Seguridad Interior (CSI) 
firmó lo que llaman “Protocolo de 
actuación en las manifestaciones 
públicas” que se denominó en la 
jerga cotidiana como “protocolo 
antipiquetes”. Entre sus 17 puntos más 
destacados, sanciona la posibilidad 
de que las fuerzas de seguridad 
actúen sin necesidad de contar con 
orden judicial, y ante manifestaciones 
espontáneas y no programadas, 
actuar como ante cualquier delito. 
Para las programadas, indica que, 
una vez notificados, los Ministerios 
de Seguridad de cada área tomarán 
contacto con las personas dirigentes 
de la manifestación, a fin de 
determinar su recorrido, tiempo de 
duración y realización, y darán aviso 
a la Justicia. El Ministerio establecerá 
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un espacio de negociación para 
que cese el corte y se dará aviso a la 
Justicia. Independientemente del 
resultado de esa negociación, “el Jefe 
del Operativo de Seguridad impartirá 
la orden a través de altoparlantes, 
megáfonos o a viva voz, que los 
manifestantes deben desistir de cortar 
las vías de circulación de tránsito, 
deberán retirarse y ubicarse en zona 
determinada para ejercer sus derechos 
constitucionales, garantizando siempre 
la libre circulación”. Deberá advertir, 
además, que “ante el incumplimiento 
de dicha instrucción, se encontrarán 
incursos en el artículo 194 del 
Código Penal, y en su caso, en las 
contravenciones previstas en cada 
jurisdicción”. Este protocolo ha 
sido cuestionado por diferentes 
organismos de derechos humanos 
como el Centro de Estudios Legales y 
Sociales (CELS), organizaciones como 
Madres y Abuelas de Plaza de Mayo, 
incluso gobernadores como el de la 
provincia de Córdoba, por atentar 
contra el derecho de legítima protesta. 

De ese protocolo se desprende el 
accionar de gendarmería, enmarcado 
en lo que podemos denominar 
violencia institucional7, cuando en 
febrero de este año se disparó contra 

7	 Se denomina violencia institucional a situa-
ciones que involucran al menos tres compo-
nentes: prácticas específicas como aislamiento, 
tortura y asesinato; funcionarias o funcionari-
os públicos, quienes llevan adelante o prestan 
consentimiento y contextos de restricción de 
autonomía y libertad. Se expresa también en 
las prácticas estructurales de violación de dere-
chos por parte de funcionarios públicos o insti-
tuciones públicas.

niños y niñas que ensayaban en una 
murga llamada “Los Reyes del Ritmo”. 
Es una murga barrial que representa 
a la villa 1-11-14 de la capital de 
Buenos Aires, que se encontraba 
cortando la calle y que fue desalojada 
a balas de goma y de plomo8. Se 
calculan que participaban unas 80 
personas del vecindario, entre las que 
se encontraban chicos y chicas de 
entre 4 y 11 años que fueron heridos. 
A su vez, víctima de una creciente 
violencia social y tornando más 
grave la situación descripta, el sábado 
7 de marzo de este año, durante 
un ensayo de la misma murga, 8 
personas encapuchadas dispararon 
nuevamente contra la murga, dando 
como resultado dos muertos y varios 
heridos. También, por la noche de 
ese mismo día, dispararon contra 
un local de la organización política 
la Cámpora en la Ciudad de Mar 
del Plata y, durante el domingo 8 de 
marzo, dispararon, desde un balcón 
ubicado en frente a la apertura de 
un local del partido político Nuevo 
Encuentro, con balas de plomo, 
hirieron a dos mujeres, una de ellas 
con un bebé en brazos (Cfr. diarios 
nacionales de la fecha). 

Este contexto de crisis política, 
cultural, social y económica, se 
complejiza junto a las históricas 
deudas de la democracia con los 
derechos humanos de las mujeres y 

8	 Para más información, consultar la noticia peri-
odística de Diario El Perfil, disponible en: http://
www.perfil.com/sociedad/Denuncian-que-Gen-
darmeria-reprimio-a-los-tiros-una-mur-
ga-con-ninos--20160201-0041.html 
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cuestiona los compromisos asumidos 
por el país en la conferencia de Beijing 
(1995), reafirmando lo que varias 
autoras señalan (Barrancos, 2007; 
Cobo, 2005; Farah y Salazar, 2000, 
entre otras) acerca de que las crisis 
afectan en primer lugar a las mujeres 
y a los sectores no dominantes. 
Europa se constituye también en un 
ejemplo vigente sobre el impacto 
que el “ajuste estructural” tiene en 
la calidad de vida de las mujeres, 
cuando desde el año 2007 comenzó 
a agudizarse la situación política, 
social y económica de esa región, 
que dio como saldo un proceso 
social de feminización de la pobreza. 
Argentina se dirige hacia esa misma 
dirección, tras la reactualización de 
medidas y decisiones económicas 
idénticas a las que ya experimentamos 
durante la instauración con la última 
dictadura cívica militar de 1976 y, 
particularmente, durante los 90 del 
neoliberalismo, finalizando con el 
estallido social del año 2001. 

En tal sentido, sin dudas, hay deudas 
históricas en relación con los derechos 
humanos de las mujeres que no se 
saldaron en ninguna etapa de nuestra 
joven democracia, como puede ser la 
legalización del aborto, la intervención 
sobre la desigual distribución de 
las tareas del cuidado, los llamados 
techos de cristal, la violencia de 
género que se expresa radicalmente 
en los femicidios, entre otras. Aunque 
Argentina había conquistado avances 
en cuanto al enfrentamiento de la 
violencia institucional, derechos de 

género de reconocimiento mundial, 
como la ley de matrimonio igualitario, 
la ley contra la violencia de género 
y cientos de políticas vinculadas a 
las necesidades específicas de las 
mujeres, en estos últimos meses se 
detectan retrocesos (como los descritos) 
que contradicen ampliamente los 
compromisos firmados en la plataforma 
de Beijing (1995), a la que Argentina 
suscribió hace ya 20 años. 

Por tanto, el espíritu del presente 
artículo es reflexionar y examinar 
críticamente, tal como propone 
la plataforma de Beijng (1995), la 
repercusión de los programas de 
“ajuste estructural” sobre el desarrollo 
social, mediante evaluaciones de su 
efecto, especialmente en su dimensión 
de género, “asegurándose que no 
recaiga sobre la mujer una parte 
desproporcionada del costo de la 
transición…” (Beijing, 1995, p. 44). Lo 
que amerita un ejercicio de memoria 
histórica y una evaluación crítica 
profunda sobre lo que sucede a nivel 
económico en el mundo y en Argentina 
particularmente, especialmente en 
materia de derechos de género9. 

9 	 Entre las leyes más importantes tenemos la Ley 
25.673 de salud sexual y reproductiva (2002); 
Ley 25.929 de Parto Respetado (2004); Ley 
26.061 de Protección Integral de los Derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescencia (2005); Ley 
26.364 de trata de personas (2008); Ley 26.485 
de protección integral a las mujeres (2009);  
Ley 26529 Derechos del paciente, historia 
clínica y consentimiento informado; Ley 26618 
de Matrimonio Igualitario (2010);  Ley 26.743 
de identidad de género (2012); Ley 26.862 de 
fertilización asistida 2012); Ley 26844 del em-
pleo en casas particulares (2013).
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Como también, proponemos una 
reflexión sobre el rol que cumplen 
los tratados internacionales de 
Derechos Humanos, en este caso 
la Plataforma de Beijing (1995), en 
tanto instrumentos que debieran 
ser eficaces para obligar a los 
Estados a responder en su tarea de 
garantes de los derechos de las 
mujeres y sectores más vulnerados, 
especialmente en contextos de crisis 
económicas y sociales, derivadas de 
modelos probadamente dañinos para 
la vida de las personas, como es el 
capitalismo en su versión neoliberal. 

Del derecho al hecho: La conferencia 
de Beijing a 20 años de su celebración 

Las mujeres de todo el mundo están cansadas 
de leyes y políticas;

lo que quieren es que éstas se implementen
Mavic Cabrera-Balleza

Después de la Segunda Guerra 
Mundial, con la formación de la 
Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) y la Declaración Americana y 
Universal de los Derechos Humanos, 
se han constituido organismos y 
leyes internacionales que regulan 
y controlan las actuaciones de 
los Estados. Estos organismos 
supranacionales10 deberían 
contribuir a reformas legislativas 

10	 El sistema jurídico llamado Supranacional, 
consiste en un conjunto de normas jurídicas 
que presentan la característica de encontrarse 
dentro de la jerarquía de normas por encima 
de los ordenamientos jurídicos internos de los 
Estados miembros.

y políticas, facilitando la rendición 
de cuentas frente a violaciones de 
los derechos humanos e impulsando 
nuevos derechos.

En ese sentido, la Conferencia 
Mundial de la Mujer en Beijing 
(1995), organizada por la ONU, fue 
el resultado superador en términos 
estratégicos de anteriores tratados, 
encuentros y conferencias sobre la 
mujer (México, 1975; Copenhague, 
1980; Nairobi, 1985; entre otras). 
Conto con la asistencia de más de 
189 gobiernos, 17 000 participantes 
que incluyeron 6 000 de delegaciones 
gubernamentales, más de 4 000 
representantes de las ONG, 4 000 
periodistas y todas las organizaciones 
de las Naciones Unidas. 

Los 189 Estados miembros de la ONU 
que participaron de la Conferencia, 
adoptaron, de forma unánime, la 
Plataforma de Acción de Beijing, que 
esbozó 12 esferas críticas para la vida 
de las mujeres: pobreza; educación y 
capacitación; salud; violencia contra 
la mujer; la mujer y los conflictos 
armados; desigualdad económica; 
desigualdad de poder y en la toma de 
decisiones; mecanismos insuficientes 
para promover la igualdad; derechos 
humanos; medios de información; 
medioambiente y desarrollo de 
la mujer y la niña. En estas áreas 
es donde se detectaron mayores 
obstáculos para la igualdad entre 
hombres y mujeres, y en donde se 
identificó el alcance de las medidas 
que los gobiernos, las Naciones 
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Unidas y los grupos de la sociedad 
civil debían tomar en cuenta para 
hacer, de los derechos humanos de 
las mujeres, una realidad.

Desde la celebración de esta en 1995, se 
han realizado evaluaciones cada cinco 
años para comprobar que los gobiernos 
se ajusten a los compromisos del 
programa de Pekín. Hasta el momento, 
en términos de la ONU Mujeres, las 
evaluaciones tanto nacionales como 
regionales arrojan una conclusión 
unánime: “Ningún país ha logrado 
completar el programa”. 

En concordancia, 20 años después de 
la Conferencia de Beijing, la directora 
ejecutiva adjunta de ONU Mujeres, 
Lakshmi Puri (2014), sostiene que en 
general la situación no es positiva. La 
representante de la ONU describe una 
creciente feminización de la pobreza 
en los países que llama “en desarrollo” 
y también en “los desarrollados” 
(como ocurre en Europa). Además, 
subraya que las mujeres todavía no 
están representadas en la fuerza de 
trabajo y no tienen posiciones de 
poder relevantes. Afirma que, en 
materia de educación, las niñas han 
logrado avances en la educación 
primaria, pero en la secundaria un 
gran porcentaje deja de estudiar. 
Respecto a la seguridad y zonas 
de conflicto, relata que las mujeres 
siguen estando desprotegidas: “en 
una guerra es más peligroso ser una 
mujer que un soldado”, sentencia 
Lakshmi Puri (2014, Párr.7).

Asimismo, en las evaluaciones que se 
hicieron en Beijing + 5, Beijín + 10 
y Beijing + 15, aun con los avances 
que los Estados han conseguido en 
algunas áreas como en la política 
formal a partir de las cuotas de 
género, en los informes se señala 
la falta de compromiso real de los 
Estados miembros de la ONU para 
con los derechos más urgentes de las 
mujeres en áreas como la salud, la 
educación y en el poder de incidencia 
real en la agenda de los Estados. 
Entre los señalamientos que hicieron 
las feministas, las declaraciones de las 
mujeres agrupadas en el Centro para 
el Liderazgo Global de las Mujeres 
(CWGL), de la Universidad de Rutgers 
en Estados Unidos, liderado por la 
feminista Charlotte Bunch, son de 
una radical vigencia. La organización 
señaló que los obstáculos principales 
y pendientes a vencer para avanzar 
en los derechos de las mujeres son: La 
globalización, el neoliberalismo, los 
fundamentalismos, el militarismo, 
el imperialismo y el patriarcado. 
Es decir, el orden dominante a 
escala mundial, que obstaculiza de 
manera contundente el avance en la 
concreción de derechos de género. 

A su vez, en el informe realizado por 
INSTRAW para el Foro Europeo de  
Beijing + 15, grupo de debate sobre 
economía, se dijo que: 

Las estadísticas disponibles 
revelan que los progresos han 
sido nulos o limitados en mu-
chas esferas… la hambruna 
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ha aumentado considerable-
mente en todas las grandes re-
giones del mundo y se calcula 
que más de 1000 millones de 
personas sufren malnutrición 
en la actualidad. Las mujeres 
están más expuestas que los 
hombres a la malnutrición 
porque suelen tener menor 
acceso a los alimentos, sobre 
todo cuando escasean. Aunque 
las estimaciones sobre el nú-
mero de niñas que no asisten 
a la escuela indican que se ha 
registrado un descenso, la ma-
yoría de niños sin escolarizar 
siguen siendo niñas y la ma-
yoría de las personas conside-
radas analfabetas son mujeres. 
Además, existen disparidades 
entre la tasa de matrícula y la 
de asistencia a la escuela, lo 
cual demuestra la necesidad 
de ir más allá de las tasas de 
matrícula y de paridad, que 
pueden esconder un nivel ele-
vado de exclusión. El acceso a 
los mercados laborales y a un 
trabajo decente sigue estan-
do especialmente restringido 
para las mujeres, y es elevado 
el número de trabajadoras que 
se encuentran en una situación 
laboral vulnerable. Se calcula 
que 210 millones de mujeres 
sufren cada año complicacio-
nes durante el embarazo que 
ponen en peligro su vida y les 
producen, muchas veces, dis-
capacidades graves, y que otro 
medio millón de mujeres mue-

re durante el embarazo o poco 
después del parto, casi todas 
ellas en los países en desarro-
llo. Las investigaciones han re-
velado que podría evitarse al-
rededor del 80% de las muertes 
maternas si las mujeres tuvie-
ran acceso a servicios básicos 
de atención sanitaria y mater-
na. (Türman, 2009, Párr.3)

En síntesis, del dicho al hecho de que las 
mujeres puedan ejercer efectivamente 
sus derechos, hay infinitas discusiones, 
acciones y políticas que implementar 
por parte de los Estados que hasta 
ahora no se han concretado. 

En tal sentido, a 20 años de la 
Conferencia y pasados 5 años del 
último informe realizado, el contexto 
mundial nos habla de la existencia 
de más trabajadores y trabajadoras 
temporales y muchos más en el 
sector informal, especialmente 
mujeres. Tal como sostiene Petras 
(2000), la explotación en el trabajo y 
la desregulación del control sobre el 
empleo nos recuerdan la situación de 
los sectores trabajadores en el siglo 
XIX. Asimismo, los delitos sexuales 
y las redes de trata crecen y se 
distribuyen, a lo largo de las regiones, 
amenazando la vida de las mujeres. 
Casos como el de Ciudad Juárez11 

11	 Ciudad de Juárez se encuentra en el Estado de 
Chihuahua, al norte de México y linda con la 
frontera estadounidense. Desde la firma del 
Tratado Económico de Libre Comercio de 
América, en México proliferaron diferentes 
negocios, entre los cuales se establecieron las 
denominadas “maquiladoras”. Estas explotan 
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aterrorizan a quienes investigan,  a 
militantes y a organizaciones, y han 
logrado difusión pública a escala 
mundial. Pero lo cierto es que los 
verdaderos grupos responsables de 
lo que allí sucede escasamente son 
señalados: los capitales financieros, 
las empresas que toman mano de obra 
esclava en las maquilas y las redes 
de trata que alimentan el circuito 
económico formal desde las sombras. 

Problemáticas como la violencia de 
género, especialmente los femicidios 
y la trata de personas para su 
esclavitud sexual, atentan contra los 
derechos humanos de las mujeres y 
nos enfrentan con las desigualdades 
históricas no solo entre mujeres y 
hombres, sino en el desigual acceso a 
la justicia que existe entre las mujeres 
de países imperialistas y periféricos, 
de sectores burgueses y populares, aún 
más de las mujeres indígenas, negras o 
campesinas, como una demostración 
descarnada de los efectos del 
neoliberalismo y las fallas en la 
aplicación y control de los tratados 
internacionales de derechos humanos, 
especialmente los que competen a las 
mujeres de sectores no dominantes. 

mano de obra barata de mujeres de sectores 
populares mexicanos, principalmente jóvenes 
indígenas. A la salida de las maquilas, las mu-
jeres suelen ser secuestradas. Ya son 1 024 mu-
jeres violadas y asesinadas, 111 casos en el año 
2008, 125 en 2009, 401 en 2010, 220 en 2011, 
108 en 2012 y 59 muertes violentas de mujeres 
en 2001.  Estos femicidios continúan creciendo 
en la impunidad, ya que, según Rita Segato, en 
Bard Wigdor y Artazo (2016), están involucra-
dos el poder judicial, la policía, el Estado y los 
grupos de narcotráfico. Todos los que consti-
tuyen un paraestado o Estado paralelo. 

Reminiscencias del pasado: La 
Argentina neoliberal 

En contextos neoliberales de vida, 
les diría que hay visiones del mundo 

y pesadillas del mundo.
De Oto

La Argentina del neoliberalismo se 
comienza a perfilar en las políticas 
llevadas a cabo por la última dictadura 
militar (1976-1983). La ciudadanía 
ingresó en un proceso de pérdida 
de derechos y de soberanía, que 
paradójicamente continuó con el 
advenimiento de la democracia en 1983. 

La primera ola de reformas en 
Argentina implicó delegar la 
responsabilidad por los servicios 
sociales al mercado. Se justificaron, 
en el marco del ajuste estructural de la 
economía y del endeudamiento de la 
región, la liberalización comercial; las 
privatizaciones de la salud, educación y 
todo tipo de servicios que garantizaran 
derechos sociales; la desregulación 
de la economía y de las instituciones 
públicas por parte del Estado; la 
descentralización de las escuelas y 
hospitales nacionales a las provincias. 
En 1996, según indicadores del 
Informe Argentino sobre Desarrollo 
Humano, el 10% de la población 
más rica se apropiaba del 37% de lo 
producido, mientras que el 50% más 
pobre recibía el 19%; un 26,7% de la 
población urbana argentina vivía bajo 
la línea de la pobreza y en el cono 
urbano bonaerense un 40%. Ya en 
1999, el 10% más rico obtenía casi la 
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mitad del ingreso nacional, un 48,3%; 
mientras los sectores más pobres 
percibían un 1,3% del ingreso total. 
Es decir, que el décimo más rico del 
país ganaba cuarenta veces más que el 
décimo más pobre.

Durante las dos presidencias de 
Carlos Menem (1989-1999) la mitad 
de la población argentina acabó en 
situación de pobreza y con índices de 
desocupación que rondaban el 20% 
de la población económicamente 
activa (Grassi y Alayón, 2004). En ese 
contexto de desocupación, se sancionó 
la Ley de Reforma del Estado N.° 23696 
(1989) que autorizaba la privatización 
de empresas estatales, entre ellas la 
empresa telefónica Entel y Aerolíneas 
Argentinas, la red vial, los canales 
televisivos y de radio, gran parte de 
las redes ferroviarias, Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales y Gas del Estado. 
Permitió también el ingreso de capitales 
transnacionales y financieros.

A partir de este combo de medidas, 
la pobreza aumentó de manera 
exponencial, del año 1995 donde el 
22,2 % de la población se hallaba bajo 
de la línea de pobreza y de ese total el 
5,7 % eran indigentes, pasamos a que 
en 1997, el 26,3 % fueran pobres y el 5,7 
% indigentes (Encuesta Permanente 
de Hogares, 1989-1997). En todo el 
país se expandieron las villas miseria, 
donde habitaban sujetos de la nueva 
política social focalizada, aquellas 
personas que, pese a ser ciudadanas 
formales no constituyen parte del 
sistema de relaciones que las integra a 

la sociedad (Tenti Fanfani, 2004). En 
estos nuevos grupos encontrábamos 
a “los pobres de siempre”, aquellos 
sectores pobres estructurales y “los 
nuevos pobres”, nuevos desclasados, 
con una composición de mujeres 
muy alta (Di Marco, 2009).

Frente a esta situación de crisis social, 
las políticas públicas entendían las si-
tuaciones de pobreza y desempleo, 
como consecuencias residuales del 
sistema que había que paliar con me-
didas asistencialistas. Esto implicaba 
la “clasificación” de los grupos pobres 
para ordenarlos y para focalizar las 
políticas de tal manera que el gasto 
cubriera solo su supervivencia. Por 
tanto, las políticas públicas se basa-
ban en la atención de las necesidades 
básicas insatisfechas (NBI), en planes 
de emergencia laboral, transferen-
cias en especias (como alimentos, 
medicamentos, insumos escolares) e 
ingresos a los hogares, planes de asis-
tencia educativa y de promoción co-
munitaria, asistencia para la alimen-
tación diaria (a través de comedores, 
programas de reparto de alimentos, 
bonos o tickets) y ayudas económicas 
(para microemprendimientos pro-
ductivos, capacitación para el primer 
empleo y formación o reconversión 
profesional, etc.). 

Entre los programas que se 
implementaban en la época, Halperín 
y Vinocur (2004) identifican el 
Programa Materno-Infantil, que 
consistía en la entrega de leche en 
polvo a mujeres que fueran madres 
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en los centros de salud públicos; el 
Programa de Comedores Escolares 
para niños y niñas en edad pre y escolar 
en las escuelas y en las comunidades 
populares y el Programa de Políticas 
Sociales Comunitarias (POSOCO). 
Este último fue transferido a las 
provincias a mediados de 1992. En 
ese sentido, se creaban programas 
focalizados principalmente en la 
población infantil y en los sectores 
populares gravemente empobrecidos, 
a través de cajas de alimentos que el 
Estado Nacional enviaba en módulos 
de alimentarios a las provincias, en el 
Programa Alimentario Nutricional 
Infantil (PRANI). 

En esta época se expande el fenómeno 
de la feminización de la pobreza, 
debido al impacto del desempleo en 
los múltiples hogares monoparentales 
de jefatura femenina. Barrancos (2007) 
explica que la desocupación que golpeó 
a las jefaturas masculinas y que obligó 
a las mujeres a salir del hogar y buscar 
empleo: “Fueron especialmente los 
hogares más pobres los que vivieron esta 
experiencia expansiva de las mujeres 
como principales sostenedoras, puesto 
que en el segmento menos favorecido 
se pasó del 18,5%, a inicios de la década, 
al 27,5% hacia 1997” (Barrancos, 2007, 
p. 305). En ese sentido, en esa época y 
hasta la actualidad, los hogares donde 
el sostén económico son las mujeres 
sufren mayores restricciones en los 
ingresos, debido a que las ofertas 
laborales son mayores para los varones 
y a que cuando las mujeres consiguen 
emplearse, perciben menos horas 

y menores salarios. Según CEPAL-
UNIFEM (2004), el menor acceso de 
las mujeres a los recursos se debe a los 
espacios limitados que se les asignan 
de acuerdo con la división sexista del 
trabajo, lo que condiciona a mayores 
privaciones que lo varones en iguales 
posiciones sociales. El fenómeno puede 
ser sintetizado en la siguiente frase: 

…ser mujer y pertenecer a 
hogares en situación de pobreza 
es colocarse en el nivel más bajo 
de acceso al mercado laboral y 
ya dentro de éste ubicarse en los 
lugares de mayor desigualdad 
e inequidad laboral. En este 
caso el sector social y el 
género producen una infeliz 
combinatoria que ubica a estas 
mujeres en el lugar más desigual 
de toda la escala social y laboral. 
Limitadas en la participación 
para su rol en la reproducción, 
cuando lo hacen se ubican en 
los puestos y sectores menos 
calificados y con mayor nivel 
de precariedad laboral. (Benito, 
2000, en Cristobo, 2009, p. 9)

De allí que las políticas y programas 
sociales tuvieron de destinatarias a 
las mujeres de sectores populares, no 
solo por ser las principales afectadas 
junto a jóvenes y niños y ninas por la 
crisis económica y social, sino porque 
se requería de su trabajo comunitario 
ante la retirada de las funciones del 
Estado en materia de servicios so-
ciales. Barrancos explica que “miles 
de mujeres trabajaron a destajo para 
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desarrollar programas asistenciales y 
se envolvieron directamente en la ge-
rencia de emprendimientos para me-
jorar a sus familias y a sus comuni-
dades” (Barrancos, 2007, p. 42). Esto 
implicó que las mujeres sustituyeran, 
con su trabajo social y familiar, aque-
llas tareas que los Estados dejaban 
de atender, funcionado como factor 
oculto de equilibrio para absorber los 
shocks sociales que acarreaba el ajus-
te y, posteriormente, la crisis (Bard 
Wigdor, 2014).

Contradictoriamente a las restriccio-
nes materiales que sufrían las muje-
res es en este contexto de pobrezas y 
de exclusión, se sancionan legislacio-
nes favorables a estas y se ratifican los 
compromisos asumidos en conferen-
cias internacionales. Entre las leyes 
aprobadas, en el año 1992 se sanciona 
la Ley N.° 24.012 de Cupo Femenino, 
que instituye la inclusión de mujeres 
en las listas de candidatos de los par-
tidos políticos y que llega a prohibir 
oficializar listas que no contemplen 
el porcentaje mínimo establecido. 
Mientras en 1992 se crea el Conse-
jo Nacional de la Mujer, organismo 
nacional encargado de la sanción de 
leyes que se orienten en la búsqueda 
de mayor igualdad entre hombres 
y mujeres. Ya en el año 1994, con la 
reforma de la Constitución Nacional, 
se asumen Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos como la Con-
vención sobre la Eliminación de todas 
las formas de Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW) y se sanciona la 
Ley N°24.417 de Protección contra la 

Violencia Familiar, junto con la firma 
de un programa denominado “Mujer 
y el Desarrollo”. Este sienta preceden-
tes respecto a los derechos humanos 
de las mujeres. En 1996 se rectifica 
la Ley N.° 24632 para prevenir san-
cionar y erradicar toda forma de vio-
lencia contra las mujeres, convención 
“Belém do Pará”. En el año 1997 se 
sanciona la Ley N.° 24785 que insti-
tuye el Día Internacional de los dere-
chos políticos de la mujer y en el año 
1999 se sanciona la Ley N.° 25087, 
que modifica en el código penal los 
Delitos contra la Integridad Sexual.

Pese a estas leyes y tratados interna-
cionales, a inicios de octubre del año 
2002 y según la Encuesta Permanente 
de Hogares (EPH) en la Argentina, 
del 36 027 041 de habitantes, el 57,5% 
de la población se encontraba en si-
tuación de pobreza. De ese total unos 
7 millones eran mujeres, es decir, un 
19,4%, cuya distribución verificaba el 
nivel más alto de indigencia en el tra-
mo de las edades de 0 a 4 años (casi 1 
335 millones de niñas). El 30% de la 
población se repartía más de la mitad 
de la riqueza del país y un millón y 
medio de personas expresaba querer 
irse de la Argentina. Además, casi 5 
millones y medio de personas vivían 
con menos de 1 dólar por día, mien-
tras el 10% más rico lo hacía con 95 
dólares diarios. Basándonos en fuen-
tes del Ministerio de Educación de la 
Nación y la UNESCO, había un 10% 
de analfabetismo, deserción escolar 
primaria donde 3 de cada 10 estu-
diantes abandonaban la escuela y un 
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promedio de 6 de cada 10 abandona-
ban la escuela secundaria. Según el 
Índice Nacional de Precios al Consu-
midor (INDEC), la UNICEF y el Mi-
nisterio de Salud, un 22,0% de la ni-
ñez entre 5 y 14 años trabajaba. De la 
población adolescente que trabajaba, 
el 58% no asistía a la escuela. En 2001 
murieron 11.111 niños y niñas antes 
de cumplir el primer año de vida, de 
esos casos eran evitables 6 de cada 10, 
debido a que fueron casos de anemia 
por deficiencia de hierro.

A partir de esta situación, en el año 
2001, el Estado implementa el Progra-
ma de Emergencia Alimentaria (PEA), 
que absorbe todos los programas so-
ciales destinados a la atención de la 
alimentación mediante la compra de 
alimentos. También en las provincias 
comienza a funcionar hasta la actua-
lidad, el Fondo Participativo de Inver-
sión Social (FOPAR) que depende de 
préstamos del Banco Mundial y que 
realizaba la transferencia directa de 
fondos para comedores comunitarios. 
Este programa requería de la interven-
ción de las ONG que, como media-
doras, garantizaban apoyo técnico y 
recursos humanos. También en el año 
2000 se puso en marcha el Plan Jefas y 
Jefes de Hogar, de empleo transitorio y 
comunitario para jefes o jefas de hogar 
sin trabajo. Los sujetos de la política de-
bían tener, al menos, un hijo o hija me-
nor de 18 años y percibían una suma 
mensual de $150, a cambio de realizar 
contraprestaciones laborales por no 
menos de cuatro horas diarias. 

Para la implementación de la mayoría 
de los programas y planes sociales 
descritos, las organizaciones no 
gubernamentales (ONG) o el tercer 
sector funcionaban como mediadoras 
entre el Estado y las comunidades. Las 
ONG “…comparten con las empresas 
su condición de organizaciones 
privadas y con el Estado el interés 
por temáticas que encuentran 
alguna referencia directa o indirecta 
y a veces casi imperceptible con lo 
público” (Roitter, 2004, p. 18). Si 
bien las ONG no nacen en esta época 
sino a comienzos de los años 80 
(como las ONG Centro de Estudios 
Legales y Sociales, 1979; Conciencia, 
1982 y Poder Ciudadano, 1989), a 
partir de la década de los años 90, 
las ONG comenzaron a consolidarse 
en la intervención de lo público con 
especialización en los requisitos 
que solicitaban los programas y 
planes tanto estatales como de 
fondos internacionales, vinculados 
a temáticas como la corrupción, 
control y la gestión del buen gobierno 
(Malagamba Otegui, 2009). En ese 
sentido, a partir del año 1995 se 
crean cientos de organizaciones no 
gubernamentales y se constituyeron 
como actores externos claves 
para el Estado; se profesionalizan 
y comienzan a intervenir como 
expertas en diferentes áreas de lo 
social y legislativo. 

Por otro lado, desde el año 1998 
al 2002 y principalmente durante 
diciembre del año 2001, la crisis 
social y económica se agravó. 
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Según Halperín y Vinocur (2004), 
unas 4,5millones de personas 
tenían problemas de desempleo y 
precariedad laboral, aumentaba la 
cantidad de familias con ingresos 
por debajo de la línea de pobreza (a 
fines del año 2002, se encontraba un 
42% de hogares pobres en las áreas 
urbanas), el déficit fiscal y externo 
no permitía afrontar las deudas 
financieras externas. Frente a esa 
situación, comienzan a visibilizarse 
y se crean espacios auto gestionados 
por vecinos y vecinas de los barrios 
empobrecidos, como ollas populares 
o comedores comunitarios, roperos y 
ferias de verdura, clubes de trueque; 
entre otras acciones destinadas a 
contener las necesidades urgentes 
que el Estado ya no cubría. La era del 
libre mercado parecía imposible de 
revertir hasta las elecciones del año 
2003, cuando se instaura un nuevo 
modelo de Estado que podemos 
denominar, junto a otros estudios 
(Arce, Monsalvo et al., 2008; Delgado, 
2003; Escudero, 2011; Féliz y López, 
2010) como un “Nuevo Estado de 
bienestar”, que no se consolidó sino 
hasta el año 2015. 

Como afirma Barón (1998), antes 
del 2003, el modelo económico 
que imperaba en la Argentina 
se legitimaba en la difusión de 
“un discurso ideológico auto-
incriminatorio que iguala todo lo 
que es estatal con la ineficiencia, 
la corrupción y el desperdicio, 
mientras que la ‘iniciativa privada’ 
aparecía sublimada como la esfera 

de la eficiencia, de la probidad y 
de austeridad” (p. 78). Ese mismo 
discurso se actualizó en los últimos 
años, de la mano de los medios de 
comunicación dominantes y del 
espacio político que gobierna a la 
Argentina en la actualidad, quienes 
señalaban y difunden actualmente 
un discurso que asegura la ineficacia 
del Estado, la corrupción de sus 
funcionarios y la presencia de 
“ñoquis” en diferentes áreas del 
Estado. “Ñoquis” 12 es una definición 
en lunfardo que señala aquel o aquella 
que cobra una vez por mes y que no 
trabaja, ingresando al Estado a través 
“de la política”. El actual ministro 
de Modernización13, Andrés Ibarra, 
encargado de los despidos masivos 
que señalábamos en la introducción, 
aseguraba en una entrevista al diario 
la Voz del Interior que “...el Gobierno 
avanzará muy fuerte en la revisión de 
contratos de empleados estatales (…) 
se está realizando una evaluación de 
todas las áreas del Estado... vamos 
a ir muy fuerte respecto de los 
contratados que no están cumpliendo 
una función en el Estado, con los 
ñoquis”(…) “El Estado nacional tiene 

12 	 En la década del 90, como explica Verón (2016), 
se denominaba “ñoqui” a quienes se quería cal-
ificar como personal trabajador con padrinazgo 
político, arraigado en el sentido común de ese 
tiempo. Tenía su intencionalidad política prácti-
ca, el proyecto neoliberal del Estado chico, acu-
sado de su incapacidad para controlar de modo 
eficiente a sus empleados o empleadas.

13	  En la página del gobierno se explica que el Min-
isterio de Modernización tiene como meta “el 
desarrollo de iniciativas orientadas a modern-
izar la administración pública, incorporando 
nuevos procesos y tecnologías, y promoviendo 
la formación continua del Capital Humano”. 
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100.000 ñoquis mayoritariamente de 
la Campora” (Pignanelli en la Voz del 
Interior, 2016, párr.8).  

La naturalización de estos conceptos 
o razonamientos y su repetición 
automática logran legitimar la 
figura de “ñoqui” como sinónimo 
de militante, aplicada a personal 
científico, trabajador de la cultura, 
médico y toda aquella persona 
sospechada de sostener un ideario 
político. En ese sentido, entre los 
actuales despidos estatales figuran 
miles de profesionales de diferentes 
áreas y en situaciones disimiles de 
contratación. Hay empleadas de más 
de 12 años de trabajo, trabajadores 
de planta permanente, mujeres 
que se encontraban de licencia 
por maternidad cuando recibieron 
su telegrama de despido, jóvenes 
que se anoticiaron de su despido 
al intentar ingresar a sus lugares 
de trabajo y encontrarse con listas 
de despido que portaban guardias 
de sus edificios, entre tantos otros 
ejemplos y situaciones para analizar. 
Este discurso “anti-ñoqui” y “anti-
Estado” se acompaña del relato 
anticonflictivista por parte del 
gobierno, que se dice no ideológico y 
que tiene que ver con presentar a su 
fuerza política (PRO-CAMBIEMOS) 
como por fuera de la política y más 
allá de las ideologías, sostenida 
sobre la idea de que las soluciones 
de gestión no son de derecha ni de 
izquierda, sino técnicas (Vommaro, 
Morresi y Belloti, 2014). 

El discurso neoliberal basado en 
el rechazo a la ideología, el énfasis 
en la productividad, la eficiencia 
y la recompensa financiera es 
acompañado de valores y actitudes de 
parte de la sociedad, que podríamos 
describir, siguiendo a Cobos (2005), 
como un acentuado individualismo y 
competencia, junto con la tolerancia 
y aceptación de las desigualdades 
sociales y el conocido “sálvese quien 
pueda”. Expresiones que podemos 
observar en un sector de la sociedad 
argentina, a través de las redes 
sociales y los testimonios públicos 
que dicen estar de acuerdo con los 
despidos estatales, reproduciendo la 
idea de que “cada ñoqui” se lo merece, 
olvidando la condición compartida 
de trabajador o trabajadora. 

A partir de este breve diagnóstico 
histórico sobre la situación económica, 
política y social de la Argentina nos 
preguntamos: ¿Qué nos recuerda 
la historia sobre cómo impacta 
el plan de “Ajuste Estructural” en 
la sociedad? ¿Qué ocurre con los 
sectores que precisan del Estado para 
acceder a la satisfacción de derechos 
como la salud, educación e incluso 
alimentación? ¿Es el mercado la 
manera en que pueden garantizarse 
los derechos? ¿Qué sucede con los 
derechos de género? ¿Cómo afectan 
las crisis económicas a las mujeres?  
¿Específicamente, qué sucede con 
los compromisos internacionales 
asumidos por la Argentina a través de 
la firma de la Plataforma de Acción 
Beijing (1995)?  
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Derechos de las mujeres vs 
recetas neoliberales

¡Despertemos humanidad, no hay tiempo! 
Nuestras conciencias serán sacudidas 

por estar contemplando la depredación 
capitalista, 

racista y patriarcal.
Berta Cáceres 

Los instrumentos fundamentales de 
la globalización económica neoliberal 
son las privatizaciones, la devaluación 
monetaria, las condicionalidades que le 
imponen los organismos multilaterales 
de crédito a los países periféricos y “deu-
dores”, la liberalización del comercio, la 
dolarización de los precios domésticos 
y el debilitamiento del poder estatal, lo 
que comúnmente se denomina “Progra-
ma de Ajuste estructural” (Marreos San-
tos, 2007, p. 66). 

Durante finales de diciembre del 
año 2015 y comienzos del año 2016, 
el gobierno argentino aplica los ins-
trumentos que mencionamos ante-
riormente. La erosión del modelo de 
Estado de bienestar que se estaba ges-
tando en estos últimos 12 años, se di-
rige a cuestionar el papel de este mis-
mo en la redistribución económica e 
indefectiblemente, la discusión sobre 
a quiénes se transfiere la riqueza del 
trabajo como eje fundamental para 
pensar las desigualdades, que en este 
modelo se balancean en favor de los 
sectores dominantes, principalmente 
del capital financiero internacional. 

Es un hecho histórico que, en pro-
cesos de regresión redistributiva, la 

riqueza se concentra en los sectores 
económicos dominantes de las socie-
dades capitalistas. Así también, que 
cuando se producen ajustes econó-
micos, las responsabilidades por la 
supervivencia familiar, que debiera 
ser de los gobiernos, recae sobre las 
mujeres y los sectores más vulnera-
dos. En el plano social, tal como se-
ñalara Cobos (2005), la flexibilización 
del mercado de trabajo y la pérdida 
de derechos sociales conllevan a la 
precarización de la ciudadanía. Esta 
realidad se advierte claramente en la 
plataforma de Beijing (1995) cuando 
describe la situación económica de 
la época en el punto número 13: “…
el número de personas que viven en la 
pobreza ha aumentado en forma des-
proporcionada en la mayoría de los 
países en desarrollo, en particular en 
los países fuertemente endeudados…” 
(Plataforma de Beijing, 1995, p. 22). 

Las políticas de achicamiento del Es-
tado provocan una reprivatización de 
los cuidados hacia el ámbito familiar, 
reforzando el modelo “familiarista”, 
en el que se espera que sea esta quien 
cargue con todas las obligaciones de 
atención y cuidado de quienes inte-
gran un núcleo de convivencia. En la 
práctica, son las mujeres quienes car-
gan con la mayor parte de tales obliga-
ciones, antes consideradas como una 
responsabilidad pública y un derecho 
a garantizar por parte del Estado.

Los regímenes “familiaristas” se 
caracterizan por el escaso desarrollo 
de sus regímenes de bienestar y por 
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el apoyo en la solidaridad familiar 
para satisfacer las necesidades 
que no cumplen los Estados. Las 
protagonistas de este régimen son 
las mujeres, quienes cargan con la 
mayor parte de tales obligaciones. 
Ellas mantienen el sistema de 
protección social, sustrayéndolas de 
la vida pública y con nulo apoyo a 
la familia por parte del Estado. Para 
Gosta Esping-Andersen (2000), “el 
familiarismo” es la combinación de la 
protección social sesgada a favor del 
varón cabeza de familia y el carácter 
central de la familia como dispensadora 
de cuidados y responsable del bienestar 
de sus integrantes.

En el neoliberalismo, temas delicados 
como la salud y el bienestar de la 
familia dependen directamente de 
la salud y productividad exclusiva 
de los miembros trabajadores y 
trabajadoras del hogar. Es una 
situación donde falta la protección 
social del Estado como garante de 
derechos, por lo que la pérdida de 
la salud o la capacidad de trabajo de 
ese miembro en el núcleo familiar 
significa la imposibilidad de acceder 
a derechos de primera necesidad. 

En tal sentido, los recortes en el 
Estado de bienestar afectan mucho 
más a las mujeres que a los hombres, 
ya que entre las estrategias que 
implementan las familias, ellas 
suelen abandonar sus trabajos para 
cuidar a sus niños y niñas y a las 
personas ancianas o discapacitadas. 
Recordemos que las décadas del 80 

y 90, América Latina fue la región 
central del neoliberalismo y desde 
entonces, particularmente las mujeres 
obreras y de sectores populares, 
negras y de origen indígena, así como 
las campesinas, vienen enfrentando, 
además de la discriminación racial, 
de clase y de género, los efectos de la 
flexibilización del mundo del trabajo. 

 Las consecuencias de la globalización 
neoliberal sobre la vida de las mujeres 
incluyen, como piezas claves, la 
feminización de la pobreza y la 
segregación genérica del mercado 
laboral. Además, con el achicamiento 
del Estado, históricamente un 
empleador de mano de obra femenina 
en la región, las mujeres engrosan las 
listas de personas desocupadas. Los 
despidos se sufren especialmente 
en las áreas públicas y a través de la 
pérdida de servicios estatales, tales 
como los de salud, la educación, o la 
seguridad social (Castro, 1998).

Las transferencias de renta, vía políticas 
sociales como son las pensiones, 
los subsidios, las prestaciones por 
enfermedad y por maternidad, etc., 
son mecanismos de redistribución 
del ingreso en favor de los sectores 
más vulnerados de nuestra sociedad, 
y estas son las prestaciones que, en 
primer lugar, sufren restricciones 
económicas durante los gobiernos 
neoliberales. Por tanto, podemos 
calcular el impacto regresivo que 
tiene sobre la calidad de vida de las 
mujeres y personas que reproducen 
su vida a partir de ellas. 
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En ese sentido, la propuesta para 
analizar la situación de las mujeres 
en el neoliberalismo por parte de 
Alberdi (2009) consiste en abordar 
cuatro aspectos nodales que impactan 
la vida de las mujeres con crisis: en el 
empleo formal e informal; en la salud, 
incluyendo la violencia de género 
y el VIH/SIDA; en la pobreza y la 
migración; y en el trabajo doméstico 
y de cuidados no remunerados 
brindados a la familia y a la comunidad. 
Veremos cómo, en cada una de esas 
áreas, las mujeres se encuentran 
desprotegidas y vulneradas en sus 
derechos ante la retirada del Estado 
como actor garante de estos.

Paradójicamente, en épocas de flexi-
bilización laboral, la participación de 
las mujeres en el mercado aumenta, 
hay una creciente masa de mujeres 
trabajadoras e inmigrantes que crece 
bajo condiciones desfavorables: em-
pleos precarios y con ingresos bajos e 
inestables. De hecho, la precarización 
laboral del empleo femenino a nivel 
mundial se ha agudizado a partir del 
año 2008, cuando la crisis del sector 
financiero de los EE.UU. condujo a 
los países del mundo a enfrentarse 
con el impacto de la depresión econó-
mica más profunda desde la Segunda 
Guerra Mundial. 

Las crisis coaccionan a las mujeres 
para que asuman una creciente carga 
de trabajo no remunerada y empleos 
precarios. Alberdi (2009) explica 
que el impacto es también sobre las 
oportunidades educativas y de salud 

de las mujeres, especialmente de las 
niñas. En el año 2007, las niñas ya 
representaban el 54 por ciento de la 
población del mundo que no recibía 
enseñanza formal, un porcentaje 
que aumenta cuando los hogares 
enfrentan la pérdida de ingresos. Los 
hechos de abuso y violencia contra 
las mujeres también se incrementan 
durante momentos de crisis, como se 
observó en la crisis financiera asiática 
de 199714. 

Durante el neoliberalismo, tanto 
en Argentina como en otros países, 
es evidente la discrepancia o 
desencuentro que se da entre demandas 
económicas y redistributivas por 
parte de las mujeres de sectores 
subalternos y la insistencia con que 
los gobiernos, las ONG feministas 
y de diversa índole responden o 
traducen, exigiendo solo políticas 
de reconocimiento (Farah y Salazar, 
2000). Estas maneras de traducir 
las demandas de las bases acaban 
siendo cómplices de una situación 
de pobreza económica estructural 
que afecta a las mujeres de sectores 
populares y que no se denuncia, lo 
que contribuye a que las políticas 
de género que se implementan en el 

14	 Según James Knowles et al. (2000), a partir 
de una investigación en cuatro países sobre el 
impacto de la crisis financiera asiática de 1997, 
se documentó un aumento en los delitos de 
todo tipo, incluyendo violencia doméstica y 
agresión sexual. Otra encuesta en más de 600 
refugios contra la violencia doméstica en los 
Estados Unidos encontró que tres de cada cu-
atro informaron un aumento en el número de 
mujeres que buscan ayuda desde septiembre de 
2008, e indican que el estrés y la pérdida de em-
pleo fueron los principales factores. 
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neoliberalismo enfaticen en respuesta 
de tipo simbólicas e invisibilizan las 
organizaciones populares de mujeres 
que exigen el acceso a servicios 
sociales y a la redistribución de la 
riqueza. En tal sentido, las cuestiones 
de clase, raza y etnia son centrales 
para pensar en las políticas que se 
demandan, en cómo estas se traducen 
por parte de “las representantes” 
feministas profesionales y en las 
respuestas que se obtienen del Estado.

Por tanto, contrariamente con las po-
líticas y medidas económicas que se 
esperan ante crisis económicas y so-
ciales, en el neoliberalismo, las cues-
tiones de género ingresan al Estado 
en términos de elaboración de políti-
cas públicas de corte simbólico, como 
los clásicos talleres de formación y 
“empoderamiento” de lideresas loca-
les, mientras se produce una masiva 
transferencia de responsabilidades 
que debieran ser del Estado hacia las 
familias, especialmente hacia las mu-
jeres. Recordemos que, en los años 
90, en la Argentina, las ONG de mu-
jeres con cooperación internacional 
velaban por el reconocimiento de la 
diversidad cultural de su sociedad y 
por espacios de capacitación y reco-
nocimiento de los “saberes de las mu-
jeres” o de su capacidad política. 

Sin desconocer los aportes que las 
políticas de reconocimiento realizan 
a la ampliación de los derechos de 
las mujeres, la historia nos demues-
tra que no pueden divorciarse de las 
cuestiones económicas y de clase, 

mucho menos étnicas o geográficas. 
Pensando particularmente en la pre-
ocupación sobre la escasa presencia 
de las mujeres en la esfera pública y 
política, aunque se generen normas 
jurídicas para estimular y reconocer 
su participación en la esfera pública, 
si a la vez se restringieron las condi-
ciones de su reproducción económi-
ca, acaba afectándose de igual modo 
su desarrollo cultural, ensanchando 
las desigualdades de género. Por lo 
tanto, estas políticas de género que 
se tornan habituales en el neolibera-
lismo no logran afectar o atenuar las 
brechas de clase y de género (mucho 
menos en su cruce étnico o regional), 
aun bajo la responsabilidad que im-
plica para los Estados haber firmado 
compromisos internacionales sobre 
los derechos de las mujeres, como es 
la conferencia de Beijing (1995).

Crisis en Europa: La vida de las 
mujeres como variable de ajuste

Las mujeres no podemos esperar 
nada de estos gobiernos.

 Han demostrado que cuando la 
crisis empieza a golpear, 

están de acuerdo en descargarla 
sobre las trabajadoras 

con ajuste, suspensiones y despidos.
Activista 

Europa parecía ser el espejo donde 
debía mirarse América Latina y el 
mundo. Era el modelo a seguir en 
materia de derechos y calidad de 
vida para sus pueblos. Sin embargo, 
en la última década, Europa está 
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padeciendo una profunda crisis 
económica y social, debido a las 
políticas de corte neoliberales que 
tanto los países imperialistas de la 
región como Alemania y Francia y los 
organismos multilaterales de crédito 
como el FMI y el BM, exigen sobre 
todo a España, Portugal, Grecia, 
Rumanía o Irlanda, como condición 
para brindarles asistencia financiera y 
lograr superar sus crisis. 

Como consecuencia y debido a los 
recortes en el sistema de seguridad 
social y a la marginación de amplios 
grupos de la sociedad del acceso al 
empleo formal, estos países se tornan 
cada día más pobres. En España y 
Rumanía, por ejemplo, se eliminaron 
organismos públicos especializados 
en políticas de igualdad (como el 
Ministerio de Igualdad en España) y 
en otros países se subsumió en otras 
dependencias públicas (como en 
Rumania) (Castro, 2013).

En tal sentido, Europa es un ejemplo 
de lo que ocurre con los derechos de 
las mujeres y los sectores subalternos 
cuando comienzan las crisis sociales y 
económicas a causa de políticas como 
las que se están implementando en 
Argentina. En Portugal, por ejemplo, 
se redujeron las ayudas económicas 
para el cuidado a menores con 
discapacidades en un 30%; mientras 
en España, entre otras medidas, 
se ha paralizado la aplicación de 
la “Ley de Dependencia”, se han 
reducido hasta un 85% varias 
prestaciones económicas concedidas 

por dependencia y eliminado la 
seguridad social de las prestadoras no 
profesionales en el entorno familiar 
(mujeres en más del 90%). 

Larrañaga (2009) explica que, con 
la crisis en España, desde finales de 
2007 hasta 2009, el número de hom-
bres que son “jefes de familia” ha dis-
minuido en más de medio millón, 
exactamente en 532 000, y el número 
de mujeres ha aumentado en 124 000, 
con ello el porcentaje de mujeres ha 
alcanzado en 2009 el 36%. La nueva 
situación produce que las familias 
pasen a depender de un solo sala-
rio, en general el de la mujer, al ser 
el más bajo. Así, según los últimos 
datos disponibles de la Comunidad 
Autónoma de Euskadi (CAE), los 
hombres ocupados dedican una hora 
y 33 minutos al día a los trabajos do-
mésticos y los desempleados dedican 
dos horas. En el caso de las mujeres, 
las desempleadas prácticamente du-
plican la dedicación de las mujeres 
empleadas en los trabajos del hogar: 
2 horas 45 minutos de dedicación de 
las empleadas y 4 horas 38 minutos 
de las desempleadas.

En Inglaterra, además de los recortes 
en los servicios públicos, las mujeres 
se vuelcan al empleo compulsiva-
mente. Según la agencia “Office for 
National Statistics” (Agencia Oficial 
de Estadísticas), las mujeres que bus-
can empleo masivamente son mu-
jeres-madres que estaban fuera del 
mercado de trabajo, debido al ser-
vicio doméstico y el cuidado de sus 
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familias. Es decir, es el desempleo y la 
pérdida de ingresos familiares lo que 
lleva a las mujeres a asumir dobles 
e incluso triples jornadas laborales. 
Además, en Inglaterra, en el año 2011, 
dos tercios de la fuerza de trabajo en 
los sectores públicos, sobre todo sa-
lud y educación, eran femeninos; sec-
tores de la economía más afectados 
por la política de austeridad lanzada 
por el gobierno inglés (Toledo, 2011).

La búsqueda de cualquier tipo de em-
pleo y en cualquier condición laboral 
encuentra explicación en el punto 19 
de la plataforma de Beijing, donde 
se describe que durante las crisis, las 
mujeres no tienen más remedio que 
aceptar empleos peligrosos, sin segu-
ridad social, actividades no protegi-
das o quedarse desempleadas. “Mu-
chas mujeres entran en el mercado 
aceptando empleos infra remunera-
dos e infravalorados para aumentar 
sus ingresos familiares… al no redu-
cirse ninguna de sus demás responsa-
bilidades, la carga total del trabajo de 
las mujeres ha aumentado” (Platafor-
ma Beijing, 1995, p. 25). 

El ajuste estructural que exige el 
neoliberalismo produce la perdida 
inmediata de conquistas sociales 
como las licencias de maternidad. 
En España, se ha aplazado, por tercer 
año consecutivo, la ampliación a 
4 semanas del permiso para los 
padres y también el debate político 
sobre el proposición de la ley para 
la equiparación de los permisos por 
nacimiento a madres y padres. En 

otros países, como Estonia, Eslovenia, 
Portugal o Alemania, se ha reducido 
el importe de la prestación económica 
de dichos permisos, a pesar de tener 
evidencias que esto provoca, en la 
práctica, que los varones dejen de 
tomar estos permisos, con el retroceso 
que implica en la equidad de género. 

Tal como está ocurriendo en 
Argentina, las mujeres que trabajan 
en el sector público, que en el caso 
de Europa representan una media 
de cerca del 70 % de las empleadas, 
son las principales víctimas de los 
recortes presupuestarios aplicados 
por los Gobiernos. Junto con 
las medidas de reducción de las 
prestaciones familiares, las mujeres 
quedan desprotegidas y en soledad 
para responder ante las necesidades 
familiares. El empeoramiento de las 
brechas de género y las desigualdades 
sociales en todos los sectores afectan. 
en primer lugar. a quienes ya se 
encuentran en los márgenes como 
las mujeres inmigrantes, grupos de 
jóvenes y personas adultas mayores.

En toda Europa, el fracaso para dar 
respuesta a la crisis es evidente. Se 
expresa en nuevos movimientos 
sociales de protesta como “Los 
indignados” en España o el 
fortalecimiento del movimiento de 
mujeres, de inmigrantes; huelgas en 
Francia; manifestaciones del sector 
educativo en Italia y Alemania, y 
protestas en Grecia contra las reformas 
y políticas que redujeron las horas de 
trabajo y no apoyan a quienes perdieron 
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sus empleos y seguridad social. Es 
evidente que las respuestas ante las 
crisis que se están dando en Europa 
repiten la historia del capitalismo 
mundial: ajuste para los sectores más 
vulnerables de las sociedades. 

En tal sentido, Harcourt (2009) plan-
tea que los gobiernos pretenden abor-
dar las desigualdades entre el capital 
y el trabajo, desconociendo el traba-
jo de cuidado no pago, mayormente 
hecho por mujeres. Se asume que el 
cuidado de la niñez y el medio am-
biente están fuera de la economía y 
no crean valor. Como consecuencia, 
“…las soluciones a la crisis continúan 
promoviendo los intereses del capital 
y los principios mercantiles de com-
petencia, eficiencia y ganancia en lu-
gar de los intereses de los ciudadanos 
hombres y mujeres en la provisión 
de cuidados” (Harcourt, 2009, p. 7). 
Esta indiferencia o acción intencio-
nada por parte del sistema se deno-
mina “violencia económica”: cuando 
las personas pierden sus empleos y con 
ello empeoran sus condiciones de vida, 
cuando no reciben recompensa por su 
trabajo y la desigualdad atraviesa de for-
ma permanente su vida (Kaul,  2009).

Asimismo, las desigualdades de clase 
y género que genera el neoliberalismo 
en Europa se potencian con la xenofobia 
hacia los grupos inmigrantes. Tal como 
sucedió en la Argentina en los años 
90 con la mano de obra de inmigrante 
de zonas limítrofes como Bolivia, 
Paraguay e incluso Perú; en Europa, 
la discriminación se direcciona hacia 

las mujeres inmigrantes provenientes 
de África, Europa Oriental o países 
árabes, quienes realizan el trabajo 
doméstico, de cuidado de niños y 
niñas y todas aquellas tareas mal 
pagas y poco reconocidas. Sucede 
que, con el desempleo, esos mismos 
trabajos comienzan a ser demandados 
por las mujeres no inmigrantes, 
responsabilizando a las “extranjeras” 
de “quitarles el trabajo” y “demandar 
servicios del Estado”. 

Durante años las mujeres de los paí-
ses europeos contrataron mano de 
obra extranjera para el trabajo de 
la casa y del cuidado de los niños y 
niñas, como había jerarquías trans-
nacionales en el cuidado de otras 
personas que ahora se desbalancean 
a causa del desempleo local. Como 
consecuencia, los sectores dominan-
tes establecen discursos fuertemente 
racistas y xenófobos, ejercicios de 
violencia simbólica, que genera el en-
frentamiento material en el seno de 
la propia clase trabajadora, entre los 
propios grupos inmigrantes, y entre 
estos y los amplios sectores trabaja-
dores autóctonos. Ello esconde que, 
durante años, las migraciones se han 
convertido en un elemento estabiliza-
dor de las economías centrales. 

En este contexto, se evidencia que 
difícilmente en el mundo se esté 
cumpliendo con los compromisos 
asumidos por los Estados para con los 
derechos de las mujeres y la igualdad 
de género a nivel internacional, no 
solo en la Plataforma de Acción 
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de Beijing, sino en la Convención 
para la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la 
Mujer (CEDAW) y los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio, entre otros. 

Reflexiones 
Uno no escoge el país donde nace;
pero ama el país donde ha nacido.

Uno no escoge el tiempo para venir 
al mundo;

pero debe dejar huella de su tiempo.
Nadie puede evadir su 

responsabilidad.
Nadie puede taparse los ojos, los 

oídos,
enmudecer y cortarse las manos.

Todos tenemos un deber de amor 
que cumplir.

Una historia que nacer
una meta que alcanzar.

No escogimos el momento para 
venir al mundo:

Ahora podemos hacer el mundo
en que nacerá y crecerá la semilla 

que trajimos con nosotros”
Gioconda Belli

Para comenzar, quisiéramos hacernos 
una pregunta: la igualdad de las muje-
res en el mundo, ¿puede conquistarse 
a pesar de las crecientes desigualdades 
económicas, sociales, políticas, cultu-
rales y mediáticas que caracterizan al 
mundo globalizado y en este momen-
to a la Argentina? Creemos firmemen-
te que no. Incorporar el enfoque de 
género en las políticas públicas y en 
el accionar de los Estados se encuen-
tra radicalmente condicionado por 
diversos factores, especialmente por 
el modo en que la sociedad distribuye 
sus recursos de diversa índole, el po-

der político y las oportunidades. En 
ese sentido, si los gobiernos honraran 
la Constitución Nacional y sus com-
promisos internacionales, deberían 
adoptar medidas económicas y polí-
ticas claramente contrarias a las que 
propone el modelo neoliberal. 

Todas las decisiones y medidas que 
competen al desarrollo económico 
del país impactan en la vida de las 
mujeres y en el acceso a los derechos 
de quienes más precisan la protección 
del Estado. En ese sentido, a fin de ga-
rantizar la inclusión social, no puede 
escindirse la formulación de políticas 
de equidad de género de un plan de 
desarrollo estratégico y soberano de 
los Estados. Esto se expresa tanto en 
las políticas macroeconómicas que 
toman los gobiernos, como en los 
gabinetes políticos que se seleccio-
nan para gestionar lo público y las 
decisiones en materia cultural y co-
municacional. A causa de ello, tiene 
sentido preocuparse por el esquema 
de gobierno que plantea el ejecutivo 
nacional en Argentina. En cada área 
estratégica del Estado se han coloca-
do empresarios y Ceos de empresa 
multinacionales15, incluso funciona-

15	 El Gabinete incluye exdirectivos de bancos 
privados y de empresas multinacionales como 
Shell para el Ministerio de Energía y Minería, 
empresarios y CEO de la empresa Lan Chile 
para Aerolíneas Argentinas o empresarios de 
la red Farmacity para Gabinete de gobierno. El 
actual Ministro de Hacienda es Alfonso Prat-
Gay, quien integró antes el equipo investiga-
ciones económicas del JP Morgan en Nueva 
York y Buenos Aires entre 1994 y 1999, y luego 
asumió como jefe de Investigación de Monedas 
en JP Morgan en Londres, hasta 2001. Entre 
tantos otros ejemplos que podemos ofrecer. 
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rios que se encuentran procesados 
por enriquecimiento ilícito cuando 
ocupaban cargos en anteriores ges-
tiones, lo cual nos conduce a sospe-
char sobre la valoración y capacidad 
de gestión de lo público que deten-
tan; incluso cuando en el Consejo 
de la Mujer se haya seleccionado a 
una reconocida feminista argentina 
para su dirección. 

Que los gobiernos neoliberales 
ceden poder del sector público al 
sector privado es un dato histórico 
irrefutable. Esto deja a la ciudadanía, 
especialmente a las mujeres, sin 
capacidad de acceder a sus derechos 
y muchos menos exigir rendición de 
cuentas por las deudas de siempre. 
Estos modelos económicos, sociales 
y políticos sencillamente exacerban 
las desigualdades estructurales del 
capitalismo y la falta de sostenibilidad 
que acompañó al modelo de 
globalización económica durante las 
últimas décadas.

Por tanto, sostenemos que no puede 
existir real equidad de género sin 
accionar en pos de la redistribución 
de la riqueza y viceversa. Como se 
menciona en la Plataforma de Acción 
de la IV Conferencia Mundial de las 
Mujeres, Beijing 1995: “La igualdad 
entre mujeres y hombres es una 
cuestión de Derechos Humanos y 
constituye una condición para el 
logro de la justicia social, además 
de ser un requisito previo necesario 
y fundamental para la Igualdad, el 
Desarrollo y la Paz”. En tal sentido, 

en el marco del escenario político 
que presenta la Argentina, resulta 
poco prometedor cumplir con 
los compromisos asumidos en la 
conferencia de Beijing. De hecho, 
las mujeres argentinas, como sector, 
ya se encontraban afectadas por el 
desempleo más que los hombres, 
ahora aún más, por el desempleo, 
los empleos precarios y los salarios 
cada vez más bajos que, junto a la 
inflación, sufren los efectos de las 
medidas neoliberales adoptadas en 
esta última etapa por el gobierno.  

En ese sentido, un llamado de 
atención que nos hace la historia es 
que frente a este tipo de ajustes y crisis 
producto del capitalismo en su versión 
más cruel, escasamente se rinden 
cuentas ante ningún organismo 
nacional o internacional. Suelen 
realizarse algunos juicios particulares, 
como sucedió con el exministro de 
Economía de Argentina Domingo 
Cavallo o con el expresidente Carlos 
Menem por tráfico de armas y lavado 
de dinero; pero, en general, sus 
responsables, tanto del gobierno como 
de la sociedad civil,  sobre todo bancos,  
empresas multinacionales y el sistema 
financiero internacional (Banco 
Mundial y el FMI) continúan impunes 
y, en el caso de la Argentina, incluso 
vuelven a ocupar cargos públicos.

Frente a estas situaciones, tal como 
dice Gargallo (2006), la tendencia del 
feminismo mundial ha sido dividirse 
en pequeños grupos muy activos 
y dispersos, que a veces dialogan 
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entre sí; generar individualidades 
“especialista en género” que fugan 
hacia organizaciones de la sociedad 
civil como ONG “especialistas en 
temas de género”, relacionadas con los 
gobiernos del área y las instituciones 
supranacionales, reduciendo o 
acabando con su capacidad crítica 
del sistema a nivel estructural, en 
sus expresiones económicas, sociales 
y ambientales. Las feministas que 
continúan siendo radicalmente críticas 
del sistema se constituyen en grupos 
testimoniales o marginales, de un 
activismo sin demasiado impacto. 

En ese sentido, las feministas 
que forman parte de organismos 
internacionales, fundaciones y ONG 
de renombre luchan por la protección 
de los derechos humanos de las 
mujeres, contribuyen a visibilizar 
las necesidades y problemáticas de 
las mujeres en el mundo, pero su 
lenguaje técnico y la manera en que 
traducen las demandas,  escasamente 
impacta en la vida de las mujeres 
de sectores más vulnerados y poco 
denuncian a responsables de los 
modelos económicos y políticos que 
generan la desigualdad e impunidad 
social. A veces, porque son estos 
mismos modelos los que financian 
sus fundaciones, ONG, etc., lo cual 
constituye un claro límite político que 
se torna una trampa para la efectividad 
de sus acciones. 

De todos modos, no desconocemos 
que estas organizaciones suelen 
formular informes públicos de 

denuncia sobre casos que suelen 
llamarse “testigos”, donde se da a 
conocer la situación de opresión de 
las mujeres de determinado sector 
en determinada región, casi siempre 
mujeres de países periféricos y 
culturas no dominantes (como sucede 
con los países árabes y africanos). 
Pero en la mayoría de las ocasiones, se 
denuncian prácticas o rituales étnicos 
que sí son denigrantes y atentan 
contra los derechos de las mujeres 
(como la ablación o el casamiento 
de menores), pero las consecuencias 
sociales de las políticas capitalistas 
son pocas veces puestas en el 
centro del debate, porque implican 
atacar el funcionamiento global del 
capitalismo occidental, de donde 
surgen estos mismos organismos.  

Por otro lado, el acceso de las mujeres 
para denunciar casos de violación 
de sus derechos ante instancias de 
representación internacional precisa 
de la mediación de organizaciones 
de mujeres con manejo legal e 
institucional, con experiencia en 
litigo y derecho internacional, 
cuando la realidad muestra que las 
mujeres de sectores populares y no 
dominantes se encuentran con el 
obstáculo del acceso a la justicia en 
sus propios organismos nacionales 
y con escaso conocimiento de sus 
derechos, a causa de los patrones de 
discriminación y violencia basados 
en el género que aún persisten. 

En consecuencia, si persistimos en 
cuestionar la desigualdad de género 
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sin atacar al capitalismo, porque se lo 
asume como el único orden posible, 
difícilmente logremos las metas ambi-
ciosas que se plantean en la Plataforma 
de Beijing (1995), ni en ninguno de los 
tratados de Derechos Humanos. Pre-
cisamos repensar un modelo social, 
político y económico que sea justo en 
lo distributivo, en sus relaciones inter-
personales y con el ambiente. 

Igualmente, no desconocemos que 
la Plataforma de Beijing supuso un 
fuerte impulso para hacer visible y 
denunciar prácticas violatorias de 
los Derechos Humanos de mujeres y 
niñas en pleno siglo XX y XXI, pero 
insistimos con que su límite es cla-
ro: presenta  orientaciones generales 
que deben ser instrumentadas por los 
Estados, pero no expresa claramente 
cuáles son las políticas y medidas que 
los Estados debieran garantizar ni los 
modelos económicos que no pueden 
seguir sosteniéndose como viables. 
Existen condiciones de producción 
y estructuras económicas, como el 
capitalismo, especialmente el neoli-
beralismo, que tienen claras y serias 
implicancias en las posibilidades de 
garantizar el cumplimiento de los 
derechos y su ampliación. En tal 
sentido, los pactos internacionales 
debieran expedirse en relación con 
el tema, debatir los modelos econó-
micos más allá de las problemáticas 
de las mujeres en sí mismas, porque 
el origen de todas ellas es el mismo: 
un sistema injusto en lo distributivo; 
patriarcal y colonialista en lo econó-
mico, cultural y social.
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Del periodismo larvario al 
ciberperiodismo: Evolución del 
concepto de periodista

From larval journalist to cyber-journalist: 
evolution of the journalism concept

Luis Andrés Pampillón-Ponce1

Resumen

El presente trabajo aborda la definición evolutiva del concepto de periodista a través 
de un estudio diacrónico que emplea la herramienta de búsqueda hemerográfica y 
bibliográfica, acompañada de datos empíricos proveniente de entrevistas aplicadas a 
personajes ilustres en el sector. La escala evolutiva propuesta data del periodismo larvario 
hasta el ciberperiodismo. Los resultados de la investigación nos muestran un concepto 
dinámico que está sujeto al contexto histórico-cultural que le acompaña. En un primer 
momento (antes del siglo XIX) se observa que el concepto de periodista va ligado a una 
persona quien publica de forma periódica principalmente a través de medios escritos. 
No obstante, a partir de los noventas del Siglo XX, y en virtud del uso generalizado de 
las nuevas tecnologías de información y comunicación (TIC), de alguna manera todos 
los individuos podemos ser comunicadores, ahora a través de medios como la internet. 
En conclusión, el debate en torno a la figura del periodista o de la periodista es complejo 
y denota, sobretodo, la exaltación de los valores éticos y morales, imprescindibles para 
realizar el quehacer periodístico.

Palabras clave: Periodista, periodista larvario, ciberperiodista, TIC, libertad de expresión.

Abstract

This paper discusses the evolutionary definition of the concept of journalist through a 
diachronic study using hemerographic and bibliographic research, together with evidence 
from interviews applied to well-known figures in the sector. The evolutionary scale proposed 
is from larval journalism to cyber-journalism. The research results show a dynamic 
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de investigación doctoral denominado: “Género y vulnerabilidad: el conflicto ante el derecho a la información” 
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concept depending on historical and 
cultural context that accompanies it. At 
first (before the nineteenth century) the 
journalist term is linked to a person who 
publishes periodically primarily through 
written press. However, since the nineties, 
and in view of the widespread use of 
new Information and Communication 
Technologies (ICT), somehow everyone 
can be a communicator now through 
media such as the Internet. In conclusion, 
the debate on the figure of the journalist 
is especially complex and denotes the 
exaltation of ethical and moral values, 
imperative for the work of a journalist.

Keywords: Journalist, larval journalist, 
cyber-journalist, ICT, freedom of expression.

Introducción

En torno a la libertad de expresión 
y el derecho a la información, la co-
municación y el periodismo, gira una 
figura muy difícil de plasmar, dibujar, 
definir, conceptualizar, aunque se ha 
intentado desde diferentes ángulos y 
perspectivas, tiempo, circunstancia y 
lugar: el sujeto periodista.

¿Quién es periodista?, ¿quién hace 
periodismo? La actividad del perio-
dista es el periodismo. Desde la hi-
pótesis de que quizá en la definición 
del periodismo nos acerquemos a la 
definición de periodista tradicional. 
¿Quién fue primero, la persona perio-
dista o el periodismo?, aunque ahora 
también se le llama comunicador o 
comunicadora, comunicador de la 
era digital, ciberperiodista (Durham, 
2014, p. 181).

El propósito de este trabajo es dar 
respuesta a esas preguntas, como 
retos, para adentramos en esta pro-
blemática que ha llevado a grandes 
debates y definiciones, tal vez no tan 
triviales, como veremos enseguida; 
pero que reflejan, de alguna manera, 
la personalidad de quienes deciden 
desarrollar su forma de vida en esta 
actividad tan vilipendiada en estos 
tiempos globalizadores en que los va-
lores éticos se han relajado.

La evolución

Hace no mucho tiempo, un par de 
décadas quizá, y hoy todavía, era y es 
difícil definir, con exactitud, quién es 
periodista, quizá por la falta de una 
verdadera profesionalización, aunque 
ya hay escuelas de periodismo o de 
comunicación que nos dan un perfil.

Veamos, por ejemplo, los perfiles de 
ingreso y egreso de profesionales de 
la información o comunicadores y 
comunicadoras de la Universidad Juárez 
Autónoma de Tabasco (UJAT), México.

Perfil de ingreso en la licenciatura de 
comunicación

La naturaleza de la profesión derivada 
del plan de estudios de la licenciatura 
en comunicación requiere de sujetos 
interesados en la observación y estudio 
de la sociedad y los fenómenos que 
en ella se presentan, que gusten de la 
lectura de temas diversos, y manejen, 
de manera adecuada, la expresión 
oral y escrita. Adicionalmente, se 
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sugiere que quien aspire a obtener la 
licenciatura en comunicación posea 
las siguientes características: 

Facilidad para establecer comunicación 
oral y escrita; hábitos de estudio; aptitudes 
para el trabajo en equipo; disposición 
para aprender constantemente; habilidad 
de pensamiento lógico, analítico y 
crítico; habilidad para la búsqueda y 
recuperación de información; capacidad 
para comprender e interpretar textos 
académicos; capacidad para responder 
a problemas prácticos, generar 
propuestas y soluciones; manejo básico 
de herramientas computacionales; 
tener un proyecto de vida; poseer 
valores y principios de ética y moral, 
conocimientos elementales del idioma 
inglés y creatividad (UJAT, 2014).

Perfil de la persona egresada en la 
licenciatura de comunicación 

Quien egresa de la licenciatura en 
comunicación será un sujeto profesional 
especializado en planear, aplicar y 
evaluar procesos de comunicación, 
preparado para intervenir en los 
distintos ámbitos comunicativos, 
mediante el desarrollo permanente 
del conocimiento y la preservación de 
valores que contribuyan al desarrollo 
humano, social y cultural; capaz de:

•	 Generar conocimientos de mane-
ra sistemática, ordenada y riguro-
sa en áreas relativas a la profesión 
para sustentar procesos de inter-
vención en la realidad.

•	 Usar apropiada, eficaz y eficiente-
mente el lenguaje oral y escrito para 
su aplicación profesional y social.

•	 Comprender y asumir el sentido 
de responsabilidad social de los 
medios de comunicación en la di-
námica social.

•	 Elaborar contenidos para los mo-
dernos soportes de la información 
que demandan los acontecimien-
tos globales y locales con benefi-
cios en la cultura y la sociedad.

•	 Investigar, acopiar, analizar, se-
leccionar y difundir información 
de interés público a través de di-
ferentes medios.

•	 Diagnosticar necesidades comu-
nicativas en diversos ámbitos.

•	 Producir, conducir y analizar mensa-
jes mediáticos de diversa naturaleza.

•	 Planear, diseñar, producir y eva-
luar campañas de publicidad, pro-
paganda e imagen.

•	 Generar estrategias, asesorar, evaluar 
procesos de comunicación interna y 
externa en las organizaciones.

•	 Capacitar y producir materiales 
comunicativos para la formación 
de recursos humanos.

•	 Diseñar y desarrollar estrategias 
de comunicación para asesorar 
necesidades de imagen pública. 

•	 Observar, analizar y criticar los 
movimientos y escenarios sociales 
en la perspectiva de los procesos 
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comunicativos que en estos y de 
estos se derivan.

•	 Manejar adecuadamente la lengua 
inglesa con fines de sostener una 
conversación, elaborar y com-
prender textos propios de la pro-
fesión (UJAT, 2014).

La “profesión” en otros tiempos

Pero hace también no muchos años, 
los periodistas se hacían en la brega 
diaria, en la calle, en el café, en la 
cantina, en el bar, pero en realidad 
se pulían en la redacción de los 
periódicos, con mucho idealismo. 
¿Cómo era esa labor, ese proceso de 
enseñanza aprendizaje? 

Se necesitaba gente aventurera, inquieta, 
que supiera de todo un poco, entre 
bohemios y buenos vividores, como 
recuerda Hernández López (1999).

Esa anécdota no por mordaz es falsa. 
Seguramente lastimará a periodistas del 
siglo XXI, pero ese era el modo predo-
minante para reclutar hasta hace pocos 
años. Era relativamente fácil entrar a 
ser periodista, o al menos a hacer como 
que se era. Igualmente era sencillo dejar 
de serlo. En estos días parecerá absurdo, 
pero no entonces, porque se carecía de 
ley, demarcación académica o de con-
traloría alguna para ejercer como pe-
riodista. Lo más complicado era –entre 
muchos vacíos y enseñoreo patronal– 
desarrollarse empíricamente y perma-
necer en el medio sin machucar mucho 
la dignidad personal.

Ahora, si la anécdota señalada da 
mucho sobre qué reflexionar, hay 
que dejar asentado, sin embargo, 
que, si bien se podría llegar con fa-
cilidad a algún periódico, lo cierto 
es que no era, ni lo es, mantenerse 
en él. No puedes mantenerte en el 
periódico, sobre todo, si no sabes 
redactar. Ahora menos, cuando vi-
vimos los tiempos de periódicos sin 
periodistas y periodistas sin periódi-
cos, o cuando todas las personas, de 
alguna manera, en virtud de la inter-
net, nos hemos vuelto “periodistas”, 
comunicadoras, comunicadores.

Periodistas de viejo cuño, de los que 
llaman “de provincia”, pero que no le 
piden nada al mejor periodista de la 
vida nacional, nos relatan parte de sus 
vivencias y cómo ven, cómo sienten 
el periodismo, cómo se iniciaron.

Veamos el caso del periodista  
Hubner Díaz (2014), quien, entre 
otros, ha recibido los siguientes 
reconocimientos: Premio “Jorge 
Calles Broca” del Corporativo Diario 
Presente, por trayectoria profesional, 
al cumplir este matutino 52 años de su 
fundación (Tabasco, México, febrero 
12 de 2011), recibió de su director, 
José Pineda, un acrílico alusivo.

Mención honorífica (Placa, Cheque 
HSBC por $10 000,00 y lote de 
libros sobre derechos humanos) 
en el Premio Estatal de Derechos 
Humanos 2012, categoría “Libertad 
de Expresión, José del Carmen Frías 
Cerino”, de la Comisión Estatal 
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de Derechos Humanos, CEDH, 
presidida por el doctor Jesús Manuel 
Argáez de los Santos (viernes 12 de 
abril de 2013). 

Reconocimiento en México, D. F., a 
trayectoria profesional de 50 años de 
ejercicio periodístico ininterrumpido, 
por parte del Club Primera Plan 
presidido por el colega Raúl Gómez 
Espinoza, una placa simple alusiva 
(14 de agosto de 2014).  

Hubner Díaz (2014) nos relata cómo 
comenzó a escribir, lo que él llama 
“componer”, cuando era apenas 
un menor de edad, en la escuela 
primaria “Instituto Comalcalco”, que 
fundó y dirigió el inmenso educador 
socialista Rosendo Taracena Padrón, 
el hombre que sembró la semilla que 
germinó en tierra fértil para darle 
vida a un reportero.

– Anoten cuanto vean al irse 
a sus casas, en la calle, en el 
parque, por ahí, y escríbanlo 
como si conversaran con al-
guien; lo mismo hacen maña-
na al regresar para escribirlo 
durante el recreo.

Composición le llamaba él. 
-Van a traer una composición 
–pedía, dos, tres veces al mes, 
a alumnos de 5° y 6° años. No 
a todos. Para Guillermo Hub-
ner era “un ejercicio fascinan-
te. Anotaba hasta el color de la 
mancha que dejaba la esencia 
vegetal en el palito de paleta 
encontrado en el camino, se 

reconocía el sabor que hubiese 
tenido, si café oscuro, choco-
late, si violeta, uva, amarillo, 
piña, verde, limón”.

Luego, en la Ciudad de México, 
en donde (1956) continuaría mis 
estudios, seguí ‘componiendo’… 
Al regresar a Comalcalco o a Pa
raíso en períodos de vacaciones, 
lo mismo; ‘componía’, ‘compo-
nía’. ¡Qué no componía!”, señala 
Hubner Díaz.

Por su parte, Macario Rodríguez, 
galardonado en varias ocasiones 
con el premio de periodismo 
por diferentes organizaciones de 
periodistas, platica sobre sus inicios 
al comenzar como corrector de 
pruebas, reportero, redactor de nota 
roja, cronista, hasta columnista. 

En entrevista por Alberto López 
menciona que por el periodismo dejó 
la posible futura toga del abogado 
y el escalpelo del médico, sin saber 
cuántas injusticias hubiera evitado 
o cuantas vidas salvado en aquellas 
profesiones, pero no se arrepiente 
(Rodríguez, en López, 2008, Papiro 
número 12, pp. 4-6). 

La tinta fue la droga. Su olor, el olor 
a papel en las viejas instalaciones de 
los periódicos de sistema caliente, 
de lingotes, de clisés fotográficos, 
de planas formadas para llevar a la 
prensa plana, sacar pruebas de agua 
para corregir los posibles errores 
del linotipista. La música que eran 
los ruidos de esas viejas máquinas 
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tipográficas y el olor a tinta, me 
hicieron ser periodista”. 

Distingue entre noticia y opinión: 
La vida me ha hecho entender 
que la objetividad exigida en la 
nota se supera en la opinión, en el 
ejercicio de nuestra propia libertad 
de periodistas. Así como aprendí a 
responder las preguntas que el lector 
espera respondamos en el relato de 
prensa, también entendí a ejercer mi 
propia disyuntiva ideológica.

Con palabras de Kapuscinski 
(2007), Macario Rodríguez 
remata la plática: el periodista 
debe ser una buena persona. 
Las malas personas no pueden 
ser buenos periodistas. Si se es 
una buena persona se puede 
intentar comprender a los 
demás, sus intenciones, su fe, 
sus intereses, sus dificultades, 
sus tragedias.

Pero el periodismo, desde 
siempre ha estado cargado 
de pasión, de idealismo, de 
intereses. ¿Quién lo duda?

Los problemas para el ejercicio 
profesional

Desde el punto de vista doctrinario, el 
ejercicio periodístico, como parte del 
ámbito del derecho a la información, 
ha tenido tres edades: la primera, de 
carácter individualista; la segunda, la 
colectiva, desde un punto de vista social, 
y la tercera, como derecho humano 

(García Tinajero, 2011, pp. 2-4). 

Pero el problema es la ambición del 
hombre, para bien o para mal, que 
si bien no acaba de materializar un 
objetivo ya tiene otro en mente, señala 
García Tinajero al recordar el caso de 
Emilio Azcárraga Vidaurreta que en 
1930 fundo como XEW-Radio, en la 
ciudad de México, lo que ahora se 
denomina Grupo Televisa, S.A, que 
junto con otros poderosos grupos 
empresariales forman una compleja 
red oligopólica de manejo de medios 
de comunicación, en donde aparecen 
Carlos Slim, propietario de Teléfonos 
de México; Ricardo Salinas Pliego, 
Televisión Azteca y Grupo Radio 
Fórmula de Rogelio Azcárraga 
(García Tinajero, 2011, pp. 10-11).

Las dificultades para alcanzar lo que 
la normatividad ofrece a los humanos 
en las tres edades alcanzadas, hacia 
finales del siglo pasado no ceden; por 
el contrario, se complicaron con la 
entrada en vigor del Tratado Trilateral 
de Libre Comercio de América del 
Norte, entre Canadá, Estados Unidos 
de Norteamérica y los Estados Unidos 
Mexicanos, el gran perdedor.

De acuerdo a García Tinajero 
(2011), las características que con 
el TTLCAN perjudican al derecho 
a la información son: 

1)	 El retiro del Estado como eje de la 
cultura y la comunicación nacional.

	 Ya no tiene jerarquía el principio 
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de la educación e información 
enfocado en garantizar un régi-
men democrático, el desarrollo 
armónico de las facultades del 
ser humano y la defensa de los 
intereses sociales; ahora, la ley 
que impera es la de la oferta y la 
demanda, conforme a la cual el 
mercado dicta las directrices que 
todos deben aceptar.

2)	 La privatización de las empresas 
públicas de radio y televisión.

	 Si bien es negativo que el Estado 
asuma el control de todos los 
ámbitos de la vida social, que 
sea un Estado Leviatán, como el 
que claramente expone Hobbes, 
también es negativo su polo opuesto.

3)	 La supremacía de las empresas 
audiovisuales privadas, particu-
lares y comerciales.

4)	 La aplicación de la política del 
laissez faire informativo.

Bajo esa tutela de los monopolios 
mediáticos, en nuestro país, el 
ejercicio del derecho a la información 
se ha corrompido y ha sido utilizado 
como un arma para chantajear a las 
instituciones públicas y a quienes 
se atreven a poner en peligro los 
intereses de la mediocracia (García 
Tinajero, 2011, p. 11).

Desde los años cincuenta hasta los 
ochenta, en México, la prensa en general 
era vista “como una instrumento del 
poder político”, en el que se advertían 
pocos espacios institucionalizados 

donde pudiera ejercer una actitud 
crítica de observador general de los 
procesos de desarrollo social, indica 
Armando Zacarías Castillo (Zacarias 
Castillo, 2003).

El periodismo mexicano, uno de los 
más importantes de Latinoamérica, 
durante gran parte del siglo XX no 
fue excesivamente comprometido, 
políticamente hablando. Aunque la 
Constitución proclama la libertad 
de prensa, el gobierno se las arregló 
para que la prensa se amoldara y se 
produjera una especie de autocensura 
y una red de controles farragosos 
para impedir que ciertas noticias se 
esclareciesen. Como formas sofisticas 
de tapar la boca a la prensa, se han 
citado frecuentemente la compra de 
espacios por parte del gobierno, los 
suministros de papel que controla 
el Estado, los pagos de viajes a 
periodistas en giras presidenciales, las 
subvenciones encubiertas a través de 
publicidad estatal y hasta la entrega 
de sobres particulares, con dinero, 
dentro de la mejor línea de fondo de 
reptiles, señala Zeta de Pozo (2004). 

El modelo estructural de rela-
ción subordinada de los medios 
al poder público en el México 
del siglo XX pasa por varias eta-
pas que van desde el  proceso de 
encuadramiento corporativo de 
todos los sectores socioeconó-
micos al Estado, hasta la inte-
gración del mencionado com-
plejo político empresarial (o 
burocrático empresarial) de in-
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tereses comunes entre los secto-
res políticos y burocráticos y los 
de las grandes corporaciones 
empresariales, complejo cuyos 
engranes se han movido histó-
ricamente con el lubricante de 
la corrupción institucionaliza-
da. Los elementos constitutivos 
de este modelo son:

1. Un marco jurídico, de acuerdo 
con la ponencia de Solís, Beatriz 
(1999), que prescribe y propicia:

a.	 un alto grado de interven-
ción estatal en materia de 
cine, radio y televisión;

b.	 un poder discrecional des-
medido por parte del Poder 
Ejecutivo en esas materias;

c.	 una normatividad punitiva 
y obsoleta en materia de 
medios impresos, que,

d.	 ha hecho de dicha norma-
tividad una legislación en 
desuso, a lo que se agrega,

e.	 la ausencia de previsiones 
respecto de los derechos 
de acceso a la información 
de la sociedad, de los dere-
chos de los informadores 
en el ejercicio de su profe-
sión y de los derechos de 
los particulares involucra-
dos en los procesos infor-
mativos lo que, a su vez,

f.	 ha generado un vacío legal 
que deja en la indefensión 
lo mismo a los periodistas 

lesionados por sus empre-
sas, a veces por iniciativa 
del poder público, que a 
los grupos e individuos 
afectados por los procesos 
informativos, mientras,

g.	 el complejo burocrático 
empresarial de los medios 
protege discrecionalmente 
los intereses de sus inte-
grantes y, por tanto,

h.	 empresarios de medios y 
sus contrapartes burocráti-
cas se oponen ferozmente 
a todo intento de alcanzar 
consensos a fin de contar 
con una legislación mo-
derna que transparente las 
relaciones de los medios 
con los particulares, la so-
ciedad y el Estado.

A ello hay que agregar,

2. Un modelo económico pro-
teccionista, vigente desde los 
años veinte hasta la primera 
mitad de los ochentas, que al 
ser aplicado a las empresas me-
diáticas con las características 
de discrecionalidad propias de 
los vacíos legales descritos, ge-
neró relaciones de corrupción, 
dependencia y subordinación 
del Estado con empresarios y 
profesionales de la informa-
ción, a través de:

a.	 apoyos financieros estata-
les para fundar o rescatar 
empresas informativas en 
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forma de créditos prefe-
renciales, comodatos de 
inmuebles y donaciones,

b.	 estímulos fiscales a través de 
un régimen especial de tri-
butación para los medios, a 
los que se agregan negocia-
ciones periódicas para regu-
larizar deudas acumuladas,

c.	 dotación subsidiada (y dis-
criminada) de insumos ta-
les como el papel periódico 
y la electricidad,

d.	 publicidad estatal asigna-
da discrecionalmente, más 
cuantiosa cuanto más se 
expandía el Estado en nue-
vas dependencias, organis-
mos y empresas públicas, 
lo que convirtió al sector 
público, por varias déca-
das, en el primer anun-
ciante del país,

e.	 condonación de deudas 
acumuladas con el Segu-
ro Social a través de inter-
cambios de servicios que 
incluyen contratos, reales 
o simulados, para realizar 
trabajos de impresión, pago 
de publicidad adelantada y, 
desde luego, un tratamiento 
informativo privilegiado,

f.	 asignación a reporteros, 
columnistas, articulistas y 
directivos de medios, de 
emolumentos pecuniarios 
mensuales, a manera de 

salarios o complemento de 
salarios, por parte de las 
oficinas de prensa de las de-
pendencias y las empresas 
públicas, lo que, indepen-
dientemente de los efectos 
en el condicionamiento in-
formativo, se convirtió en 
un subsidio más a las em-
presas de la comunicación 
que, por muchos años, y 
todavía hoy, aunque menos 
frecuentemente, aplicaron 
una estructura de sueldos 
bajos, muchas veces sim-
bólicos, a los informadores, 
en el entendido de que su 
ingreso principal se obten-
dría en las oficinas públicas.

g.	 confusión entre las fun-
ciones informativas y las 
de venta de publicidad por 
parte de los reporteros, a 
quienes se encarga de obte-
ner la cuota de publicidad 
de sus fuentes informativas 
a cambio de una comisión 
de agente vendedor,

h.	 asignación de pagos de 
grandes sumas anuales 
a periodistas a través de 
supuestos contratos de 
publicidad y servicios in-
formativos suscritos por 
interpósitas personas,

i. 	 gratificaciones sexenales a 
comunicadores y directi-
vos de medios a través de 
organismos públicos tra-
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dicionalmente utilizados 
como pagadurías de este 
tipo de erogaciones, como 
la Lotería Nacional,

j.	 habilitación de periodistas 
como contratistas proveedo-
res de los más diversos bie-
nes y servicios a institucio-
nes estatales, desde barbecho 
de tierras de cultivo hasta fu-
migación de bodegas,

k.	 provisión subsidiada de 
viviendas a comunicado-
res y, en ocasiones, dota-
ción gratuita,

l.	 asignación discrecional, 
a empresas formadas por 
periodistas, de igualas pe-
riódicas en dinero y jugosas 
concesiones para el uso de 
espacios públicos, desde los 
destinados a fijar anuncios 
en las estaciones del me-
tro de la ciudad de Méxi-
co hasta bodegas y locales 
en mercados, centrales de 
abasto y locales comercia-
les en aeropuertos de gran 
afluencia turística,

m.	formación de empresas re-
presentantes de columnis-
tas y otros comunicadores 
para fines diversos, entre 
los que se incluye la recep-
ción de “fondos de reptiles” 
procedentes de diversas 
fuentes de poder y su en-
trega al comunicador por 
la empresa representante, 

documentando diversos 
servicios informativos su-
puestamente prestados a 
esa empresa intermediaria, 
vale decir, una forma de la-
vado de dinero en la que el 
columnista pretende pre-
servar su independencia 
por el hecho de no apare-
cer directamente en las nó-
minas de los poderes y los 
poderosos (Carreño, 2015, 
Elementos constitutivos 
del modelo, Párr. 1-25) 

Los recursos movilizados por el po-
der público, la clase política y, más 
tarde, la clase empresarial a lo largo 
del presente siglo de vigencia del 
modelo mexicano de relación con 
los medios dejan, en un rango bas-
tante modesto, los millones de dóla-
res (una treintena) en que se pueden 
calcular las subvenciones otorgadas 
a la prensa por la dictadura porfi-
rista. También hacen palidecer los 
cálculos del apoyo financiero acu-
mulado en 70 años de patronazgo 
abierto de la prensa por el gobierno 
de Estados Unidos (1790-1860) y los 
“fondos de reptiles” que escandali-
zaron a Europa en la Alemania de 
Bismarck (1862-1890). Pero lo más 
relevante de esta comparación es que 
aquellos hechos corresponden a una 
historia más bien remota, mientras 
que el modelo mexicano permanece, 
si bien con modificaciones y en un 
lento proceso de extinción (Carreño 
Carlón, 2015).
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Como observamos, los vínculos 
generados entre gobierno y medios a 
través de financiamientos y esquemas 
de diversos órdenes han podido 
incidir en los cambios de dirección y 
de propiedad de los medios. Esto es 
así porque el poder público ha podido 
utilizar, en este largo ciclo, los resortes 
del conocimiento de las situaciones 
financieras, fiscales y laborales de los 
medios “protegidos” a fin de decidir, 
discrecionalmente, en qué momento 
renovar las relaciones de protección o 
complicidad a través de la renovación 
de los apoyos y de los acuerdos de 
impunidad, o en qué momento imponer 
cambios drásticos con el expediente o 
la simple amenaza de hacer efectivas 
las deudas acumuladas o perseguir los 
delitos hasta el momento simulado.

Del periodismo “larvario” a la 
era digital

Durante la revolución de Independen-
cia, a principios de siglo XIX, obser-
vamos una lucha más que de ideas, de 
conceptos, de formas, de pensamiento 
político, expresión de realidades, de 
una verdadera lucha de clases entre 
grupos liberales y conservadores que 
se ve reflejada en una prensa de la épo-
ca, precedida por una gran profusión 
de hojas, volantes, folletos y pasquines 
(Carrión, 2011, p. 181) 

Con las extremas medidas median-
te las cuales diferenció y procuró el 
apartamiento de las clases y grupos 
sociales, la sociedad colonial de Mé-

xico intensificó las contradicciones 
entre estas y en el nivel del periodis-
mo. Durante mucho tiempo, mien-
tras por un lado la prensa del go-
bierno realista determinaba formas 
de distracción social, encaminadas a 
ocultar la realidad distorsionándola 
(formas que en el campo ideológico 
eran propiamente represivas); por la 
otra parte impidió que apareciera una 
prensa en capas que puede extender-
se desde los grupos criollos menos 
bien situados en la administración 
popular, hasta las castas y los estratos 
de indígenas (Carrión, 2011).

En una sociedad en la cual las 
contradicciones entre las clases y 
los grupos sociales son el principal 
fermento de los cambios históricos 
y sociales, es legítimo hablar de un 
periodismo larvario (Carrión, 2011) 
surgido en los intersticios de esas 
contradicciones y en las grietas, 
anchas o estrechas que deja el rigor 
del periodismo oficial.

Este tipo de periodismo “larvario” 
fue frecuente en la colonia. Aparecía 
sobre todo durante los diversos 
brotes de protesta, motines o intentos 
de insurrección.

Desde los viejos tiempos en 
que aparecía el pedestal de la 
estatua mutilada de Paquino 
… parchado con los pasqui-
nes populares… la costum-
bre de injuriar por medio del 
anónimo público, pegado en 
un lugar visible de una vía, 
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adosada a un muro, corrió de 
ciudad en ciudad, de país en 
país… Así en la muy noble 
y leal ciudad de México, los 
pasquines contra el virrey y 
los nobles del virreinato eran 
el arma terrible contra la que 
no valía la vigilancia palacie-
ga ni la amenaza inquisitorial. 
(Carrillo, 2011, p. 191)

Hoy, en la llamada era de las comu-
nicaciones, nadie que se  precie de 
persona informada puede decir, con 
certeza, que en el fondo, la esencia del 
periodismo ha cambiado: El periodis-
mo es ideal, es pasión, es interés, es 
poder. Y se califica o descalifica de-
pendiendo el cristal con que se mira.

Es tal la importancia del periodismo, 
de la prensa, que se la ha llegado a 
llamar “El cuarto poder”, agregándolo 
a la trilogía de división de poderes de 
Montesquieu: Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial, aunque hay quienes lo colocan 
como el poder de poderes o el nuevo 
príncipe: El príncipe electrónico.

El príncipe electrónico

Hablando de medios y poder, tam-
bores de guerra, trompetas, timbales 
y flautas suenan en la “aldea global”; 
los rostros se pintan, la piel se eriza, 
el ánimo sube o baja; la adrenalina 
impulsa o atemoriza. Son signos de 
los tiempos. La “globalización mar-
cha”, nadie parece detenerla, aunque 
la resistencia se atrinchera, espera sus 
tiempos, busca sus estrategias.  

Al parecer, la mayoría de habitantes 
de este planeta, inmersa en la lucha 
por la sobrevivencia, el combate a 
la ignorancia y el analfabetismo, 
las disputas locales y pendencieras, 
no alcanza a ver el bosque de la pro-
blemática global: el neocolonialismo 
insaciable a través de los diferentes 
medios de comunicación, esto es, la 
televisión, la internet y el ciberespacio 
nos devoran.

Muchas personas parecen no darse 
cuenta, pero hay quienes sí alcanzan 
a vislumbrar las nuevas cadenas de 
la esclavitud significadas en la lla-
mada globalización, libre mercado, 
neoliberalismo o capitalismo salvaje, 
cuyos eslabones están representados, 
principalmente en los medios de co-
municación electrónicos. Alojados en 
su debido tiempo y contexto pueden 
ser el teléfono, el telégrafo, la radio, 
las películas, la televisión, las compu-
tadoras, el fax, el correo electrónico, 
la internet o el ciberespacio.

Vivimos en la era de la información, 
la era del conocimiento, la era de la 
sociedad mediática.

Ianni (2000) reflexiona sobre el 
poder de los medios en la sociedad 
contemporánea usando la metáfora 
de “el príncipe electrónico”. Allí, 
establece una relación entre “el 
príncipe” de Maquiavelo, y el “príncipe 
moderno” de Gramsci. Octavio Ianni, 
uno de los principales pensadores 
latinoamericanos fallecido a los 
77 años, el 4 de abril de 2004, nos 
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menciona que dentro de la sociedad 
mediática el “príncipe electrónico” es 
el arquitecto del “ágora electrónica”, 
donde, de la noche a la mañana, 
los héroes se vuelven villanos y los 
villanos héroes (Ianni, 2000). 

Sus primeros estudios culminaron en 
el libro “A sociedade global”, publicado 
en portugués en 1992 (en castellano 
en 1998), que junto a “Teoría de la glo-
balización” (castellano 1996), son po-
siblemente sus textos más difundidos 
y usados. A esos aportes se le suman 
otros tantos, como por ejemplo “La 
era del globalismo (1999) y “Enigmas 
de la modernidad-mundo” (2000).

A lo largo de esos aportes, Ianni 
considera la globalización como 
un proceso múltiple, propio del 
capitalismo, donde se repiten algunos 
procesos ya conocidos como el énfasis 
en el mercado, pero se le agregan 
nuevos actores, en especial las empresas 
transnacionales (Ianni, 2000).

Esto genera que el capitalismo avance 
de nueva manera sobre el propio 
proceso civilizatorio; a juicio de Ianni, 
son las culturas las que cambian 
con los embates del globalismo. De 
manera complementaria, Gudynas 
(2004) advierte que en lugar de 
mover hacia un mundo de igualdades 
y perfección, se promovía la 
desigualdad y contradicción, donde 
la propia sociedad global se “muestra 
como una estructura de enajenación”. 

Para Gómez (2002), el príncipe 
electrónico se trata del nuevo poder 

por encima de las viejas estructuras 
políticas, que no es ni una persona 
ni un partido: se trata de los medios 
tradicionales, casados y encabezados 
por los intereses dominantes en la 
actualidad, que hoy por hoy definen 
quién puede gobernar en cualquier 
lugar del planeta. Son el nuevo poder 
transnacional, neoliberal.

¿Qué significa la aparición de este 
nuevo príncipe en el mundo para 
Octavio Ianni?, pregunta Gómez en 
entrevista a Ianni en donde responde, 
lo siguiente: 

Que las grandes cuestiones polí-
ticas no se deciden más en los 
partidos ni en los gobiernos, 
se deciden, principalmente, 
en los medios. Algunos de los 
elementos de los gobiernos y 
de los partidos tienen alguna 
influencia en las decisiones, 
pero son las corporaciones 
de medios las que indudable-
mente tienen una influencia 
decisiva en la formación de la 
opinión pública, en la induc-
ción, en la orientación de la 
opinión pública sobre grandes 
problemas nacionales y mun-
diales. Por tanto, los partidos 
y los líderes están ampliamen-
te subordinados a los medios o 
trabajan en colaboración con 
ellos. Se puede decir que el 
mundo es hoy un vasto esce-
nario de marketing político. 
(Gómez, 2002, p. 21)
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Sin mencionarlo por su nombre, 
otros estudios del fenómeno globa-
lización hacen mención al “príncipe 
electrónico”, el nuevo poder.

Carbonell (2011) refiere que no hay 
una sola globalización, sino tres pro-
cesos globalizadores: la globalización 
de las comunicaciones, auspiciada 
por el desarrollo de las tecnologías 
satelitales y por la difusión masiva 
de internet;  la globalización finan-
ciera, producto de la interconexión 
de los mercados bursátiles en todo el 
mundo y de los alcances planetarios 
que hoy tienen los llamados global-
players (que son fundamentalmente 
empresas transnacionales y agentes 
de inversión que operan a escala glo-
bal); y la globalización cultural, que 
se manifiesta sobre todo en la adop-
ción de pautas culturales producidas 
en Estados Unidos y promovidas por 
todo el planeta. Buena parte de quie-
nes habitamos la tierra vemos las 
mismas películas, las mismas series 
de televisión, nos informamos a tra-
vés de las mismas agencias, seguimos 
los eventos deportivos que se llevan a 
cabo o se financian desde los Estados 
Unidos, etcétera. “Más que de globa-
lización en este último caso podría 
hablarse de “neocolonialismo, pues 
es solamente una de las partes la que 
está dominando el escenario cultu-
ral” (Carbonell, 2011, p. 11).

Esta última apreciación de Carbonell 
la comparto, pero no estoy de acuer-
do con la clasificación de la globa-
lización, porque siento que se trata 

de una sola promovida por el gran 
capital transnacional, instaurador de 
nuevos paraísos fiscales, paraísos de 
mano de obra barata, paraísos de ex-
plotación, nichos esclavizantes.

Pero no se trata, en este espacio, de 
entrar en una polémica con Miguel 
Carbonell, ya habrá tiempo para ello. 
Lo importante, en este momento, es 
subrayar cómo deja ver la nariz, los 
ojos, la lengua y las extremidades, sin 
decirlo, del “príncipe electrónico”.

Tras las “globalizaciones” que re-
fiere Carbonell está el gran capital 
transnacional y sus aliados: el capi-
tal nacional y el local, que manejan 
y son dueños, entre otros, de los 
medios de comunicación que, de la 
noche a la mañana, pueden trans-
formar a los héroes en villanos y a 
los villanos en héroes.

De ese tamaño es el poder que se da 
a al periodismo, a la comunicación y, 
en cierta medida, a los comunicado-
res y comunicadoras.

En este sentido, ¿quiénes son los suje-
tos profesionales de la comunicación, 
cómo deben ser, cuál es su perfil?

Deben ser personas que busquen el 
establecimiento de foros públicos 
democráticos; que asuman la res-
ponsabilidad de la calidad de vida 
de una comunidad dada y esperan 
que todos los demás miembros la 
asuman; tener sentido de obligación 
moral para construir una ciudadanía 
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que repercuta en la construcción de 
una comunidad nacional dialogante 
e interactiva; apasionadas de la co-
municación pública en la que fluya 
la verdad; que busquen la libertad de 
expresión al promover que se diga 
todo aquello que deba ser informa-
do para beneficio de la comunidad y 
no solo de un sector particular; estén 
comprometidas con el desarrollo de 
una sociedad democrática, las liber-
tades, los derechos humanos, la jus-
ticia y el bien común y, sean facilita-
doras de la participación ciudadana 
directa (Corella, 2014).

Pero en estos tiempos debemos ha-
blar, de un nuevo perfil periodista ac-
tual, periodista en la era digital, ciber-
periodista o periodista multimedia.

Ciberperiodista o periodista 
multimedia

Así, aunque para algunos resulta pre
maturo hablar de un nuevo perio
dismo a raíz de la internet, lo cierto 
es que este nuevo medio empieza a 
cambiar las prácticas de la profesión, 
los conceptos tradicionales y la natu
raleza de ciertos géneros periodísti
cos. Entre esos cambios emerge uno 
impulsado por la interactividad y es el 
hecho de que el sujeto usuario puede 
asumir el rol de periodista. Por ende, 
el perfil de su función de mediación 
tradicional tiende a verse disminuido, 
o por lo menos afectado, considera 
Martínez (2012) al asegurar:

Ante ello, el periodismo tradicio
nal no desaparecerá, pero deberá 
ir modificando su manera de tra
bajar en función de la adaptabili-
dad del medio, la interactividad y 
la hipertextualidad, de manera que 
los nuevos géneros multimedia re-
únan la profundidad de la prensa, 
la simultaneidad de la radio y la 
imagen de la televisión.

De manera que en la misma tesitura, 
para Martínez, otro desafío del perio
dista es, entonces, redefinir su perfil 
profesional: pasar de la etapa de los 
medios tradicionales a la brecha del 
periodismo digital y de esta al nivel 
multimedia. Es decir: hoy se exige 
no solo conocimientos y habilidades 
propias del oficio periodístico, sino 
también el dominio de técnicas para 
producir y administrar el quehacer 
informático y de la multimedia.

La meta es superar los alcances del 
periodista tradicional, circunscrito 
al modelo de antaño y al manejo del 
lenguaje de un solo medio, para enca
minarse al perfil del periodista o la 
periodista digital: profesional que se 
familiariza en el entorno internet, que 
conoce y aprovecha todos los entresi
jos técnicos de las páginas web, consi-
dera Sandoval (2001). Además, afirma 
que, con internet, los periodistas y las 
periodistas se han convertido, simultá-
neamente, en quienes emiten y reciben 
la información que circula por la red 
y, por tanto, necesitan saber usar los 
programas y aplicaciones más comu-
nes que se emplean en los sitios web y 
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que sirven tanto para acceder a su con-
tenido como para producir otros pro-
ductos multimedia (con texto, audio e 
imágenes) (Sandoval, 2001).

Tal como señala Luzón (2000), el 
periodista o la periodista digital es 
quien ejerce como tal a partir de su 
capacidad para crear elementos nue-
vos de comunicación, donde el análi-
sis, la interpretación y la integración 
de los procesos informativos son los 
que dan un valor añadido a la acti-
vidad del medio. Pero no cabe duda 
de que para ejercer la creatividad hay 
que conocer y aprender primero la 
técnica. En la creatividad y la forma-
ción está la clave del éxito del futuro 
o futura periodista (Sandoval, 2001). 

Sin embargo, un paso superior en esta 
escala sería convertirse en periodista 
multimedia como señala Sandoval 
(2001) y plantea, entre sus caracterís-
ticas, que debe añadir  herramientas 
que faciliten el manejo de programas 
especializados en imagen fija y en 
movimientoo, sonido, diseño.

En concordancia, Koldobika (2003) 
menciona que periodista multimedia 
es una especie de persona orquesta, 
capaz de utilizar imágenes de video 
en la edición en línea de su periódico 
o de transmitir mensajes escritos a 
través de su emisora de radio.

Como vemos, encontrar la defini-
ción del término periodista tradi-
cional ha generado en estos días un 
gran debate en relación con el con-

cepto de periodista digital o ciberpe-
riodista y, por ende, del periodismo 
o del acto de periodismo.

La Corte de Apelación Americana 
del Primer Circuito, en una sentencia 
del mes de octubre de agosto de 2011, 
llegó a la conclusión que no podía, ni 
parecía ajustado a derecho hacerlo, 
establecer una clara línea que dife-
renciase, en términos cualitativos, el 
periodismo realizado en los medios 
tradicionales (analógicos o digitales) 
del que se hacía en formato de blog, lo 
que una gran representación sostiene, 
ya que no hay un concepto legal de pe-
riodista (González Gordon, 2013).

Jeff Jarvis, editor del New York Daily 
News y experto en internet, en su blog 
y en su cuenta de twitter apuntó: “ya 
vengo diciendo desde hace mucho que 
tenemos que dejar de definir el perio-
dismo por la persona, y en su lugar 
definirlo como un acto. Por ello, sien-
do el periodismo un acto, cualquiera 
puede ser periodista (Jarvis, 2014). 

No debemos olvidar, en este trabajo, 
que desde que terminó la guerra fría, 
la humanidad está pasando por una 
crisis económica y social de una gran 
gravedad sin precedentes, que está 
llevando a grandes sectores de la po-
blación mundial a un rápido empo-
brecimiento y conceptualización de 
términos y realidades.

Como establece Michel Chossudovs-
ky (2003, p. 7):
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•	 Hambruna y miseria pre-
valecen en el África Sub-
sahariana, en el sur de 
Asia y en algunas partes 
de Latinoamérica.

•	 Esta globalización de la po-
breza, que en gran medida 
ha revertido los logros de 
la descolonización, se ini-
ció en el tercer mundo al 
mismo tiempo que la crisis 
de la deuda de principios 
de los ochenta y la impo-
sición de las letales refor-
mas económicas del Fondo 
Monetario Internacional.

•	 El nuevo orden mundial se 
nutre de la pobreza y de 
la destrucción del medio 
ambiente. Genera el apar-
theid social, alienta el ra-
cismo y las luchas étnicas, 
socaba los derechos de las 
mujeres y con frecuencia 
se lanza a los países a con-
frontaciones destructivas 
entre nacionalidades.

•	 A partir de 1990 ha exten-
dido su dominio a las prin-
cipales regiones del mun-
do: Norteamérica, Europa 
occidental, los países del 
antiguo bloque soviético y 
los países recién industria-
lizados del sureste de Asia 
y del Lejano Oriente.

•	 Esta crisis de extensión 
mundial es más devasta-

dora que la gran depresión 
de los años 30 del siglo pa-
sado. Tiene implicaciones 
geopolíticas de largo al-
cance: el quebrantamiento 
económico ha ido del sur-
gimiento de guerras regio-
nales, la fractura de socie-
dades y, en algunos casos, 
la destrucción de países 
enteros. Con mucho, es la 
crisis económica más gra-
ve de la historia moderna.

Crisis económica, de valores y conceptos 
que nos colocan en momentos de 
romper paradigmas.

Conclusiones 

Como hemos visto en la presente in-
vestigación, a lo largo de la historia el 
concepto de periodista ha evolucio-
nado. De periodismo larvario, que 
prácticamente se realizaba desde la 
clandestinidad, hasta el ejercicio co-
municativo de hoy con el uso de las 
nuevas técnicas de la comunicación.

El nombre y apellido han cambiado 
de periodista de noticias, de deportes 
de cultura, ciberperiodista, pero la 
esencia no cambia: el ejercicio del 
periodismo es pasión, ideal, interés, 
poder y contrapoder, periodismo 
de la era digital.

En estos tiempos de la globalización, 
todos y todas podemos ser comuni-
cadores y comunicadoras; pero de-
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cirnos periodistas, con propiedad, no 
cualquiera, si partimos del punto de 
vista deontológico con Kant, que es-
tablecía que debemos actuar no solo 
por deber sino por amor al deber.

Ese es el camino del periodismo, del 
periodista y la periodista profesional, 
del periodismo sin adjetivos, que 
debe estar al servicio de las causas 
justas, del beneficio de la colectividad, 
del bien común, antes de ponerse al 
servicio de los grupos poderosos, de 
la nueva oligarquía global que amasa 
las riquezas del mundo en tanto lo 
que se ha globalizado es la pobreza. 

En ese contexto se debate la figura 
(¿nueva?) de periodista. El periodista 
de la era digital que, quizá, deba dejar de 
un lado el “romanticismo” o fortalecerlo 
para ser más humano en una sociedad 
que necesita, le urge, humanizarse.

Ello implica un reinventarnos desde 
la educación, con una educación 
humanista para humanizar a la 
humanidad. Nos estamos tardando. 
Hay que educar en el amor, en la 
solidaridad, privilegiando el principio 
tú y yo, y no tú o yo. 
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La configuración de la juridicidad y 
antijuridicidad del daño ambiental 
y sus diferentes formas de 
legitimidades1

Shaping legality and illegality of 
environmental damage and its different 
ways of legitimacy

Claudia Alexandra Munévar Quintero2
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Resumen

El presente artículo tiene como marco de análisis la configuración del daño ambiental 
desde sus diferentes formas de legitimidades. El objetivo es develar el contexto 
constitucional y doctrinal del daño en relación con el ambiente mismo, según su carácter 
jurídico y anti-jurídico y la relación con víctimas determinadas o indeterminadas, titular 
de derechos ambientales. En este sentido, mediante la técnica de análisis documental se 
esbozan los postulados normativos del “ser” y “deber ser” de la norma. Para ello, se parte 
de la comprensión que el daño, más que una construcción jurídica, tiene una definición 
social, la cual, a su vez, determina los criterios de juridicidad. Se concluye que este 
criterio de juridicidad no atiende solamente juicios de razonabilidad, fuerza y poder de 
un Estado a través de sus normas, sino que son establecidas según los consensos y las 
re-significaciones sociales. Ampararse en la coacción del derecho y su fuerza arbitraria 
conlleva a la deslegitimación de las actuaciones legales de un Estado y acentúa la brecha 
entre la realidad normativa y las realidades sociales. 

Palabras clave: Daño ambiental, daño jurídico, daño antijurídico, legitimidad. 

Abstract

This article has as a configuration framework wich concerns the environmental damage from 
the different forms of legitimacy. The aim is to uncover the constitutional and doctrinal context 
of damage related with the environment according to their legal and anti-legal nature; it can 
be seen as a determinate or indeterminate victim, which is the owner of environmental rights. 
The epistemological approach is hermeneutical, in this sense, the normative postulates of 

73Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 27 (2), II Semestre 2016 (EISSN: 2215-4221)

27

Doi: http://dx.doi.org/10.15359/rldh.27-2.3
URL: http://www.revistas.una.ac.cr/derechoshumanos



“being” and “should be” of the regulations 
are outlined through the documentary 
analysis technique. To do this, it is 
understood that the damage, more than a 
legal construction, has a social definition, 
which in turn determines the criteria of 
legality. It is concluded that this criterion 
of legality does not serve only to judgments 
of a State’s reasonableness, strength and 
power through its rules. On the other 
hand, they are established by consensus 
and social re-significances. Relying on the 
coercion of law and its arbitrary force, 
leads to the discrediting of the State’s legal 
proceedings, accentuating the gap between 
the normative reality and social realities.

Keywords: environmental damage, legal 
damage, illegal damage, legitimacy.

Introducción 

En el contexto de la legalidad de 
un Estado para determinar el daño 
ambiental producido en el marco de 
proyectos y obras de desarrollo, el 
derecho se ha convertido en uno de 
los determinantes de presunción de 
legitimidad que justifica no solo el 
impacto significativo sobre el medio 
ambiente y los recursos naturales, 
sino además las vulneraciones en 
los derechos humanos tanto de 
naturaleza individual como colectiva. 
Sin duda se trata de daños evidentes 
del mundo actual; no obstante, frente 
a su evidencia, han surgido nuevas 
categorías teóricas y legales que 
problematizan el reconocimiento y 
reparación del daño ambiental, sea 
de naturaleza pura o consecutiva. 
Como se anotará en el desarrollo 

de este artículo, existe un elemento 
denominado la juridicidad del daño, 
componente que define los criterios 
para el reconocimiento de este, en 
el sentido de establecer si ese daño 
se debe o no soportar. Frente a este 
último aspecto se generará el debate y 
marco de análisis de este artículo, por 
cuanto, qué o quién determina si se 
está en el deber jurídico de soportar 
ese daño o no.

Recurrir a la teoría política pareciera 
una salida importante al momento 
de encontrar definiciones sobre la 
naturaleza de la legitimidad; legitimidad 
en el contexto de la “autorización” por 
parte de un Estado o de las leyes, para 
que un individuo, una colectividad o el 
ambiente en sí mismo deban soportar 
un daño. No obstante, pese a que las 
definiciones son puntuales frente a la 
definición del concepto, no presenta 
soluciones a la evidente vulneración de 
derechos “permitidos” desde el manto 
de la legalidad. 

Por esta razón, el presente artículo 
pone en evidencia otras connotacio-
nes y conceptos frente a la legitimidad 
social. Al mismo tiempo, estas defini-
ciones de legitimidad como forma de 
consenso social cuestionan los funda-
mentos doctrinales e interpretativos 
del concepto de juridicidad y permiten 
concluir que la legitimidad del Estado 
actual no debe enmarcarse en el uso 
de la fuerza o en el amparo de coac-
ción, sino en la capacidad de identifi-
car sus postulados con las realidades y 
necesidades sociales, así como en las 
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diferentes valoraciones y percepciones 
de los miembros de una comunidad o 
de la sociedad en general, respecto a la 
consideración del daño ambiental.

La configuración de la juridicidad y 
antijuridicidad del daño ambiental

La concepción del daño como 
elemento y presupuesto que establece 
el deber jurídico de la reparación 
ha reconfigurado el régimen de 
responsabilidad civil en Colombia desde 
diferentes aspectos. Por un lado, su 
fundamento no solo radica en atender 
a criterios de concepciones que solo 
tengan en cuenta la culpa, sino que su 
reparación actualmente abarca criterios 
y dimensiones de justicia y equidad, 
“es así como la prioridad no es buscar 
un culpable para sancionarlo, sino 
comprender y reparar a la víctima 
por el mal injustamente sufrido” (Gil, 
2011, p. 24).

De igual forma, estas reconfiguraciones 
han dado lugar a nuevas comprensiones 
en el ámbito del derecho que, en aras de 
garantizar justicia y equidad, han roto 
paradigmas dogmáticos y principios 
jurídicos antropocéntricos que 
parecían ser inquebrantables, dando 
lugar a la protección de derechos 
como los colectivos ambientales y el 
reconocimiento y reparación de daños 
que componen esta misma dimensión. 
Es así como aparecen diferentes 
clasificaciones que trascienden del 
reconocimiento de daños que afectan 
la esfera patrimonial de un individuo, 
al reconocimiento de daños, que tienen 

una naturaleza “supraindividual”, 
la cual involucra no solo sujetos 
determinados, sino colectividades 
determinadas y no determinadas. 

Nos adelantamos en señalar las 
características jurídicas del daño 
ambiental: no es un daño co-
mún, es ambivalente o bifronte 
en cuanto afecta intereses in-
dividuales y supraindividuales, 
es complejo, de relación causal 
difusa, vinculado con aspectos 
técnicas o científico tecnológi-
cos, de ardua, costosa o difícil 
comprobación, en ocasiones 
anónimo o impersonal, preva-
lentemente social, colectivo o 
masificado. A su vez constituye 
el único daño civil constitucio-
nalizado. (Caferrata, 2004, p. 63)

En este sentido, la doctrina ha entrado 
a distinguir entre el daño que se genera 
al ambiente propiamente dicho y el 
daño que genera consecuencias a las 
esferas patrimoniales y morales de un 
individuo o una colectividad. Sobre 
el primer sentido, Rojas (2012) define 
el perjuicio ambiental propiamente 
dicho como aquel que “… recae sobre 
el derecho colectivo al ambiente sano 
y que, en esa medida, en principio, 
no se materializa sobre una víctima 
individualizada …” (p. 80). Este tipo 
de daño lo define Henao (2000) como 
daño ambiental puro:

Aquello que ha caracteriza-
do regularmente las afrentas 
al medio ambiente es que no 
afectan especialmente a una 
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u otra persona determinada, 
sino exclusivamente el medio 
natural en sí mismo considera-
do; es decir, las cosas comunes, 
que en ocasiones hemos desig-
nado como bienes ambienta-
les, tales como el agua, el aire, 
la flora y la fauna salvaje. (He-
nao, 2000, p. 143)

En segundo sentido, el daño que ge-
nera consecuencias individuales es 
definido como daño ambiental im-
propio o daño consecutivo, “se trata 
de daños consecuenciales.… No es 
ya una lesión del interés colectivo del 
ambiente mismo, sino el menoscabo 
patrimonial o extrapatrimonial pade-
cido por un individuo, como conse-
cuencia o reflejo de la contaminación 
ambiental” (Rojas, 2012, p. 84).

Es así como estas distinciones han 
dado lugar a un reconocimiento im-
portante en materia de daño ambien-
tal, toda vez que la dimensión en el 
daño permite conjugar dos tipos de 
perjuicios: “el perjuicio que sufren 
todos, es decir la humanidad, pues se 
está alterando algo que es de todos… 
y el perjuicio que sufre el titular de 
la propiedad privada sobre el medio 
ambiente afectado, pues su bien se 
dañó” (González, 2007, p. 230). 

Ahora bien, para el reconocimiento 
y reparación del daño, independien-
temente a qué tipo de daño se refiera, 
sea puro o consecutivo, se requiere de 
otro elemento: este es que el daño sea 
antijurídico. Este elemento tiene una 

importante connotación en el marco 
jurídico y constitucional colombiano, 
toda vez que el artículo 90 de la Cons-
titución Política de 1991 alude a este 
término como criterio de responsabi-
lidad: “El Estado responderá patrimo-
nialmente por los daños antijurídicos 
que le sean imputables, causados por 
la acción o la omisión de las autorida-
des públicas. [En este sentido,] ¿cuán-
do es jurídico el daño? La respuesta es 
clara: cuando existe el deber legal de 
soportarlo” (Gil, 2011, p. 28).

Esta concepción o definición de daño 
jurídico antijurídico da a entender 
que en la esfera de la reparación de 
un daño hay que considerar si su cau-
sa es jurídica o no lo es, es decir, que 
la ley o el actuar legítimo de un Esta-
do no lo imponga. 

Y no deben soportarse daños, 
independientemente de que 
sean la consecuencia del obrar 
legítimo o del actuar contrario 
al orden jurídico, cuando no 
exista razón legal o de derecho 
que obligue a padecerlos, 
porque, de lo contrario, el 
daño es antijurídico para quien 
lo sufre, en la medida en que el 
ordenamiento no se lo impone. 
(Gil, 2011, p. 28) 

En materia ambiental esta concep-
ción de daño tiene una connotación 
importante, toda vez que el medio 
ambiente en Colombia es concebi-
do y definido como un recurso na-
tural, recurso objeto de utilización, 
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aprovechamiento y explotación, 
bajo el expuesto y el entendido de 
que dichas obras sean “racionales”, 
y dicho criterio de racionalidad se 
delega al Estado a través del man-
dato constitucional y legal. 

Entonces, si se hace uso o 
aprovechamiento de los 
recursos naturales reno-
vables cumpliendo con 
los requisitos normativos, 
esto es, usándolos dentro 
de los niveles, cantidades 
y concentraciones, y con 
las condiciones impuestas 
en el acto administrativo 
que permite su uso o apro-
vechamiento, el daño fatal 
que de todas formas se pre-
sente es un daño jurídico, 
lícito y permitido. (Gonzá-
lez, 2007, p. 231)

Desde esa óptica, es el marco jurídico 
el que delimita la juridicidad y 
antijuridicidad del daño, de ahí que 
se considere ilícito todo lo que exceda 
los límites permisibles trazados para 
dicho aprovechamiento y explotación 
y, por ende, la consideración de justo 
o injusto del daño soportado por 
una víctima lo establece la norma. 
Ahora bien, el criterio de justo o 
injusto resulta problemático, más 
aún cuando su valoración versa sobre 
derechos humanos. Por ende, desde 
la perspectiva de legalidad, mas no 
de legitimidad, es más conveniente 
“acudir no la calificación de justicia 

o injusticia del daño, sino más bien 
al concepto de antijurídico …” (Gil, 
2011, p. 27).

Esta distinción de daño jurídico y daño 
antijurídico o daño lícito o ilícito es 
útil en el marco del aprovechamiento 
de la oferta ambiental, toda vez que, 
en el ámbito normativo colombiano, el 
ambiente es concebido como recurso, 
es decir, “objetos puestos a nuestra 
disposición y con un valor económico, 
como único valor” (Noguera, 2004, 
p. 66). No obstante, una cosa es 
la oferta ambiental que puede ser 
explotada y otra es un derecho 
ambiental que puede ser vulnerado. 
En el ámbito de derechos ambientales, 
cuyo alcance y reconocimiento son 
de índole humana, el concepto de 
juridicidad no es apto, toda vez que 
su vulneración, sí, categóricamente sí, 
debe responder a criterios de justicia. 
El cuestionamiento no se eleva al nivel 
de la juridicidad o antijuridicidad, 
sino al nivel de legitimidad de un 
Estado, el cual no solo considera como 
jurídico un daño, sino la vulneración 
de un derecho desde su naturaleza 
fundamental o colectiva, pero ambos 
de índole humana. 

El daño ambiental y sus diferen-
tes formas de legitimidades 

El concepto de Estado se encuentra 
asociado con el tema de “poder y 
dominación” (Weber, 1964), toda 
vez que sus prácticas políticas ver-
san sobre esta noción. Ahora bien, el 
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poder, además de ser un concepto 
polisémico, es amorfo, toda vez 
que “las cualidades imaginables de 
un hombre y toda suerte de conste-
laciones posibles pueden colocar a 
alguien en la posición de imponer 
su voluntad en una situación dada” 
(Weber, 1964, p. 43). El poder en-
cuentra su justificación en formas 
de dominación que pueden ser 
justas o injustas, pero en todo caso 
son vinculantes; en este sentido “… 
el poder es la capacidad de tomar 
decisiones formales que de algún 
modo son vinculantes” (Heywood, 
2010, p. 148).

Este ejercicio legítimo de poder ha 
sido monopolizado por el Estado, el 
cual es entendido como “un institu-
to político de actividad continuada, 
cuando y en la medida en que su 
cuadro administrativo mantenga 
con éxito la pretensión al monopolio 
legítimo de la coacción física para el 
mantenimiento del orden vigente” 
(Weber, 1964, p. 43). En la práctica 
del ejercicio del poder, el Estado no 
solo se reservó el monopolio de la 
coacción física, sino el monopolio 
de lo cierto y de lo falso, de lo justo 
y de lo injusto y así de lo legítimo e 
ilegítimo. Por ende, no solo es el mo-
nopolio del hacer, sino del saber, el 
cual, según sus propios juicios y por 
medio de sus funciones, en principio 
legislativas y ejecutivas, todo lo que 
esté fuera de los parámetros señala-

dos es inexistente o, en términos jurí-
dicos, ilegal: “todo lo que el canon no 
legitima o no reconoce es declarado 
inexistente” (Sousa, 2010, p. 42). 

Una de las formas de materialización 
de la legitimidad por parte de un Es-
tado es a través de sus mandatos, cu-
yos instrumentos son sus normas o 
convenciones jurídicas, por medio de 
las cuales “un legislador se encuentra 
autorizado a promulgar esa ley como 
una norma…Aquí, la legitimación 
es un proceso por el cual un legisla-
dor… está autorizado a prescribir las 
condiciones convenidas” (Lyotard, 
2012, p. 23). Estas convenciones no 
necesariamente fundadas en acuer-
dos o necesidades sociales y cuya 
mayor y principal arma de mando 
es el ejercicio del poder. Esta agudeza 
del ejercicio del derecho ha llevado a 
que su fundamento y noción de vali-
dez sea comprendida desde el princi-
pio de legalidad y que este concepto 
sea erróneamente asimilado con el 
de legitimidad. 

Todo el Estado es de derecho y 
todo derecho es del Estado- es 
una de las grandes innovaciones 
de la modernidad occidental… 
Es también una simetría muy 
problemática … porque afirma 
la autonomía del derecho con 
relación a lo político en el 
mismo proceso en que hace 
depender su validez del Estado. 
(Sousa, 2010, p. 106)
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Precisamente es desde estas com-
prensiones de legitimidad que se ha 
dado lugar al concepto de juridici-
dad y antijuridicidad; no desde lo 
justo y lo injusto, sino de lo legal e 
ilegal. Este ejercicio de legitimidad 
pretende que sea el juicio de un Es-
tado el que determine si una persona 
o población tiene el deber jurídico 
de soportar un daño ambiental, sea 
puro o consecutivo; lo importante es 
que ese perjuicio sea legal en la me-
dida que es jurídico. 

Queda claro cómo en materia de 
responsabilidad por daño ambiental 
y dentro de este marco de interpre-
tación no basta el criterio de la sim-
ple comisión de un daño, sino que 
su deber de reparar se fundamen-
te en la juridicidad de este mismo. 
En este sentido y en este contexto, 
la antijuridicidad de un daño no 
se traduce en “aquel que la víctima 
no está obligada a soportar”, sino en 
aquel daño que el Estado, por medio 
de sus marcos normativos, establece 
qué tipo de daño una víctima debe 
soportar, toda vez que en el ejercicio 
de su poder legítimo del hacer y el 
“saber”, podría establecerlo, sin que 
la víctima pueda refutarlo o que, al 
hacerlo, dicha reparación sea nula 
o insuficiente, por demás injusta, 
aunque legal. Se trata, entonces, de 
una legitimidad de quienes gobier-
nan, que, sin considerar a los sujetos 
gobernados “no se compromete la 
responsabilidad del individuo cuan-
do, a pesar de haber sido irrogado 
un daño, éste está autorizado por 

un sistema jurídico” (Rojas, 2012, p. 
101). Supuestamente, como lo men-
ciona el mismo autor (Rojas, p.103): 
“el gasto de oferta ambiental es per-
mitido, siempre que se circunscriba 
a unos cánones de razonabilidad”, 
los cuales se inscribieron en la legiti-
midad del Estado investidos de la fuer-
za de la coerción. 

La legitimidad de la coerción 
implica que el agente que la 
ejerce le niega a su objeto el 
derecho a resistirse a esa coer-
ción, a cuestionar sus motivos, 
a actuar en consecuencia o a 
exigir compensación. Esa le-
gitimidad era en sí misma uno 
de los riesgos de la coerción. 
(Bauman, 2013, p. 10)

Sin lugar a dudas estos criterios de 
legitimidad son, en todo o en parte, 
cuestionables por el ejercicio arbitrario 
de la legalidad y de la ausencia de con-
sentimiento, no solo de las víctimas de 
un daño ambiental, sino en la consi-
deración de la dimensión ambiental, 
la importancia cultural e identidades 
de las comunidades que habitan un 
territorio y que pueden ser víctimas 
de un daño sea individual o colecti-
vo. No es suficiente que estas normas 
sean legales, se requiere que guarden 
correspondencia con finalidades axio-
lógicas o realidades sociales, con los 
ideales y necesidades de la comunidad 
y así mismo que estas disposiciones 
sean consentidas y avaladas no solo 
por los grupos gobernadores, sino por 
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los grupos gobernados: “estas normas 
deben estar justificadas en función de 
creencias compartidas de los gober-
nantes y los gobernados” (Heywood, 
2010, p. 168). 

Esta concepción de legitimidad con-
cebida a partir de creencias compar-
tidas configura una nueva forma de 
legitimidad que trasciende las pers-
pectivas de dominación y legalidad. 
Esa nueva forma de legitimidad po-
see una visión internalista, “asegu-
rando así que se obedezca por sen-
tido del deber antes que por temor” 
(Heywood, 2010, p. 169). La obedien-
cia sería, entonces, el resultado de la 
aceptación, del reconocimiento del 
juicio de valor de la norma con los 
postulados internos del individuo y 
la de sociedad sujeto a la norma. 

La aceptación designa un nue-
vo y distinto hecho (muchos 
más complejos que la mera 
conformidad) consistente-
mente en que la razón del suje-
to para cumplir la norma es al-
gún tipo de identificación con 
el juicio de valor o la decisión 
que la norma implica, es decir, 
su internalización. En su sen-
tido más fuerte la aceptación 
implicaría una identificación 
moral con el contenido pres-
criptivo de la norma de modo 
que el sujeto haría suya, por así 
decirlo, la propia norma. (Hie-
rro, 2003, p. 17)

Esa identificación moral conlleva-
ría a que el daño ambiental se con-
figure como un tema perceptual, es 
decir, los juicios de racionalidad 
no solo son determinados por el 
arbitrio de quien legisla, sino por 
la valoración compensatoria de las 
dimensiones sociales, culturales, 
ideológicas y económicas, toda vez 
que, “el daño, está marcado por una 
serie de factores más sociales que 
jurídicos [es decir] el daño obede-
ce más a una construcción social 
que a una verdadera construcción 
puramente jurídica o económica” 
(Macías, 2007, p. 147-148).

Tiene sentido que la concepción y 
valoración del daño no atienda solo 
una construcción jurídica, toda vez 
que dicha valoración sería arbitra-
ria y descontextualizada. Arbitra-
ria, en primer lugar, en el sentido 
de que el Estado en el ejercicio del 
poder de mando y a través de sus 
funciones legislativas no podría 
determinar qué configura un daño 
“justo”, o en otras palabras qué es 
daño y si este está obligado a so-
portarse. Como lo estableció la 
Corte Constitucional de Colombia:

El daño al ecosistema, así 
ello se haga en desarrollo de 
una explotación lícita, des-
de el punto de vista consti-
tucional, tiene el carácter de 
conducta antijurídica. No 
puede entenderse que la pre-
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via obtención del permiso, 
autorización o concesión del 
Estado signifique para su ti-
tular el otorgamiento de una 
franquicia para causar impu-
nemente daños al ambiente. 
(Sentencia C-320 de 1998). 

En segundo lugar, dicha valoración 
sería descontextualizada, por cuanto 
la determinación de valor de un daño 
ambiental trasciende las dimensiones 
ecológicas y concibe los contextos so-
ciales y culturales, que en la mayoría 
de los casos son complejos por las in-
terrelaciones e inter-conexiones que 
componen el contexto socio-ambien-
tal y que conforman cosmovisiones 
que difieren de la lógica jurídica.

Es así como el daño ambiental, sea puro 
o consecutivo, genera dos valoraciones 
distintas, pero interdependientes: una 
valoración sobre el medio biofísico y 
una valoración territorial. Las afecta-
ciones sobre estos dos componentes 
o más pueden generar otro tipo de 
daños: los fundamentales, los propia-
mente colectivos o las vulneraciones 
de derechos humanos. Generalmente 
estos tipos de daños, si bien pueden ser 
valorados por una población determi-
nada, “casi en ningún caso los estudios 
muestran las consecuencias familia-
res … el impacto de la acumulación 
forzada o las violaciones de derechos 
humanos sufridas en muchos de ellos” 
(Beristain, 2011, p. 129). 

Por estas razones, existe una brecha 
entre las valoraciones del daño am-
biental establecidas por el Estado y 

las establecidas por la sociedad. Es di-
ferente que el legislador o legisladora 
lo diga, a que la sociedad lo acepte. 
En este caso, el criterio de legitimidad 
no se evoca a una decisión arbitraria 
del Estado, sino a un marco de con-
senso con la sociedad. 

No es la violencia simbólica de la 
norma expresada a través del dere-
cho (Bourdieu, 1987), toda vez que 
como lo cuestiona Rousseau “¿Qué 
es pues un derecho que perece cuan-
do la fuerza cesa?”, a lo que él mis-
mo responde: “(…) y puesto que la 
fuerza no constituye derecho alguno, 
quedan sólo las convenciones como 
base de toda autoridad legítima entre 
los hombres”. (Rousseau, 2011, p. 12). 
Ese tipo de convención se materiali-
za en el consenso y en la interpreta-
ción, más que en la imposición, toda 
vez que es la sociedad -en el caso de 
un daño colectivo ambiental o una 
comunidad específica- la que puede 
considerar e interpretar el daño que 
está obligada a soportar.

En este sentido “…se podría considerar 
que el daño ambiental es el deterioro 
o afectación al medio ambiente 
que la sociedad no está dispuesta a 
soportar o a internalizar” (Macías, 
2007, p. 148); es un daño que la 
sociedad legitima en correspondencia 
con sus cosmovisiones, culturas, 
ideologías y creencias y cuyo criterio 
de razonabilidad no se define por 
la formalidad de una norma en 
abstracto o en función de un 
interpretación lógico formal, sino 
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en las relaciones de las normas con 
un contexto social que destaca y 
abstrae los valores que componen la 
naturaleza esencial del ser humano. 

Conclusiones

El daño ambiental, desde su naturaleza 
pura o consecutiva, no solo evidencia 
la crisis ambiental del siglo XXI, sino 
la crisis del Estado moderno en la 
consideración de la juridicidad de este 
mismo vía legalidad con presunción 
de legitimidad. Se constituye como 
una forma de alteración de la noción 
esencial de los derechos y desconoce 
los valores que emergen, según la 
naturaleza e identidad de diferentes 
valores culturales y sociales, que se 
ven en la obligación “legal”, pero 
no “legítima” de soportar un daño, 
cuando la norma así lo establece. 

Es incuestionable que dichas consi-
deraciones, así resulten legales, son 
injustas, no por la problematización 
del concepto de justicia, sino porque 
no hay consenso; es solo una parte, el 
Estado el que entra a determinar ese 
carácter de juridicidad. Y esta deter-
minación va mucho más allá del ha-
cer, decir o mandar, sino del “saber”. 
El saber cuándo se debe considerar 
que una comunidad determinada o 
la sociedad en general deben sopor-
tar un daño; el saber si es racional o 
no la afectación a bienes comunes y 
colectivos; el saber hasta qué grado 
la naturaleza puede superar su capa-
cidad de resiliencia y si el equilibrio 
ecológico puede restaurar unas afec-
taciones. La valoración de un daño lo 

constituyen las percepciones sociales, 
percepciones que no solo tienen ca-
racterísticas físicas frente al impacto 
sobre un recurso, sino que conside-
ran percepciones ideales que abarcan 
las esferas culturales, ideológicas y 
aun identitarias frente a las relaciones 
con el ambiente en general o asociado 
a un determinado territorio. 

Esas diferentes formas de legitima-
ción llevan a cuestionar la concep-
ción tradicional del Estado moderno, 
de asociar con un mismo significado 
la legalidad con la legitimidad. En el 
contexto actual, los dos conceptos 
poseen características distintas, por 
cuanto el primero es solo una de las 
características del segundo. Si bien, 
las formas de actuar de un Estado de-
ben consagrarse en ajuste con las for-
malidades legales de un ordenamien-
to jurídico, este tan solo constituye un 
primer paso; el consenso con la socie-
dad es el segundo, aunque dicha ca-
tegorización no jerarquiza su impor-
tancia, sino el despliegue de requisitos 
esenciales a los que deben obedecer 
los criterios de racionalidad. 

Ahora bien, no se puede ignorar que 
este consenso también posee carac-
terísticas subjetivas, por cuanto cada 
comunidad es diferente y valora y 
percibe su relación con el medio de 
manera diferente y porque en sí mis-
mo ese consenso social es o debería 
ser el ideal de todo Estado o forma de 
gobierno. Sin embargo, esta subjetivi-
dad también acompaña al Estado y a 
sus esferas políticas, por cuanto tiene 
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que interpretar las percepciones so-
ciales y las disposiciones legales. Este 
consenso siempre estará representa-
do por partes, las cuales, aun desde el 
mismo marco normativo, adoptarán 
diferentes perspectivas frente al uso y 
regulación de los recursos que com-
ponen el ambiente. 
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La brecha social en Costa Rica: Un 
tema de definición económica, 
política y social 

Social development in Costa Rica. The 
social gap; a matter of economic, political 
and social definition

Fernando Montero Cordero 1
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Resumen

Alcanzar simultáneamente el desarrollo y equidad es producto de la generación de 
capacidades del ser humano en igualdad de condiciones; no se puede hablar de desarrollo 
social cuando unas cuantas personas reciben la utilidad del esfuerzo común de muchos. En 
Costa Rica, los sistemas de protección social están siendo amenazados por la sostenibilidad 
del erario público, producto de las bajas cargas tributarias, recaudaciones paupérrimas, 
evasión fiscal y gastos estructuralmente fijos, que condenan nuestra economía a una 
inestabilidad social y, por ende, al ensanchamiento de la brecha del ingreso, educación, 
salud, etnia, servicios y otros elementos propios del desarrollo.

Los errores de inclusión y exclusión son gran parte de la corrupción y el clientelismo que se 
han venido apoderando históricamente de nuestros sistemas democráticos, hecho que nos 
enfrenta a una necesidad ineludible e impostergable: el mejoramiento de la competencias 
y capacidades del sujeto empleado público en la asertiva selección de políticas públicas 
que permitan mitigar los efectos de un mundo globalizado y polarizado en las áreas social, 
política y económica.

Palabras clave: Brecha social; desarrollo; equidad; desigualdad; políticas públicas.

Abstract

To simultaneously achieve development and equity results from human beings’ generation of capabilities 
on equal terms; you cannot speak of social development when few receive the utility of the joint effort of many. 
In Costa Rica the social protection systems are being threatened by the sustainability of pu-
blic funds, due to low tax burdens, impoverished collections, tax evasion and structura-
lly fixed costs, condemning our economy to social instability and thus the widening the 
income gap, education, health, ethnicity, services and other elements of development. 
The errors of inclusion and exclusion are much of the corruption and cronyism that have historica-
lly been taking over our democratic systems, issue that confronts us with an inescapable and 
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urgent necessity; improving the skills and 
abilities of public employees in assertive 
selection of public policies to mitigate the 
effects of a globalized and polarized world 
in the social, political and economic areas.

Keywords: social gap, development, equa-
lity, inequality, public policy.

Introducción

En Costa Rica la desigualdad social ha 
aumentado, a pesar del crecimiento 
económico el 20 % más rico de la 
población tuvo en 2011 ingresos 
18,2 veces superiores a los del 20 % 
más pobre. “En el 2011, la pobreza 
afectó al 21,6 % de los hogares y fue 
similar a la reportada en 2010 (21,3 
%). Esto significa que prevalece el 
estancamiento relativo de este flagelo 
que se viene registrando desde 1994” 
(CEPAL, 2010, p. 205).

El estilo de desarrollo y la democracia 
costarricenses no lograron avances 
firmes en el desarrollo humano de la 
población” y más bien, la desigualdad 
creciente “erosiona la integración 
social del país” levantando “barreras 
cada vez más difíciles de superar 
entre grupos y sectores” (Estado de 
Nación, 2012, p. 120).

Costa Rica se ubica como uno 
de los 4 países que mantiene 
estancados sus índices de pobreza. 
En cuanto a la desigualdad social, 
los resultados nacionales también 
contrastan negativamente con los 
logros de las naciones vecinas, ya 

que la región se ha embarcado en un 
proceso de reducción de la desigualdad, 
mientras que en Costa Rica la 
desigualdad social se ha incrementado, 
tal y como lo demuestra el coeficiente 
de Gini (y otros indicadores) por 
persona recopilado en la Encuesta 
Nacional de Hogares.2

Friedrich Hayek (año) (Taboada J. 
G.), uno de los grandes pensadores 
liberales del siglo XX, al referirse al 
tema de la distribución de la riqueza, 
dijo una vez que siempre y cuando 
las reglas del juego sean justas, el 
resultado es justo. En Costa Rica, la 
acción democrática no ha sido justa, 
no ha generado el impacto necesario 
para equidad distributiva y, más bien, 
la gestión pública a través de sus 
acciones políticas ha escogido a los 
sectores ganadores y perdedores en 
los últimos tiempos.

Esta investigación pretende presen-
tar, de manera global, los principales 
elementos y áreas donde se eviden-
cia la brecha o desigualdad social, 
así como los principales rasgos de su 
comportamiento y tendencias. Mos-
trar e interpretar algunos indicadores 
de inequidad y de generación de ca-
pacidades son aspectos que se esbo-
zan en el documento.

Algunas reflexiones sobre alternativas 
de desarrollo social y de política 
estatal son propuestas al final del 
documento, con lo que se pretende, 

2	 http://www.nacion.com/foros/desigualdad-
social_0_1326267380.html
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de alguna manera, dejar pendiente 
una segunda investigación que 
profundice este último aspecto.

Desarrollo social, brecha social, 
capacidades y competencias

El problema de la pobreza, de la 
desigualdad social y regional, ha 
sido desplazado de los modelos 
económicos actuales y esta 
situación ha provocado que los 
gobiernos sigan considerando 
como un éxito el crecimiento 
económico medido a través del 
Producto Interno Bruto. (Sen, 
1998, p. 177)

Según Amartya Sen (1998), la pobreza 
no se ve identificada exclusivamente 
como la falta de recursos para el 
consumo, o el consumo en sí de bienes 
y servicios; la ausencia de una igualdad 
de capacidades para los individuos que 
integran la sociedad es lo que refleja, 
realmente, la generación de pobreza. 
No es la igualdad de oportunidades, 
sino -más bien- la igualdad de las 
capacidades, la generación de diversos 
quehaceres que se fundamentan en la 
salud, la nutrición y el “estar” feliz. 

En este sentido, Sen señala que 
el Estado debe centrar su política 
pública en acciones que generen la 
igualdad de capacidades básicas en 
alimentación, vivienda, y la reducción 
de la morbilidad y la mortalidad. Lo 
anterior trae consigo una política 
aguerrida que tienda a la generación 
de trabajo y de ingresos que permitan 

acceso a la seguridad social. Por tanto, 
la brecha social se da en términos de 
que el individuo no tiene las mismas 
capacidades de desarrollarse si no tiene 
las mismas condiciones de nutrición, 
salud, educación, vivienda, etc.

En términos estrictamente econó-
micos, Paul Samuelson,3 (Taboada 
J. G., 1992), establece, a través de 
Funciones de bienestar de Berg-
son-Samuelson, la posibilidad de 
un conjunto infinito de “curvas de 
indiferencia social en el espacio de 
utilidades, donde bienestar social se 
incrementa si lo hace la utilidad de 
algunos de sus miembros y ninguna 
de los demás cae (el ‘principio de Pa-
reto’4), W=W(U1, U2 ... UH), don-
de W es el bienestar de la sociedad 
en función de las utilidades de sus 
miembros contribuyentes y H el nú-
mero de hogares de dicha sociedad” 
(p. 15, Párr. #1). Según Samuelson: 
“en una distribución socialmente 
‘justa’, un peso tiene el mismo valor 
(desde el punto de vista social) en 
manos de cualquier hogar y, margi-
nalmente, no importa a quién se be-
neficie o perjudique por una política 
de transferencia de dinero”5(p. 17 
Párr. #2), este criterio permite fijar 
una política de distribución óptima 
del ingreso. Por tanto, una situación 

3	 Economista estadounidense de la escuela 
neoclásica

4	 Una situación es Pareto-óptima si no se puede 
mejorar la situación de alguien sin necesariamente 
empeorar la situación de otra gente.

5	 ebour.com.ar/pdfs/Eficiencia%20y%20
Bienestar.pdf, recuperado el 30 noviembre 
del 2013.

87Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 27 (2), II Semestre 2016 (EISSN: 2215-4221)

27

La brecha social en Costa Rica: Un tema de definición económica, política y social



Pareto no óptima vendría a ser de-
terminante en la distribución de in-
gresos y en la disminución de una 
brecha social, pues desde este pre-
cepto es posible mejorar la situación 
de alguien sin empeorar la situación 
de nadie. 

Por su parte, Paul Krugman (2011) 
considera que la gran divergencia 
económica que produjo la 
globalización del libre comercio 
fue abordada por erróneas políticas 
de gobiernos conservadores y 
neoliberales que provocaron la 
desigualdad de los ingresos y, por 
ende, la desigualdad social. El punto 
de partida de Krugman radica en 
la forma de pago al trabajo y la 
aportación del individuo: 

Después de todo, en una economía 
de mercado ideal, a cada trabajador 
se le pagaría exactamente lo que 
él o ella aporta a la economía al 
decidirse a trabajar, ni más ni menos 
(KRUGMAN, Ciencias Sociales 
hoy, 2011). Y esto sería igualmente 
válido para los trabajadores que 
ganan 30.000 dólares al año y para los 
ejecutivos que ingresan 30 millones 
al año. No habría ninguna razón 
para considerar que las aportaciones 
de los que se embolsan 30 millones 
de dólares merecen un tratamiento 
especial. (Krugman, 2011, p 1).

Señala además que “si la diferencia entre 
los ricos y el resto de la gente es tal que 
los primeros viven en un universo social 
y material diferente, con esto basta para 

vaciar de sentido cualquier noción de 
igualdad de oportunidades” (Krugman, 
2011, p. 1). Lo que plantea Krugman no 
es ni más ni menos que una situación 
de privilegios heredados que desplazan 
la igualdad de oportunidades, donde 
el “verdadero contribuyente” vive 
rescatando los ingresos de las clases 
altas y donde el Estado no ha generado 
políticas adecuadas que permitan cobrar 
impuestos a los sectores ricos cada vez 
más ricos, aunque sea un poco, para que 
los hijos e hijas de los menos favorecidos 
también tengan oportunidades. 

Brecha social en América Latina: 
Principales rasgos y tendencias

El Estado como ente rector de la 
nación tiene como objetivo realizar una 
articulación real entre las políticas de 
crecimiento económico y desarrollo 
social; esto, con el fin de generar 
las condiciones de bienestar y de 
posibilidades de desarrollo humano en 
armonía con las necesidades de progreso.

La región latinoamericana ha 
estado marcada por formas de 
desigualdad social, económica y 
cultural, particularmente severa y 
persistente, de hecho, los fenómenos 
de desigualdad se han crecentado 
producto de la dinámica de la 
globalización y la mundialización de 
las formas de intercambio. Así pues, 
las sociedades latinoamericanas se 
caracterizan por tener las mayores 
tasas de desigualdad del mundo. En 
los últimos años se registró una leve 
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mejora en dichos índices, pero el 
de inequidad siguió siendo más de 
60% superior, según la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (20158, a pesar del 
crecimiento económico registrado a lo 
largo de una década pasada. Si se toma 
el coeficiente de Gini como punto 
de referencia, la desigualdad actual 
se ha acercado al nivel observado a 
comienzos de los años 1980, tanto en 
los países de actividad principalmente 
agrícola como en los que muestran un 
desarrollo industrial (Buschhat, 2012).

Aunque las tasas de pobreza 
disminuyeron claramente en la última 
década, el 15% de la población que logró 
salir de esa situación suele llevar una 
existencia situada apenas por encima 
del umbral mínimo y sufre el riesgo 
constante de una nueva caída social en 
la mayoría de los países. Mientras tanto, 
la décima parte más rica ya concentra 
hasta 50% de los ingresos nacionales en 
un 65% de los países latinoamericanos 
(CEPAL, 2010, p. 215).

La inequidad extrema no solo se 
manifiesta en términos de ingreso y 
patrimonio, sino que también se refleja 
en un dispar acceso a la tierra y a bienes 
públicos esenciales como la educación, 
la salud o la seguridad social. Dentro de 
este marco, las mujeres, la, las personas 
adultas mayores e integrantes de 
determinados grupos étnicos resultan 
particularmente desfavorecidos. 

Esta desigualdad constituye, 
en América Latina, un tema 

estructural, dado que el acce-
so a las posiciones y los bienes 
sociales disponibles o deseables 
ofrece limitaciones de carácter 
permanente que atraviesan las 
generaciones y se han consoli-
dado, desde fines del siglo XIX 
hasta la actualidad, en un nivel 
superior al promedio interna-
cional. (CEPAL, 2010, p. 218)

Aplicar este análisis de impacto en la 
cambiante historia latinoamericana 
nos lleva a un tema del mejoramiento 
y generación de mayor participación 
social, la interpretación de este ele-
mento la traducen muchos estudios 
como promesa: si el mercado genera 
desigualdad a través de su eficiencia 
económica, la democracia crea igual-
dad política y jurídica y, en definitiva, 
justicia social.

Brecha social en Costa Rica: 
Características, comportamientos 
y tendencias

La brecha en el ingreso

La desigualdad social puede expresarse 
de distintas formas y una de ellas tiene 
que ver con la relación de ingresos 
y su distribución. América Latina se 
ha caracterizado por ser una región 
de altísimas desigualdades en la 
distribución del ingreso, de hecho, 
entre el decil más rico y los 5 deciles más 
pobres, la relación de 80% con menores 
réditos para esos deciles sustenta dicha 
afirmación (CEPAL, 2010). 
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El décimo decil rico supera los 
ingresos promedios del primer 
decil en 17 veces más que los 
hogares pobres, lo cual genera una 
concentración evidente del ingreso. 
Una ligera mejoría se da en los años 
2003-2008, principalmente por la 
dinámica de mercado, la expansión 
del empleo y el incremento de la 
tasa de ocupación: “El aumento en la 
proporción de los puestos formales, 
de buena calidad y de jornada plena, 
y el incremento de las remuneraciones 
medias horarias, beneficiaron 
proporcionalmente más a los miembros 
de hogares de menores ingresos, lo 
que derivó en una disminución de la 
brecha entre los ingresos medios por 
trabajador” (CEPAL, 2010, p. 220).

La existencia de políticas más activas de 
mejora de los salarios mínimos habría 
favorecido un comportamiento positivo 
en pobreza y desempleo, tal y como lo 
muestra la figura 1. En el caso particular 
de Costa Rica, la década anterior 
tuvo un comportamiento medio al 
latinoamericano, donde la principal 
preocupación fue lograr salarios 
mínimos en la economía. La pobreza 
podría verse reducida en un 7%, y la 
pobreza extrema en un 3%, si al menos 
los salarios pagados fueran mínimos.

Por ejemplo, en el 2008 se reportó 
que el 33,5% de la población ocupada 
no recibía siquiera el salario mínimo 

Figura 1. América Latina y el Caribe: Indigencia, empleo, desempleo y coeficiente de 
Gini, 2002, 2008. (Unidades por Gini por 100 y porcentajes). Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe/Organización Internacional del Trabajo [CEPAL/
OIT], 2008, p. 188).
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establecido en el país6. En 2011, una 
de cada tres personas trabajadoras 
se mantenía por debajo del salario 
mínimo (Nación, 2012). Pero, ¿cuáles 
son las empresas que incumplen 
con la ley? Un 41% corresponde a 
microempresas situadas en el Valle 
Central y Guanacaste y empresas 
“grandes del sector agropecuario y 
comercial”. Algunos datos nos revelan 
que más del 80% de las empresas 
no está a derecho de las 14 820 que 
visita el Ministerio de Trabajo Huetar 
Norte, Central y Chorotega.

El retroceso salarial es un elemento 
que se muestra perennemente en la 
economía costarricense, podemos ver 
a personas que consiguen elevar su 
salario por encima del mínimo, pero 
luego vuelven a caer en él. La mayoría 
de estos grupos costarricenses trabaja 
en sectores informales: cuenta propia, 
empresas que no pagan seguro 
social, servicio doméstico, de hecho 
la mayoría son jóvenes o mujeres, 
residen en zonas rurales, tienen baja 
escolaridad y pertenecen a hogares 
monoparentales donde hay muchos 
niños y niñas (Nación, 2012).

Por otro lado, el problema de las 
desigualdades socioeconómicas tiene 
una correlación directa con la tendencia 
hacia una creciente desigualdad en 
la distribución del ingreso en el país 
desde 1990. Por ejemplo, mientras 
en 1990 el coeficiente Gini se ubicó 

6	 Los datos del MTSS muestran que, a abril de 
2012, un 37,7% de las empresas del país no paga 
el salario mínimo.

alrededor del 0,38, en el 2001 alcanzó 
alrededor del 0,43. Aunque en el 
2005 se presenta una disminución del 
grado de iniquidad en la distribución 
del ingreso (0,41) este valor empezó 
a crecer en los últimos 4 años, hasta 
alcanzar 0,542 en 2011. Además, en el 
último quinquenio se ha incremento 
más la desigualdad en zonas urbanas 
respecto de las rurales, los cantones 
que han mantenido niveles bajos de 
ingresos son los que presentan menor 
grado de desarrollo7. 

Asimismo, en los últimos años, la 
relación entre los ingresos del 20% 
de los hogares con mayores niveles de 
ingreso respecto al 20% de los hogares 
con niveles de ingreso más bajos 
presenta una clara concentración en 
los grupos de más altos ingresos.

Por ejemplo, la relación entre el 
ingreso per cápita de los hogares 
de mayor ingreso respecto a los de 
menor ingreso fue de 16,7 veces en 
el 2010; para el 2011 esa relación 
alcanza un 18,2. El aumento en la 
desigualdad se evidencia, además, 
en el ingreso acumulado, ya que 
en el 2011 al 60% de los hogares de 
menor ingreso (primeros 3 quintiles) 
les corresponde el 27,4% del ingreso 
total, mientras el 40% de los hogares 
con mayores ingresos, abarcan 72,6% 
de este (Estado de Nación, 2012).

7	 Alrededor de siete cantones se ubican en los 
últimos lugares del índice de desarrollo cantonal 
desde el 2006 a la fecha, según las categorías: 
competitividad, pilar de gobierno, pilar de 
infraestructura, potencial innovador, calidad 
de vida, clima empresarial y organizacional e 
ingreso familiar.
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El comportamiento de la desigualdad 
medido con el coeficiente de Gini para 
el total país muestra un incremento de 
0,532 en 2010 a 0,542 en 2011(Estado 
de Nación, 2012).

Esta situación se evidencia al observar 
el ingreso promedio del hogar en 
cada quintil de ingreso per cápita. 
Según zona, en la urbana aumenta 
la desigualdad, mientras en la rural 
disminuye, presentándose una relación 
inversa a lo observado en el 2010, 
donde la desigualdad rural fue mayor. 

Tabla 1

Coeficiente de Gini, 2011

presentado en los últimos años 
demuestran que, para poder insertarse 
en el mercado laboral y así lograr 
mejores niveles de vida, es fundamental 
que las personas al menos tengan la 
secundaria completa (se ha vuelto 
insuficiente en los últimos años) 
junto con otras estudios o habilidades 
adicionales tales como idiomas y 
estudios universitarios y en algunos 
países ya se habla de poseer, por lo 
menos, dos carreras universitarias.

Para el caso de Costa Rica, en los 
últimos años se ha criticado el 
sistema educativo de forma tal que 
muchos consideran que el ritmo de 
este no es adecuado para construir 
una sociedad con un desarrollo 
tecnológico y sistemas productivos 
de primer mundo. Un ejemplo de 
esto se refleja en las estadísticas de 
escolaridad, en las cuales, en el2011 
el promedio de la población entre los 
18 y 64 años de edad era de 8,4 años, 
apenas 1,8 años más que en 1990 
(Estado de Nación, 2010).

A pesar de esta situación, el país 
continúa en la lucha por mejorar y 
ampliar la cobertura de la educación, 
lo que se ha reflejado, según datos 
del Censo de Población del 2011, en 
un aumento generalizado de la tasa 
de alfabetismo. No obstante, a pesar 
de esto, existe una problemática aún 
mayor en lo que se refiere al tema de 
la educación y es lo referente a las 
brechas o desigualdades que existen 
en este pilar fundamental para el 
desarrollo de cualquier país.

Nota: Encuesta Nacional de Hogares de 
Propósitos Múltiples (2011).

La brecha en educación

Para que un país logre alcanzar 
los máximos niveles de desarrollo, 
es fundamental que toda su 
ciudadanía tenga la oportunidad de 
desarrollar destrezas y capacidades 
que le permitan obtener mejores 
oportunidades para el futuro.

Las diversas situaciones a nivel 
macroeconómico que se han 
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Para ilustrar dicha situación, la tabla 
2 muestra cómo existen diferencias 
en las tasas de analfabetismo de 
diferentes regiones, tal es el caso de 
la zona Huetar Norte donde esta 
llega a 5.2%; mientras que en la Gran 

Área Metropolitana alcanza el 1.3%; 
de igual manera, a nivel cantonal se 
reflejan estas brechas como el caso 
de los cantones de Montes de Oca y 
Talamanca, con una diferencia de 6,3 
puntos porcentuales en el 2011.

Tabla 2

Tasas de analfabetismo en la población mayor de 10 años, por región

Nota: Encuesta Nacional de Hogares de Propósitos Múltiples, Instituto Nacional de 
Estadísticas y Censos, Estado de la Nación (2012).

En lo que respecta, por ejemplo, 
al acceso y logro educativo, las 
estadísticas indican que una gran 
cantidad de los graduados y graduadas 
de secundaria y a nivel universitario 
se concentran en la GAM, a su vez se 
muestra una lentitud en las coberturas 
de preescolar y el ciclo diversificado, 
áreas de la educación primordiales 
en la definición de la formación de 
los primeros años de la infancia y 
en lo referente a la culminación de 
la educación secundaria, la cual es 
un factor clave y determinante para 
reducir a futuro los niveles de pobreza.

Otro aspecto relevante es el que tiene 
que ver con el indicador de logro 
educativo, el cual muestra marcadas 
diferencias territoriales, por 
ejemplo, se observa que en algunos 
cantones de la GAM se concentran 
los porcentajes más altos (superiores 
al 50%) de población de 20 a 64 años 
que completó la secundaria mientras 
que en cantones como Los Chiles, 
Upala, Guatuso, Matina, Buenos 
y Sarapiquí menos de un 20% de 
la población posee secundaria 
completa (Estado de Nación, 2012). 
Al comparar los cincos cantones con 
porcentajes más altos y los cinco 
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con los más bajos, la brecha es más 
que notoria, ya que la diferencias 
superan los 40 puntos porcentuales.

También, relación con las personas 
que lograron cursar estudios 
universitarios, en el grupo de 
personas en edades entre los 25 y 60 
años existen marcadas diferencias a 
nivel cantonal, como el caso de zonas 
como Moravia, Escazú, Curridabat, 
San Pablo y Montes de Oca en donde 
cuatro o más personas de cada diez 
cuentan con este nivel de escolaridad 
(Estado de Nación, 2012). 

Por el contrario, en los cantones 
fronterizos de la zona norte, en las 
zonas costeras del Caribe y en los 
cantones de Buenos Aires, León 
Cortés y Alvarado, menos de cada 

diez habitantes lograron entrar a 
la universidad, situación que se 
ejemplifica en el mapa de la figura 2, en 
donde se ilustra el acceso que se tiene 
en la GAM metropolita; contrario a 
las zonas más lejanas a esta región.

La figura 2 muestra una alta concentración 
(más del 35%) de acceso a la educación 
superior en la Gran Área Metropolitana, 
lo que deja en evidencia la diferencia 
entre las zonas periféricas y las centrales. 
En lo que concierne a los porcentajes de 
asistencia, existe una notoria diferencia 
por lugar de residencia: en el grupo de 13 
a 17 años el porcentaje de no asistencia en 
la zona rural duplica el de la zona urbana 
(20,6% y 10.6% respectivamente) y, en 
el rango de 18 a 24 años, la diferencia es 
de 17,6 puntos porcentuales (Estado de 
Nación, 2012).

Figura 2. Mapa con porcentajes de población de 25 a 60 años con algún 
año de educación universitario al 2011. (Estado de la Nación, 2012, p. 101).
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Este mismo indicador muestra 
también marcadas diferencias a nivel 
regional. La zona Central posee las 
proporciones más altas en todos 
los grupos, mientras que la Huetar 
Atlántica, la Huetar Norte y la Brunca 
registran los menores porcentajes. 

Por ejemplo, en el segmento de 5 a 6 
años la mayor diferencia es de 17 puntos 
porcentuales, con una asistencia de 
88,6% en la región Central, 71.1% en la 
Huetar Norte y 73.8% en la Brunca; por 
otra parte, en la región Huetar Atlántica 
solo un 32.9% de las personas de 18 a 24 
años asisten a un centro educativo, lo 
cual muestra un rezago considerable en 
cuanto al acceso de oportunidades para 
este sector de la población. (Estado de 
Nación, 2012).

Hay que analizar este mismo indicador 
(asistencia), desde el punto de vista de 
ingreso familiar. Para el rango de edades 

de 13 a 17 años, la asistencia para el 
primer quintil, es decir, los hogares más 
pobres, es del 80,2%; mientras que para 
el grupo “más rico” (quinto quintil) el 
porcentaje de asistencia es de 94,9% 
(Estado de Nación, 2012).

Esta brecha es aún más notoria en las 
edades iniciales al sistema educativo 
en donde solo el 8,9% del grupo con 
los ingresos económicos más bajos 
recibe educación preescolar, mientras 
que en el grupo de mayores ingresos 
la cifra corresponde a 39,1%. (Estado 
de Nación, 2012).

La tabla 3 muestra la asistencia al 
sistema educativo por diversos grupos 
de edades y según la clase social a la que 
pertenecen. En esta se evidencian las 
marcadas diferencias que se dan según 
el nivel de ingreso de la población, 
con variaciones en algunos casos 
superiores a 40 puntos porcentuales.

Tabla 3

Porcentajes de asistencia al sistema educativo en la población de 2 a 24 años, por grupos de edad

Nota: Encuesta Nacional de Hogares de Propósitos Múltiples, Instituto Nacional de 
Estadísticas y Censos, Estado de la Nación (2013, p. 102).
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Otro indicador por destacar, el cual 
se ha convertido en uno de los más 
preocupantes para las autoridades 
respectivas, es el concerniente al logro 
educativo, en el que solo 42,1% de 
la población de 25 a 39 años para el 
2011 había completado la educación 
secundaria, lo cual genera grandes 
diferencias por grupo sociales. (Estado 
de Nación, 2012).

Las clases altas y de sujetos medianos 
empresarios registran los mayores 
porcentajes de personas graduadas 
de secundaria con un 89,6% y 86,9% 
respectivamente; en las clases medias 
o intermedias este asciende al 57,7%, 
seguido de otros sectores como el 
de sujetos pequeños propietarios, 
para finalizar con la del sector obrero 
agrícola con un porcentaje de tan solo 
8,8%, según se muestra en la figura 3.

terminan los estudios secundarios y 
es congruente con el comportamiento 
que muestra la población al acceso a 
la educación superior, hablamos de 
patrones de comportamiento en todos 
los niveles educativos.

De igual forma, las brechas se 
manifiestan en los años promedios de 
educación y destacan, por mencionar 
uno de los casos más relevantes, lo que 
se presenta en el grupo de 25 a 39 años 
de edad, en donde el 20% de hogares 
con los ingresos más altos posee un 
promedio 13,6 años de escolaridad en 
relación con los 6,2 años para el sector 
perteneciente al primer quintil 
(el de los más pobres), según se 
observa en la tabla 4.

La brecha digital

Este concepto hace alusión a la brecha 
entre quienes tienen accesos a las 
tecnologías digitales y aquellos que no: 

Algunas personas tienen las 
más poderosas computadoras, el 
mejor servicio telefónico y el más 
rápido servicio de Internet, así 
comouna riqueza de contenido 
en este servicio y una capacitación 
apropiadapara sus vidas... Otro 
grupo de personas... no tiene 
acceso a las más modernas y 
mejores computadoras, al más 
confiable servicio telefónico o al 
más rápido o más conveniente 
servicio de Internet. La diferencia 
entre estos dos grupos de 
personas constituye... la Brecha 
Digital. (Monge, 2002, p.57). 

Figura 3. Población de 25 a 39 años que 
completó educación secundaria, según 
clase social del hogar al 2011 (Instituto 
Nacional de Estadísticas y Censos, Encuesta 
Nacional de Hogares 2011, p. 103). 

Nótese cómo los sectores obreros 
industriales y agrícolas en las clases 
sociales de menores recursos son 
quienes mayoritariamente no 
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Tabla 4
Años de escolaridad promedio de la población, por grupos de edad según, según 
características, año 2011 

Nota: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, Encuesta Nacional de Hogares (2011, p.103). 

Estas diferencias principalmente 
se manifiestan a nivel geográfico, 
por niveles educativos y por niveles 
socioeconómicos. Un ejemplo de 
esto tiene que ver con la proporción 
de personas que poseen teléfonos 
residenciales y teléfonos celulares; 
al respecto, la región central 
del país es la zona que presenta 
mayores posibilidades y uso de 
este tipo de tecnología, como se 
aprecia en la figura 4.

Nótese que existe una alta concentración 
de viviendas con teléfono estacional 
y celular en la regional Central, con 
diferencias de más del 25% para 
algunas zonas periféricas. Estas mismas 
diferencias, a nivel sectorial, también se 
reflejan en la proporción de viviendas 
que poseen computadoras: en la 
región central un 35,2% mientras que 
en zonas como la Huetar Atlántica 
apenas llega al 10,6%.
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Figura 4. Proporción de viviendas con acceso a teléfonos residenciales y celulares, junio 
de 2005 (Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, Encuentra de Hogares, 2006, p. 214).

Figura 5. Proporción de viviendas que poseen computadoras, junio 2005 (Instituto 
Nacional de Estadísticas y Censos, Encuentra de Hogares, 2006, p. 215).

Figura 6. Proporción de viviendas que poseen servicios de internet en el hogar, junio de 
2005 (Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, Encuentra de Hogares, 2006, p. 216).
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Las brechas por región aún son 
más notorias en cuanto al acceso de 
servicios de internet se refiere, por 
ejemplo, en las regiones Chorotega y 
Brunca al 2005 tenían una proporción 
o acceso de tan solo el 3,2%.

En lo que respecta a nivel académico, se 
genera un mayor gasto en tecnologías 
de información en aquellas familias 
cuyo jefe de hogar posee estudios a 
nivel superior.

Figura 7. Gasto mensual promedio según el grado académico del jefe o jefa del hogar, junio 
2005 (Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, Encuentra de Hogares, 2006, p. 217).

La priorización del gasto promedio en 
los sectores de menores ingresos hace 
más notorio el costo de oportunidad 
que representa consumir el servicio 
de internet.

La brecha en salud

La salud es uno de los aspectos 
fundamentales de cualquier país, ya 
que es un elemento indispensable 
para que la ciudadanía logre alcanzar 
sus diferentes aspiraciones y así lograr 
un mejorar nivel de vida. Sin salud, 
las personas no pueden trabajar, las 
generaciones jóvenes no pueden 
estudiar y los ingresos de las familias 
deben ser redirecionados hacia otros 

rubros diferentes a sus necesidades 
básicas tales como medicamentos, 
servicios médicos, dietas especiales, 
entre otras inversiones que requiere 
una persona cuando padece algún 
tipo de enfermedad.

Según el Estado de Nación (2012), la 
salud está determinada por múltiples 
factores entre los que están: la 
posibilidad de servicios médicos, el 
acceso a servicios básicos, el ambiente 
económico y social, los estilos de vida y 
las conductas individuales y colectivas.

Por este motivo, Costa Rica en los 
últimos años se ha enfocado en 
mejorar sus diferentes indicadores 

Ningún grado Primaria Secundaria Superior
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de salud y ha logrado aumentos en 
la esperanza de vida y reducciones 
en las tasas de mortalidad; asimismo, 
los avances en diferentes programas 
sociales han permitido reducir la 
mortalidad infantil y controlar las 
enfermedades inmunoprevenibles.

No obstante, a pesar de estos logros, 
existe una serie de desigualdades o 
brechas que deben ser corregidas 
en los próximos años, como es el 
caso del sobreuso que se hace de 
los EBAIS, los cuales cumplen un 
función fundamental en la atención de 
consultas médicas, charlas educativas, 
servicios de vacunación y atención de 
programas enfocados a la niñez, las 

mujeres, las personas adultas mayores, 
entre otros sectores vulnerables de la 
población. Estos fueron diseñados 
para atender una demanda de unas 
3500 y 4000 personas, sin embargo, 
hay cerca de 30 cantones que cuentan 
con una sobrepoblación respecto a la 
capacidad de los servicios que pueden 
brindar estos centros médicos, lo que 
hace que la atención no sea igual en 
todas las regiones del país. 

Esta situación se refleja en el mapa de 
la figura 8, que ilustra las zonas con 
mayor promedio de habitantes por 
EBAIS, donde resaltan las regiones de 
Escazú, San Rafael de Heredia, Pérez 
Zeledón, San José, Alajuelita, Vásquez 
de Coronado y Heredia. 

Figura 8. Mapa de habitantes por EBAIS, según cantón, 2011 (Estado de la Nación, 
2012, p. 135).
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De igual manera, existen diferencias 
en el número de consultas, horas 
contratadas de servicios médicos y 
profesionales en salud. Por ejemplo, 
datos del 2010 de la Caja Costarricense 
de Seguro Social muestran que en 
promedio se realizaron en el país 4 
consultas por habitante y las regiones 
Chorotega y Pacifico Central (5, 16 y 5, 
19 consultas respectivamente) fueron 
las regiones que presentaron un mayor 
número en este indicador, mientras 
que valores más bajos los presenta la 
zona Huetar Norte (3,17) y Atlántica.

Este comportamiento se replica en 
las consultas de medicina general, 
donde el mayor número por habitante 
es registrado en la región Central 
(0,70) y el número más bajo en la 
región Atlántica (0,23). Con respecto 

al número de horas contratadas en 
servicios médicos, odontológicos y 
otros profesionales por habitantes se 
reproduce nuevamente el patrón de 
las consultas médicas con los mayores 
valores en las regiones Pacifico 
Central, Chorotega y la región Central 
(Nación, 2012).

La tabla 5 resume lo antes mencionado, 
en donde es evidente el caso de regiones 
como la Brunca, Huetar Norte y Huetar 
Atlántica que confirman la necesidad del 
país de aumentar la dotación de recurso 
humano, mejorar la carencia existente 
de infraestructura e incrementar la 
oferta de servicios acorde con las 
necesidades de la población, de forma 
tal que se disminuyan filas de espera, 
se aumente la capacidad para atender 
las demandas actuales y disminuir el 
rechazo de pacientes.

Tabla 5

Productividad en diferentes tipos de consultas, según región, consultas y horas 
contratadas por habitante

Nota: Caja Costarricense de Seguro Social, Informe anual (2011, p. 215).
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Otras desigualdades a nivel de salud 
se dan en el número de CEN- CINAI8, 
con una cobertura de tan solo el 75% 
de los distritos de país, y con el caso de 
distritos con características similares 
que poseen distintas cantidades de 
centros de esta naturaleza. 

Datos al 2012 señalan que había 
128 distritos sin CEN-CINAI (1 de 

cada 4), mientras que hay casos que 
poseen más de 7 de estos tipos de 
centros, lo cual produce una marcada 
desigualdad en lugares que poseen 
características similares en cuanto a 
condiciones económicas y numero de 
población, pero no cuentan con estas 
instituciones (ver figura 9).

Figura 9. Cantidad de CEN-CINAI según distrito, 2012 (Ministerio de Salud, 2012, p. 122).

8	 Estos cumplen diferentes objetivos a nivel de salud y nutrición de los niños y las niñas, y familias de 
bajos ingresos.

Por otra parte, existe una marcada 
desigualdad en el acceso a ciertos 
servicios de salud de carácter privado, 
ya que la utilización de estos depende 
de la capacidad económica de las 
personas y no de sus necesidades, pues 
el uso de estos servicios está asociado 

con su costo y solo las personas con 
mayores ingresos o nivel educativo son 
las que en la mayoría de los casos tiene 
acceso a estos centros hospitalarios.

También otro factor que limita el 
acceso a los centros de carácter 
privado tiene que ver con la posición 
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geográfica en la que se encuentran, 
debido a que estos, en gran parte, se 
ubican en la GAM y muy pocos en las 
regiones rurales del país. 

Adicional a esto y quizás saliendo un 
poco de lo que se venía analizando 
en materia de salud y que no deja de 
ser importante, se encuentra el tema 
de acceso al agua potable, aspecto 
que uno esperaría que en el siglo XXI 
se hubiera superado. Sin embargo, 
aún hay regiones del país que poseen 
una cobertura menor al 80% a este 
servicio fundamental para la vida, 

algunos de ellas son: Talamanca 
(55,7%), Sarapiquí 59,4%), Buenos 
Aires (72,6%) y Matina (73,1%) por 
mencionar algunos lugares. Por el 
contrario, existen cantones con una 
cobertura por encima del 99% tales 
como: Tibás, Goicochea, Curridabat, 
Belén, Santo Domingo, Barva y 
demás cantones pertenecientes en su 
mayoría a la gran área metropolitana 
(Ministerio de Salud, 2012). La 
figura 10 muestra esta situación.

Figura 10. Porcentajes de viviendas con información cubiertas por acueducto, 2011 
(Estado de la Nación, 2012, p. 154).
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Desigualdades en la población 
indígena

Un sector de la población que no se 
puede dejar de lado en el presente 
estudio es el perteneciente a los pue-
blos indígenas, a los que por muchos 
años se les ha olvidado y se les han 
dado, a nivel político, falsas prome-
sas que en la práctica no son cumpli-
das. Estos sectores que representan 
un 2.4% del total de habitantes del 
país, equivalente en términos abso-
lutos a 104.143 personas (Nación, 

2012), con el 7% de la superficie total 
del país (350.000 hectáreas), presen-
tan grandes desigualdades con el res-
to de la población nacional.

La tabla 6 señala fuertes desigualdades 
en indicadores como los porcenta-
jes de analfabetismo (7,7% población 
indígena y 2,2% no indígena), por-
centajes de población con educación 
secundaria (22,3% y 35,1 en el mismo 
orden); porcentajes de vivienda con 
acceso a la electricidad y viviendas en 
condiciones de hacinamiento.

Tabla 6

Indicadores seleccionados en la población indígena y la no indígena al año 2011

Nota: Estado de la Nación (2012, p. 302).

Por otra parte, en los accesos que estos 
pueblos tienen a las tecnologías de la 
información, la brecha es marcada entre 
pueblos indígenas y no indígenas, ya que, 
por ejemplo, en el caso de los primeros 
solo el 50,1% a la fecha del estudio habían 

usado en los últimos meses un teléfono 
celular contra un 72,6% del resto de la 
población; de igual manera el uso de 
la computadora en el mismo orden fue 
de 27,0% y 49,2% respectivamente y de 
internet 24,5% y 45,9%.
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Tabla 7

Personas que han usado tecnologías de información y comunicación al año 2011

Nota: Estado de la Nación (2012, p. 301).

Un aspecto que se debe resaltar 
tiene con ver con las desigualdades 
o brechas entre los mismos pueblos 
indígenas, ya que por lo general se 
podría suponer que esta situación no 
se debería presentar; sin embargo, 
como se muestra en la tabla 8 existen 
brechas en los accesos a:

•	 Agua: Guatuso con un 100% 
de acceso, mientras Talamanca 
Cabecar tiene un acceso de 12,9%.

•	 Electricidad: Los indígenas 
de Matambú tienen un acceso 
de 97,05 mientras que los de 
Telire un 18,3%.

•	 Servicio sanitario: Los habitantes 
de Zapatón poseen un acceso de 
91,9% y los de Coto Brus de 28,3%.

•	 Educación: El porcentaje de 
personas que asisten a la educación 
en el rango de edad entre 5 y 
24 años para los habitantes de 
Quitirrisí es de 74,5% y para los de 
NairiAwari de 44,02%.

Políticas distributivas y regresivas

Las políticas distributivas del Estado de-
berían ir encaminadas a mejorar los in-
gresos del individuo, lo cual le permiti-
ría incrementar el consumo y, por ende, 
satisfacer sus necesidades mínimas. El 
tema aquí es que dichas políticas no han 
sido claras ni asertivas, ya que el Esta-
do no ha dirigido el gasto a los sectores 
más desposeídos y las cargas tributarias 
siguen “cayendo” sobre poblaciones de 
escasos recursos económicos y no sobre 
aquellas de mayores rentas.

Los niveles de desigualdad que re-
gistran los países de la región vuel-
ven particularmente importante 
la acción del Estado a través de 
políticas distributivas. La provi-
sión pública de bienes y servicios 
permite afectar la distribución de 
la renta a partir de programas en 
que los beneficiarios no soporten 
la carga del financiamiento (o solo 
soporten una parte) y cuyo impac-
to dependa del nivel y la calidad 
del gasto social. Sin embargo, en 
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sociedades tan desiguales como 
las latinoamericanas no basta con 
la política redistributiva que pueda 
instrumentarse por esta vía, sino 
que resulta importante analizar la 
manera en que esta provisión se fi-
nancia y el papel que desempeñan 
los sistemas impositivos en pos de 
una mayor equidad en la distribu-

ción del ingreso. No solo interesa 
generar una cierta cantidad de re-
cursos que permitan financiar el 
gasto público (y en particular el 
gasto social), sino que también es 
importante tener en cuenta cuá-
les son los segmentos de la po-
blación que aportan estos fondos. 
(Caribe, 2010,12).

Tabla 8
Desigualdades entre pueblos indígenas al año 2011

Nota: Estado de la Nación (2012, p.304).
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Sin lugar a dudas, los instrumentos y las 
medidas con que el Estado cuenta para 
redistribuir de forma equitativa las rentas 
del país han sido y serán de muy diversa 
índole y tema de discusión a lo largo de 
todas las economías latinoamericanas. 
Por ejemplo, si hablamos de un sistema 
fiscal progresivo8, donde se cumpla a 
cabalidad el criterio de beneficio que 
atañe a la necesidad de establecer los 
tributos en función de los beneficios 
que los individuos tienen de los poderes 
públicos, o bien del criterio de capacidad 
de pago que revela la capacidad 
económica del ciudadano o ciudadana, 
que al final de cuentas es determinante de 
la progresividad de criterios de aplicación. 
La tabla 9 nos muestra.

Los tipos de políticas distributivas que 
existen: aquellas que son de oferta o 
de demanda, según al lugar a donde 
estén dirigidas, o pueden ser dentro 
del gobierno, en políticas distributivas 
de impuestos o de gastos.

En el caso de las políticas distributivas 
de oferta nos referimos a aquellas 
donde se subsidia la producción 
de ciertos bienes o servicios o se 
reducen los impuestos aplicables 
a su producción, de forma tal que 
se reduce su precio final y se hacen 
dichos bienes más accesibles para la 
población, característica particular del 
Estado costarricense en las época de 
los años 60 y 70. Este tipo de políticas 
suelen tener un efecto redistributivo 
indirecto, ya que generan mayor 

8	 Distribución del gasto público social que 
favorezca, en mayor medida, a los hogares que 
cuentan con menores recursos.

ingreso disponible para incrementar el 
consumo mediante la reducción de la 
participación de los bienes subsidiados 
en el consumo total de la población. 

Por otra parte, las políticas distributivas 
de demanda son aquellas destinadas a 
incrementar el consumo de la población 
de forma más directa, a través de 
transferencias o de incrementos en 
el monto total disponible para gastar, 
las cuales pueden ser de dos tipos: 
transferencia y por requisitos.

Para la de transferencia, esta misma 
puede ser en dinero o en especie, según 
si lo que se transfiere es dinero en 
efectivo exclusivamente, o si se realiza 
cualquier otro tipo de transferencia, ya 
sea en bienes o servicios, o en dinero 
para uso exclusivo en ciertos bienes o 
servicios9. En cuanto a los requisitos, las 
transferencias pueden ser condicionadas 
o no condicionadas, seg n si las personas 
receptoras de las transferencias deben 
presentar ciertas condiciones para ser 
beneficiarias de la política o no10. 

Las transferencias no condicionadas 
suelen ser las menos utilizadas, ya 
que no permiten realizar una buena 
focalización en los grupos de interés 
para redistribuir el ingreso. 11

9	 El caso mas ejemplificante es el bono alimenticio 
venezolano

10	 Los requisitos pueden ser un ejemplo de los EBAIS 
o de los bonos del IMAS, en el caso costarricense.

11	 Un caso práctico de transferencias condicionadas 
es el de la Asignación Universal por Hijo en 
Argentina, donde se deben cumplir las condiciones 
de que el sustento familiar se encuentre 
desempleado formalmente, y que los niños o 
niñas por quienes se recibe la transferencia estén 
inscritos en la escuela y tengan la libreta sanitaria 
con los controles médicos al día.
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Podemos observar cómo el otro 
modelo de distribución a través 
de la carga tributaria (políticas de 
impuestos) es el más empleado en 
Latinoamérica (Frandsen, 2013). Se 
produce cuando se reduce la carga de 
impuestos sobre las clases de menos 

Tipo de política Oferta Demanda

Impuestos Reducción de IVA a produc-
tos de primera necesidad

Exención de pago de impuesto 
a las ganancias a persona con 
ingresos menores a X ingresos

Gastos Subsidios a los precios de los 
servicios públicos Transferencias de dinero

ingresos o se eleva en las de más 
ingresos; y las políticas de gastos, 
donde se realizan distintos tipos de 
gasto desde el Estado para generar 
la redistribución del ingreso. Veamos 
un resumen de este tipo de política 
redistributiva, en la tabla 9.

Nota: Ezequiel Frandsen (2012, p. 1). 

El problema de las políticas distributivas 
yace en el error de inclusión y el de 
exclusión. En el caso del primero se 
comete cuando se incluye población 
que no es deseable que reciba 
beneficios de la política redistributiva. 
Las políticas de oferta suelen tener 
grandes errores de inclusión, ya que 
toda la gente puede acceder a los 
bienes con precios más bajos, por lo 
que las clases con mayores ingresos se 
apropian de los beneficios de la política, 
sin ser la población objetivo de esta. Por 
otra parte, en el caso de exclusión, la 
política distributiva deja sin beneficios 
a población que es deseable que los 
reciba. Esto suele suceder cuando los 
planes sociales tienen altos errores 
de inclusión y están limitados en su 
cantidad, ya sea en monto de gasto total 
o en cantidad de planes otorgados.

Después de Chile, Costa Rica muestra 
el gasto público social (GPS) más 
progresivo. Los bonos escolares del 
IMAS, las pensiones no contributivas 
de la CCSS, los programas de nutrición 
de los EBAIS son los más progresivos. 
Vivienda, acueductos rurales, comedores 
escolares y transporte escolar son los 
menos progresivos (Cespedes, 2004). 

Indicadores de inequidad y 
capacidades

Como se ha venido analizando a lo 
largo de este documento, existen di-
ferentes estadísticas o indicadores es-
pecíficos para cada análisis sectorial 
de brechas que se realice. No obstan-
te, a nivel macro, existen otros indi-
cadores que permiten tener al menos 

Tabla 9
Tipos de políticas
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una visión global de la situación de 
un país o economía. Entre ellos está 
el índice de Gini, el índice de Theil y 
el índice de Atkinson.

Índice de Gini: Este coeficiente es una 
medida de concentración del ingreso 
entre los individuos de una región, en 
un determinado período, el cual toma 
valores entre 0 y 1, donde el cero 
indica que todos los individuos tienen 
el mismo ingreso y el 1 indica que solo 
un individuo tiene todo el ingreso. Este 
indicador básicamente mide el grado 
de desigualdad de la distribución del 
ingreso o la desigualdad de la riqueza, 
no mide el bienestar de una sociedad.

Indice de Theil: Es un indice 
de desigualdad que permite ser 
desagregado en un componente de 
desigualdad al interior de los grupos y 
otro correspondiente a la desigualdad 
entre grupos. Por ejemplo, este indice 
puede evaluar la desigualdad por 
ocupaciones (actividades agrícolas, 
actividades industriales, comercios 
establecidos, comercios ambulantes) y 
obtener un resultado a nivel intragrupo 
y entre grupos. Como se puede apreciar 
es un indice a nivel micro que evalúa 
grupos específicos de la población y 
las desigualdades entre estos mismos.

Índice de desarrollo humano ajusta-
do por la desigualdad (IDH-D): Des-
de su inicio, el Informe sobre Desarrollo 
Humano apunta a que cada uno de los 
componentes del IDH refleje el nivel 
de desigualdad que lo rodea. El IDH 
ajustado por la desigualdad (IDH-D) 

es un indicador del nivel de desarrollo 
humano de las personas de una so-
ciedad y que tiene en cuenta su grado 
de desigualdad. En una sociedad con 
perfecta igualdad, el IDH y el IDH-D 
tienen el mismo valor. Cuando existe 
desigualdad en la distribución de sa-
lud, educación e ingresos, el IDH de 
una persona promedio de cualquier 
sociedad será inferior al IDH general; 
cuanto menor sea el valor del IDH-D 
(y mayor su diferencia con el IDH), 
mayor es la desigualdad. Los países 
con menor valor de desarrollo huma-
no suelen tener mayor desigualdad, y 
esta se observa en más dimensiones, 
por lo que su pérdida en el valor de 
IDH es más notoria.

Conclusiones

•	 Se ha demostrado que solo a tra-
vés de la generación de capacida-
des en igualdad de condiciones 
se puede lograr un desarrollo 
con carácter de equidad. Aunque 
Costa Rica es un “país feliz”, el Es-
tado debería enfocarse a mejorar 
y equiparar algunas condiciones 
fundamentales para el individuo: 
salud, nutrición, vivienda, edu-
cación…entre otras. Porque no 
puede haber desarrollo social, 
donde solo la utilidad de ciertos 
individuos u hogares se ven favo-
recidos a costas de los demás. No 
podrá haber desarrollo mientras 
existan condiciones de privilegio 
heredadas, donde los sectores 
pobres aporten en igualdad de 
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condiciones que los ricos…don-
de no seamos “igualiticos”.

•	 Las políticas tendientes a im-
plementar salarios mínimos no 
han sido totalmente efectivas; el 
Estado deberá, por un lado, im-
pulsar acciones preventivas que 
fomenten el cumplimiento de la 
legislación laboral y, por el otro, 
evaluar el impacto que han ge-
nerado los recursos invertidos en 
este tipo de políticas. Focalizar las 
inspecciones en aquellos sectores 
productivas de mayor sensibi-
lidad es un reto que no pueden 
postergar los entes pertinentes 
en el proceso de cumplimiento.

•	 Es fundamental que exista co-
hesión en la toma de decisiones 
en el ámbito económico, espe-
cíficamente en el tema fiscal. 
Los sistemas de protección so-
cial que permiten promover las 
capacidades y oportunidades 
del pueblo costarricense se es-
tán viendo afectados por cargas 
tributarias bajas, recaudaciones 
paupérrimas que se dan en con-
diciones de crecimiento inesta-
ble reflejadas en ciclos econó-
micos fluctuantes.

•	 Es fundamental elevar los ni-
veles de inversión en el recurso 
humano del sector público, con 
el fin de mejorar sus capacida-
des. El país requiere de profe-
sionales que puedan ejercer en 
condiciones adversas y dar los 

mejores resultados en el con-
trol, manejo y selección de los 
segmentos de la población que 
pueden ser favorecida con po-
líticas sociales progresivas. Los 
errores de inclusión y exclusión 
no son exclusivos de la inefi-
ciencia del recurso, pues gran 
parte corresponde a la corrup-
ción y el clientelismo propio de 
sistemas democráticos, pero es 
relevante mejorar jurídica y téc-
nicamente las capacidades del 
sector público.

•	 En el campo de la educación es 
necesario redoblar esfuerzos en 
pro de quienes poseen menores 
recursos económicos y que habi-
tan en las zonas más alejadas de 
la Gran Área Metropolitana, ya 
que las estadísticas demuestran 
que aún existen brechas en el ac-
ceso a la educación, especialmen-
te en los niveles superiores de se-
cundaria y a nivel universitario.

•	 A pesar del avance a nivel tec-
nológico que ha tenido el país, 
este no se vive de igual manera 
en todas las regiones, pues exis-
ten lugares a los cuales ciertos 
servicios básicos como la tele-
fonía no alcanza los niveles de 
cobertura que se experimentan 
en las zonas urbanas del GAM.

•	 En materia de salud se eviden-
cian desigualdades que afectan 
principalmente las zonas rura-
les, las cuales en muchos casos 
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carecen de ciertas especialida-
des médicas o bien centros hos-
pitalarios con la infraestructura 
adecuada. Por otra parte, los 
servicios privados se han vuel-
to casi exclusivos para aquellos 
grupos sociales con mayor po-
der adquisitivo y que habitan en 
la región central del país.

•	 Al hablar de brecha social 
no se deben dejar de lado los 
pueblos indígenas, los cuales 
presentan múltiples carencias 
en el acceso a servicios funda-
mentales para una vida digna, 
como la electricidad, acceso al 
agua potable y a una educación 
de calidad. Aún más preocu-
pantes son las desigualdades 
entre los mismos pueblos, en 
donde se muestra el avance de 
unos mientras otros siguen en 
sus condiciones precarias.
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Geroidentidad social: Una reflexión 
sobre las definiciones, adjudicaciones, 
leyes, programas sociales y garantías 
humanas de las personas de la tercera 
edad en México

Social geroidentity: a reflection about 
definitions, allotments, laws, social 
programs and human guarantees for the 
people of the third age from México

Jesús Alberto Palma Hernández 1 
Resumen
El presente ensayo tiene como objetivo principal enunciar las diversas formas en las que se 
concibe a las personas de la tercera edad, desde la perspectiva de quien se encuentra fuera 
de dicho segmento e, igualmente, desde el punto de vista de quien es una persona adulta 
mayor. También se hace referencia a algunas leyes, programas sociales y garantías humanas 
que se crean para la protección y beneficio de dichas personas en México, con la finalidad 
de identificar indicadores que puedan dar cuenta sobre las actividades que a nivel social les 
aquejan. En conjunto con lo anterior y a partir de la teoría de las identidades sociales que 
propone Gilberto Giménez y que se usa como sustento de esta reflexión, se obtienen tres 
categorías de análisis (atributos, pertenencia y narrativa biográfica) que permiten el origen 
de una propuesta titulada “Geroidentidad social”.
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Abstract

The following paper has the objective of enouncing the many ways third age people are conceived 
from the perspective of the ones that are out of this segment, including the others that belongs 
to it. In the same way, this paper refers to some laws, social programs and human guarantees 
that were created to benefit and protect that people in Mexico, and which have the purpose of 
identifying some indicators that might tell about those social activities related to them. Based on 
those elements and the Theory of Social Identities from Gilberto Gimenez, the main argument 
of this reflection, three analysis categories are foud (attributes, membership and biographical 
narrative) that allows to create a proposal that is called “Social Geroidentity”.

Keywords: third age, laws, social identity, human rights, social programs.
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Sobre la tercera edad y otros conceptos

Los hombres y mujeres han sido partí-
cipes de la clasificación, denominación 
y reglamentación de las formas que 
conducen al ser humano dentro de la 
sociedad, así mismo, las pautas por las 
cuales se pueden reconocer cosas, ob-
jetos y a sus semejantes mediante los 
significados que han sido instaurados 
y que se actualizan constantemente. Si 
bien existen diversas maneras de dife-
renciar al sujeto social mediante aspec-
tos geográficos, demográficos, psicoló-
gicos, físicos y biológicos, estos mismos 
pueden proveer un sistema de agrupa-
ción de acuerdo con sus características 
y formar un segmento poblacional.

La lógica de la clasificación gira en 
torno a las características que visible o 
perceptiblemente se encuentran explí-
citas en un sujeto, por ejemplo, todo 
aquello que por el ojo humano puede 
ser visto y que, a su vez, es resguar-
dado en la mente y memoria para así 
crear un patrón de reconocimiento. 
Así como en la era en donde se defi-
nía que el hombre era el proveedor de 
alimento y sustento al hogar a partir 
del trabajo, y la mujer era aquella que 
mantenía las relaciones administra-
tivas y afectivas dentro de lo que se 
denomina familia2.

2	 La clasificación de las actividades o del trabajo 
dentro del círculo familiar lo ejemplifica Larissa 
A. de Lomnitz (1998) cuando menciona los 
roles desempeñados en Cerrada del Cóndor, 
una zona de barrios o barriada en la parte 
suroccidental de la Ciudad de México, en la 
que describe que la mujer es considerada como 
servil, una sustituta de madre y representante o 
pilar de la familia. Por otro lado, el hombre es 

Ahora bien, dentro del seno familiar 
nuclear se encuentra, igualmente, una 
clasificación de roles, en los cuales se 
albergan las referencias para denomi-
nar al hombre como padre, a la mujer 
como madre y al producto de su rela-
ción como los hijos, ya sean del sexo 
masculino o femenino. De modo cro-
nológico, a nivel biológico, se habla de 
dos generaciones, la primera, que es la 
condición de ser un hijo, en su caso, 
niño o niña o joven, posteriormen-
te, una segunda generación, la de los 
padres y madres que son adultos. En-
tonces, una tercera generación tendría 
que ser la de las personas antecesoras 
de los padres, madres, abuelas y abue-
los de los hijos, que guardan una con-
dición de filiación, que jurídicamente 
se entiende como aquel hecho natural 
relacionado con el ámbito biológico 
de la generación (Galindo, 1981).

Luego, entonces, con el acercamiento 
previo se puede comenzar a introdu-
cir la definición de “tercera edad”, de 
donde se puede entender que es una 
última fase de la vida biológica de 
los hombres y mujeres, pues no hay 
una siguiente etapa y está referida a 
un parámetro de tiempo indefinido3, 

dibujado como fuente de trabajo, pero también, 
desde la perspectiva femenina, como alguien 
emocionalmente inmaduro, es decir, un niño 
grande al resguardo de la mujer o esposa.

3	  En diciembre de 2014, la Secretaria de Desarrollo 
Social (SEDESOL) en México considera que la 
edad pertinente para la obtención del Programa 
Pensión para Adultos Mayores sean los 65 años, 
esto debido al incremento de este segmento 
de la población y que en una proyección al 
2050 (CONAPO), existirá una tendencia de 
proporción a que haya 73 adultos mayores por 
cada 100 menores de 15 años (DOF, 2014).
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e incluso su inicio sufre de cambios 
constantes debido a la estimación de 
esperanza de vida que se especula es 
la idónea, aunque, no por eso se pier-
den las características ni garantías y 
responsabilidades como ciudadanía.

Primeramente, existe un constante 
devenir de definiciones y conceptos 
que parecieran ser sinonímicos, por 
ejemplo, cuando se menciona la 
tercera edad, se especula que sea un 
lapso, es decir, se puede medir en 
años, para el caso de la persona adulta 
mayor, se entiende que es un sujeto 
social y puede ser descrito mediante 
un ejercicio de observación, aunque, 
también puede ser referenciado (por 
instituciones) de acuerdo con la 
cantidad de años.

Finalmente, la vejez sería una condición 
psicosocial y no únicamente una 
edad biológica, sino que adquiere 
características referidas al adentramiento 
de la mente y a la labor del sujeto dentro 
de su entorno y sus diversas esferas: 
lo político, religioso, cultural, cívico, 
etc. A continuación, se realiza un 
ejercicio reflexivo sobre las diferencias y 
similitudes entre los conceptos previos y 
la conexión que guardan.

María Rosario Limón (1992, p.167) 
considera que la tercera edad:

 … es una etapa, la más 
avanzada, de la evolución y 
desarrollo personal, que por 
sus características especiales 
merece ser tratada con 
mayor atención y cuidado, 
pero que para muchos de sus 

componentes, se convierte 
con frecuencia en una etapa 
de marginación y abandono.

La cita anterior da cuenta de dos 
aspectos, el primero, la tercera 
edad sí está vinculada a un tiempo 
dentro del desarrollo de los sujetos 
adjudicado al indicador de la edad; 
el segundo, la tercera edad se refiere 
a aquel sujeto que se encuentra 
vulnerable ante ciertas situaciones, 
ya sea por sus capacidades físicas, 
emocionales o de salud que decrecen, 
y que como consecuencia sufre 
violencia de tipo cultural4, pues 
carece de evidencia perceptible como 
una lesión, se encuentra en el rango 
de lo invisible y tiene repercusiones 
en la integridad del mismo sujeto 
desde diversas perspectivas, como la 
exclusión social que trae consigo el 
desentendimiento de la familia y la 
pérdida de los valores de esta.

Por otro lado, también surge el término 
adulto mayor o personas adultas 
mayores, que es introducido por la Ley 
de los Derechos de las Personas Adultas 

4	 La violencia cultural son los aspectos de la 
cultura desde el rubro  simbólico, que pueden ser 
utilizados para justificar o legitimar la violencia 
directa y estructural (Galtung, 2003); para el 
caso de la persona de la tercera edad, sufrir 
violencia directa es el maltrato físico que deviene 
de la incapacidad social de algunos sujetos que 
no comprenden el cambio biológico, físico y 
psicológico de estas personas, quienes, además 
de no estar satisfechos con las lesiones, buscan 
excluir y marginar a este segmento poblacional 
para asumir un rol de supremacía (violencia 
estructural), lo mismo puede suceder de manera 
inversa y como resultante emerge la sumatoria de 
tres tipos de violencia para un solo caso.
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Mayores (LDPAM), en dónde en su 
artículo 3°, fracción I, se plantea que 
son: “aquellas que cuenten con sesenta 
años o más de edad y que se encuentren 
domiciliadas o en tránsito en el territorio 
nacional” (DOF, 2015, p. 2). Se entiende 
que el marco jurídico se rige, de igual 
manera, por un estándar de edad que 
a veces tiende a ser un tanto variable, 
dependiendo de cada institución que 
defina al sujeto de estudio, pero que 
resulta siempre concentrado en ese 
periodo de la edad biológica de los 60 
años en adelante y que cuenta con sus 
derechos de ciudadanía.

Aunque pareciera que no hay otra 
forma de describir a las personas 
de la tercera edad o a las personas 

adultas mayores, existen particula-
ridades visibles que las hacen dife-
renciarse de la demás población y 
que han formado en la mente y me-
moria de la ciudadanía en general 
un imaginario social4 que permite 
legitimar dichas características y 
perpetuarlas, mencionarlas incurri-
ría en un acto paradójico debido a 
la experiencia personal con la que se 
cuenta y contradecirlo sería negar la 
realidad que se vive. Un sitio en línea 
hace alusión a dichas características y 
otros aspectos que se presentan en 
la siguiente tabla:

Tabla 1 
Particularidades de una persona de la 
tercera edad desde el enfoque de un tercero

Características de la tercera edad

1.	 Empiezan a padecer enfermedades biológicas como: artrosis, diabetes, cataratas, 
Párkinson, osteoporosis, y enfermedades cardiovasculares, etc.

2.	 Dentro de las enfermedades neurológicas o mentales están: Alzhéimer, demencia senil.

Enfermedades sociales

3.	 Aislamiento social.

4.	 Escasa o nula oportunidad de trabajo.

5.	 Poco o nulo acceso a parques donde puedan encontrar juegos apropiados a su edad 
para la realización de actividades físicas.

6.	 Discriminación familiar, si no aporta económicamente con su pensión de jubilación.

7.	 Su diferencia cultural hace que su autoestima esté muy baja, si no tiene independencia 
económica, necesariamente debe retribuir con trabajo físico su estadía en el hogar.

4	 Es la percepción del mundo desde la psique del sujeto, de lo que es real o lo que se cree es real (Castoriadis, 1997).

Nota: Elaboración propia con información del blog titulado “La tercera edad. Características del adulto mayor” 
(Hora Buena. Para que todas tus horas sean buenas, 2011).

La relevancia de la tabla anterior reside primordialmente en la subjetividad y 
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cambiante opinión pública5, que 
ahora también puede estar inmersa 
en el mundo de las tecnologías y sus 
diversas plataformas, como sitios web, 
blogs, salas de chat, redes sociales, 
etc., y que permiten bosquejar el 
panorama actual sobre el cómo ve 
la sociedad al segmento poblacional 
de la tercera edad o personas adultas 
mayores, esto como un primer 
acercamiento y clasificación de roles 
sociales, además de mantener latente 
su imaginario social.

Pero, ¿por qué relacionar a las 
personas inmersas en la tercera edad 
con cuadros patológicos?, ¿a qué 
se debe que también existan males 
sociales vinculados a estos grupos? 
Es un patrón que constantemente 
se perpetúa mediante el principio 
de la clasificación, de aquella 
acción de catalogar y determinar 
las actividades para cada uno de los 
individuos que integran la sociedad 
a partir de lo que son, saben hacer, 
sus características y sus contrapartes, 
por ejemplo, los defectos, carencias, 
discapacidades, etc. Muchas veces, 
es la creación de un estigma que es 
heredado a nivel generacional, que se 
alimenta de experiencias, medios de 
comunicación, ideologías, posturas 
negativas; la falta de valores morales 
y empatía es la verdadera enfermedad 

social preocupante.

Un último concepto aunado también 
a la tercera edad es la vejez que, como 
sus otros sinónimos, alterna algunas 
características y se define como: “… 
la última etapa del ciclo de la vida 
donde se aprecia el resultado de todas 
las experiencias, transformaciones 
y aprendizajes vividos en las etapas 
anteriores, y donde se acepta la 
trayectoria de vida con satisfacción” 
(Rodríguez, 2011, p.13). 

Es crucial acentuar que se aprecian más 
que referentes biológicos y médicos 
sobre lo que es la vejez, una persona 
de la tercera edad o adulta mayor, 
que existe un tipo de indicio histórico 
cuando se hace alusión a la experiencia, 
y que guarda consigo cierta “sabiduría” 
que se transmite mediante el nexo 
familiar o profesional.

No basta con las designaciones médicas, 
biológicas y físicas que describen a las 
personas que se encuentran dentro 
de la tercera edad, puesto que las 
enfermedades no eligen siempre a 
dicha población y tienden a incubarse 
en otros cuerpos, tal vez más sanos, 
tal vez más jóvenes. Tampoco habría 
que designarles un grado jerárquico 
a los significados de los conceptos, 
pues todos se conectan con el mismo 
sujeto. ¿Qué hay de las actividades 
sociales?, ¿por qué es marginada y 
eclipsada la persona adulta mayor si 
sigue siendo ciudadana?, ¿ya no tiene 
participación dentro de los ámbitos 
de la cotidianidad que nos rodean?, 

5	 La opinión pública a veces se pudiera entender 
como un ejercicio subjetivo, como un aspecto 
personal e interno; pero, cuando se comparte dicha 
opinión y existe cierta concordancia con otras, se 
transforma en una cuestión de carácter plural que 
legitima acciones, significados o autoridad política 
y su mismo orden (Heller, 2000).
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¿es la supuesta mayoría joven o adulta 
la que decide qué se debe hacer? La 
posible respuesta se resume en dos 
palabras: grupos vulnerables.

¿Qué son los grupos vulnerables?

De acuerdo con el INEGI6 y hasta 
el año 2010, la República Mexicana 
contaba con 112.336.538 habitantes, 
de los cuales, un 9.1% eran personas 
de 60 años y más, lo que quiere 
decir que, al menos 10.222.625 
ciudadanos, entre hombres y mujeres, 
concentraban a la población de la 
tercera edad; al respecto el Estado 
de México es una de las entidades 
federativas con mayor número de 
habitantes de dicho segmento, pues 
del total estatal que fue de 15.175.862 
habitantes, un 7.6% (1.153.365,51 
personas) fueron adultos mayores.

Es decir, una cantidad considerable de 
la población mexicana pertenece a los 
grupos vulnerables; pero, ¿qué son estos 
grupos?, ¿por qué son vulnerables? Las 
cifras parecen siempre ser el foco de 
atención del público lector, ciudadanía, 
televidentes e instituciones, pero 
nunca se toma en cuenta el trasfondo 
social que esto encierra, no se analiza 
con detenimiento que existen formas 
de erradicar males concernientes a 
estas agrupaciones mediante acciones 
sencillas, como el respeto, tolerancia 
e, incluso, el reconocimiento. Estos 

tendrían que ser valores morales7 
previamente instruidos que se fortalecen 
mediante la práctica diaria; la finalidad 
de estos es mostrar que todas las personas 
estamos expuestas a los mismos males 
sociales e, igualmente, somos diversas.

Sin embargo, se asume una postura 
de no responsabilidad con personas 
ajenas a nuestro entorno; hasta cierto 
punto, existe un grado de exclusión 
que aleja a quienes integran los antes 
mencionados grupos y permite que 
se les conciba como vulnerables, 
por no ser una mayoría, por no 
desempeñar las mismas actividades 
socionormadas de la cotidianidad, 
por contar con prácticas culturales 
diferentes, etc., y que esta situación 
desemboque en lo vulnerable, 
entendido por la Real Academia de la 
Lengua Española (2016) como “todo 
aquello que puede ser herido o recibir 
lesión, física o moralmente”, desde luego 
que, todo el mundo puede tener dicha 
característica en medidas diferentes.

Luego, entonces, los grupos vulnerables 
son aquellos segmentos sociales 
susceptibles a cambios y que, por 
consiguiente, tienen repercusiones 
graves como la agresión física, verbal, 
psicológica, moral u otra que no 

6	 Para su consulta general, visite el sitio web del 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI) desde su página principal: http://
www3.inegi.org.mx/sistemas/mexicosifras/
default.aspx

7	 Los valores en su sentido amplio son aquellas 
cualidades reales de las personas, las acciones, 
los sistemas o las cosas que son distinguibles y 
que se adecuan de acuerdo con cada cultura e 
historia. Los valores morales giran en torno a 
situaciones que guardan una relación antagónica 
o una antonimia, por ejemplo: justicia/injusticia. 
Se vislumbra sobre todas aquellas acciones 
que resultan ser positivas ante otras que son 
negativas y viceversa (García, 2001).
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permite su desarrollo pleno y que, 
de alguna manera, se encuentran 
eclipsados por una mayoría relativa, 
que desempeña actividades que estos 
no pueden realizar por diversos 
factores, ya sean naturales, sociales, 
culturales, políticos, religiosos, etc.

Mencionan Valadés y Gutiérrez 
(2001) que un grupo vulnerable es:

…aquel que, en virtud de 
su género, raza, condición 
económica, social, laboral, 
cultural, étnica, lingüística, 
cronológica y funcional sufren 
la omisión, precariedad o 
discriminación en la regulación 
de su situación por parte del 
legislador federal o local del 
orden jurídico nacional. (p. 227)

Entre tanto, se considera que 
esos grupos forman parte de una 
minoría cuasi-invisible que adquiere 
relevancia y una presencia mucho 
más amplia cuando se habla de ella 
en conjunto, pues, por sus diferentes 
características, tiende a ser separada, 
pero la une el mismo sistema social. 
A continuación, se hace mención 
de las segmentaciones consideradas 
como grupos vulnerables (Valadés y 
Gutiérrez, 2001, p. 227):

a)	 La mujer pobre jefe de hogar, 
con niños a su cargo, y respon-
sable del sostenimiento familiar.

b)	 Menores y adolescentes en si-
tuación de riesgo social (niños 
en riesgo de salir del hogar, 
menores infractores y meno-

res víctimas de violencia física, 
sexual o psicológica en el seno 
familiar, menores con padeci-
mientos adictivos).

c)	 Los menores que viven en la 
calle o los menores que, no 
obstante tener un hogar, a cau-
sa de la desintegración familiar 
o problemas de otra índole pa-
san todo el día en la calle.

d)	 Los menores trabajadores (pe-
pena, estiva, mendicidad, venta 
ambulante, limpia de parabrisas 
y actuación en la vía pública).

e)	 Las personas de la tercera edad.

f)	 Las personas discapacitadas.

g)	 La población rural e indígena 
que se encuentra afectada en 
forma alarmante por la pobreza.

h)	 Las mujeres pobres, embaraza-
das y en estado de lactancia.

i)	 Los jóvenes y las mujeres po-
bres afectadas por el desempleo.

j)	 Los trabajadores pobres del 
sector informal.

k)	 Los excluidos de la seguri-
dad social.

l)	 Las mujeres que sufren discri-
minación política social.

m)	Los pueblos indígenas.

La lista podría seguir aumentando 
de acuerdo con el enfoque, tanto 
disciplinario como cultural que se busque 
aplicar para este caso. Ahora bien, la 
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mayoría de los ejemplos anteriores se 
refiere a una diferencia o discrepancia, 
ya sea económica, étnica, física, de edad y 
otras; aunque, en muchas de las ocasiones 
existe una sumatoria de diferentes 
carencias para una sola persona, esto no 
quiere decir que sean más vulnerable, sino 
que se lidia con segmentos mucho más 
diversos (o extensos), por ejemplo, un 
indígena de la tercera edad o una mujer 
pobre excluida socialmente y, además, de 
la tercera edad.

Es un hecho que la discriminación 
es uno de los indicadores por los 
cuales se puede definir a las personas 
de la tercera edad como un grupo 
vulnerable, no simplemente por una 
cuestión referida a las minorías, ni a 
la falta de capacidades o habilidades 

debidas a la edad, sino que también es 
un problema ideológico encasillado en 
un imaginario que, como se mencionó 
con anterioridad, se perpetúa. 

En la tabla 2, elaborada a partir de 
información proporcionada por el 
Consejo Nacional para Prevenir 
la Discriminación (CONAPRED, 
2011), en su Encuesta Nacional sobre 
Discriminación en México, se enuncian 
algunos de los principales problemas 
que consideran las personas adultas 
mayores de alta injerencia en México 
para esta misma comunidad mediante 
el cuestionamiento: Hoy, ¿cuál cree que 
es el principal problema para la gente 
de su edad en México?

Tabla 2

Problema Porcentaje
1.	 Dificultad para encontrar trabajo 36%
2.	 Salud 13.9%
3.	 Discriminación, intolerancia 9.2%
4.	 NS/NC (No sabe, no contesta) 7.8%
5.	 Falta de apoyo y oportunidades del gobierno 7.3%
6.	 Económico 6.9%
7.	 Otros 5.3%
8.	 Soledad, abandono 4.1%
9.	 Inseguridad 2.6%
10.	 No ser autosuficiente 1.5%
11.	 Problemas de transporte y de salir a la calle 1.5%
12.	 Discapacidad 1.2%
13.	 Falta de cuidado de los familiares 1.2%
14.	 Maltrato 0.7%
15.	 Bajo nivel educativo 0.6%
16.	 Falta de espacios adecuados (asilos, recreativos) 0.2%

Principales problemas de las personas adultas mayores desde una perspectiva individual

Nota: Elaboración propia con información de la Encuesta Nacional sobre Discriminación en México 
(Enadis-2010, CONAPRED, 2011).
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Si bien la mayoría de los problemas 
anteriores pueden ser definidos como 
violencia en sus formas culturales y 
estructurales, parten del fundamento 
de la discriminación8 y reiteran la 
constante vinculación de las personas 
de la tercera edad con una patología 
social de exclusión y rechazo por 
la falta de habilidades, diversidad 
ideológica, diferencias económicas 
y otras que amenazan la integridad 
física y moral de esta parte de la 
población, de ahí que se afirme que 
las personas adultas mayores son un 
grupo vulnerable, por la sensibilidad 
con la que cuentan desde las diversas 
esferas sociales que les rodean.

Cabe destacar que la familia también 
es un rubro de injerencia importante 
en el desarrollo de la persona adulta 
mayor, pues además de proveer 
resguardo, es el armazón por el cual 
comienzan a educarse las generaciones 
futuras o póstumas, es decir, sin la 
implementación de valores en el hogar, 
se seguirán perpetuando los modelos 
de actitud y comportamiento negativo 
o precario ante aquellas personas de 
la tercera edad que también forman 
parte del núcleo o círculo familiar, 
por eso se mencionó en el apartado 
anterior la relevancia de los roles 
familiares, de su división como 

generaciones, porque son, tal vez, 
una medida de mejoramiento de las 
sociedades futuras, en donde se debe 
reparar o potenciar el funcionamiento 
de la primera institución social9 que 
conoce el hombre y la mujer.

Desde la perspectiva de las personas de la 
tercera edad, existe un aspecto por el cual 
se considera importante este segmento 
de la población dentro del rubro familiar 
a partir su clasificación como abuelo 
o abuela, pues fungen como quienes 
educan, proteguen o tutorean  a sus 
nietos o nietas; son las figuras paternas 
más cercanas debido a cuestiones de 
ausentismo, provocado por diferentes 
causas como desempleo, edad (jóvenes/
madurez), falta de recursos económicos, 
fallecimiento, etc. 

La mayoría de los abuelos 
asume la responsabilidad de 
hacer de padres de sus nietos 
en un periodo de sus vidas 
que está típicamente reser-
vado para el retiro, dejando 
atrás sus sueños de jugar y de 
visitar por recreación. Estos 
abuelos precisan apoyo y ac-
ceso a recursos comunitarios 
que los ayuden a sobrellevar 
las cuestiones de paternidad 

8	 En Toluca, Estado de México, las personas adultas 
mayores consideran que la discriminación e 
intolerancia son los principales problemas que 
atañen a su comunidad y segmentación, pues al 
menos un 24.3%, el porcentaje más alto a nivel 
zonas metropolitanas, se concentra en dicha 
ciudad, de acuerdo con la Encuesta Nacional 
sobre Discriminación en México /Enadis-2010 
(CONAPRED, 2011).

9	 En algunas de las ocasiones se discrepa que la 
familia sea una institución social, pues más se 
le adjudica un derecho natural de filiación que 
se refiere a la pertenencia biológica, debido a la 
procreación; sin embargo, otros mencionan que 
no se les puede denominar a las familias como 
instituciones naturales, pues es una instancia 
de carácter humano, racional y cultural que 
sobrepasa lo natural (Burgos, 2005).
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que surgen de su particular 
situación. También necesitan 
cuidar su propia salud y bien-
estar, para poder cumplir los 
desafíos y las demandas de los 
padres. (New York-Presbyte-
rian Hospital, 2005, p.1)

Las formas de contrarrestar los 
efectos negativos en las personas de 
la tercera edad son los programas de 
apoyo y leyes o normas jurídicas, que 
además de ser un complemento de las 
garantías humanas con las que cuenta 
toda la ciudadanía a partir de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, 
son un aditivo que busca protegerles 
ante los males sociales que les 
aquejan; así también, tendrían que 
ser un soporte para poder solventar 
las necesidades emergentes en caso 
de sustituir a los padres o madres 
dentro de algunas familias.

Esos programas y leyes que colaboran 
de manera alternativa pueden ser una 
medida para hacer valer las garantías 
humanas de dichas personas; pues, 
al ser constantemente marginadas 
y eclipsadas con la cotidianidad 
invasiva (tecnológica) y cierta 
supremacía juvenil, se busca aminorar 
la condición de vulnerabilidad 
que se les adjudica y con la que 
viven día tras día. No por ello se 
debe asumir que existe un modelo 
universal para envejecer, o que la 
totalidad se encuentre incapacitada 

para continuar realizando labores 
comunes como trabajar o ser el 
sustento de una familia; sin embargo, 
son acciones que se realizan como un 
plan provisorio o a futuro:

Tarde o temprano, si primero 
no sobreviene la muerte, la ve-
jez impone fatalmente el retiro 
del trabajo, convirtiendo a los 
adultos mayores en personas 
totalmente dependientes de 
los sistemas de transferencia. 
Cada sociedad dispone de me-
canismos de redistribución de 
recursos que ponen de mani-
fiesto los escenarios de vida a 
los que se enfrentan los adultos 
mayores. Ellos pueden subsis-
tir de contribuciones suminis-
tradas por el Estado, de recur-
sos proveniente de sus hogares 
y redes sociales y familiares de 
apoyo, de sus ahorros e inver-
siones acumuladas o bien de 
la caridad pública. (CONAPO, 
1999, p. 20)

Dado que es incierto el contexto y las 
situaciones de las personas adultas 
mayores en sus diversas esferas o niveles, 
y se bosqueja muy mínimamente su 
realidad a nivel personal e individual, 
se promueven programas de apoyo 
junto con marcos jurídicos que puedan 
satisfacer algunas de las necesidades 
que más aquejan a este segmento de la 
población. En el siguiente apartado se 
hará una breve mención sobre algunos 
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de los programas, leyes y normativas que 
benefician a las personas de la tercera 
edad y cómo pudieran estar relacionadas 
con las garantías y derechos humanos.

Leyes y programas de apoyo para 
las personas de la tercera edad en 
México como medida garante de los 
derechos humanos

Desde el momento en que al hombre y 
a la mujer se les reconoce la ciudadanía 
mexicana, se sabe que cuentan con 
los derechos y obligaciones que 
se encuentran concentrados en la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así también, 
desde el momento en que nacen 
se benefician por la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos 
hasta el fin de su vida. 

Sin embargo, existen factores externos 
que no permiten que se satisfagan 
las necesidades necesarias de ciertos 
grupos por cuestiones culturales, 
ideológicas o económicas y, para ello, 
hay programas y leyes complementarias 
que buscan su desarrollo integral. En 
el caso de las personas de la tercera 
edad en México, se cuenta con la 
Ley de Los Derechos de las Personas 
Adultas (DOF, 2015) en donde se 
resaltan y demarcan, en el Capítulo 
II, los derechos de este segmento de 
la población, que se albergan en su 
artículo 5° y de donde se desprenden 
nueve derechos fundamentales:

I	 De la integridad, dignidad y 
preferencia

II	 De la certeza jurídica

III	 De la salud, la alimentación y 
la familia

IV	 De la educación

V	 Del trabajo

VI	 De la asistencia social

VII	De la participación

VIII	 De la denuncia popular

IX	 Del acceso a los servicios

Ahora bien, pareciera que muchos de 
estos derechos ya se encuentran en 
la Constitución Política de México; 
sin embargo, se hacen de carácter 
prioritario cuando una persona de 
la tercera edad los demanda, ya que, 
debido al constante arraigamiento 
del trabajo y los beneficios sociales 
en la ciudadanía joven y adulta 
(adultos jóvenes), pocas de las veces 
se hace caso de las necesidades de 
esta parte de la población. A partir 
de este documento, existen otros 
como la cartilla de los Derechos de los 
Adultos Mayores (CNDH, 2012), que 
desmiembra el marco jurídico anterior 
en otras 4 secciones que grosso modo 
se enuncian a continuación:
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Tabla 3 
Cartilla de los derechos de los adultos mayores (división y clasificación)

No discriminación y relaciones familiares

1.	 No discriminar en razón de su edad.
2.	 Oportunidades de manera equitativa.
3.	 Apoyo institucional para garantizar sus derechos.
4.	 Protección ante los diversos tipos de violencia.
5.	 Protección familiar y social.
6.	 Mantener una relación familiar en caso deseparación, a no ser que la 

relación sea nociva, en ese caso no es aplicable.
7.	 Vivienda digna y decorosa.
8.	 Libertad de expresión.

Frente a las autoridades

9.	 Ser tratadas con dignidad y respeto cuando sean detenidas o sean 
víctimas de un delito/infracción.

10.	 Contar con asesoría jurídica gratuita y oportuna.
11.	 Realizar con libertad su testamento sin la intervención de una tercera persona.

Protección de su salud

12.	 Recibir información sobre las instituciones que pueden brindarle un 
servicio de salud integral.

13.	 Recibir atención médica en cualquiera de las instituciones del sistema 
nacional y estatal de salud.

14.	 Recibir orientación y asesoría respecto a su salud integral, física y mental.
15.	 Recibir seguridad social.
16.	 Poder integrarse a los programas de asistencia social cuando se encuentren 

en situaciones de abandono.

Educación y trabajo

17.	 Contar con un trabajo mediante la obtención de oportunidades igualitarias 
para su acceso (de acuerdo con sus cualidades y capacidades).

18.	 Recibir un ingreso propio mediante el desempeño de un trabajo 
remunerado.

19.	 Recibir educación y capacitación en cualquiera de sus niveles.
20.	 Tener libertad de asociación y reunión.
21.	 Participar en actividades culturales, deportivas y recreativas.

Nota: Elaboración propia con información de la cartilla de los Derechos de los Adultos 
Mayores (CNDH, 2012).
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Algunas de estas garantías están 
reflejadas dentro de los programas 
sociales, tanto estatales como federales 
a favor de las personas de la tercera 
edad y tienden a representar algunas 
de las formas en las que se busca 
integrar al segmento de la población 
adulta mayor, con el afán de brindarle 
apoyo y visibilidad ante los diversos 
males que le aquejan. Se toman como 
ejemplo directo los programas sociales 
que se muestran en la tabla 4.

Las instituciones gubernamentales 
y no gubernamentales tienen un 
papel relevante en la protección y 
validación de los derechos humanos 
de las personas de la tercera edad, así 
también, la acción conjunta de los 
programas sociales y la ciudadanía 
que permite la integración de este 
grupo a los ámbitos que más les 
convengan, desde el empleo hasta los 
servicios de salud.

Dado que existen diversas formas 
de equilibrar los beneficios 
sociales contra los males como la 
discriminación, el alejamiento y la 
violencia (que, ocasionalmente, no 
son una decisión personal por parte 
de las personas adultas mayores) y 
que buscan salvaguardar de estos 
mismos, también se debe tener en 
cuenta que las formas de apoyarles 
tienen diferentes perspectivas que 
van desde lo jurídico, hasta lo social, 
y que cruzan el sendero humano y 
llegan hasta las aras de lo moral.

Ahora bien, la definición tanto 
como segmento social y como grupo 

vulnerable, en sumatoria con los 
marcos jurídicos, leyes y programas 
de apoyo, dan cuenta de un aspecto 
que no se ha profundizado del todo 
sobre las personas de la tercera edad, 
este aspecto se encuentra inmerso 
en el derecho a la cultura, que 
opera desde la Ley de los Derechos 
de las Personas Adultas Mayores 
(LDPAM) (DOF, 2015), en su 
artículo 5°, fracción VII, inciso d, 
que indica que dicha población tiene 
el derecho a participar en la vida 
cultural, deportiva y recreativa de 
su comunidad; sin embargo, no es la 
cultura aquel aspecto que se pasa por 
alto, sino más bien la identidad social 
de las personas de la tercera edad, lo 
que constituye la propuesta principal 
del presente trabajo.

Geroidentidad: La construcción de 
la identidad social de las personas de 
la tercera edad

De entre todos los derechos humanos 
que se encuentran expresados en las 
leyes y programas sociales que refieren 
a las personas de la tercera edad, la 
identidad es uno de los ámbitos (y 
también derecho) que no se menciona 
con frecuencia. Su proveniencia 
pareciera ser un aspecto personal e 
individual, una peculiaridad que hace 
que los seres sociales se diferencien 
entre sí y otros más, que segmenta y que 
pretende agrupar, o clasificar, las pautas 
por las cuales cada quien debe responder 
y a las cuales corresponde pertenecer.

La identidad tiene origen en la cultu-
ra, esta última no considerada como 
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Tabla 4
Comparación entre programas sociales a favor de la población adulta mayor desde la perspectiva 
estatal y federal en México

Fuente: elaboración propia con base en datos del sitio en línea de la Secretaría de Desarrollo Social 
(SEDESOL, 2015), y la Gaceta del Gobierno del Estado de México con fecha del 30 de enero de 2014 
(19) (GEM, 2014).

Nombre del 
programa Jurisdicción Descripción Incentivo

Programa de 
Desarrollo 
Social Gente 
Grande

Estatal
(Estado de 
México)

Es un programa que busca 
favorecer el acceso de ali-
mentos, productos de lim-
pieza y aseo personal.

El apoyo que se otorga es en 
especie y consiste en una ca-
nasta alimentaria de manera 
mensual de una hasta en 12 
ocasiones según la vertiente10.

Programa de 
Desarrollo So-
cial Adultos en 
Grande

Estatal
(Estado de 
México)

Es un programa que tiene 
como propósito la integra-
ción a partir de los 60 años, 
a la vida productiva me-
diante su acceso a cursos de 
capacitación, que propician 
mejorar su economía.

Se ofrecen cursos de capaci-
tación, los insumos para estos 
mismos y material básico a 
cada persona beneficiaria.

Pensión para 
Adultos Ma-
yores

Federal

El programa atiende a las 
personas mayores de 65 años 
en adelante y tiene cobertura 
a nivel nacional.

Las personas beneficiarias 
reciben apoyos económicos 
de 589 pesos mensuales con 
entregas de 1,160 pesos cada 
dos meses11.

Vinculación 
Productiva de 
las Personas 
Adultas Ma-
yores

Federal

El programa es una plata-
forma para vincular una 
relación con los sujetos 
prestadores de servicios y 
empresas que desean incor-
porar a las personas de 60 y 
más años de edad, promo-
viendo la inclusión laboral 
para este grupo etario.

Las empresas incorporan a 
personal adulto mayor al mer-
cado laboral y bridan:
a)	 Sueldo base
b)	 Prestaciones de Ley
c)	 Contrataciones por hora, 

por jornadas, por proyecto 
o por servicios

d)	 En algunos casos prestacio-
nes superiores a las de la Ley

10	 Las vertientes para este programa son dos vías de acción, la primera se enfoca a la población adulta mayores 
de 60 a 69 años de edad y se otorgan apoyos que favorezcan el acceso de alimentos. La segunda vertiente 
está referida a mayores de 70 años de edad en adelante, y se otorgan apoyos que favorezcan el acceso de 
alimentos y a productos de aseo personal (GEM, 2014).

11	 Además del apoyo económico que se otorga, se busca integrarles en grupos de crecimiento y jornadas 
informativas sobre temas de salud, se busca que obtengan facilidades de acceso a servicios y apoyos de 
instituciones como el INAPAM, así como también aquellas que ofrezcan actividades productivas y 
ocupacionales (SEDESOL, 2015).
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aquello que está vinculado a la educa-
ción, tampoco al arte, sino como “una 
instancia simbólica de la producción 
y reproducción de la sociedad” (Gar-
cía-Canclini, 2004, p. 37), es decir, es 
el reflejo de la situación actual en la 
que se encuentran los sujetos y la ciu-
dadanía, con todas sus desventuras y 
aciertos en sus diversas esferas que les 
rodean, de lo económico a lo religioso, 
de los sistemas de salud hasta las for-
mas de gobierno, desde la marginación 
y discriminación hasta los derechos 
humanos, todo eso es la cultura, claro, 
una cultura contextualizada para un 
caso particular, las personas de la ter-
cera edad, puesto que la cultura actúa 
de manera diferente para cada región, 
población o área geográfica.

Entonces, desde la perspectiva de 
Gilberto Giménez (2009, p. 27) la 
identidad “no es más que el lado 
subjetivo de la cultura considerada bajo 
el ángulo de su función distintiva”, es 
decir, la particularización de la cultura 
mediante la interpretación y ejercicio 
hermenéutico del individuo como 
medida que distingue, y como ejercicio 
discriminante sin connotar una acción 
violenta, sino más bien de separación e 
incluso como referente de la diversidad 
social que aqueja el presente. La teoría 
que maneja Gilberto Giménez (2009) 
sobre las identidades sociales consta de 
tres categorías que permiten el análisis 
y construcción de esta a nivel social:

1.	 Atributos

2.	 Pertenencia

3.	 Narrativa biográfica

Así, también, se cuenta con un factor 
que permite legitimar la existencia 
de dicha identidad, como la estancia 
de los sujetos sociales dentro de 
los campos cognitivos: la memoria 
colectiva. A continuación, en la 
tabla 5 se ofrece un acercamiento a 
la identidad social de las personas 
de la tercera edad (geroidentidad 
social) mediante la información de 
los apartados anteriores y la teoría 
planteada por Giménez (2009).

Los atrib utos de las personas de 
la  desembocan en los programas 
sociales mencionados en el apartado 
3, los que, por lo general, tienden 
a vincularlas con otros sitios de 
recreación y de capacitación en donde 
se tejen las redes de pertenencia (la 
interacción con sus semejantes), 
y que finalmente dan cuenta de 
cierta experiencia que se almacena 
y resguarda en la memoria de los 
mismos sujetos, conformándola 
como su propia narrativa biográfica, 
ya que el presente también se 
transforma en pasado.

Aunque, la memoria colectiva con 
respecto a la identidad se refiere al 
recuerdo personal y a la vez plural 
(Halbwachs, 2004), construido a 
partir de lo que se ve y lo que los 
demás individuos ven para poder 
legitimar ciertas instancias, la cual, 
para el caso de las personas de la 
tercera edad, resulta ser una paradoja, 
pues permite la perpetuación del 
estereotipo (o imaginario social) de 
ser un grupo vulnerable y, por tanto, 

127Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 27 (2), II Semestre 2016 (EISSN: 2215-4221)

27

Geroidentidad social: Una reflexión sobre las definiciones, adjudicaciones, leyes, programas sociales y garantías...



Tabla 5

La teoría de la identidad social aplicada a las personas de la tercera edad

Nota: Elaboración propia con fundamento en la obra de Gilberto Giménez (2009).

Identidad social (Giménez, 2009) / Categorías

Atributos Pertenencia Narrativa biográfica

Son las características físi-
cas, biológicas y percepti-
bles de los sujetos.

Es la inclusión de la personali-
dad individual en una colecti-
vidad. Lugares y personas con 
quienes se mantiene una rela-
ción o vinculación.

Es la trayectoria perso-
nal del pasado que con-
fiere sentido, así tam-
bién el reconocimiento 
propio de los sujetos.

Geroidentidad social (personas de la tercera edad)

Atributos Pertenencia Narrativa Biográfica

*Características físicas:

- Cabello entre gris y blan-
co, piel arrugada, cuerpo 
encorvado.

*Son personas de 60 años 
en adelante.

*Son personas que sufren 
de enfermedades biológi-
cas como:
- Artrosis, diabetes, catara-
tas, Párkinson, osteoporo-
sis, y (enfermedades) car-
diovasculares.

*Son un segmento pobla-
cional que sufre de males 
sociales como la discrimi-
nación y marginación.

*Se le considera un grupo 
vulnerable.

*Los sitios12 que regularmente 
frecuentan son:
-Parques, centros de capaci-
tación, albergues, residencias 
diurnas y sitios de recreación 
entre los que se incluyen hote-
les, museos, cines, balnearios, 
teatros, parques recreativos, 
zonas arqueológicas.

*Los derechos humanos de las 
personas adultas mayores y las 
leyes o programas sociales vin-
culados a ellas tienden a unifi-
car a este segmento de la pobla-
ción para después congregarlo 
dentro de espacios que hacen 
valer dichas garantías.

*Este aspecto se refiere 
a la experiencia o et-
nografía de las perso-
nas adultas mayores y 
personas de las tercera 
edad, es decir, a todo 
aquello que a nivel his-
tórico ha realizado y 
que ha servido para la 
conformación de so-
ciedades futuras.

12	 Las redes de pertenencia fueron obtenidas de acuerdo con los beneficios que ofrece la afiliación al INAPAM 
(2016) mediante la obtención de su tarjeta.
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un sujeto no activo. Cuando bien, 
como se mencionó con anterioridad, 
es un segmento que cuenta con cierta 
injerencia social relevante, tanto por su 
pasado, como por las labores que aún 
ejecutan desde las esferas políticas, 
laborales y dentro de los hogares.

¿Cómo beneficia la identidad a las 
personas de la tercera edad? Se realiza 
una actividad de reconocimiento 
social y no únicamente se las clasifica 
como un grupo vulnerable, ni 
como un segmento excluible; por 
el contrario, se bosqueja como una 
agrupación latente y predominante 
dentro del día a día que se exhibe en 
la cotidianidad y que es visible incluso 
dentro de los círculos cercanos a los 
sujetos, como el caso de la familia. 
Cabe destacar que la identidad es el 
derecho de ser diverso que: 

… se desarrolla dentro de las 
pautas culturales e históricas, 
tradicionales o no, dentro de 
dinámicas de conflicto, con 
un periodo evolutivo propio y 
con un pasado y un futuro, con 
un conjunto de significaciones 
y representaciones que son 
relativamente permanentes. 
(Rojas, 2004, p. 490)

Para el caso de las personas de la 
tercera edad, su pasado representa 
el paso del tiempo que ha permitido 
el desarrollo y desenvolvimiento del 
presente, y ha sido el primer armazón 
del futuro, es decir, es un referente 

de la experiencia previa que ha 
forjado la razón y motivación de las 
esferas sociales que nos rodean en la 
actualidad, de ahí que esto sea una 
razón para protegerles.

Desde los aspectos de los derechos 
humanos, la identidad es una 
garantía de permanencia y de 
resguardo del pasado, pues las 
vivencias y experiencias de las 
personas adultas mayores tienden 
a ser el marco histórico por el cual 
se ha forjado todo lo que se conoce 
en la actualidad; emanciparles de 
los ámbitos sociales y humanos es 
la negación futura de la póstuma 
condición geriátrica de la juventud, 
es cuestión de tiempo llegar a la 
tercera edad, en ese entonces el 
presente será el pasado y de nuevo 
habrá que recurrir a la experiencia 
previa que permite la inclusión y 
garantizar la participación (en la 
vida cultural) de las personas de la 
tercera edad como sujetos sociales 
activos y latentes mediante las 
garantías humanas.

También la identidad funciona como 
un recordatorio sobre el deterioro del 
cuerpo humano, físico y mental, que 
en un futuro requerirá de ayuda por 
medio de instituciones que garanticen 
y salvaguarden los derechos humanos 
que permitan del desarrollo pleno 
e íntegro de cada ser a lo largo de su 
vida. Destaca también que el derecho a 
la identidad desemboca en los ámbitos 
de salud (atributos de las personas 
de la tercera edad), que pueden 
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fungir como medida preventiva de 
enfermedades y para la realización de 
otros programas sociales que puedan 
erradicar o apaciguar los males que 
afecten a los sujetos.

Dicho sea de paso, las condiciones 
físicas y de salud repercuten en los 
ámbitos sociales y productivos de 
las ciudadanía, truncan y detienen 
el desarrollo óptimo de las labores 
realizadas para el mejoramiento del 
entorno en el que se vive, de ahí la 
importancia de la identidad o, en 
este caso, geroidentidad social13, 
pues es una aproximación a las 
necesidades y carencias que emanan 
de ciertos males sociales, que pueden 
ser erradicados desde los principios 
morales, que se fortalecen mediante 
las instituciones y que se heredan 
mediante la experiencia.

Una propuesta final es integrar los 
estudios sobre los derechos humanos 
de las personas de la tercera edad des-
de el enfoque de la identidad, pues se 
puede ampliar el espectro de necesi-
dades, responsabilidades y garantías 
de dicho segmento poblacional, así 
mismo explicitar mucho más la im-
portancia de la identidad dentro de 
las garantías humanas como el de-
recho a ser diverso o diversa y tener 
reconocimiento en las instancias so-
ciales, jurídicas y humanas.

Conclusiones

Pese a que dentro de las formas 
sociales en las que se conduce el 
ser humano exista una prominente 
actividad de clasificación que 
desemboca en etiquetas que tienden 
a estigmatizar a ciertos segmentos 
dentro del entorno actual, siempre 
habrá forma de concientizar a la 
sociedad sobre la independencia de 
un concepto instituido y sobre la 
vida de un segmento poblacional; 
esto no es más que un ejercicio de 
introspección y observación a los 
sitios que se concurren, a los lugares 
que se habitan, la gente con la que 
se lidia; todo ello puede generar un 
cambio en los niveles cognoscitivos y 
de acción, la tercera edad es un hecho 
que sucederá en algún momento 
para cada persona y la única 
responsabilidad que se tiene hasta 
llegar a ese punto es ser tolerante, 
comportarse con equidad y, por lo 
tanto, con empatía.

Dicho lo anterior, es menester que 
la sociedad priorice ciertos asuntos 
desde las diferentes perspectivas 
con las que se cuenta (ciudadanía, 
servicios públicos, dirigencias 
políticas, medios de comunicación, 
como madre, padre o familiar), 
puesto que el constante paso del 
tiempo tiende a olvidar sucesos que 
debieron ser tratados con mayor 
delicadeza, asuntos que van desde la 
inclusión familiar que desembocaron 
en el abandono, los tratos negligentes 
por considerarse supremo por ser 

13	 Se utiliza el término geroidentidad debido a 
una mezcla entre la etimología griega gero, que 
significa “anciano” (Pozzobon, 2011) con la 
palabra identidad para independizarle de otro 
tipo como la de carácter juvenil o psicológica.
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joven, eso que gradualmente se irá 
deteriorando y que conllevará a 
todos los seres sociales a la tercera 
edad y que, de manera inevitable, 
habrá que encarar.

Las formas de gobierno, tanto estatales 
como federales han buscado siempre 
otorgar un beneficio universal a todos 
los niveles y esferas que componen el 
complejo sistema social que se vive y 
que se presta para un juego jerárquico, 
donde las autoridades cuentan con 
los medios para hacer llevadera 
la convivencia entre diferentes y 
diversos; pero siguen existiendo 
vacíos que no son satisfechos por las 
variadas necesidades que aquejan a la 
ciudadanía, como un reconocimiento 
social, que pudiera ser algo irrelevante 
e inclusive narcisista, pero que con 
la ejecución correcta brindaría 
cierto grado de visibilidad y evitaría 
encapsular a un segmento social en 
columnas de periódicos, debido a un 
acontecimiento desafortunado y que, 
posteriormente, será olvidado.

La identidad juega un papel crucial 
dentro de las formas de visibilidad 
social, ya que al conformarse a 
nivel individual, la persona adulta 
mayor se reconoce a sí misma a 
nivel colectivo, es decir, se hace una 
recopilación de lo que es el ser social, 
desde sus particularidades físicas, su 
proveniencia e historia y los sitios a 
los que acude junto con las personas 
que se sienten semejantes a él o a ella. 
Ahí es donde aquellos sujetos que no 
son, por ejemplo, parte de la tercera 

edad, asumen que esta población 
ocupa lugares dentro de los espacios 
que se transitan habitualmente y que 
tienen prácticas culturales diferentes 
a las de ellos; pero, no por eso, 
abandonan su condición ciudadana, 
de ser humano, hombre o mujer.

Esa medida diferenciadora permite 
que exista una imagen mental14 que 
será vinculada a un concepto previo: 
adulto mayor, grupo vulnerable, 
abuelo, anciana u algún otro 
eufemismo. Esto permite crear un 
patrón de reconocimiento, en donde 
se enuncian características físicas y 
una especulación de habilidades, pero 
jamás su historia, o en su caso, narrativa 
biográfica (Giménez, 2009), la cual 
se reconoce únicamente mediante la 
interacción; ya con el resguardo en la 
mente, se legitima la existencia de ese 
segmento poblacional.

Por eso, la identidad debería ser 
un derecho humano mucho más 
explícito dentro de las normativas, 
pues permite entender las diversas 
necesidades que aquejan a los 
sectores poblacionales vulnerables 
y optimiza procesos que estén 
referidos a estos mismos, dado que, 
como se mencionó anteriormente, 
existe un deterioro de habilidades 

14	 Las imágenes mentales son creadas mediante el 
ejercicio de la percepción y la reconstrucción 
de objetos visibles desde una perspectiva 
abstracta, es una referencia subjetiva de 
la realidad que se construye en la mente 
(Villafañe, 2006), se almacenan en la memoria 
y, por tanto, se conforman como un patrón de 
reconocimiento y vinculador de conceptos.
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y capacidades (no universalmente) 
que dan pauta para la generación 
de violencia, discriminación y 
marginación, como consecuencia 
de la falta de entendimiento sobre la 
persona diferente.

No es raro que de la inconformidad 
surjan desacuerdos y con ellos 
movimientos sociales (no son las 
manifestaciones y bloqueos los 
problemas que resultan ser más 
relevantes para la ciudadanía, sino 
las acciones que se van a tomar para 
poder proponer soluciones a las 
problemáticas que aquejan a todos 
los que conforman las sociedades). 
Por supuesto que existen leyes y 
normativas o autoridades que se 
encarguen de lo anterior, pero, 
¿qué hay de la acción humana?, 
¿no existen dentro de las familias 
personas de la tercera edad?

Es labor y deber de cada ciudadano y 
ciudadana reconocerse y proyectarse 
en las personas de la tercera edad, 
pues permite entender las dificultades 
que rodean a dicho segmento, además 
de ser un ejercicio recopilatorio sobre 
lo que se debe hacer, lo que se hizo y lo 
que puede mejorar a futuro. La relación 
de la identidad con los derechos 
humanos parte del fundamento de la 
preocupación por el otro individuo, 
de resguardarlo y conocer a fondo 
las necesidades, pero también las 
aptitudes con las que cuenta para 
explotar todas sus garantías y que 
estas se vean reflejadas en bienestar, 
productividad y seguridad.
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estudiantado con discapacidad 
o con necesidades educativas en 
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Rica y sus implicaciones en su 
formación profesional
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Resumen

Este artículo presenta las formas de apoyo educativo a la población estudiantil en 
condición de discapacidad o con necesidades educativas en el ámbito universitario y sus 
implicaciones en su formación profesional, según los resultados obtenidos en el Proyecto 
(FIDA) Percepciones y realidades en la atención de las necesidades educativas: propuesta de 
desarrollo profesional y su implementación en la Universidad Nacional (código 0524-10) del 
año 2012 al 2015. En este estudio participaron 191 estudiantes (76 hombres y 115 mujeres) 
con matrícula en distintas carreras de las sedes de la UNA (Central, Brunca y Chorotega) y 
427 personal académico (181 hombres y 246 mujeres). La metodología responde al enfoque 
cualitativo y se realizaron 15 talleres con estudiantes y 65 entrevistas individuales para 
recabar sus apreciaciones. Se determinó que solo una parte del estudiantado recibe atención 
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individual (dentro y fuera de las sesiones 
de clase) y en ocasiones tutorías (en 
inglés, matemática y química) por parte 
del personal académico de la institución 
en la sede central. En la evaluación, se les 
facilita mayor tiempo para la realización 
de las pruebas e instrucciones individuales 
durante esta; asimismo para elaborar 
trabajos de investigación. Destaca que 
la mayoría del estudiantado de las sedes 
regionales de la UNA expresó que su 
opinión no es tomada en cuenta por el 
personal académico para determinar y 
aplicar los ajustes en la metodología ni la 
evaluación de los cursos que imparten. 
Mientras que en la sede Central, la mayor 
parte del grupo conversa con el personal 
académico para definir por lo menos un 
tipo de ajuste o apoyo educativo. 

Palabras clave: Apoyos educativos, 
discapacidad, necesidades educativas, 
educación superior.

Abstract 

This article presents the types of educational 
assistance for students with disabilities 
or educational needs in the university 
environment and the implications for the 
students’ professional training, according to 
results obtained through the FIDA Project 
Percepciones y realidades en la atención de 
las necesidades educativas: propuesta de 
desarrollo profesional y su implementación 
en la Universidad Nacional (código 0524-
10) del año 2012 al 2015 [Perceptions and 
realities in addressing educational needs: 
professional development proposal, and 
its implementation in the Universidad 
Nacional) (code 0524-10) between 2012 
and 2015)]. One hundred and ninety-one 
students participated in this study (76 men 
and 115 women), which were enrolled in 

different careers in several UNA Branches 
(Central, Brunca, and Chorotega), as 
well as 427 staff members (181 men, and 
246 women). The methodology uses a 
qualitative approach; 15 workshops and 
65 individual interviews were conducted 
with students to gather their observations. 
It was found that only some of the students 
received individual assistance (during and 
outside classes), and occasionally tutoring 
(in English, Mathematics and Chemistry) 
by academic staff of the institution in the 
Central Branch. For instance, more time 
is provided for them to take exams, during 
which they receive individual instructions; 
this is also done when they prepare research 
projects. One finding that stands out is that 
most students of UNA Regional Branches 
stated that their opinion is not taken into 
consideration by academic staff when 
determining and implementing adjustments 
in methodology or for evaluating the 
courses they receive. On the other hand, in 
the Central Branch, most members of the 
group of students with disabilities talk with 
academic staff about defining at least types 
of adjustment or educational assistance. 

Keywords: educational assistance, disability, 
educational needs, higher education.

Introducción 

En la Universidad Nacional (UNA) se 
cuenta con investigaciones que abor-
dan la temática de discapacidad y su 
inclusión educativa (Arce y Venegas, 
2008; Miranda, 2009, Castillo y Boni-
lla, 2009; Soto, 2007; Torres, 2013 y 
Vargas, 2012- 2013). Sin embargo, no 
se encuentran estudios que propor-
cionen información relacionada con 
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las formas de apoyo y seguimiento a 
la población estudiantil en condición 
de discapacidad o con necesidades 
educativas y sus implicaciones en su 
formación profesional.

Dado que la educación es un dere-
cho humano, es esencial que se des-
plieguen iniciativas de reflexión y 
discusión sobre las oportunidades de 
acceso a una educación de calidad en 
condiciones de igualdad y equidad 
para toda la población estudiantil en 
el ámbito universitario.

El reto que se impone al sistema 
educativo costarricense en este nuevo 
siglo, particularmente en la educación 
superior, consiste en el desarrollo de 
propuestas pedagógicas que permitan 
tanto la inclusión educativa, como la 
permanencia y egreso del estudian-
tado que presenta una condición de 
discapacidad o necesidades educativas 
en las diferentes carreras que se ofer-
tan, así como el desafío de propiciar 
nuevas propuestas educativas más 
incluyentes que respondan a la diver-
sidad de características personales y 
sociales de la población estudiantil de 
la sociedad actual.

En el contexto de la UNA, desde 
hace más de 30 años se han 
desarrollado varias iniciativas tanto 
en el ámbito administrativo como en 
el académico que buscan promover 
la equidad e igualdad en el acceso a 
la educación superior. 

En primera instancia, surgen el Pro-
grama denominado Actividad Física 

Adaptada Salud y Discapacidad (AFI-
SADIS) en el año 1983 y el Proyecto 
Escuela Deportiva para Personas con 
Discapacidad Intelectual (EDDI) en el 
año 1993, ambos de la Escuela Ciencias 
del Movimiento Humano y Calidad de 
Vida. También, en el año 1998 emerge 
el Proyecto UNA Educación de Cali-
dad (UEC) en la División de Educación 
Básica del CIDE.

En el 2005, se aprobaron las políticas 
institucionales que orientan la activi-
dad académica (inversión y el finan-
ciamiento) con la inclusión de los ejes 
de discapacidad y equidad (Gaceta 
UNA 01- 2005 y modificada en la Ga-
ceta UNA 04- 2014) y en el año 2009 
surge el Programa de Atención Psico-
pedagógica de la Población Estudian-
til del Departamento de Orientación y 
Psicología. Por último, en el 2013, se 
fortalece la Comisión Institucional en 
Materia de Discapacidad denominada 
CIMAD (Gaceta UNA 15-2013). 

Un aspecto crítico que surge de la 
experiencia institucional desde la 
dinámica del Proyecto UNA Educación 
de Calidad en la atención de la 
población estudiantil con discapacidad 
(Fontana y Rodríguez, 2012- 2015), 
particularmente, en la definición y 
aplicación de los ajustes y apoyos 
que requieren el estudiantado en su 
formación profesional, es la incidencia 
de elementos tanto de índole pedagógico 
como emocionales y sociales de los 
sujetos involucrados que repercuten 
directa e indirectamente en la toma de 
decisiones y en la aplicación de estos 
apoyos en el contexto universitario.
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En este sentido, Sánchez y Torres 
(2002) indican que las actitudes, las 
concepciones, las creencias y compor-
tamientos determinan y encauzan las 
intervenciones pedagógicas y las es-
tructuras organizativas de la didáctica 
que desarrollan el personal docente en 
el ámbito educativo.

Por lo anterior, este estudio preten-
de generar conocimiento científico 
sobre las formas de apoyo y segui-
miento de la población estudiantil 
en condición de discapacidad y sus 
implicaciones en la formación profe-
sional desde la perspectiva de las po-
blaciones involucradas.

Conceptualización del término de 
discapacidad y sus implicaciones en 
construcciones sociales 

El concepto de discapacidad se ha 
transformado a lo largo de la historia de la 
humanidad, por tanto, sus construcciones 
y percepciones responden a las corrientes 
económicas y sociales propias de cada 
época histórica en que han emergido. 

A continuación, se presenta la evolu-
ción de los términos de discapacidad 
y necesidades educativas consideran-
do distintas perspectivas.

Desde una visión tradicional, la 
discapacidad se comprende como 
un castigo divino o atribución de 
un espíritu demoníaco, prevalece la 
visión animista para interpretar la 
realidad, luego fue asumida como 

objeto de caridad, lo que conllevó a la 
marginación física, funcional y social 
de las personas con discapacidad. 

Desde una visión asistencial, en los 
siglos XVIII y XIX, se les consideraba 
sujetos de asistencia médica; que 
pasaron luego a sujetos de protección 
y tutela, principalmente por la Iglesia 
Católica y otras iniciativas privadas.

Con los avances científicos e investi-
gaciones médicas en el siglo XIX, se 
visualiza la discapacidad como una 
enfermedad. Por tanto, las personas 
con discapacidad fueron sujeto de es-
tudio y de tratamiento (médico, psico-
lógico y pedagógico) y eran atendidas 
en instituciones privadas, hospitales o 
asilos, con lo cual surge el periodo de 
la institucionalización.

A finales del siglo XIX se establecen 
instituciones para grupos de personas 
según deficiencias. Emergen dos 
sistemas educativos paralelos (uno 
para normales y otro para anormales) 
cada uno con sus propios métodos 
de enseñanza, recursos, materiales 
didácticos e instalaciones.

Esta situación de privación generó 
actitudes de desvalorización, tales 
como rechazo y protección (Zazzo, 
1973, citado por Lou Royo, 2011); 
asimismo el uso de terminología 
despectiva para denominar a las 
personas con discapacidad, lo cual 
incidió en la percepción desvalorizada 
y en la discriminación.
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En la mitad del siglo XX, se consolida 
el enfoque clínico - rehabilitador, el cual 
conceptualiza la discapacidad como 
una condición anómala respecto del 
estándar general del funcionamiento 
en el ámbito físico, sensorial y cogniti-
vo, que obedece a una patología. Desde 
este enfoque, las personas con disca-
pacidad se consideran objetos pasivos 
de intervención, tratamiento y rehabi-
litación (Lou Royo, 2011) mediante 
un equipo de profesionales (medicina, 
psicología, educación especial y otros) 
con el fin de proporcionar un proceso 
rehabilitador basado en el desarrollo de 
las destrezas funcionales (habilidades 
adaptativas) que les permitieran inte-
grarse a la sociedad. 

Con el auge del conductismo y sus 
estrategias de modificación de con-
ducta en este periodo, surge la idea de 
realizar diagnósticos para tener una 
visión amplia de las personas con dis-
capacidad (su situación y progreso). 
Este enfoque reduce la discapacidad 
a un estado estático e ignora los com-
ponentes experienciales y situaciona-
les de las personas (Lou Royo, 2011) 
que trae como consecuencia la segre-
gación, dependencia y marginalidad, 
prevalece la posición del ente profe-
sional sobre el proceso y relega a la 
persona con discapacidad al papel de 
cliente o paciente. Este modelo origi-
nó que en diferentes países de Europa 
(Francia, Italia y Alemania) y Estados 
Unidos se diera la apertura de centros 
de rehabilitación y escuelas de edu-
cación especial según el tipo de de-
ficiencia y con una enseñanza espe-

cializada. En Costa Rica este modelo 
tiene aún vigencia ya que los centros 
de educación especial y los servicios 
de apoyo continúan atendiendo al es-
tudiantado desde esta visión clínica.

En forma paralela, en el ámbito in-
ternacional (década de los 60 y 70), 
se presentaron una serie de aconteci-
mientos relacionados con las conse-
cuencias sociales de una educación 
diferenciada (inadaptación- segre-
gación), asimismo, se criticaba su 
organización y estrategias didácticas 
empleadas (Sánchez y Torres, 2002). 
Desde esta perspectiva sociológica, se 
consideraba a la persona con discapa-
cidad como sujeto con derechos y que 
consume unos servicios, el cual debía 
tener un papel en la planificación y 
desarrollo de estos (Lou Royo, 2011). 
También, se pretende la aceptación 
de las diferencias de las personas y los 
ajustes del entorno social que facilita-
ran su inclusión y participación en la 
sociedad, lo cual generó un cambio 
en el ámbito de las concepciones, así 
como, en las actitudes sociales hacia 
las personas con discapacidad. Un ele-
mento fundamental, que subyace en 
este enfoque es la autodeterminación 
de las personas con discapacidad para 
decidir sobre su atención y sus vidas.

En este contexto social de cambio 
y en oposición al modelo anterior, 
emerge el Modelo social que considera 
la discapacidad no es un atributo de la 
persona, sino que es el resultado de un 
conjunto complejo de condiciones, las 
cuales se originan o aumentan por el 
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entorno social. Este enfoque propone 
una visión que toma en cuenta la 
opinión de las personas que aspiran 
a la construcción de la identidad de 
su discapacidad y de su pertenencia 
a un colectivo diverso; pone énfasis 
en el contexto donde se desenvuelve, 
las actuaciones encaminadas a 
eliminar obstáculos y a promover 
entornos accesibles para mejorar su 
participación social (Lou Royo, 2011).

Por su parte, en el año 2006 las 
Naciones Unidas (ONU) promulga 
la Convención de los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, primer 
instrumento legal vinculante para 
los países miembros, sustentado en 
el modelo social. En esta Convención 
se define la discapacidad como “un 
concepto que evoluciona y que resulta 
de la interacción entre las personas 
con deficiencias y las barreras debidas 
a la actitud y al entorno que evitan su 
participación plena y efectiva en la 
sociedad, en igualdad de condiciones 
con las demás” (ONU, 2006, p. 8).

Actualmente, en el sistema educati-
vo costarricense se encuentra en un 
periodo de transición entre el Mo-
delo Clínico- Rehabilitador y el Mo-
delo Social emergente, en donde los 
abordajes pedagógicos de cada uno, 
es decir, los procedimientos de la 
educación integradora y de la educa-
ción inclusiva coexisten muchas ve-
ces en clara contradicción filosófica 
y sociológica.

Desde una perspectiva actual y con 
los aportes de investigaciones re-

cientes de Schalock, Verdugo y otros 
estudios, entre los años 2003 al 2011 
emergen otros modelos tales como: 
el ecológico, el universal, el biosico-
social/ integrador que intentan dar 
respuesta al desafío de mejorar la 
compresión de la condición de dis-
capacidad para propiciar una calidad 
de vida a este grupo de la diversidad.

Conceptualización del término 
de necesidades educativas y de las 
formas de apoyo 

Existen distintas definiciones sobre el 
concepto de necesidades educativas 
que van desde una visión tradicional 
centrada en los aspectos individuales 
del estudiantado hasta las concepciones 
que incluyen aspectos socioculturales. 

A continuación, se presenta las principa-
les características de estas perspectivas.

Según Brennan (1988, citado por Aguilar, 
2002), las necesidades educativas se 
definen como aquellas dificultades 
mayores que presenta un estudiante para 
acceder a los aprendizajes comunes para 
su edad, ya sea por causas internas o por 
un planteamiento educativo inadecuado 
que requiere de unas condiciones y 
adaptaciones en el aprendizaje para 
compensar dichas dificultades, así como 
la provisión de recursos especializados. 

Otro concepto semejante es el que 
propone Blanco (1989, p. 20), quien 
indica que la persona con necesidades 
educativas especiales:

Presenta mayores dificultades 
que el resto de los alumnos para 
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acceder a los aprendizajes que se 
determinan en el currículo que 
le corresponde por su edad (bien 
por causas internas, por dificul-
tades o carencias en el entorno 
socio-familiar o por una historia 
de aprendizaje desajustada) y 
necesita, para compensar dichas 
dificultades, adaptaciones de ac-
ceso y/o adaptaciones curricula-
res significativas en varias áreas 
de ese currículo. 

Es importante señalar que los con-
ceptos anteriormente citados parten 
de los siguientes supuestos: las nece-
sidades educativas emergen, princi-
palmente, de los aspectos personales 
del estudiantado, las dificultades en su 
aprendizaje, asimismo de las carencias 
del entorno educativo para responder 
dichas características.

En el país, el Ministerio de Educación 
Pública (MEP) (2005a, p. 14) com-
parte esta visión sobre las necesidades 
educativas, por tanto, las define como:

… aquellas condiciones de 
aprendizaje diferentes o di-
ficultades en el aprendizaje 
mayores que el promedio de 
los alumnos, lo que le impi-
de acceder al currículo que le 
corresponde según su edad, 
de forma que requiere para 
compensar dichas diferencias, 
adecuaciones en una o varias 
áreas del currículo.

Si se reflexiona sobre lo expuesto 
anteriormente, se puede afirmar que las 
necesidades educativas se encuentran 
en estrecha relación con las ayudas 
pedagógicas o servicios de apoyo 
educativo que requiere el grupo de 
estudiantes en su formación educativa. 
Por esto, la actitud de respeto y 
comprensión que los actores educativos 
manifiesten a su individualidad 
permitirá que cada estudiante sea 
reconocido como un ser integral.

Actualmente el concepto de necesidades 
educativas es entendido desde una 
perspectiva más amplia y flexible, que 
incorporan las diferentes concepciones 
discutidas en los foros y declaraciones 
mundiales organizadas por las Naciones 
Unidas (ONU) y la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (UNESCO), en 
las cuales se incluyen tanto aspectos 
personales como socioculturales del 
estudiantado, con el fin de garantizar 
una educación de calidad para 
todos los grupos que conforman 
la sociedad sin ningún tipo de 
discriminación ni exclusión.

Por lo anterior, las necesidades 
educativas percibidas y valoradas 
desde este nuevo enfoque generan 
un cambio de concepción, en el 
sentido de que no solo las personas 
con discapacidad pueden presentar 
condiciones específicas en su formación 
educativa, porque se asume que estas 
pueden surgir por factores tanto 
personales como socioculturales, es 
decir, se amplía su carácter de aplicación 
a todos los grupos de la sociedad. 
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Por tanto, las necesidades educativas 
pueden surgir por múltiples causas, 
estas pueden ser por condiciones 
personales o bien por la interrelación 
entre las particularidades del 
estudiantado con su entorno social 
(familia, escuela o comunidad) que 
limitan su desarrollo y aprendizaje. 
También, se pueden derivar por 
los estilos de enseñanza que no 
consideran las condiciones de 
aprendizaje ni las adaptaciones que 
requiere cada estudiante, así como la 
falta de productos de apoyo (recursos 
tecnológicos y ayudas técnicas).

Por otra parte, según Sánchez y Torres 
(2002), las necesidades educativas tie-
nen dos características significativas, 
a saber: la primera enfatiza el carác-
ter interactivo, es decir, la necesidad 
se define en relación con el contexto 
social en que se desenvuelve y no solo 
depende de las condiciones personales 
del estudiantado. La segunda caracte-
rística es la dimensión relativa de la 
necesidad, es decir, esta está determi-
nada por un tiempo y un espacio, por 
tanto, no puede tener un carácter defi-
nitivo o permanente. 

Otro aspecto que se desprende de 
esta reflexión es que la necesidad es 
un aspecto inherente a la condición 
humana y todas las personas en algún 
momento de su vida requieren de apo-
yos para responder a las exigencias del 
desarrollo personal y del contexto so-
cial. Por tanto, la formación educativa 
no es la excepción, es en esta área en 
que la diversidad estudiantil exige las 

mayores y variadas formas de apoyo y 
seguimiento según las modalidades y 
niveles del sistema educativo. 

Por otra parte, asumir el concepto 
de necesidades educativas dentro del 
abordaje pedagógico permitió que 
el objeto de la educación especial 
cambiara, tal como lo señala Aguilar 
(2004), porque centra la atención en 
una situación de aprendizaje y no 
en las condiciones personales que 
presenta el grupo de estudiantes 
(deficiencias), las cuales se han 
empleado para etiquetar y clasificar y, 
peor aún, discriminar y excluir. 

No obstante, según Aguilar y 
Monge (2008, p. 27), el concepto de 
necesidades educativas “ha generado 
una cierta confusión y ambigüedad, 
al considerarse como una categoría 
diagnóstica y no como un abordaje 
educativo; aunque la intención inicial 
era precisamente operar un cambio en 
las prácticas educativas”. Lo anterior, 
favoreció que en el contexto educativo se 
generen nuevas formas de clasificación 
mediante el empleo del lenguaje, ya 
que este concepto se utiliza como 
sinónimo de estudiante en condición 
de discapacidad, los cuales, requieren 
de una atención especializada. 

También, agregan los autores que, desde 
el accionar de los servicios de apoyo 
educativo en diferentes instituciones 
del país, se han evidenciado prácticas 
que, lejos de favorecer al estudiantado, 
más bien propician la categorización 
y el trato diferenciado, tales como, la 
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atención individual fuera del grupo 
de pares por parte de un especialista, 
la formación de grupos de estudiantes 
para realizar pruebas, así como la 
creación de nuevas categorías como 
estudiante con adecuación para 
referirse aquellos estudiantes que 
reciben este apoyo educativo. 

Actualmente, se debate sobre la crisis 
conceptual que pone en evidencia el 
cambio global que impera en el planeta, 
por esto surgen nuevos términos, 
tales como, capacidades diferentes, 
diversidad funcional, entre otros. No 
obstante, si se analizan con cuidado 
el supuesto de cada uno, se aprecia 
que la “diversidad demanda diferentes 
estructuras para diferentes estudiantes” 
(Sánchez y Torres, 2002, p. 81), las cuales 
se pueden convertir en nuevas formas 
de clasificación y categorización. 

Para efectos de este estudio, las necesi-
dades educativas se comprenden como 
“las condiciones de aprendizaje que 
surgen de la interacción entre las dife-
rencias individuales del estudiantado y 
del entorno social que presenta barre-
ras actitudinales, físicas, arquitectóni-
cas, pedagógicas y culturales que limi-
tan su participación, asimismo limita el 
disfrute de los bienes y servicios de la 
sociedad” (Fontana, Espinoza y León, 
2009 p. 198). En el abordaje pedagó-
gico, las formas de ajuste y apoyos tie-
nen un papel fundamental porque son 
la estrategia empleada para responder 
a los requerimientos de la población 
estudiantil, particularmente, al grupo 
que presenta discapacidad o con nece-
sidades educativas.

Por ello, el currículo debe concebirse 
desde una visión amplia que permita 
dar coherencia y continuidad a los di-
versos procesos que se plantean, consi-
derando el ajuste de la oferta educativa 
como una acción significativa; es decir, 
debe ser flexible, abierto y contextuali-
zado, de forma que permita diferentes 
niveles de concreción curricular.

Desde este enfoque, los niveles de 
concreción curricular en el sistema 
educativo costarricense pueden ser 
los siguientes: proyecto curricular de 
centro, de etapa o ciclo; la programa-
ción en el aula, y la adaptación curri-
cular individualizada. 

Es importante señalar que en estos 
niveles de concreción curricular se 
pueden encontrar diversas estrategias 
para responder a las características 
de la población estudiantil; pero, 
particularmente, en los dos últimos 
niveles se emplean ajustes específicos 
para la atención de las necesidades 
educativas de un grupo de la 
diversidad, tales como las adecuaciones 
curriculares (AC) y las adecuaciones de 
acceso al currículo (ACC). 

A continuación, se presenta las ca-
racterísticas principales de estos ti-
pos de ajustes.

De acuerdo con Sánchez y Torres 
(2002) las AC son los ajustes que se 
realizan a los elementos básicos del 
currículo como son la metodología, 
los objetivos, los contenidos y la eva-
luación de un área o disciplina espe-
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cífica para que el estudiantado pueda 
desarrollar capacidades específicas 
según el nivel que cursa. 

Por su parte, Borsani (2003) define las 
AC como las modificaciones específicas 
que realizan el personal docente para 
responder a las situaciones personales 
que presenta la población estudiantil 
en el contexto educativo. Entre estas 
se pueden mencionar los ajustes a la 
metodología (actividades, materiales y 
recursos) y la evaluación.

Otro tipo de concepción sobre AC 
es la que propone Puigdellivol (2002, 
p. 97), donde indica que son “…las 
adaptaciones y ayudas para la asimi-
lación del currículo y las acomoda-
ciones de este a las necesidades edu-
cativas”. Entre estas se encuentran las 
adaptaciones y ayudas que facilitan 
la asimilación de los contenidos, ta-
les como los materiales de apoyo, el 
apoyo personal, las estrategias meto-
dológicas complementarias y alterna-
tivas para responder a las necesidades 
educativas estudiantiles, así como, las 
modificaciones en la jerarquía de los 
objetivos y contenidos.

Compartiendo la visión de los autores 
anteriores, el MEP (2005a) define 
las AC como la acomodación de la 
oferta educativa a las características 
y necesidades del estudiantado para 
atender sus diferencias individuales. 

En el ámbito universitario, los ajustes 
curriculares no alteran significativamente 
las exigencias de los objetivos ni de los 

contenidos establecidos en los diferentes 
cursos de las carreras ofertadas. 

Otro tipo de ajuste empleado en el 
abordaje pedagógico son las AAC, 
las cuales no se consideran dentro 
del ámbito curricular propiamente, 
ya que son más adaptaciones o 
modificaciones que preparan el 
entono educativo con el fin de permite 
al estudiantado acceder a este según 
sus características y necesidades.

Entre las AAC se resaltan las siguien-
tes dimensiones, según Sánchez y To-
rrés (2002):

1.	 La adaptación de los elementos 
humanos del centro educativo 
con el fin de establecer estrategias 
de trabajo en equipo y facilitar la 
atención educativa del estudianta-
do. Algunos ejemplos son la agru-
pación flexible de estudiantes, y la 
formación de equipos técnicos de 
coordinación, de orientación o de 
apoyo educativo.

2.	 Las adaptaciones en los espacios 
y aspectos físicos para facilitar 
el uso y el desplazamiento en las 
instalaciones del centro educativo, 
como la eliminación de las barre-
ras arquitectónicas, la disposición 
del mobiliario, la señalización y 
otros ajustes de accesibilidad.

3.	 Las adaptaciones en los equipa-
mientos y recursos con el fin de 
proveer diversidad de materiales 
que responda a las necesidades 
del estudiantado.
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4.	 Las adaptaciones en el tiempo se-
gún las actividades que se realizan 
en el centro educativo.

Por su parte, Puigdellivol (2002) 
establece tres categorías en las 
AAC, a saber: 

1.	 Las adecuaciones arquitectónicas 
y ambientales. Se relacionan con 
la eliminación de las barreras en la 
infraestructura o el espacio físico 
que limitan el desplazamiento y la 
movilidad autónoma.

2.	 Las adecuaciones organizativas. Se 
refieren a todas aquellas medidas 
de orden y disposición del entorno 
educativo que se requieren según 
las necesidades educativas. 

3.	 Las adecuaciones didácticas. Con-
sideran las acciones que tienen que 
ver con la presentación de los recur-
sos didácticos utilizados en los pro-
cesos de enseñanza y de aprendizaje.

De acuerdo con Borsani (2003, 
p. 45), la AAC se define como “la 
modificación en el espacio, los 
recursos, el equipamiento específico 
para posibilitar el aprendizaje de los 
contenidos”. Algunos ejemplos son las 
adecuaciones en la planta física del 
centro educativo con el fin de eliminar 
las barreras urbanísticas, el transporte, 
la provisión de las ayudas técnicas y 
los ajustes en el horario. 

Con una perspectiva semejante, el 
MEP (2005a, p. 15), define la AAC 
como “Las modificaciones o provisión 

de recursos especiales, materiales o 
de comunicación dirigidos a algunos 
alumnos (especialmente aquellos 
con deficiencia motoras, visuales, y 
auditivas) para facilitarle su acceso 
al currículo regular o, en su caso, al 
currículo adaptado”. Algunos ejemplos 
son: construir rampas para facilitar el 
acceso a la institución, ampliar la letra de 
los textos u otros documentos, facilitar el 
uso de lápices gruesos, audífonos, lupas, 
anteojos y otros, adaptar el mobiliario 
a las necesidades del estudiantado 
(mesas plegables o con rodines), 
emplear sistemas alternativos para la 
comunicación (Braille o de signos), 
uso de grabadoras, computadoras y 
recursos de apoyo tecnológico, entre 
otras (MEP, 2005b). 

Es importante indicar que, desde la 
experiencia desplegada del Proyecto 
UNA Educación de Calidad (1998- 
2016), en el ámbito universitario solo 
se aplican ajustes curriculares que no 
alteran los niveles de exigencia y los 
objetivos propuestos en los cursos que 
se imparten en las distintas carreras 
de la institución. Por lo anterior, el 
personal académico, en un dialogo con 
el estudiantado, debe determinar los 
apoyos y ajustes pertinentes con el fin de 
promover la participación, la equidad e 
igualdad en la formación universitaria. 
Destacan los ajustes en la estrategia 
metodológica y en la evaluación que 
favorecen el acceso a la información y la 
comunicación, la atención individual, 
la adaptación del material didáctico, el 
apoyo entre pares, entre otros (Fontana 
y Rodríguez, 2015). 
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Reflexionando acerca de las con-
cepciones antes expuestas, se puede 
apreciar que los ajustes curriculares y 
ajustes de acceso al entorno se cons-
tituyen en elementos fundamentes 
para que las personas con discapa-
cidad o necesidades educativas pue-
den alcanzar una participación au-
tónoma en los diferentes contextos, 
particularmente, en el educativo, así 
como para mejorar su calidad de vida 
y favorecer su inserción tanto social 
como laboral.

Metodología del estudio

La investigación se desarrolla con un 
enfoque cualitativo, por cuanto in-
daga un fenómeno social y a la vez 
busca alternativas de solución para 
mejorar la situación que se presenta. 
Al respecto, Taylor y Bogdan (citados 
por Gurdián, 2007) plantean que la 
investigación cualitativa se carac-
terística por ser naturalista, porque 
quien investiga trata de comprender a 
las personas y los fenómenos estudia-
dos dentro del marco de referencia 
en que se encuentran inmersos y es 
humanista, pues considera sus expe-
riencias vitales, sus percepciones, sus 
concepciones y actuaciones.

La propuesta metodológica de esta 
investigación combina acciones en 
las áreas del quehacer institucional: 
investigación, docencia, extensión y 
producción, ya que considera que el 
proceso educativo es una acción integral 
y un proceso permanente, dinámico 
y flexible (Fontana, 2004). Involucra 
acciones de indagación, sistematización, 

construcción de los conocimientos y 
discusión de los resultados. 

El proyecto en forma general se 
desarrolla en las siguientes fases:

I Fase: Planificación y coordi-
nación para la realización del 
estudio.
II Fase: Análisis de la informa-
ción y la sistematización de las 
acciones propuestas.
III Fase: Diseño de la estrategia 
de actualización.
IV Fase: Divulgación de los re-
sultados de la investigación en el 
ámbito nacional e internacional.

Como parte de la investigación, se 
despliegan diversas acciones para 
presentar los objetivos del estudio y 
recabar información pertinente. Entre 
estas se destacan: 

•	 Visitas a las sedes regionales de 
la UNA y a sus diferentes cam-
pus. Se inicia con la sede Cho-
rotega (campus Nicoya y Libe-
ria) y luego con la sede Brunca 
(campus Pérez Zeledón y Coto 
Brus) y al final llega al campus 
Sarapiquí para un total de 10 
giras (siete en el año 2012, dos 
en el año 2013). 

•	 Visitas a las unidades acadé-
micas (UA) de la sede central 
(campus Omar Dengo y Ben-
jamín Núñez) de la institución, 
para un total de 25 UA contac-
tadas y 15 talleres realizados 
con estudiantes. 
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Se contó con una participación apro-
ximada de 738 personas (427 perso-
nal académico, 55 personal adminis-
trativo y 191 estudiantes [del grupo 
estudiantil se entrevistó a 65 sujetos]) 
en la aplicación de los instrumentos 
de la investigación.

Entre las técnicas utilizadas se en-
cuentran: el cuestionario dirigido al 
personal académico y administrativo, 
la entrevista dirigida a un grupo de es-
tudiantes, el trabajo en grupo dirigida 
al estudiantado. También se empleó 
la técnica de frases incompletas y de 
asociaciones de imágenes dirigida al 
personal académico y administrativo.

Durante la realización del trabajo en 
grupo el estudiantado mostró gran in-
terés por contar su experiencia y mos-
tró altas expectativas con los resultados.

Análisis y discusión de los hallazgos 

A continuación, se presentan los resul-
tados de la investigación por sede de la 
UNA, los cuales son producto del análi-
sis de la información y discusión de los 
hallazgos sobre las formas de apoyo y 
seguimiento de la población estudiantil 
que presenta una condición de discapa-
cidad o con necesidades educativas.

El personal académico de las sedes 
regionales de la UNA que participó 
en el estudio indica que no cuenta 
con experiencia educativa con estu-
diantes con discapacidad, sin embar-
go, gran parte de ellos y ellas men-
cionan que realizan diversas acciones 

que favorecen al grupo de estudiantes 
que presenta situaciones particulares 
tales como: dificultades en el apren-
dizaje, déficit atencional, problemas 
de lenguaje, problemas emocionales, 
situaciones de salud, rezago en su for-
mación en secundaria que inciden en 
su formación profesional; estas perso-
nas son referidas por especialistas de 
diversas disciplinas (medicina, orien-
tación, psicología, psicopedagogía, 
educación especial, entre otras) o so-
licitadas por el grupo de estudiantes. 

Las acciones de apoyo mencionadas 
por el personal académico se pueden 
agrupar en tres categorías: 

Las acciones que facilitan el acceso 
a la información y la comunicación 

Una parte del personal académico de 
las sedes indica que emplea diversos 
recursos tecnológicos y medios audio-
visuales (computadoras personales, 
proyectores multimedia y otros); faci-
lita mayor tiempo para la realización 
de las actividades en el salón de cla-
ses (en forma individual o en grupo); 
aclara dudas e inquietudes por medio 
del correo electrónico; asimismo com-
parte material de apoyo o adicional 
(videos, documentales o artículos) de 
los temas abordados en los cursos.

Las acciones que facilitan la 
comprensión de los temas o 
contenidos abordados en los cursos 

Otra parte del personal académico 
de las sedes plantea que proporciona 
explicaciones de los temas abordados 
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en los cursos de manera descriptiva 
empleando imágenes, un vocabulario 
y ejemplos cotidianos; repasa las 
ideas principales de los temas 
abordados; elabora resumes o mapas 
conceptuales; revisa las prácticas o 
ejercicios asignados. También, realiza 
actividades en grupo tales como 
paneles, debates, cine foro, guías de 
proyectos y otras dinámicas lúdicas 
(juego y la dramatización).

En contraposición a lo expuesto, y 
tomando en cuenta al estudiantado 
de las sedes regionales que participó 
en el estudio, los grupos estudiantiles 
expresan que su opinión no es tomada 
en cuenta para la determinación de 
los ajustes curriculares, ya que preva-
lece la visión del personal académico; 
asimismo se requiere de una refe-
rencia de especialista de psicología, 
psicopedagogía, educación especial, 
neurología, etc.) para que apliquen 
los ajustes curriculares requeridos. 
Esta situación genera gran preocu-
pación, porque en muchas ocasiones 
estas recomendaciones son muy ge-
nerales y no se ajustan a diversidad 
de los cursos matriculados (teóricos, 
teóricos- prácticos o de laboratorio). 

Seguidamente se presenta algunas 
acciones particulares que se realizan 
en las sedes regionales de la UNA.

En el recinto de Sarapiquí, una parte 
del personal académico indica que 
emplean en la metodología de sus cur-
sos la participación de especialistas con 
el fin de que el grupo de estudiantes 

pueda ampliar las temáticas abordadas 
en el curso. Además, en la evaluación 
un académico indica que realiza prue-
bas en forma guía, por ejemplo, elabo-
ración de productos agroquímicos.

En el campus de Liberia una parte del 
personal académico menciona que 
permiten una ubicación preferencial 
dentro del salón de clase, al grupo 
de estudiante que lo solicitan para 
facilitar la audición y la visibilidad; 
asimismo, unas académicas en el 
área de inglés dicen que emplean 
una guía de lenguaje en su clases 
y realizan ajustes a los trabajos de 
exposición (presentaciones orales con 
preparación previa o espontánea) 
con el fin promover una mejor 
comprensión del idioma. 

En el campus de Pérez Zeledón un 
grupo del personal académico indica 
que realizan centros de matemática y 
trabajos con menor grado de dificultad. 

La atención individual dentro y 
fuera de las sesiones de clase

La gran parte del personal académi-
co de las sedes regionales plantea que 
proporciona atención individual al 
estudiantado durante las sesiones de 
clase y fuera de estas, con el fin de re-
pasar las ideas principales de los temas 
abordados en clase, revisar prácticas o 
avances de trabajos de investigación, 
aclarar dudas e inquietudes, elaborar 
esquemas, resúmenes o mapas con-
ceptuales, asignar tareas adicionales 
o trabajos cuando no pueden asistir a 
giras o bien ejercicios de práctica.
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Por otra parte, es relevante indicar 
que al momento en que se realizó el 
estudio (2012 al 2015), solo en la sede 
Regional Chorotega de la UNA se en-
contraban inscritos cuatro estudian-
tes que presentan una condición de 
discapacidad generados por una de-
ficiencia visual (una baja visión), una 
deficiencia auditiva (baja audición o 
hipoacusia), una deficiencia físico- 
motora y una deficiencia cognitiva. 
Entonces, es pertinente preguntar: 
¿Cuáles son las barreras que limitan 
la participación del grupo de estu-
diantes con discapacidad de la zona 
del Pacífico Norte de Costa Rica o la 
provincia de Guanacaste en la forma-
ción universitaria? En este sentido, 
es necesario indagar las condiciones 
de accesibilidad en la Prueba de Ad-
misión a la Educación Superior y las 
oportunidades en la formación se-
cundaria de la zona para este grupo 
de la diversidad, ya que su ingreso es 
muy reducido en comparación con 
los datos estadísticos de prevalencia. 

Retomando sobre los hallazgos 
encontrados en el estudio, se detecta una 
confusión conceptual entre las técnicas 
de una didáctica básica en el contexto 
universitario con los ajustes específicos 
para atender las necesidades educativas 
de un estudiante en condición de 
discapacidad. Esto, por cuanto, gran 
parte del personal académico de las sedes 
de la institución menciona el empleo de 
medios audiovisuales (computadoras, 
proyectores multimedia) y técnicas 
cognitivas (resúmenes de clase, mapa 
conceptuales o semánticos, explicaciones 

con ejemplos cotidianos, actividades 
en grupo entre otras) como si fueran 
apoyos específicos. Si bien, estas técnicas 
facilitan el acceso a la información y la 
comunicación a todo el estudiantado 
en los cursos; y por supuesto, 
favorece al grupo de estudiantes que 
presenta necesidades educativas, no 
corresponden a lo que entiende por 
ajustes específicos para estudiantes en 
condición de discapacidad. 

La sede central de la UNA, particu-
larmente, el campus Omar Dengo 
se distingue de las sede regionales, 
porque el personal académico que 
participó en el estudio sí contaba con 
experiencia con estudiantes con dis-
capacidad y la gran parte menciona 
diferentes ajustes curriculares y apo-
yos específicos para atender al grupo 
que presenta una deficiencia senso-
rial (ceguera, baja visión, sordera, 
baja audición entre otras), físico-mo-
tora o cognitiva que inciden en su 
formación profesional.

A continuación, se presentan los 
ajustes y apoyos en la estrategia 
metodológica tomando cuenta el 
momento en que se llevan a cabo:

La atención individual dentro del 
salón de clase 

La gran parte del personal académico 
de la sede central que participó en la 
investigación indica que le proporcio-
nan atención individual al estudianta-
do que presenta condiciones particu-
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lares (en condición de discapacidad) 
que lo solicita, con el fin de dar ins-
trucciones específicas para desarrollar 
un trabajo o realizar prácticas en for-
ma individual, o aclaración de dudas o 
inquietudes. Se destaca, que una parte 
del personal académico dedica el pe-
riodo de atención individual a escu-
char las respuestas escritas en el siste-
ma Braille en el área de matemáticas y 
en el idioma del francés. 

También, solicitan apoyo de un com-
pañero o compañera del grupo para 
que proporcione guía al grupo de es-
tudiantes que presenta una deficiencia 
visual (ceguera o baja visión) durante 
las actividades en la sesión de clase, 
de tal manera que les orienten en el 
entorno del aula, les describan las ac-
tividades, los ejercicios, las prácticas, 
las presentaciones en el equipo mul-
timedia y los videos (documentales o 
películas). Solo una parte del personal 
académico establece roles específicos a 
sus estudiantes para obtener su ade-
cuado acompañamiento. 

Además, algunos facilitan material de 
estudio con anticipación en formato 
digital (programa de curso, instruc-
ciones de trabajos, videos y otros do-
cumentos) para que estos grupos de 
estudiantes lo puedan acceder antes 
de cada clase. De manera particular, 
unas académicas indican que facilitan 
material adaptado (ampliado en letra 
Arial 14 o 16, en formato digital Word 
o PDF, el sistema Braille o en relieve), 
tales como lecturas, gráficos, ejercicios 
de matemática, guías de trabajo, obras 

musicales y otros documentos para ser 
utilizados de manera independiente o 
con apoyo por el estudiantado en clase. 

Otros ajustes específicos que indica el 
personal académico son los siguien-
tes: verbalización de las instrucciones 
de los trabajos en clase; descripción 
del salón de clases (organización 
del mobiliario y de sus pares), de las 
imágenes, figuras, esquemas o grá-
ficos o grabación de las sesiones de 
clase; asimismo mencionan la ubica-
ción del estudiantado en primera fila 
(si así lo solicita) para mantener una 
comunicación adecuada y proporcio-
narle iacompañamiento. También una 
parte ha contado con el apoyo de una 
persona intérprete de lengua de señas 
costarricense (LESCO) en sus clases 
porque tenían estudiantes en condi-
ción de sordera. 

La atención individual fuera de 
sesiones de clase

Una gran parte del personal acadé-
mico expresa que realiza diferentes 
apoyos fuera del horario de clase 
al grupo de estudiantes que lo so-
licitan, con el propósito de repasar 
los temas abordados en clase, revi-
sar prácticas o avances de trabajos 
de investigación, aclarar dudas e 
inquietudes, elaborar resúmenes o 
bien asignar tareas adicionales o tra-
bajos cuando se requiera. 

También, la gran parte de personal 
académico coordina con el Proyecto 
UNA Educación de Calidad para 
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la digitalización de documentos 
impresos (libros, antologías y lecturas) 
del estudiantado que presenta una 
condición de ceguera, asimismo 
para recibir asesoría en la atención 
pedagógica y recomendaciones acerca 
de los ajustes curriculares pertinentes 
para este grupo de la diversidad. 
Asimismo, algunos han recibido apoyo 
del Departamento de Orientación de 
Psicología y del Programa de Éxito 
Académico mediante la asignación de 
tutorías con estudiantes en el área de 
inglés y matemática.

Además, una parte de personal aca-
démico del Centro de Estudios Gene-
rales expresa que la orientadora de la 
Oficina de Atención Integral del Es-
tudiante le proporciona recomenda-
ciones para atender a estudiantes que 
presentan situaciones particulares en 
su formación académica.

Es relevante indicar que, una parte 
del personal académico lleva un 
registro de los ajustes y apoyos 
proporcionados en el curso, realiza 
reuniones con el estudiantado para 
llegar a acuerdos y completar el 
Informe inicial y final de los ajustes y 
apoyos que requieren en el curso.

Solo un grupo de personal académico 
menciona que realiza diferentes 
acciones para proporcionar apoyo en el 
área emocional al grupo de estudiantes 
mediante frases positivas cuando 
ha alcanzado un logro, consejo para 
enfrentar problemas personales o 
familiares y motivación para seguir 

adelante y concluir el curso. En forma 
particular, se resalta que una parte 
expone que apoya a estudiantes con 
fobia hacia la matemática y en su clase 
no permiten expresiones negativas 
hacia las personas con discapacidad. 

Es importante indicar que, gran parte 
del personal académico que participó 
en el estudio, no considera entre sus 
funciones docentes realizar acciones 
que contribuyan al mejor desempeño 
en el área emocional del estudiantado 
en condición de discapacidad o con 
necesidades educativas, situación que 
se refleja en las escasas formas de 
apoyo educativo. 

Entre los ajustes curriculares y apoyos 
específicos en la estrategia de evalua-
ción, de acuerdo con el personal aca-
démico de la sede central se realizan 
los siguientes:

Proporcionan mayor cantidad de tiem-
po para que el grupo de estudiantes que 
lo solicita realice las pruebas de los cur-
sos y entregue los trabajos; asimismo 
en situaciones particulares (dificulta-
des específicas en matemáticas y en el 
idioma inglés) brindan instrucciones 
específicas y aclaran dudas e inquietu-
des durante el periodo de ejecución. 

Dan seguimiento a tareas y trabajos 
individuales mediante revisiones y 
observaciones específicas. En cuanto 
al seguimiento de los trabajos en 
grupo, el personal académico expresa 
que conversa con cada miembro del 
grupo para conocer avances o facilitar 
material adicional. 
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Aplicación de pruebas en forma oral al 
grupo de estudiantes que presenta una 
deficiencia visual (ceguera), la cual 
se formula con preguntas concretas y 
menos extensas, se graban o se anotan 
textualmente las respuestas, se utiliza 
materiales de apoyo (textos en Braille, 
un glosario u otros), se proporciona 
asistencia personal y se aplica en un 
recinto adecuado. Esto, también, 
cuando algún estudiante no puede 
escribir (debido a un accidente), 
por razones de salud (enfermedad o 
embarazo) o situaciones emocionales 
(crisis de ansiedad o pánico).

En forma particular, una parte del 
personal académico de matemática 
indica que realiza las pruebas en forma 
oral con apoyo de material en el sistema 
braille, tablas, fórmulas o figuras en 
relieve, permite que el estudiantado 
realice los cálculos mediante el sistema 
Braille o con una calculadora parlante. 
Cuando la temática de los cursos lo 
permite, utiliza el programa Excel y 
el programa lector de pantalla JAWS. 
En este sentido, expresa que recibe 
apoyo del equipo del Proyecto UNA 
Educación de Calidad para contar con 
el material adaptado (impreso en braille 
o en relieve) para efectuar las pruebas.

Aplicación de pruebas en forma es-
crita, el personal académico indica 
que realiza pruebas cortas (3 o más) 
con apoyo de material (diccionarios, 
glosarios, gráficos, fórmulas, tablas u 
otras) para estudiantes que lo requie-
ren, con supervisión constante y acla-
ración de dudas. Para el estudiantado 

que presenta una deficiencia visual 
(baja visión) realiza pruebas escritas 
con letra ampliada (arial 14, 16 u otro) 
o bien con apoyo tecnológico, las mis-
mas se aplican en el horario estableci-
do para el curso y generalmente con 
mayor tiempo. 

A continuación, se presenta acciones 
particulares en la estrategia de 
evaluación que realizan en la sede 
central y en las sedes regionales.

En el campus de Liberia y Pérez Zeledón 
el personal académico del área de inglés 
indica que utiliza pruebas cortas con apoyo 
auditivo (repetición de instrucciones o 
diálogos) y visual (imágenes), lecturas 
con diferentes grados de dificultad y el 
uso de diccionario durante ejecución de 
la prueba. En forma particular, indica 
que la parte oral de la prueba la realiza en 
recinto fuera del aula cuando se presentan 
situaciones de pánico o vergüenza, y 
permite exposiciones cortas. 

En el campus de Liberia un académico 
indica que permite que estudiantes 
realicen las pruebas en compañía de su 
hijo pequeño, debido a que no cuentan 
con una persona que asuma el cuido. 

En el recinto Sarapiquí, un grupo 
del personal académico indica que 
conversa con estudiantes que se 
observan con ansiedad o preocupación 
durante la realización de las pruebas 
y en una ocasión se realizó una 
intervención en crisis, la cual fue 
referida a cpara su seguimiento. 
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En el Campus Omar Dengo, un grupo 
del personal académico menciona que 
utiliza la técnica de autoevaluación 
para valorar el desempeño personal 
y la coevaluación para valorar el 
desempeño de los miembros del 
grupo. También, unas académicas del 
área de inglés y francés indican que 
emplean el tiempo para sistematizar 
la experiencia debido a que han tenido 
que utilizar criterios específicos para 
valorar el proceso de construcción 
del idioma en forma individual para 
estudiantes en condición de ceguera 
y para elaborar material especializado 
(libro de texto que se accede con un 
lector de pantalla) para los cursos 
de Inglés Interactivo (I,II,III y IV), 
asimismo para apoyar los procesos de 
acreditación de la carrera. 

Sin embargo, el personal académico 
del área de inglés, química y 
matemática indica que las carreras 
cuentan con cursos que tienen 
evaluaciones de cátedra, las cuales no se 
pueden modificar, solo en situaciones 
debidamente justificadas, situación 
que no favorece al estudiantado con 
necesidades educativas. 

Por otra parte, un grupo del personal 
académico en toda las sedes de la 
UNA expresa que, para llevar a cabo 
los ajustes y los apoyos que requiere 
la población estudiantil, es necesario 
disponer de mayor cantidad de tiempo y 
una dedicación profesional ya que cada 
estudiante es diferente y la naturaleza 
de los cursos lo exige. 

Es importante indicar que, una parte 
del estudiantado de la sede central 
que participo del estudio expresa que 
su opinión sí es tomada en cuenta por 
una parte del personal académico 
para la determinación de los ajustes 
curriculares, en forma particular el 
grupo que presenta una condición 
de deficiencia visual (ceguera o 
baja visión). Sin embargo, siempre 
prevalecen las recomendaciones 
o referencias del especialista para 
que el personal académico aplique 
los ajustes curriculares requeridos. 
Esta situación les genera ansiedad 
y disgusto, porque en reiteradas 
ocasiones las recomendaciones son 
muy generales y no se aptan a todos los 
cursos matriculados que se imparten 
en la universidad (Taller 10, agosto del 
2013). Es importante indicar que este 
hallazgo es igualmente experimentado 
por el estudiantado de las sedes 
regionales de la UNA. Con el fin de 
construir una estrategia de apoyo y 
seguimiento más inclusiva, este aspecto 
merece ser valorado por las autoridades 
universitarias, particularmente por 
la Vicerrectoría de Vida Estudiantil, 
el Departamento de Orientación y 
Psicología, el Proyecto UNA Educación 
de Calidad y otros instancias que 
proporcionan apoyo y seguimiento a 
este grupo de estudiantes.

Conclusiones

A partir del análisis de resultados 
del estudio se determina que la 
opinión del estudiantado de las 
sedes regionales de la UNA con 
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discapacidad o con necesidades 
educativas no es tomada en cuenta 
para la definición y aplicación de los 
ajustes curriculares y apoyos en su 
formación universitaria; mientras 
que gran parte del estudiantado de la 
sede central, al menos conversa con el 
personal académico para definir algún 
tipo de ajustes y apoyo requerido en 
su formación profesional.

Se concluye que la atención peda-
gógica y los apoyos educativos del 
estudiantado se definen a partir de 
la condición personal que presenta el 
estudiando (su situación de discapa-
cidad u otra) ignorando sus capaci-
dades y talentos, particularmente, 
prevalece la posición del personal 
académico y las referencias de espe-
cialistas con recomendaciones gene-
rales que no pueden adecuarse a la 
diversidad personal del estudiantado 
y a los diferentes tipos de cursos (teó-
ricos, teóricos- prácticos, de labora-
torio y de ejecución) que se imparten 
en la universidad. 

Se evidencia un vacío conceptual con 
respecto a lo que se entiende por 
necesidades educativas y sus formas de 
apoyo, ya que gran parte del personal 
académico confunde las acciones 
propias de una didáctica universitaria 
(uso de equipo multimedia) con 
los ajustes curriculares o apoyos 
específicos para un estudiantado en 
condición de discapacidad. Es a partir 
de esta situación que se presentan 
serias dificultades en el contexto 
universitario para definir los ajustes 

y apoyos pertinentes a este grupo 
de la diversidad que consideren su 
condición personal y social.

Se concluye que los ajustes curricu-
lares predominantes en la estrategia 
metodológica del personal académi-
co de la sede central de la UNA son 
la atención individual dentro y fuera 
de las sesiones de clase, la provisión de 
material adaptado para el estudianta-
do con una deficiencia visual (ceguera 
o baja visión) en un formato accesible 
(impresiones en braille, en relieve o 
en digital) y apoyo entre pares. En la 
estrategia de evaluación, se determina 
que los ajustes son mayor tiempo para 
la ejecución de las pruebas o entrega 
de trabajos de investigación y pruebas 
adaptadas (en forma oral, ampliadas 
o en braille, con apoyo de material o 
formato digital) con el fin de facilitar 
el acceso a la información.

Se establece que las acciones de segui-
miento al estudiantado por parte del 
personal académico son la comunica-
ción mediante las redes sociales (co-
rreo electrónico u otro medio), la aten-
ción individual fuera de las sesiones de 
clase y la participación en reuniones 
de asesoría o de capacitación por parte 
del equipo del Proyecto UNA Educa-
ción de Calidad o del Departamento 
de Orientación y Psicología. 

Se concluye que gran parte del 
personal académico que participó 
en el estudio no considera entre sus 
funciones docentes realizar acciones 
que contribuyan al mejor desempeño 
en el área emocional del estudiantado 
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en condición de discapacidad o con 
necesidades educativas, situación que 
se refleja en las escasas formas de apoyo 
educativo (frases de motivación). 

En cuanto a la docencia universitaria, 
se destaca que una parte del personal 
académico de las sedes de la UNA 
cumple con las exigencias mínimas 
en la atención del estudiantado con 
discapacidad o con necesidades edu-
cativas (atención individual y mayor 
tiempo), ya que se considera que los 
aspectos personales son los deter-
minante para su rendimiento aca-
démico y su permanencia en la uni-
versidad; se esquiva su compromiso 
profesional que justifica por falta de 
asesoría o capacitación en este temá-
tica; asimismo delega a la institución 
su actualización en esta temática. 

Por último, es relevante que los resul-
tados de este estudio y sus implica-
ciones pedagógicas se divulguen por 
diferentes medios de comunicación, 
con el fin de construir nuevas pers-
pectivas sobre la atención pedagógica 
del estudiantado con discapacidad o 
necesidades educativas en el ámbito 
universitario desde los principio de 
educación inclusiva (atención a la di-
versidad e inclusión social) y, de esta 
forma, coadyuvar en su admisión, 
permanencia y graduación en con-
diciones de equidad e igualdad en la 
educación superior. 
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Desde el principio, la prisión debía ser un instrumento 
tan perfeccionado como la escuela, el cuartel o el hospital 

y actuar con precisión sobre los individuos. 
El fracaso ha sido inmediato, 

y registrado casi al mismo tiempo que el proyecto mismo. 
Desde 1820 se constata que la prisión, 

lejos de transformar a los criminales en gente honrada, 
no sirve más que para fabricar nuevos criminales 
o para hundirlos todavía más en la criminalidad. 

Entonces, como siempre, en el mecanismo del poder 
ha existido una utilización estratégica 

de lo que era un inconveniente. 
La prisión fabrica delincuentes, 

pero los delincuentes, a fin de cuentas, 
son útiles en el dominio económico y en el dominio político. 

Los delincuentes sirven.

Michel Foucault (979, p. 89-90)

Resumen 

El presente texto se propuso comparar las principales diferencias del Código de Faltas y del 
Código de Convivencia Ciudadana de la Provincia de Córdoba (Argentina). Tiene como 
sujetos empíricos de reflexión a jóvenes, población afectada por la normativa. A partir del 
análisis de contenido y el análisis crítico del discurso, se hallaron las diferencias entre ambas 
normas. Aquí se detallan solo algunas de ellas que permiten inferir los cambios en el sistema 
contravencional, cuyo sustrato mantiene la vulneración de derechos hacia la juventud.
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Palabras clave: Jóvenes, políticas de 
seguridad, Código de Faltas, Código de 
Convivencia Ciudadana.

Abstract

This text wants to compare the main 
differences between the Faults Code and 
Coexistence Code of the Province of 
Córdoba (Argentina) taking young people 
as empirical subjects of reflection, which are 
the most affected by the regulations. From 
the content analysis and critical discourse 
analysis, the differences between the two 
standards were found. Here are detailed 
only some of them that allow us to infer 
changes in the penal system maintaining 
the violation of rights of young people.

Keywords: young, Security policies, Faults 
Code, Coexistence Code

Introducción

El presente artículo analiza las deman-
das incumplidas en materia contra-
vencional en la provincia de Córdoba 
(Argentina). En el ocaso legislativo de 
2015 se sancionó el Código de Convi-
vencia Ciudadana (en adelante CCC), 
el cual reemplazará al actual Código 
de Faltas (en adelante CDF), a partir 
del 1 de abril de 2016. Las reflexiones 
efectuadas tienen como punto de par-
tida a la población joven, convertida 
en el blanco preferente de detenciones. 
Como consecuencia de la aplicación 
de esa normativa, se han organizado a 
favor de un modelo de seguridad in-
clusivo, democrático y popular respe-
tuoso de la Constitución Nacional y de 

los pactos internacionales de derechos 
humanos con jerarquía constitucional. 

Desde un enfoque comunicacional, se 
explica que los medios hegemónicos 
de comunicación imprimen una aso-
ciación discursiva que anuda la peli-
grosidad juvenil con la inseguridad 
con lo cual se presenta la necesidad 
de vigilar y controlar a la juventud, 
sobre todo, si son varones y pobres 
(Spósito, 2014). Así, perpetúan un 
conjunto de visiones estereotipadas 
en torno a supuestas carencias descri-
tas desde una visión adultocentrista 
(Duarte-Quapper, 2012), lo que luego 
contribuye al diseño y ejecución de 
la política pública que en materia de 
seguridad será resuelta con aumento 
del poder punitivo (Wacquant, 2004). 

En Córdoba ese poder se encuentra es-
pecialmente concentrado en el Código 
de Faltas que, de la mano de un cúmu-
lo de prejuicios, establece asociaciones 
entre “peligrosidad juvenil” e “insegu-
ridad”. Una peligrosidad vinculada a la 
apariencia física y a la estigmatización 
de la cultura popular, lo que Reguillo 
(2000) llama socioestética.

El nuevo corpus jurídico en materia 
contravencional logró relegitimar un 
código que permite a la policía con-
trolar selectivamente territorios y per-
sonas. Y que progresivamente es seña-
lado como inconstitucional y lesivo de 
derechos humanos fundamentales. 

Entonces, ¿por qué se aprobó este có-
digo? la complejidad de la respuesta 
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abrocha intencionalidades y acuer-
dos políticos, autogobierno policial, 
junto con los principales miedos 
sociales. Grimson (2016) acusa que 
en amplios sectores de la sociedad 
hay un silencio militante a favor de 
la represión, donde los medios de 
comunicación tienen un lugar clave 
para modelar apreciaciones e insta-
lar prioridades (Guemureman et al., 
2011) en una Argentina que señala 
como problema principal la inseguri-
dad (Latinobarómetro, 2015)2. 

El Código de Faltas forma parte de la 
política de seguridad y regula las in-
fracciones, contravenciones o faltas, las 
cuales deberían servir a una mejor con-
vivencia de la gente cordobesa. Sin em-
bargo, se lo utiliza como herramienta de 
segregación y exclusión, principalmen-
te, de jóvenes de sectores populares. 

Podría pensarse que el Código de Fal-
tas o el Código de Convivencia Ciu-
dadana se sustenta en la pregunta: 
¿por qué las jóvenes y los jóvenes se 
convierten en contraventores?, inte-
rrogante que presenta un sesgo fun-
damental de origen, porque asume 
que la persona joven es quien ingresa 
deliberadamente en campos ilícitos 
para sobrevivir. En esa línea, son ellos 
y ellas culpables de la inseguridad, 
por tanto, si se les controla, se resuel-
2	  Los resultados de 2015 arribados por Lati-

nobarómetro indican que del total de sujetos 
encuestados alrededor del 35% eligió la op-
ción “Delincuencia/​seguridad pública” como 
principal problema del país. Ante la pregunta: 
“¿Cómo calificaría la seguridad ciudadana en el 
país?”, alrededor de un 60% indicó que es mala 
o muy mala.

ven los problemas de seguridad ciu-
dadana. Luego de más de dos décadas 
de su aplicación, los resultados están 
a la vista y más detenciones, mayores 
penas de arresto no han logrado mo-
dificar los índices de delitos.

La aplicación del CDF ganó protago-
nismo, en 2003, durante el segundo 
gobierno de José Manuel De la Sota3. 
Desde aquel año hubo progresiva-
mente un aumento en el presupuesto 
para la cartera de seguridad, que de-
cantó en la multiplicación de policías 
y un hipercontrol que opera como 
barreras urbanas. De la mano de la 
política de tolerancia cero, en térmi-
nos de Murillo (2008), se reorganiza 
la actividad policial y se calma la sen-
sación de inseguridad (Kessler, 2009) 
de las clases medias y altas en detri-
mento de los sectores populares. 

En este marco, las organizaciones 
sociales, políticas, estudiantiles, es-
pacios académicos y diversas insti-
tuciones comenzaron a denunciar 
los abusos policiales que permite el 
Código de Faltas. Su lugar de visibi-
lización más importante es, cada 20 
de noviembre desde 2007, en la de-
nominada Marcha de la Gorra, una 
protesta social (Schuster et al., 2006) 
protagonizada por jóvenes. 

3	 José Manuel De la Sota fue gobernador du-
rante tres períodos: 1999- 2003, 2003- 2007, 
2011- 2015. El 10 de diciembre de 2015 co-
menzó un quinto gobierno de las fuerzas 
justicialistas a cargo de Juan Schiaretti (2015-
2019), quien ya había sido gobernador de la 
provincia (2007-2011).
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El intento de regulación social con-
vierte la política de seguridad y el 
CCC en un complejo dispositivo. Y 
como dice Rodríguez-Alzueta (2014, 
p. 19) pensando en el dispositivo fou-
caultiano “donde hay poder hay resis-
tencia, donde hay líneas de sedimen-
tación hay fisura y hay líneas de fuga”. 
La Marcha de la Gorra se comporta 
como una estrategia de resistencia, 
como una línea de fuga de la juven-
tud organizada contra la violencia 
policial y las detenciones contraven-
cionales arbitrarias. 

A continuación, se presentan algunos 
rasgos generales de la política de segu-
ridad cordobesa y sus afectados; para 
luego dar lugar a reflexionar en tor-
no al Código de Faltas y el Código de 
Convivencia Ciudadana. Finalmente, 
en las reflexiones de cierre se retoma 
la idea de la población de jóvenes, que 
es la más afectada; tratando así de res-
ponder la pregunta: ¿jóvenes sujetos 
de derecho o sin derechos?

Aclaraciones metodológicas

El análisis que sigue forma parte 
de la investigación concluida “La 
Marcha de la gorra como experiencia 
de subjetivación política de jóvenes 
de Córdoba (Argentina) (2014-
2016)”4. Estudio inscrito en la 
tradición cualitativa en ciencias 
sociales (Mendizábal, 2006), este 
artículo particularmente surge de la 
necesidad de reflexión que el trabajo 
4	 Con la dirección de Andrea Bonvillani, 

Universidad Nacional de Córdoba- Secretaría 
de Ciencia y Tecnología.

de campo exige. La sanción de la 
nueva norma genera cambios en la 
situación objeto de estudio, por lo 
cual resulta una prioridad analizar el 
nuevo corpus jurídico. 

Se utiliza, fundamentalmente, el 
análisis crítico del discurso (Kornblit 
y Verardi, 2004) y el análisis de con-
tenido (Porta y Silva, 2003). De esta 
forma se compara no solo el lengua-
je con el cual están expresadas las 
conductas contravencionales y las 
estrategias argumentativas de los 
cambios efectuados y sintagmas ter-
minológicos de los nuevos artículos, 
sino que además se establecen rela-
ciones entre los artículos y secciones 
de la nueva ley en contraste con la 
normativa precedente. 

De este modo, se parte de algunas 
categorías previas que responden 
a esa doble perspectiva, a saber: a) 
institución jurídica (tipificación 
contravencional) que se incorpora, 
modifica o regula; b) autoridades o 
instituciones encargadas de aplicar 
la norma; c) identificación de los 
posibles afectados (ya sea en sentido 
estricto o subliminar); d) sanciones 
punitivas (tipo, cantidad de días 
de arresto, redimibles a multas o 
no, etc.); e) la sección en la cual se 
encuentran, entre otras.

La política de seguridad y los sujetos 
afectados 

La política de seguridad, progresiva-
mente en el mundo globalizado, se 
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fue delineando casi exclusivamente 
como sinónimo de la política crimi-
nal y dejó al margen otros debates 
más amplios sobre la seguridad. Más 
que una miopía analítica consagra 
el binomio seguridad e inseguridad 
circunscribiéndolo al campo de las 
políticas penales, el cual fue avanzan-
do en nuevas estrategias de preven-
ción, anteriores a la infracción, por 
lo tanto, no penales (Baratta, 1997, en 
Daroqui et al., 2007). Estas solo son 
eficaces si representan una parte de 
las políticas de seguridad, no su tota-
lidad. Hoy toda política de seguridad 
es política criminal, ya sea preventiva 
o punitiva (Baratta, 2001).

Un rastreo respecto de las visiones 
de criminalidad persecutoria sobre 
determinados sujetos más que en sus 
actos conduce a mirar las prácticas 
del siglo XIX, en el período colonial. 
Perjudiciales, vagos y malentretenidos 
son nociones que se reconfigurarán, 
en el marco de la unificación del 
Estado argentino, sobre la base del 
liberalismo, ajustándose a nuevos 
sujetos y prácticas. Las autoridades han 
apelado sucesivamente a la creación de 
estereotipos a los que les atribuyeron 
acciones consideradas delictivas 
(Barzola & Tamagnini, 2014). 

La Provincia de Córdoba, en materia 
de seguridad, se inscribe en una co-
rriente de tipo ilegítimo (basada en 
la política de mano dura y la toleran-
cia cero), se le suma el denominado 
populismo punitivo y las acciones 
represivas del Estado. Las políticas 

de seguridad se reducen al campo de 
las políticas penales y contravencio-
nales que atienden el delito callejero 
y dejan fuera otros aún más gravosos 
como los delitos económicos o tribu-
tarios y el crimen organizado (narco-
tráfico, armas, robo automotor) que, 
por su magnitud, suelen convertirse 
en verdaderos productores de inse-
guridad y violencia (Plaza Schaefer & 
Morales, 2013). 

En materia contravencional el 
precedente al Código de Faltas de 
la provincia de Córdoba tiene su 
origen en un decreto-ley de la última 
dictadura cívico-militar argentina, 
en 1980. Las demandas por mejores 
condiciones de seguridad, junto a la 
necesidad de reemplazar la normativa 
dictatorial, hicieron que en 1994, 
bajo el gobierno radical de Eduardo 
Angeloz, se sancionara el Código 
de Faltas cuya letra no presentaba 
cambios sustanciales respecto de su 
antecesor. La totalidad de los bloques 
parlamentarios llegó al acuerdo y la 
ley tuvo unanimidad. En el debate 
se cuestionaron aspectos puntuales 
de la figura del merodeo, art. 98 del 
CDF (Etchichury, 2007) que tal como 
sostiene Bonvillani (2015, p. 11) tal 
vez sea “la violación más flagrante a 
los derechos humanos”. 

Pese a que no existen estadísticas 
recientes por aplicación del Código 
de Faltas5 -lo cual se constituye en 

5	  Desde el Observatorio de Derechos Humanos 
de la Universidad Nacional de Córdoba se 
explica que la policía no tiene un departamento 
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un problema al momento de diseñar 
una política de seguridad ajustada a la 
realidad cordobesa-, los datos de 2011 
presentan un escenario alarmante. En 
2005 las detenciones por CDF en el 
territorio provincial llegaban a 8968, 
mientras que en 2011 eran 73100, es 
decir, en 6 años hubo un crecimiento 
del 715% en personas detenidas 
por el sistema contravencional 
(Brocca et al., 2014). Esta situación 
se ve profundizada por las huellas 
que las detenciones dejan en cada 
sujeto y, en ese sentido, no importa 
cuantitativamente cuántos sean los 
afectados, sino los cambios en las 
configuraciones subjetivas devenidas 
de la experiencia de detención 
(Lerchundi & Bonvillani, 2014).6 

Frente a este escenario, la Marcha 
de la Gorra demanda la derogación 
del Código de Faltas y se presenta 
como una estrategia de resistencia a 
la política de seguridad del gobierno 
de Córdoba7 que progresivamente, 

de estadísticas, por lo tanto, cuando un 
organismo de la sociedad civil las solicita al 
Ministro de Seguridad, la sumatoria se realiza 
de un modo desprolijo, con graves márgenes de 
error. El jefe de policía ordena a los comisarios 
y subcomisarios y cada dependencia policial 
reúne las planillas diarias donde se registran 
las detenciones. Posterior a este proceso, se 
elaboran las estadísticas que pocas veces se dan 
a conocer. En el caso de los datos expuestos, 
no son de primera mano, ni publicados por los 
organismos oficiales (Brocca et al, 2014). 

6	 Para ampliar sobre las implicancias subjetivas 
del Código de Faltas en jóvenes de sectores 
populares se recomienda la lectura de “Jóvenes 
y Código de Faltas. Una ‘experiencia’ de 
detención” (Lerchundi & Bonvillani, 2014).

7	 Un análisis profundo sobre la Marcha de la 
Gorra se encuentra en el libro “Callejeando 
la alegría… y también el bajón. Etnografía 

desde 2007, en Ciudad de Córdoba, 
no solo aumenta su cantidad de 
marchantes, sino que suma localidades 
en el interior provincial que replican 
la demanda8. Las jóvenes y los jóvenes 
son objeto de sospecha en la medida 
en que se les identifica como un 
grupo social y cultural pre-definido 
como delincuente. La gorra, en ese 
sentido, se transforma en un elemento 
característico de jóvenes de sectores 
populares y da identidad al nombre 
de la Marcha. Con el trascurso de los 
años y la profundización de la violencia 
policial comenzaron a organizarse 
otras acciones, tal vez menos conocidas 
que la Marcha, tales como pedidos 
de habeas corpus, presentaciones 
a instancia judicial9, denuncias y 
comunicados difundidos en las redes 
sociales y medios de comunicación 
colaborativos y populares.

Además de la organización del 
campo social, un sector profesional y 
académico comprometido denuncia 
el CDF tomando como telón de 
fondo el enfoque de derechos, y con 
él la necesidad de ajustar la normativa 
provincial a la Constitución Nacional 
y a los tratados y protocolos 
internacionales a los que Argentina 

colectiva de la Marcha de la Gorra” (Bonvillani, 
2015).

8	 En 2015 marcharon más de 30000 personas en 
toda la provincia, en 8 ciudades de la provincia 
de Córdoba. 

9	 Tanto los pedidos de habeas corpus, como 
las presentaciones a instancia judicial son 
procedimientos que permite la legislación 
argentina en materia de resguardo de los 
derechos de los ciudadanos que han sido 
detenidos.

164
Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 27 (2), II Semestre 2016 (EISSN: 2215-4221)27

Mariana Jesica Lerchundi



adhiere. Dan cuenta de ello los trabajos 
de Etchichury (2007), Juliano & 
Etchichury (2009), Crisafulli (2010a, 
2010b, 2012a, 2012b, 2013a, 2013b, 
2014), Plaza Schaefer & Morales 
(2013), Job (2011), entre otros; quienes 
priorizan el lugar que tiene el derecho, 
la filosofía del derecho, la criminología 
crítica y el campo jurídico en general. 
Serán esos trabajos, junto a análisis 
propios, el punto de partida para 
reflexionar en torno a las demandas 
incumplidas en el nuevo Código de 
Convivencia Ciudadana.

Del Código de Faltas al Código de 
Convivencia Ciudadana

A continuación, se detallan las prin-
cipales demandas incumplidas que 
mantiene el Código de Convivencia 
Ciudadana (2015) y algunos retro-
cesos que son parte de la letra de la 
nueva normativa. Se detallan algunas 
críticas en cuanto a las posibilidades 
recortadas para la correcta aplicación 
de esta misma. 

El nuevo CCC conserva igual es-
tructura que el conocido CDF. Se di-
vide en tres libros: el primero “Dis-
posiciones generales”, el segundo de 
“De las infracciones y sus sanciones”, 
y el tercero de “De las normas de 
procedimiento en materia de in-
fracciones”. Aunque existen nuevas 
incorporaciones, muchos artículos 
son el resultado de viejas contraven-
ciones ahora desagregadas, iguales al 
Código anterior.

Los primeros tres artículos son to-
talmente nuevos: “Objetivo” (art. 1 
CCC), “Igualdad” (art. 2 CCC), “To-
lerancia” (art. 3 CCC). En ellos pa-
rece trazarse una nueva impronta a 
la normativa. A partir de sintagmas 
como “convivencia social”, “respeto al 
ejercicio de los derechos fundamen-
tales”, recibir “la misma protección 
y trato”, “convivencia ciudadana pa-
cífica”, “respeto por la diferencia y la 
diversidad” se pone énfasis en el res-
guardo de los derechos, lo cual no se 
ve reflejado en el resto del Código y 
parece responder meramente a una 
maniobra discursiva.

Ya no juzgarán los comisarios y 
subcomisarios (art. 114, inc. 1 CDF), 
lo harán ayudantes de fiscalía y jueces 
o juezas de paz legos (art. 119 CCC). 
A primera vista parece un avance 
porque la policía dejará de ser juez 
y parte. No obstante, el personal 
ayudante fiscal no es una autoridad 
que puedan juzgar. Además, el 
agregado de esta función generará un 
exceso de tareas y quitará tiempo que 
irá en menoscabo de la instrucción 
de investigaciones por la comisión 
de delitos. Resulta clave resaltar que 
el desarrollo de sus actividades se da 
en la institución policial, razón por 
la cual la independencia puede verse 
amenazada. De alguna manera, esto 
puede contribuir a profundizar la 
policialización de la justicia. 

El Código recientemente aprobado 
incorporó el derecho a designar un 
abogado o abogada para defensoría, 
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de confianza del supuesto sujeto 
contraventor o, en caso de no contar 
con este recurso, que se le asigne un 
defensor o defensora oficial (art. 120 
CCC). Se puede inferir que, dada la 
exorbitante cantidad de detenciones 
diarias que hoy ocurren en materia 
contravencional, sobre todo a jóvenes 
pobres, será necesario que se nombren 
nuevo personal defensor oficial, tarea 
imposible de asumir para el reducido 
número con el que cuenta Córdoba.

En cuanto a las penas, se limita la 
cantidad de días de arresto hasta 3 
días (art. 33 CCC), salvo excepciones, 
lo cual es un avance. Pero podrán ser 
redimibles a multas, lo que acentúa la 
desigualdad en el trato, por cuanto los 
sectores populares seguirán ocupando 
las comisarías de toda la provincia. 

Se verifica la persistencia del artículo 
que regula la reincidencia (art. 10, 
CDF y art. 15 CCC), de modo tal que 
“el condenado por una contravención 
que cometiere la misma infracción en 
el término de un (1) año a contar desde 
la condena” sufrirá un aumento de la 
pena correspondiente. Sumada a la 
ambigüedad y vaguedad con que están 
redactados la mayoría de los artículos 
del Código, este elemento sirve para 
agravar las sanciones a ciertos sectores 
para excluirlos del paisaje urbano. 
De modo tal que, una vez más, la 
policía amplía discrecionalmente la 
normativa contravencional. 

En Argentina el trabajo sexual es una 
actividad lícita. A pesar de ello el CDF, 
a través del artículo de “prostitución 

escandalosa” (art. 45 CDF), arresta 
a las trabajadoras sexuales. Si bien 
ese artículo fue eliminado, ahora 
podrán ser detenidas por “escándalos 
y molestias a terceros” (art. 81 CCC), 
“actos contrarios a la decencia 
pública” (art. 52 CCC) o “tocamientos 
indecorosos” (art. 53 CCC). 

Otros artículos cambian para que no 
cambie absolutamente nada, como el 
“merodeo en zona urbana” (art. 98 
CDF) que ahora se llamará “conducta 
sospechosa” (art. 70 CCC), mientras 
que el “merodeo en zona rural” (art. 
71 CCC) se mantiene intacto. 

El art. 98 del CDF explicita que:

Serán sancionados … los que 
merodearen edificios o vehí-
culos, establecimientos agrí-
colas, ganaderos, forestales o 
mineros, o permanecieran en 
las inmediaciones de ellos en 
actitud sospechosa, sin una 
razón atendible, según las cir-
cunstancias del caso, o provo-
cando intranquilidad entre sus 
propietarios, moradores, tran-
seúntes o vecinos.

Este ha sido uno de los artículos más 
arbitrariamente aplicados y también 
más denunciados. A pesar de ello el 
art. 70 del CCC reza:

Serán sancionados … los que 
evidenciaren una conducta 
sospechosa por encontrarse en 
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inmediaciones de edificios o 
vehículos -con o sin moradores 
u ocupantes- o de personas: a) 
Escalando cercas, verjas, tapias 
o techos o mostrando signos 
de haberlo hecho o intentan-
do hacerlo; b) Manipulando 
o violentando picaportes, ce-
rraduras, puertas, ventanas o 
ventanillas; c) Portando herra-
mientas o elementos capaces 
de ser utilizados para violentar 
cerraduras, puertas, ventanas 
o ventanillas; d) Circulando 
en vehículos o motovehículos 
sin la identificación corres-
pondiente, y e) Persiguiendo 
de una manera persistente y 
ostensible a un transeúnte sin 
una razón atendible. 

El nuevo artículo avanza sobre la des-
cripción de algunas conductas, pero al 
estar configuradas con numerosas ad-
jetivaciones, las imprecisiones persis-
ten y, por tanto, también lo hacen las 
posibilidades de aplicación basadas en 
discrecionalidades de la policía.

La incorporación del art. 60 CCC in-
dica la sanción al trabajo informal que 
realizan los cuidadores o cuidadoras 
de vehículos. Lo que abona la ya co-
nocida práctica de criminalización de 
la pobreza. Además, aún resta explicar 
cuál sería la autoridad competente que 
garantizaría esa legalidad.

Algunas demandas históricas no fue-
ron tenidas en cuenta. Por ejemplo, 
las detenciones contravencionales 

continuarán comportándose como 
antecedente por el término de 2 años 
(art. 16 CCC), lo que problematiza 
la posibilidad de alcanzar un empleo 
de calidad para quienes cometen una 
falta, empujando a estos sujetos a la 
obligatoriedad de trabajos informales 
cuando no a la ilegalidad.

Otra de las demandas incumplidas 
tiene que ver con la ejecución con-
dicional de la condena (art. 22 CDF, 
art. 27 CCC), a pesar de introducir 
tibios cambios, se continuará permi-
tiendo la condena en suspenso, que 
en la práctica podrán seguir utilizán-
dose de modo extorsivo. Más aún, 
dada la vaguedad que lo atraviesa, 
cuando explica que esa decisión debe 
ser fundada “en la personalidad del 
condenado, su actitud posterior a la 
falta, la naturaleza del hecho y de-
más circunstancias que demuestren 
la inconveniencia de ejecutar efecti-
vamente la condena” (art. 27 CCC). 
Esos términos ayudan a que se man-
tenga la discrecionalidad, al momen-
to de decidir el devenir de la condena. 

En la provincia de Córdoba se elimi-
nó la posibilidad de detener personas 
por averiguación de antecedentes, 
en 1987, con la reforma de la Cons-
titución Provincial. Sin embargo, se 
mantiene la “Negativa u omisión a 
identificarse. Informe falso” (art. 79 
CDF, art. 88 CCC), el cual dispone 
sanción para quienes:

 …en lugar público o abierto al pú-
blico, existiendo motivos razonables 
por los que un funcionario público o 
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miembro de las fuerzas de seguridad 
-en ejercicio legítimo de sus atribu-
ciones- les solicite que manifiesten o 
brinden la información suficiente que 
haga a su identidad, omitieren hacer-
lo, se negaren a dar los informes ne-
cesarios o los dieren falsamente, sin 
causa justificada. 

Este artículo queda librado del riesgo 
de arbitrariedad policial por cuanto 
el personal actuante puede alegar 
información falsa o insuficiente. 

¿Jóvenes sujetos de derechos o… sin 
derechos? Reflexiones finales

Los jóvenes y las jóvenes son 
sujetos de derechos, sin embargo, el 
Código contravencional menoscaba 
las posibilidades de su efectivo 
cumplimiento. La experiencia que 
gran cantidad de este grupo etario 
tiene en sus encuentros con el Estado, 
en sus expresiones concretas de 
policía y justicia, se ve atravesado por 
una administración de la seguridad 
que los visibiliza negativamente, los 
configura como victimarios de un 
contexto de violencia e inseguridad. 

Las estrategias argumentativas -de 
la norma objeto de análisis- son 
agudizadas en algunos pasajes que 
intentan convertirla en una ley de 
protección, pero la ciudadanía, en 
general, y los grupos jóvenes como 
blanco preferente, en estricto, se 
ven entrampados en un dispositivo 
jurídico, inmersos en un instrumento 

de gobierno que deja la puerta abierta 
para criminalizar la cultura popular, en 
el marco de arbitrariedades policiales 
que no se mitigan. 

El nuevo CCC afectará la cotidianeidad 
de las prácticas desplegadas por 
jóvenes, tal ocurre hoy con el CDF. 
Son regulaciones que se aplican de un 
modo abusivo sobre ciertos sectores, 
lo que obstruye una real efectivización 
de los derechos constitucionales. Son 
medidas que parecen ser tomadas con 
base en simplificaciones teóricas y 
prejuicios sociales condescendientes 
con la industria comunicacional 
encargada de perpetuar el miedo y 
la necesidad de control. Usinas de 
pensamiento simplistas basadas en 
etiquetamientos y estigmatizaciones y 
nunca en un conocimiento de los reales 
problemas de la seguridad en Córdoba. 

Si no se modifica el oscurantismo que 
caracteriza la política de seguridad y 
con ella la policía, la justicia penal y los 
espacios de privación de libertad, las 
comisarías y las cárceles seguirán siendo 
ocupadas por jóvenes portadores 
de rostro, cuya culpa se justifica por 
su socioestética, modos lingüísticos 
y comportamientos sociales. El 
merodeo cambiará de nombre, pero 
seguirá teniendo los mismos efectos. 
En la calle continuarán pidiendo 
identificaciones y el hostigamiento 
persecutorio seguirá vigente en 
las prácticas de todos los días. Las 
trabajadoras sexuales podrán ser 
ninguneadas, demoradas, detenidas. 
Los acusados deberán continuar 

168
Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 27 (2), II Semestre 2016 (EISSN: 2215-4221)27

Mariana Jesica Lerchundi



mostrando pruebas para demostrar 
su inocencia. Y una larga lista de 
derechos incumplidos, corrompidos, 
amenazados y socavados. 

Resulta complejo celebrar modifica-
ciones y avances puntuales cuando lo 
que está en verdadero debate, la polí-
tica de seguridad punitiva y represiva, 
aún no es cuestionada en la legislatu-
ra. Es necesario avanzar en un modelo 
de seguridad democrático, inclusivo y 
popular que enfrente las estructuras 
más arcaicas de la arraigada violencia 
institucional. Ello incluye, necesaria-
mente, modificar la institución poli-
cial y poner en crisis los procesos de 
estigmatización social que legitiman la 
tolerancia cero y la mano dura.
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“La ´apropiación social del conocimiento´ 
consiste en lograr que los niños, jóvenes 

y adultos acudan cada vez más a la ciencia 
para definir parte de su vida o tomar decisiones, 

es decir, lograr ese pensamiento crítico 
que siempre es importante.” 

Ernesto Márquez Nerey.

Resumen

El objetivo principal de este ensayo es exponer la manera en que las acciones realizadas 
en la educación superior deben favorecer la garantía y protección de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes, ello dentro del entorno de la celebración del XXV Aniversario 
de la firma y ratificación de la Convención sobre los Derechos de las personas menores de 
edad, asimismo se plantea un marco teórico analítico e interpretativo de la manera en que 
tanto a nivel nacional como institucional se enmarcan las responsabilidades sociales con 
relación con esta temática. Además, se hace un repaso por las acciones desarrolladas desde 
la División de Educación para el Trabajo a manera de una rendición de cuentas responsable 
sobre el quehacer en lo correspondiente; se aportan, también, una serie de reflexiones 
finales acompañadas de una propuesta de ruta a seguir que permita un abordaje pertinente, 
responsable y comprometido con las necesidades de la población precitada. 

Palabras clave: Garantía y protección, educación, derechos, niños, niñas y adolescentes. 
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Abstract

The main objective of this paper is to 
show how the actions in higher education 
should favor the guarantee and protection 
of the rights of children and adolescents 
within the environment of the celebration 
of the XXV Anniversary of the signing and 
ratification of the Convention on the Rights 
of minors. In the same vein, an analytical 
and interpretative framework on how the 
social responsibilities regarding this issue, 
on a national and institutional level, is 
presented. Also, this study includes a 
review of the actions from the Division of 
Education for Work, providing a series of 
reflections accompanied by a proposal that 
will allow the use of an approach which is 
relevant, responsible and committed to the 
population aforementioned.

Keywords: Guarantee and protection, 
education, rights, children and adolescents.

Es importante reconocer el papel que 
la educación costarricense ha asumi-
do en el desarrollo de la sociedad cos-
tarricense, su forma de vivir y de inte-
ractuar desde la dominación colonial 
hasta lo modelos de transformación 
económica y social que imponen las 
ideas neoliberales actuales. Esta rea-
lidad, compartida con el resto de paí-
ses latinoamericanos que han debido 
hacer esfuerzos por la búsqueda de 
su identidad como grupo y su posi-
cionamiento en el resto del mundo, 
emerge como tema central en el di-
lema civilizatorio y emancipatorio 
que ha marcado una época de luchas 
entre naciones, entre regímenes e in-
clusive al interior de las propias na-
ciones, por lo tanto, creo que no se 

puede desarrollar un discurso propio 
donde se evidencie la construcción 
y deconstrucción del conocimiento 
con pensamiento crítico, si no se hace 
evidente esa trayectoria de luchas 
que han forjado nuestro presente. Y, 
como se ha discutido, entonces, nues-
tro desarrollo o progreso es producto 
de ese recorrido desigual en relación 
con otras realidades, muy propio de 
nuestro ser latinoamericano de ori-
gen colonial e independentista y muy 
congruente con los recursos tanto 
económicos, sociales, geográficos y 
especialmente políticos. 

Por lo anterior, se hace necesario valo-
rar la importancia que tienen, para el 
desarrollo de una sociedad más justa y 
equitativa, los esfuerzos que han rea-
lizado los organismos internacionales, 
los diferentes Estados, instituciones y 
organizaciones no gubernamentales 
para garantizar el respeto de los dere-
chos en general y, con ello, la garantía 
de los derechos en particular de las 
personas menores de edad.

A la luz de la relevancia que tiene 
para el desarrollo de las sociedades 
actuales la garantía y protección de 
las poblaciones de niñas, niños y 
adolescentes con la finalidad de generar 
sociedades justas y saludables, tanto 
física como emocionalmente, se hace 
de vital importancia, para el mundo 
en general, el cumplimiento de lo 
establecido en la Convención sobre los 
Derechos de las personas menores de 
edad y especialmente a la luz del XXV 
aniversario de su firma y ratificación.
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Por lo anteriormente señalado, se 
hace necesario plantear una revisión 
a modo de informe o bien como ren-
dición de cuentas sobre las funcio-
nes y acciones que se desarrollan en 
la UNA como institución de educa-
ción superior y, específicamente, en 
el entorno de la del CIDE, en la Di-
visión de Educación para el Trabajo, 
en cuanto a la garantía y protección 
de los derechos de la población se-
ñalada. Esta valoración pretende vi-
sibilizar el aporte de la Universidad 
Nacional y la División de Educación 
para el Trabajo en favor de esta tarea 
de interés mundial, desde el quehacer 
de la institucionalidad universitaria 
en la función académica y median-
te los proyectos de investigación o 
extensión- Por lo tanto, el objetivo 
orientador de este artículo se define 
de la siguiente manera: 

Analizar las acciones desarrolladas 
en el CIDE y específicamente en la 
División de Educación para el Trabajo 
para promover los derechos de niños, 
niñas y adolescentes en el contexto de 
la educación costarricense.

Marco teórico interpretativo y 
analítico

Para iniciar es importante señalar que 
los derechos humanos son las garan-
tías esenciales que se requieren para 
que podamos vivir como seres huma-
nos. La ausencia de derechos inhibe el 
ejercicio pleno de nuestras cualidades, 
nuestra inteligencia, dignidad y espi-

ritualidad, ello es lo que entendemos 
como ser un “sujeto de derechos”. Para 
su debida protección, tanto la Con-
vención Americana sobre Derechos 
Humanos (1948) como la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos 
(1986) han dispuesto que: 

La protección a los derechos 
humanos, en especial los dere-
chos civiles y políticos recogi-
dos en la Convención, parte de 
la afirmación de la existencia de 
ciertos atributos inviolables de 
la persona humana que no pue-
den ser legítimamente menos-
cabados por el ejercicio del po-
der público. Se trata de esferas 
individuales que el Estado no 
puede vulnerar o en las que sólo 
puede penetrar limitadamente. 
Así, en la protección a los dere-
chos humanos, está necesaria-
mente comprendida la noción 
de la restricción al ejercicio del 
poder estatal (Parr. 21)

Ahora bien, por ser de interés para 
el presente documento la población 
menor de edad, es importante com-
prender que en la Convención so-
bre los Derechos del Niño, desde su 
implantación y ratificación por la 
Asamblea General en su Resolución 
44/25, de 20 de noviembre de 1989 
y la consecuente entrada en vigor el 
02 de septiembre de 1990, define que 
esta población la conforman los seres 
humanos menores de dieciocho años 
de edad, salvo que, en virtud de la ley 
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que le corresponda, alcance antes la 
mayoría de edad. En dicho documen-
to se define que “el niño, por su falta 
de madurez física y mental, necesita 
protección y cuidado especiales, in-
cluso la debida protección legal, tanto 
antes como después del nacimiento” 
(preámbulo, párr. 2), así quedan es-
tablecidas las razones por las que se 
hace necesario atender esta pobla-
ción de manera prioritaria.

Como resultado de las políticas de 
liberación del mercado hemos obser-
vado la forma en que los círculos de 
pobreza han crecido y, con ello, una 
serie de problemas sociales como el 
aumento de los índices de delincuen-
cia, desempleo, trabajos informales y 
también el aumento en la presencia 
de la población señalada en espacios 
públicos; ello provocado por el trán-
sito generado en el fenómeno de la 
inmigración. Todos estos problemas 
no son ajenos a la realidad costarri-
cense; además, en las instituciones 
de educación primaria se reflejan 
infraestructuras deterioradas y sin 
mantenimiento, una gran brecha 
entre instituciones públicas y priva-
das en cuanto a servicios e índices 
de calidad, una profesión docente 
poco fortalecida y los señalamientos 
constantes de una educación supe-
rior pública que absorbe un presu-
puesto estatal muy amplio. Se seña-
lan, también, los gastos en salarios y 
edificaciones que dejan en la invisi-
bilidad los alcances y logros de los 
proyectos tanto académicos como 
de investigación, o bien de los pro-

gramas de becas y proyección social. 
Por lo tanto, se debe entender que el 
desarrollo socioeconómico y la edu-
cación son conceptos inseparables, 
por lo que la estructura normativa 
existente en cuanto a legislación se 
convierte en el instrumento para su 
protección y garantía. 

En nuestro país, como un acto con-
gruente con los compromisos con la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño, se ha emitido la Política Nacio-
nal para la Niñez y la Adolescencia 
de los años 2009-2021. Esta pretende 
garantizar el disfrute de los derechos 
de las personas menores de edad en 
la misma medida en que los disfrutan 
los demás miembros de la sociedad, 
aunque es necesario señalar que esta 
política no materializa los responsa-
bles de la ejecución, no establece ni-
veles de acción ni la definición de in-
dicadores que promuevan una acción 
realmente significativa. 

En materia de educación, se postu-
la el cumplimiento del derecho a la 
educación de esta población a partir 
de la armonización entre la calidad del 
servicio educativo y las condiciones 
de equidad, lo cual se hace imperan-
temente necesario en virtud de las di-
ferencias en cuanto al acceso y a la ca-
lidad de los servicios educativos en un 
país donde las brechas se incrementan 
como resultado de la proliferación de 
instituciones privadas que se diferen-
cian tanto en sus servicios como en las 
oportunidades que se ofrecen a la co-
munidad estudiantil del país.
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Se pretende el desarrollo de la edu-
cación como el medio ideal para que 
las personas adquieran, desarrollen y 
potencien las capacidades y destrezas 
que les permitan asegurar un estilo 
de vida acorde con el concepto de de-
sarrollo humano de la actualidad, el 
cual comprende la capacidad de de-
mandar y exigir el cumplimiento de 
sus derechos. Menciona en este tema 
la Política Nacional para la Niñez y la 
Adolescencia de los años 2009-2021 
que su aspiración es: 

Un sistema educativo que ase-
gura la ampliación de capaci-
dades para las personas meno-
res de edad, bajo condiciones 
de cobertura universal, calidad 
y equidad, como parte de un 
proceso de movilidad social 
ascendente en el largo plazo, 
con la participación y ciudada-
nía activa de los niños, niñas y 
adolescentes en la comunidad 
educativa. (p. 77)

En cuanto a las responsabilidades in-
stitucionales, se debe indicar que, en el 
Estatuto Orgánico de la Universidad 
Nacional (2015), se hace referencia al 
respeto de diversos derechos humanos 
tanto para sus funcionarios y funcio-
narias como para sus estudiantes, con 
lo que, de manera indirecta, se pro-
mueve una convivencia en una socie-
dad de derecho; asimismo señala, de 
forma directa, el respeto a los derechos 
en su apartado llamado Preámbulo, al 
poner como prioridad un modelo de 
desarrollo integral e incluyente:

Con sus logros y avances en el 
conocimiento, la Universidad 
Nacional aporta al bienestar 
integral de la sociedad. Fo-
menta así mejores condiciones 
de soberanía, democracia y so-
lidaridad, en estrecho apego a 
lo más adelantado en los dere-
chos humanos, la fraternidad y 
el bien común. La Universidad 
es necesaria en cuanto contri-
buye con un modelo de de-
sarrollo integral e incluyente, 
con atención especial para las 
personas en condición de vul-
nerabilidad, en armonía con la 
naturaleza y conforme a las re-
laciones de cooperación equi-
tativas y pacíficas. (p. 10)

Esta propuesta institucional debe 
examinarse a la luz de los artículos 
32 y 36 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño (debido a que se 
conceptualiza al niño o niña como 
toda persona menor de dieciocho 
años). El artículo 32 de la Con-
vención consagra el derecho de la 
niñez “a estar protegid[a] contra 
la explotación económica y contra 
el desempeño de cualquier trabajo 
que pueda ser peligroso o entorpe-
cer su educación, o que sea nocivo 
para su salud o para su desarrollo 
físico, mental, espiritual, moral o 
social”. El artículo 36 establece que 
los Estados Partes de la Convención 
“protegerán al niño contra todas las 
demás formas de explotación que 
sean perjudiciales para cualquier 
aspecto de su bienestar”.
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En cuanto al aporte específico de la 
unidad académica División de Edu-
cación para el Trabajo (DET), en su 
misión define que:

Genera conocimientos y forma 
profesionales en Orientación…, 
Administración, Gestión y Li-
derazgo Educativo, mediante 
procesos de educación formal, 
no formal y continua, integran-
do la docencia, investigación, 
extensión y producción acadé-
mica para contribuir al desa-
rrollo de la sociedad costarri-
cense [negrita añadida].

Fundamenta su quehacer en el 
humanismo, la excelencia, la 
ética, la responsabilidad so-
cial, la equidad, la integridad, 
la solidaridad y en el mejora-
miento continuo de la gestión 
[negrita añadida].

Esta razón determina su quehacer 
hacia una función comprometida 
para brindar respuestas a las pobla-
ciones de la sociedad con las que de-
sarrolle la acción sustantiva, ya sea en 
espacios de educación formal a nivel 
primario o secundario, o bien en es-
cenarios emergentes.

En el área de extensión, la DET man-
tiene el proyecto “Fortaleciendo de 
familias” desde hace diez años. Este 
proyecto ha dirigido sus acciones pri-
mordialmente a la capacitación y ac-
tualización tanto de padres y madres 
de familia como de profesionales que, 

en su quehacer cotidiano, se vinculan 
con las familias en todas sus repre-
sentaciones y diversidad existente. 
Actualmente se ha enfocado en forta-
lecer y profundizar acciones con fun-
damento en la teoría sistémica como 
respaldo para la intervención de las 
familias como un ente organizado y 
vinculado de relaciones interdepen-
dientes y traslapadas donde cada una 
de las situaciones o cada una de las ac-
ciones influye en el todo.

Desde este marco referencial, cabe 
mencionar que su objetivo plantea: 
“Promover mayor comprensión de la 
familia y su funcionamiento con el fin 
de mejorar las relaciones familiares y 
la producción de conocimientos, fa-
voreciendo así el quehacer académico 
de la DET”. Por lo que se ejecuta un 
apoyo a los progenitores para que, 
mediante una reflexión de su propia 
dinámica familiar, puedan compren-
der mejor las interacciones que viven 
y se promueve el fortalecimiento de 
sus relaciones familiares, para, así, 
beneficiar a todas las personas que la 
conforman , entre ellos, niños, niñas y 
adolescentes, según lo establece el artí-
culo 1 de la presente Convención, que 
entiende por niño o niña a todo ser 
humano menor de dieciocho años de 
edad, salvo que, en virtud de la ley que 
le sea aplicable, haya alcanzado antes 
la mayoría de edad.

Dentro del proyecto indicado se pue-
den señalar diversas acciones que 
favorecen a las niñas, niños y adoles-
centes de nuestro país, por ejemplo, 
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en el Artículo 18 de la Convención 
de los Derechos de los Niños, Niñas 
y Adolescentes se señala la obligación 
de padres y madres de encargarse de 
la crianza y desarrollo integral del 
niño o niña, y su preocupación fun-
damental es el interés superior por 
la niñez , así como la obligación de 
las instituciones públicas de brindar 
“asistencia apropiada a los padres y a 
los representantes legales para el des-
empeño de sus funciones en lo que 
respecta a la crianza del niño”. Dentro 
de ellas y durante el año 2015 se enu-
meran las siguientes:

•	 Proyecto de cooperación entre 
UNICEF, Universidad Nacional 
y Ministerio de Salud, en una ca-
pacitación denominada “Forta-
leciendo familias en prácticas de 
parentaje”. Esta capacitación al-
canzó 33 funcionarias del CEN-
CINAI de 16 oficinas locales en 
diferentes partes del país como: 
Distrito General Viejo, Pérez 
Zeledón, San José, Sierpe, Osa, 
Buenos Aires, Puntarenas, San-
to Domingo de Heredia, Gua-
dalupe, Abangaritos, Moravia, 
Curridabat, Nicoya, Santa Cruz, 
Oreamuno de Paraíso de Carta-
go, Turrialba, Siquirres, Pococí, 
Limón, Lepanto, Sarapiquí. 

Dicha actividad se dividió en dos eta-
pas: una de capacitación en los princi-
pios del enfoque sistémico para el tra-
bajo con familias y una segunda etapa 
de ejecución; las capacitadas realiza-
ron trabajo con las familias en sus co-

munidades laborales con un “Plan de 
trabajo de educación a las familias”.

Como resultado de este proyecto se 
trabajó con 248 familias de diferentes 
regiones de todo el país, se fortale-
cieron sus prácticas de crianza de sus 
hijos e hijas, un total de 401 niños y 
niñas menores de 12 años.

Los proyectos hacia la familia fue-
ron pensados para ser trabajados 
con los progenitores y progenito-
ras, aunque algunas oficinas locales 
incluyeron actividades con niños y 
niñas en los talleres.

La mayoría de personal capacitado 
coincide en que esta experiencia tiene 
muchos beneficios para las personas 
menores de edad, porque una familia 
saludable es un ambiente más opor-
tuno para el desarrollo integral, ade-
más de que sujetos progenitores con 
mayor claridad de su rol, propiciarán 
una convivencia más nutricia a sus 
niños y niñas.

•	 Presentación de conferencia en 
el escenario del XIV Congreso 
Latinoamericano de Ginecolo-
gía Infanto Juvenil, Alogia 2015 
y el XVII Congreso Nacional de 
Obstetricia y Ginecología 2015, 
San José, Costa Rica: “Familias 
en la adolescencia: Una oportu-
nidad de crecimiento”.

•	 Divulgación del quehacer del 
proyecto: “Compartir de nues-
tra experiencia de trabajo con 
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familias desde la orientación” 
en el entorno de la Semana de 
Orientación. Subcomisión de 
Vida Estudiantil, Escuela de 
Orientación y Educación Espe-
cial, Universidad de Costa Rica.

•	 Participación en el acto inaugu-
ral de la Semana de Orientación 
del Colegio Superior de Señori-
tas mediante dos actividades:

Charla introductoria: “La familia 
forjadora del proyecto de vida”.

Taller para padres, madres 
y adolescentes: “Relaciones 
afectivas padres, madres e 
hijas”, con la ejecución de ta-
lleres sobre dinámica familiar 
dirigidos a madres adoles-
centes en coordinación con 
proyecto “Redescubriendo a 
la persona en la adolescente 
madre” del INEINA.

Estas acciones favorecen el fortaleci-
miento de las familias de nuestro país 
y, dentro de ellas, a niños, niñas y ado-
lescentes, promoviendo el desarrollo 
de una sociedad más equitativa y ga-
rantizando el cumplimiento de los de-
rechos humanos desde la familia, así 
como la posibilidad de generar espa-
cios más propicios y adecuados para 
la protección de la población de niños, 
niñas y adolescentes que viven en en-
tornos adversos, o bien, en situaciones 
de riesgo. Sin embargo, se debe resal-
tar que la reflexión y análisis crítico 
promueve vitrinas y escenarios para 
que sean muchas otras personas las 

que se movilicen en el reconocimiento 
de esta población como sujetos de de-
rechos y en pleno desarrollo.

Este reconocimiento es vital para 
poder consolidar el cambio de para-
digma donde ese sujeto adulto, quien 
“sabe y conoce”, se convierte en un ser 
que apoya, protege, acompaña, respe-
ta, brindar amor y donde los niños 
niñas y adolescentes pasan de asumir 
una posición pasiva a ser protagonis-
tas de su propia historia.

En cuanto al proyecto de extensión 
“Modelos de gestión pedagógica”, se 
debe resaltar la importancia que tiene 
por el desarrollo y favorecimiento de 
proyectos institucionales más inclusivos 
y humanistas, donde se propone una 
gestión curricular centrada en la valo-
ración de los recursos y necesidades del 
contexto de la comunidad educativa. 
Ello garantiza un entorno escolar don-
de pasa de ser un aparato “contenedor” 
de estudiantes a ser un espacio promo-
tor del crecimiento conjunto y del desa-
rrollo de seres humanos con conciencia 
clara de su posición en el mundo y en 
su círculo inmediato, además de gene-
rar el desarrollo de liderazgos trans-
formacionales, conciencia ambiental, 
estudiantes con creatividad, criticidad 
y compromiso con su institución, con 
un profundo respeto por los valores y 
por los derechos humanos, que hacen 
posible la construcción real de la ciuda-
danía como producto indispensable del 
proceso educativo, entre otros.

Respecto a la actividad sustantiva de 
la Universidad Nacional, es necesario 
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señalar que la unidad académica ha 
dedicado recursos importantes en el 
diseño y ejecución de cuatro planes 
de estudio, a saber:

•	 Bachillerato y Licenciatura en 
Orientación.

•	 Licenciatura en Administración 
Educativa.

•	 Maestría en Gestión con Énfasis 
en Liderazgo.

•	 Maestría en Atención Integral 
de la Adolescencia.

El estudiantado formado en el pro-
grama de posgrado en liderazgo gene-
ralmente se vincula laboralmente con 
programas educativos de educación 
formal y no formal en su mayoría con 
poblaciones de niños, niñas y adoles-
centes, así mismo es importante indi-
car que las generaciones graduadas re-
presentan comunidades tanto urbanas 
como rurales, lo cual permite la mo-
vilización y profesionalización de estas 
poblaciones. Cabe señalar que para la 
finalización del posgrado el estudian-
tado debe realizar un trabajo final para 
su graduación, con el cual se pretende 
desarrollar proyectos de investigación 
enfocados en promover temáticas que 
favorecen el desarrollo tanto de la ges-
tión como del liderazgo en diferentes 
instituciones o comunidades. 

En relación con el plan de estudios 
de la Licenciatura en Administración 
Educativa se puede señalar que su 
meta es la formación de directores y 

directoras y, con ello, profesionalizar 
la gestión administrativa de los cen-
tros educativos a nivel nacional.

En cuanto a estudiantes que se han gra-
duado de esta licenciatura, se ratifica 
su formación humanista, la cual se vi-
sualiza sustancialmente en su quehacer 
en las instituciones donde se vinculan 
laboralmente y con ello se garantiza 
la ejecución de una gestión respetuo-
sa en el beneficio de una verdadera 
vinculación de la institución con la 
comunidad, desarrollando liderazgos 
enfocados hacia la justicia social y sen-
sibilización de los sectores más vulne-
rables de las comunidades, también es 
promotora de una cultura de solución 
de problemas educativos y la calidad de 
vida tanto de entes colaboradores como 
de estudiantes con quienes trabajan.

Quizás el más visible de los sustentos 
a la garantía y protección de los ni-
ños, niñas y adolescentes lo constituye 
el Plan de Estudios de Bachillerato y 
Licenciatura en Orientación, donde 
además de los temas de investigación 
para los trabajos finales de graduación 
a nivel de licenciatura, se desarrolla 
un plan de estudios compuesto por 
cursos que integran, dentro de sus te-
máticas y objetivos, la profundización 
del cuerpo normativo que regula la 
protección y garantía de derechos de 
los niños, niñas y adolescentes. Ade-
más, incluye una práctica profesional 
supervisada que representa el proceso 
final de la formación a nivel del bachi-
llerato y la culminación de un proceso 
en el que gradualmente se elaboran 
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prácticas en escenarios de la orienta-
ción como complemento a la forma-
ción teórica desarrollada.

Para promover el desarrollo de esta 
función se cuenta con la actividad 
académica permanente denominada 
Práctica Profesional Supervisada en 
Orientación en la que se pueden enu-
merar algunas acciones que favorecen 
la niñez y adolescencia de nuestro país, 
amparadas en lo definido en el Código 
de la Niñez y la Adolescencia el artículo 
56.- Derecho al desarrollo de potencia-
lidades, que plantea que:

Las personas menores de edad 
tendrán el derecho de recibir 
educación orientada hacia el 
desarrollo de sus potencialida-
des. La preparación que se le 
ofrezca se dirigirá, al ejercicio 
pleno de la ciudadanía y le in-
culcará el respeto por los dere-
chos humanos, los valores cul-
turales propios y el cuidado del 
ambiente natural, en un marco 
de paz y solidaridad.

El Estado debe reconocer que la edu-
cación debe ser orientada a desarrollar 
las potencialidades de esta población, 
para lo cual se desarrollan diversas 
estrategias como el taller, sesiones 
colectivas, charlas entre otras, de los 
siguientes temas con poblaciones de 
niños y niñas de 6 a 14 años:

•	 Autoestima 

•	 Bullying 

•	 Disciplina 

•	 Habilidades para la vida

•	 Ludoterapia 

•	 Manejo de emociones y límites 

•	 Prevención de abuso sexual 

•	 Proyecto de vida 

•	 Relaciones interpersonales 

•	 Responsabilidad 

•	 Técnicas de estudio 

•	 Toma de decisiones 

•	 Trabajo en equipo

•	 Valores 

Y con la población de adolescentes 
14 a 17 años, se abordaron las si-
guientes temáticas:

•	 Autoconocimiento 

•	 Comunicación asertiva 

•	 Escucha activa 

•	 Estilos de vida saludable 

•	 Habilidades para la vida 

•	 Inteligencia emocional 

•	 Manejo de emociones 

•	 Manejo del estrés 

•	 Organización de tiempo 

•	 Prevención conductas de riesgo 

•	 Prevención de adicciones 
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•	 Proyecto de vida 

•	 Reglas y normas para la 
convivencia 

•	 Relaciones interpersonales 

•	 Relaciones interpersonales 

•	 Sexualidad 

•	 Toma de decisiones 

•	 Valores

El estudiantado se vincula con los 
diferentes ámbitos de la orientación 
en Costa Rica, mediante el acompa-
ñamiento (asesoría y supervisión) de 
personal académico de la UNA, se 
ejecutan acciones diversas que res-
paldan con fundamento teórico y con 
el enfoque preventivo del círculo de 
bienestar, se conoce la atención de 
necesidades emocionales, familia-
res, personales y sociales de aquellas 
poblaciones con las que se vinculan 
estudiantes de la práctica profesional 
supervisada, para lo cual se desarro-
llan los diferentes temas en atención 
individual, grupal y asesoramiento 
que permiten atender, desde los di-
versos procesos de la orientación, a 
estas comunidades. 

En el año 2015, aproximadamente 
1600 personas se beneficiaron con 
los temas abarcados en prevención y 
desarrollo de habilidades, mediante 
90 sesiones colectivas, en las que se 
promueve el desarrollo integral de las 
personas menores de edad; así como 
la realización de 34 estudios de caso 

y más de 100 atenciones individuales. 
De igual manera, se logró impactar a la 
población de familias con temas como 
la transición escuela-colegio, proyecto 
de vida, autoestima, emprendimiento, 
manejo del estrés y ansiedad, desarro-
llo personal, motivación, inteligencia 
emocional, técnicas de estudio, escu-
cha activa, comunicación y límites y la 
prevención de adicciones. 

Reflexiones finales

En primera instancia, se debe pro-
mover el desarrollo del pensamiento 
crítico en los procesos de mediación y 
con ello hacer consiente la acción edu-
cativa frente a un mundo globalizado 
que pone en riesgo nuestro ser costa-
rricense y hasta nuestro “ser humano”. 
Debemos exigir el desarrollo de políti-
cas educativas con sentido humanista 
y, desde el discurso emancipador, es-
pecialmente, desarrollar procesos de 
calidad de vida que promuevan estilos 
de existencia saludables, ello se puede 
lograr desde la estrategia de educar 
con amor y como lo expresaba Marco 
Tulio Salazar “la educación efectiva es 
la educación afectiva”.

Personalmente, opino que las corrien-
tes neoliberales deben asumirse desde 
una perspectiva prudente y crítica, si 
bien es cierto proponen una libera-
ción del mercado, la disminución del 
Estado social y con ello la consecuen-
te disminución del gasto estatal y se 
transforma en un Estado interventor 
y regulador, debemos reconocer que 
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el riesgo de estas modificaciones es el 
perjuicio a las poblaciones más vulne-
rables de la sociedad. La influencia en 
la educación se encuentra en dismi-
nución de posibilidades de acceso a 
dichas poblaciones. Lo anterior como 
resultado de una transformación de 
un Estado paternalista y proveedor a 
un Estado regulador.

Tal y como resalta en los datos ante-
riores, el aporte institucional al tema 
es una responsabilidad que se debe 
asumir con toda la seriedad del caso, 
especialmente por la vinculación de 
nuestros graduados y graduadas con 
las poblaciones más vulnerables de 
la sociedad costarricense; así como 
también es responsable señalar que 
la tarea de protección a las personas 
menores de edad de este país des-
de las instancias educativas debe ser 
motivo de una reflexión general, don-
de cada unidad académica participe, 
pues esta temática no es abordada so-
lamente por una de las áreas del Cen-
tro de Investigación y Docencia en 
Educación. Al contrario, por ejemplo, 
podemos mencionar la acción espe-
cífica realizada por el Instituto INEI-
NA, División de Educación Básica, 
Educología, División de Educación 
Rural, donde mediante la actividad 
académica de investigación y de ex-
tensión se realizan diversas acciones 
que promueven la protección y ga-
rantía de derechos del niño, la niña y 
el y la adolescente.

Aun así, resulta pretencioso conside-
rar que la unidad académica está cum-
pliendo a cabalidad y a satisfacción su 

tarea con los niños, niñas y adolescen-
tes de nuestro país; es importante se-
ñalar que en esta tarea es muy valioso 
desarrollar el “poder de una”, aunque 
se deben hacer esfuerzos para esta-
blecer alianzas estratégicas con otras 
unidades académicas, instituciones 
gubernamentales y no gubernamenta-
les, nacionales e internacionales, orga-
nismos de cooperación internacional, 
entre otros, para participar en la in-
mensa responsabilidad que, como ha-
bitantes de este país, debemos asumir. 
En el ámbito administrativo, promo-
ver el trabajo inter, multi y especial-
mente transdisciplinario en el aborda-
je respetuoso, profesional y oportuno 
de esta población.

Por lo tanto, los desafíos que se le 
encomiendan a la educación versan, 
además de lo anterior, en una serie de 
mandatos que deberían ser la ruta a 
seguir para poder apoyar desde una 
educación robusta los temas de ma-
yor interés social, a saber:

•	 Promover la formación no solo 
de profesionales sino también 
de formar “personas de bien”, 
hacer buenas personas median-
te el desarrollo transversal de la 
ética aplicada a la realidad, asi-
mismo se debe promover en to-
dos los niveles de la educación 
el desarrollo de temas como la 
solidaridad, la educación en va-
lores y de cultura de paz. 

•	 Procurar la mejora de los apren-
dizajes requeridos para desempe-
ñarse exitosamente en la trayecto-
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ria escolar, la familia, la sociedad 
y la vida laboral entre ellos los 
conocimientos y las competen-
cias, además de las habilidades 
cognitivas y socioemocionales.

•	 Cerrar las brechas de acceso 
al sistema educativo, mejorar 
la eficiencia interna y mejorar 
los recursos humanos, insu-
mos y procesos escolares para 
enfrentar las nuevas y diversas 
necesidades educativas.

•	 Mejorar las prácticas pedagógi-
cas dentro del aula, personalizar 
la enseñanza de acuerdo con las 
necesidades estudiantiles, forta-
lecer los programas de forma-
ción docente, mejorar la gestión 
escolar, asegurar la relevancia 
de los contenidos, asignar apro-
piadamente los insumos educa-
tivos y optimizar las decisiones 
de política educativa.

•	 Asumir la función encomen-
dada a la institucionalidad 
de la Universidad Nacional 
(UNA) en especial de la for-
mación docente y la gestión 
escolar, tarea directamente 
centrada en nuestro Centro 
de Investigación y Docencia 
en Educación (CIDE), la que 
se debe de apropiar con cono-
cimiento de causa y hacer que 
los planes de estudios corres-
pondan con el nuevo escenario 
de la educación.

•	 Atender responsablemente la 
transformación de una educa-
ción donde se disminuye la in-
versión en educación pública 
estatal y surgen las tendencias 
corporativas no gubernamen-
tales. Valorar lo necesario de 
los espacios educativos públi-
cos para garantizar el acceso de 
todos y todas dentro del con-
cepto de igualdad.

•	 Divulgar la importancia que 
tiene la universidad pública 
para el desarrollo de la socie-
dad tanto por sus grupos pro-
fesionales e investigativos y el 
desarrollo tecnológico, del arte, 
entre otros, así como de sus 
proyectos de extensión social. 

En fin, deseo proponer que en la respon-
sabilidad de formular, ejecutar y evaluar 
propuestas y proyectos que se dirijan a 
la protección de la población de niños, 
niñas y adolescentes, debemos reflexio-
nar sobre cuál es la interpretación de 
sociedad que ellos y ellas requieren en 
función de sus necesidades e intereses, y 
que intentemos, insoslayablemente, des-
pojarnos de los trajes, posturas e ideas 
del “adultocentrismo” como medio para 
asumir que es este grupo el que logrará 
mantener el control y el orden social re-
querido para el desarrollo. 

Por el contrario, se debe visualizar la 
visión del mundo actual donde se re-
valora la participación de poblaciones 
adolescentes que han demostrado, 
mediante sus acciones comprometidas 
con la protección del ambiente, la bús-
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queda de la paz o la lucha por la educa-
ción y por la equidad entre. Estos grupos 
o individuos están siendo reconocidos, 
tal es el caso de “Yousafzai Malala”, quién 
como adolescente de origen pakista-
ní emprendió una lucha para obtener 
el acceso a la educación en virtud de la 
negativa talibán, producto de ello sufrió 
un atentado en contra de su vida del cual 
logró sobreponerse y se convierte en un 
icono de esta temática; pero lo más re-
levante se basa en representar a la po-
blación femenina adolescente, lo que le 
permite obtener el premio Nobel de la 
Paz en el año 2014, y convertirse, de esta 
manera, en un referente y modelo para 
otros y otras jóvenes en luchas ya sean 
sociales o bien personales.
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La visión de los hijos y nietos de quienes fueron vencidos –que hoy 
están decididos a no serlo más- se muestra en este conjunto de 

testimonios que nos hablan de ‘lo que siguió’ hasta llegar al presente. 
Su voz es de resuelta afirmación. No piden favor o limosna. Los 
pueblos originarios exigen ser escuchados y tomados en cuenta. 

Conocen sus derechos y por ellos luchan. La palabra, con la dulzura del 
náhuatl y de otras muchas lenguas vernáculas de México, comienza a 
resonar con fuerza. En un mundo amenazado por una globalización 

rampante, es ella prenuncio de esperanza. Nos hace ver, entre muchas 
cosas, que las diferencias de lengua y cultura son fuente de creatividad 

perdurable. 

(León Portilla, 2002)

El México profundo está formado por una gran diversidad de 
pueblos, comunidades y sectores sociales que constituyen la mayoría 

de la población del país. Lo que los une y los distingue del resto de 
la sociedad mexicana es que son grupos portadores de maneras de 

entender el mundo y organizar la vida que tienen su origen en la 
civilización mesoamericana, forjada aquí a lo largo de un dilatado y 

complejo proceso histórico. 

(Bonfil Batalla, 2006)

No tienen cara, sino brazos; no practican cultura, sino folclore; no 
hacen arte sino artesanía, no profesan religiones, sino supersticiones…

(Galeano, Poema los nadies)
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Resumen

En las últimas décadas, la demanda 
de autonomía se ha convertido en una 
bandera de lucha para los pueblos 
indígenas de México y América Latina. Sin 
embargo, el término autonomía, debido a 
sus distintos usos e implicaciones en las 
normas internacionales, genera confusión 
y temores separatistas en los Estados. En 
la conceptualización y formulación de la 
autonomía se encuentran diversas ideas 
y propuestas, cuyos alcances van desde el 
ámbito regional y municipal hasta lo local. 
Ello complica aún más el cumplimiento de 
tan importante demanda. La autonomía es 
así una demanda central del conjunto de 
reivindicaciones asociadas a los derechos 
indígenas que actualmente también se 
debaten en el marco internacional y al 
interior de numerosas naciones. Esta 
demanda se refiere a la autodeterminación 
de los pueblos, básicamente en sus espacios 
geográficos propios, en su mayoría de 
tipo rural. La condición pluriétnica como 
base del establecimiento de ámbitos de 
autonomía indígena ya inició; al respecto 
destaca el caso de Canadá, en el cual los 
derechos territoriales también abarcan los 
recursos naturales. Inclusive, en América 
Latina en Bolivia, Venezuela, Colombia y 
Nicaragua la autonomía indígena ha sido 
elevada a rango constitucional.

Palabras clave: Derechos indígenas, auto-
nomía, asimilación, sociedad pluriétnica.

Abstract

In recent decades, the demand for autonomy 
has become a banner of struggle for the 
indigenous peoples of Mexico and Latin 
America. However, the term autonomy, due 
to their different uses and implications on 

international standards, creates confusion 
and separatists fears in the States. In the 
conceptualization and formulation of 
autonomy there are various ideas and 
proposals, the scopes ranging from regional 
and municipal level to the local. This 
further complicates the fulfillment of this 
important demand. Autonomy is thus a 
central demand of all claims associated 
with indigenous rights, also discussed in 
the international arena and within many 
nations. This application refers to self-
determination of peoples, basically in their 
own geographical areas, mostly rural type. 
The multiethnic condition as a basis for 
the establishment of areas of indigenous 
autonomy has already begun, highlighting 
the case of Canada where land rights also 
include natural resources. Even in Latin 
America, the cases of Bolivia, Venezuela, 
Colombia and Nicaragua in which 
indigenous autonomy has been elevated to 
constitutional status.

Keywords: indigenous rights, autonomy, 
assimilation, multiethnic society

Introducción

El término indígena proviene del la-
tín antiguo indu, “en”, “dentro”; acu-
sativo de indigens, “necesitado”, “po-
bre” y alusivo a “originario”, “nativo”, 
“no introducido”. Se refiere también 
a un individuo que se encuentra en 
situación de pobreza, en ocasiones 
extrema. (Sotres Mutio, 2003).

La palabra ‘indio’ es sugeren-
te por la confusión de la que 
nace. Pero, superado el error, el 
término ‘indio’ no dejó de apli-
carse a esos pueblos. Mantener 
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el nombre remite a la primera 
confusión, pero sobre todo, a 
una primera sustancial nega-
ción; esos pueblos debían ser 
llamados como si no fueran lo 
que son, sino otros: ‘indios’. La 
idea ‘indio americano’ es una 
invención europea más que 
un descubrimiento, de ahí la 
polémica sobre la naturaleza 
humana o inhumana del indio. 
El ‘indio’ de América ingresó 
en la nueva invención europea 
del mundo con un nombre que 
no le pertenecía y como un ser 
negado en su especificidad so-
cial y humana. Para el europeo, 
‘indio’ era ‘el otro’, el que resen-
tía el embate de la conquista y 
de la acción colonial. Debido 
a ello, en la opinión europea 
sobre los pueblos americanos 
se relaciona al supuesto ‘indio’ 
con otros términos: bárbaro, 
grosero, inhumano, antropófa-
go, natural y salvaje, además de 
tonto y crédulo, por ejemplo. 
(Montemayor, 2001, p. 23)

En 1789 el Diccionario de la Acade-
mia Francesa introdujo otro vocablo 
y lo relacionó con la palabra ‘indio’: 
indígena. “Este último vocablo pro-
viene de dos partículas arcaicas del 
latín: indu (que significaba ‘en’) y geno 
(que significaba ‘engendrar’, ‘produ-
cir’). Virgilio y Tito Livio utilizaban 
el término indígena para designar al 
pueblo latino originario y así distin-
guirlo de las personas nacidas en otro 
lugar” (Montemayor, 2001, p. 23). 

Desde entonces, particularmente 
a partir del siglo XIX, es utilizado 
en la mayor parte de los países para 
designar a cada miembro de su 
población originaria. Indígenas son 
aquellos que nacen en una región, o 
los pueblos originarios de una región 
específica. Sin embargo, al ser un 
término que generaliza, asimismo 
empobrece la diversidad social de 
los pueblos originarios, como los 
americanos. El término indígena no 
alcanza a identificar a ninguno de los 
pueblos singulares que resisten desde 
hace 500 años en tierras americanas. 
La palabra “indio” agrega a esta 
indiferencia social la confusión de 
un remoto pasado en el que Europa 
se negaba a reconocer no solo a una 
nueva tierra, sino a sus pobladores. 

La cuestión indígena en México

Los ‘indios’ de México nunca 
han sido ‘indios’ de México. 
Son pueblos que han tenido 
nombres precisos desde antes 
del siglo XV hasta la actua-
lidad. Por ello, es necesario 
aprender a observar el territo-
rio americano, sus recursos na-
turales, su flora y fauna, pero 
también a sus habitantes, sobre 
todo a los originarios. (Monte-
mayor, 2001, p. 26)

Aunque en sentido estricto los diversos 
estudiosos de la cuestión indígena 
tienden a utilizar ambos términos, 
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indio e indígena, lo cierto es que los 
dos designan a una fracción de la 
población desfavorecida y, además, al 
menos en primera instancia, utilizarlos 
implica segregación y generalización. 
No obstante, debe evitarse su uso 
generalizado y conviene más señalar 
la individualidad de cada grupo 
indígena, si bien no es fácil debido a la 
amplitud de dicha información.

Los indígenas son considera-
dos como tales no sólo porque 
hablan lenguas originales, se 
visten y alimentan a la manera 
de sus antepasados, sino tam-
bién porque han conservado 
los remanentes del modo de 
producción prehispánico que 
se manifiesta por ejemplo en 
sus técnicas agrícolas, sus usos, 
costumbres y relaciones en ge-
neral. (Pozas, 1998, p. 17)

La nación mexicana presenta un pa-
norama social altamente diversifica-
do. México es un país de una gran 
diversidad cultural. Los pueblos indí-
genas son de los que más contribuyen 
con su patrimonio a la riqueza social 
y cultural de la nación. Estos pueblos 
están integrados aproximadamen-
te por 19 millones de personas, que 
constituyen más de la décima parte 
de la población mexicana, distribui-
dos en cerca de 20 mil localidades y 
son los que más aportan en recur-
sos humanos, naturales, territoriales 
y culturales, a pesar de ser los más 
pobres de los mexicanos. En México 

habita el 26% de toda la población in-
dígena latinoamericana.

México ocupa el octavo lugar en el 
mundo, entre los países con la mayor 
cantidad de pueblos indígenas; se 
hablan más de 100 lenguas, de las 
cuales los pueblos indígenas aportan a 
esta riqueza cuando menos 60. Nuestro 
país tiene una superficie de casi 2 
millones de kilómetros cuadrados. Los 
grupos mexicanos indígenas poseen, 
en las regiones en las que viven, una 
superficie que abarca la quinta parte 
del territorio nacional. En 10 entidades 
mexicanas se concentran 5.4 millones, 
los restantes están diseminados en 
las otras entidades. De los 2 428 
municipios, en los que se encuentra 
dividida la nación, los prioritariamente 
indígenas ascienden a 803. 

El 70% de los recursos petroleros 
se extrae de yacimientos marinos y 
terrestres del trópico mexicano, los 
más importantes corresponden a 
los Estados de Campeche, Tabasco y 
Chiapas, en municipios con una fuerte 
presencia indígena. Las principales 
presas hidroeléctricas del país: La 
Angostura, Malpaso, Chicoasén, 
Aguamilpa y Presidente Alemán se 
ubican y se abastecen de agua en los 
territorios indígenas.

Los ejidos y comunidades agrarias 
en municipios indígenas mexicanos 
tienen en propiedad el 60% de la 
vegetación arbolada, principalmente 
de bosques templados y selvas 
húmedas. Además, los pueblos 
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indígenas aportan el 67% de su 
población ocupada a las actividades 
agrícolas, mientras que el resto de 
la nación solo colabora con menos 
del 22%. Y, principalmente, las áreas 
naturales protegidas se encuentran 
en municipios indígenas. Muchas 
de ellas son territorios sagrados y 
ceremoniales, con zonas arqueológicas 
que los pueblos indígenas reclaman 
como suyas (Rosas, 1995, p. 32).

En México se hablan alrededor de 62 
lenguas indígenas, además de diversas 
variantes dialectales que en ocasiones 
son incluso ininteligibles entre sí. Esta 
característica pluriétnica representa 
un importante patrimonio cultural 
desarrollado a lo largo del tiempo, 
que se expresa en conocimiento 
y relación con la naturaleza, en 
historias, mitos y leyendas, música, 
canto y danza, objetos de arte, entre 
muchas otras expresiones culturales. 
Se trata de un enorme patrimonio de 
la nación: un acervo de la riqueza del 
México del siglo XXI.

Como ya se mencionó, existen 
diversos criterios para cuantificar 
la población indígena de México. 
La CDI consideró que la estimación 
elaborada por el Consejo Nacional 
de Población (CONAPO), a partir 
de los datos censales recabados por 
el Instituto Nacional de Estadística, 
Geografía e Informática (INEGI), 
ha sido adecuada para conocer la 
cantidad de población indígena 
del país. De conformidad con tal 
estimación, la población indígena 

en México es de 12.7 millones de 
personas, lo que representa el 13% 
de la población nacional. 

La proporción de la población indí-
gena estimada para 1990 y 1995 por 
INI-CONAPO y para 2000 por CDI-
PNUD se mantiene en diez indígenas 
por cada cien habitantes del país. Las 
entidades cuya proporción de pobla-
ción indígena es mayor a la nacional 
son las regiones centro, sur y sureste 
del territorio nacional: Yucatán (59%), 
Oaxaca (48%), Quintana Roo (39%), 
Chiapas (28%), Campeche (27%), Hi-
dalgo (24%), Puebla (19%), Guerre-
ro (17%), San Luis Potosí y Veracruz 
(15%, cada uno).4

Al reconocimiento y valoración del 
pasado indígena, que históricamente 
se han dado en México y que han te-
nido mucho que ver con la construc-
ción de una identidad nacional, no ha 
correspondido la capacidad de ofrecer 
a los pueblos indígenas, en el presente, 
condiciones mínimas de salud, educa-
ción y bienestar, así como de expresión 
de sus culturas en igualdad de condi-
ciones que el resto de los mexicanos.5

Sin embargo, aún suele confundirse 
la obtención de los servicios básicos 
(agua, luz, drenaje, por ejemplo) con 
el desarrollo de las comunidades 
indígenas, por lo que es fundamental 
4	 CDI. http://www.cdi.gob.mx/index.php?id_

seccion=90. Diversidad etnolingüística. Ju-
lio 2007. 

5	 CDI. http://www.cdi.gob.mx/index.php?id_
seccion=399. Indicadores socioeconómi-
cos. Agosto 2007.
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recordar que proporcionar dichos 
servicios es la obligación de 
cualquier Estado y no un beneficio 
especial, y mucho menos implica 
el reconocimiento de las demandas 
indígenas en la actualidad nacional. 

El sector indígena es comúnmente 
asociado con la pobreza. Las condi-
ciones de desigualdad en las que vi-
ven los pueblos indígenas con respec-
to al resto de la sociedad también se 
reflejan en el ámbito educativo, en el 
entendido de que la pobreza es la ca-
rencia de los medios adecuados para 
solventar las necesidades básicas de las 
personas, incluyendo, por supuesto, el 
derecho a la educación.

En México, los problemas educativos 
en las regiones indígenas están vin-
culados a múltiples factores intrín-
secamente asociados con la pobreza 
extrema y la marginación. Las loca-
lidades primordial y medianamente 
indígenas se caracterizan por su gran 
dispersión, lo que dificulta aún más la 
introducción de los servicios. Auna-
do a esto, prevalecen otros problemas 
propios de la pobreza extrema, tales 
como la desnutrición, las enfermeda-
des gastrointestinales y respiratorias 
e, incluso, se observa la persistencia 
de las ‘enfermedades residuales’ (tu-
berculosis, paludismo, bocio, entre 
otros), la migración, el trabajo infan-
til asalariado y no asalariado, pero 
necesario en ocasiones para la sub-
sistencia del núcleo familiar, y el bajo 
nivel educativo que, en general, se 
presenta en las zonas rurales.

La lucha indígena nacional

La perspectiva histórica muestra 
que la tensión entre las etnias, el 
Estado y la nación es antigua y ha 
sido persistente en México. 

En diferentes momentos his-
tóricos cada una de esas en-
tidades reclamó autonomía e 
identidad propias, y así generó 
una relación antagónica con las 
otras. Esos conflictos no fue-
ron seguidos por una política 
efectiva de integración nacional 
que unificara los distintos com-
ponentes del cuerpo social y 
al mismo tiempo respetara sus 
tradiciones, particularmente la 
trayectoria de las comunidades 
indígenas, las únicas asentadas 
en una cultura propia, nacida y 
desarrollada en América. En lu-
gar de unidad entre el proyecto 
nacional y las etnias indígenas, 
se manifestó una separación 
cada vez más honda. (Labasti-
da, 2001, p. 394)

La historia reciente de México, la de los 
últimos 500 años, es la historia del en-
frentamiento permanente, en ocasio-
nes violento, entre quienes pretenden 
encauzar al país en el proyecto de la ci-
vilización occidental y quienes resisten 
arraigados en formas de vida de estirpe 
mesoamericana. La adopción del mo-
delo occidental ha dado lugar a que se 
cree, dentro de la sociedad mexicana, 
una especie de país minoritario que se 
organiza de acuerdo con una sociedad 
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distinta a la originaria. Las normas, 
maneras y propósitos de la civilización 
occidental no son compartidos (o lo 
son desde otra perspectiva) por el res-
to de la población nacional originaria; 
a ese sector, que impulsa el proyecto 
dominante puede llamársele México 
imaginario. Las relaciones entre el Mé-
xico profundo y el México imaginario 
han sido conflictivas durante cinco 
siglos que lleva su confrontación. “El 
proyecto occidental del México imagi-
nario ha sido excluyente y negador de 
la civilización mesoamericana; no ha 
habido lugar para una convergencia de 
civilizaciones para dar paso a un nuevo 
proyecto de nación, diferente de los dos 
originales, pero nutrido de ellos” (Bon-
fil Batalla, 2006, p. 21). 

México es una nación constituida a 
partir de la cultura y territorios de sus 
pueblos originarios. Los pueblos indí-
genas actuales conservan la herencia 
de culturas que mundialmente son 
reconocidas por sus adelantos científi-
cos, políticos, sociales y culturales, tales 
como la mexica o la maya. Pese a que 
existen en territorio mexicano casi un 
centenar de pueblos distintos, con sus 
particulares idiomas, tradiciones, usos 
y costumbres, todos responden a prin-
cipios comunes fundamentales, parti-
cularmente el derecho colectivo o con-
cepción de comunidad como centro de 
su organización económica, política, 
social y cultural.

Durante la guerra de Conquista, los 
españoles desarrollaron una estrategia 
de aislamiento y persecución de todos 

los pueblos que encontraban. Inclusive, 
emprendían campañas militares “de 
pacificación” para reclamar para sí te-
rritorios, riquezas y hombres. Aún en la 
actualidad no es posible saber con pre-
cisión cuántos fueron los pueblos que 
desaparecieron completamente ante el 
expansionismo ibérico. Además, los 
pueblos sobrevivientes fueron some-
tidos a olvidar y renegar de su cultu-
ra, bajo pena de tortura y muerte. Los 
principales argumentos de los conquis-
tadores para asesinar sabios indígenas 
fue la acusación de llevar a cabo prác-
ticas de supuesta idolatría, brujería, he-
chicería o herejía. 

A lo largo de la Colonia (de los siglos 
XVI al XIX) se tienen documentadas 
numerosos levantamientos indígenas 
en contra de la esclavitud y la situación 
de explotación del sistema de enco-
miendas de la Nueva España. La guerra 
de Independencia (de 1810 a 1821) fue 
protagonizada también en muchas de 
sus batallas principales por cuerpos ar-
mados de los más distintos pueblos in-
dígenas; no obstante, el uso que se hizo 
de las poblaciones indígenas a favor del 
poder criollo en contra de los grupos 
peninsulares, sobre todo en la primera 
etapa de la Independencia, en la defensa 
de la causa de Fernando VII y en contra 
de la invasión de Napoleón I a España. 
Es hasta una superior etapa cuando se 
buscó la auténtica autonomía de la po-
blación mexicana frente a la Corona 
española y la abolición de la esclavitud.

Por ello, afirma Guillermo Bonfil 
(2006, p. 21): 
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La mancuerna de poder y 
civilización occidental, en un 
polo, y sujeción y civilización 
mesoamericana en el otro no 
es una coincidencia, sino el 
resultado necesario de una 
historia colonial que hasta 
ahora no ha sido cancelada 
en el interior de la sociedad 
mexicana. La descolonización 
de México fue incompleta: se 
obtuvo la independencia frente 
a España, pero no se eliminó la 
estructura colonial interna. 

Así, los diversos proyectos nacionales 
conforme a los cuales se ha pretendido 
organizar a la sociedad mexicana en 
los distintos períodos de su historia 
independiente han sido en todos 
los casos proyectos encuadrados 
exclusivamente en el marco de la 
civilización occidental, en los que 
la realidad del México profundo 
no tiene cabida y es contemplada 
únicamente como símbolo de atraso 
y obstáculo a vencer.

El México profundo, entre tanto, 
resiste apelando a las estrategias más 
diversas según las circunstancias de 
dominación a la que es sometido. No 
es un México pasivo, estático, sino 
que vive en tensión permanente; los 
pueblos del México profundo callan 
o se rebelan, según una estrategia 
afinada por siglos de resistencia, 
concluye Bonfil.

Ya en la época independiente son 
famosas las batallas que ejércitos in-

dígenas libraron durante las continuas 
entre centralistas y republicanos. En 
esos años también se llevaron a cabo 
guerras contra ejércitos invasores, re-
sultado de las cuales México perdió 
importantes fracciones de su territorio 
ante el expansionismo estadounidense. 
En los territorios perdidos por México, 
quedaron decenas de pueblos indíge-
nas, que serían perseguidos en las con-
tiendas de colonización de la entonces 
costa oeste de EEUU, para finalmente 
ser confinados a reservaciones. 

Explica Carlos Montemayor: 

Cuando la llamada Guerra de 
Castas, José María Luis Mora 
era embajador en Inglaterra. En 
1848 solicitó al gobierno inglés 
que ayudara a reprimir a los 
indios de Yucatán que perse-
guían con ‘inaudita barbarie el 
designio de exterminar la raza 
blanca’. El ministro Palmerson 
replicó: ‘nada es a ustedes tan 
importante ahora como el blan-
quear su población’; es decir, 
emprender una nueva coloni-
zación con grupos europeos. 
Mora tomó en serio esa indi-
cación y reiteró oficialmente la 
necesidad de fusionar todas las 
razas y ‘colores’, mediante una 
colonización que favoreciera a 
los colonos blancos por encima 
de los ‘indios’, porque los ‘in-
dios’ eran únicamente capaces 
de ‘odios irreconciliables’ y “re-
voluciones sangrientas”. (Bonfil 
Batalla, 2006, p. 22)
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Gonzalo Aguirre Beltrán expuso este 
conflicto de los grupos liberales. La 
presencia indígena en la vida nacional 
implicó la necesidad imperiosa de 
asignarle una nueva identidad. Para 
los liberales del siglo XIX el “indio” 
era una carga que la Colonia había 
heredado a la nación, un obstáculo 
para el desarrollo y la modernidad. 

Los gobiernos partieron de esta 
supuesta inferioridad y se propusieron 
redimirlos en algunos casos mediante 
una nueva esclavitud, por la represión, 
por la educación o, en el siglo XX, por 
su incorporación a la sociedad nacional 
y a los “beneficios” de la civilización 
moderna (Bonfil Batalla, 2006).

Es decir, “al finalizar la contienda entre 
liberales y conservadores se impone 
el programa liberal, el cual propicia 
que las corporaciones indígenas 
fueran despojadas de su derecho a la 
propiedad convirtiéndola en propiedad 
privada. Así, el indígena se convierte en 
agricultor pobre y explotado” (Bonfil 
Batalla, 2006: p. 22). 

Más tarde, en la guerra contra la Inter-
vención Francesa, el Ejército de Mé-
xico, compuesto principalmente por 
indígenas zacapoaxtlas, derrotó el 4 y 5 
de mayo de 1862 al ejército imperial de 
Napoleón III y, posteriormente, con-
cluyó el Segundo Imperio de Maximi-
liano de Habsburgo (1864-1867).

Una vez restaurada la República y 
siendo presidente Benito Juárez, indí-
gena zapoteco de Oaxaca, se emprende 

la reconstrucción del país con base en 
un programa liberal. Sin embargo, con 
la intención de reactivar la economía, 
desamortiza los bienes de la iglesia y 
promueve la desaparición de la tenen-
cia colectiva de la tierra por parte de 
los pueblos indígenas. Su proyecto era 
privatizar la tierra para que así pudiera 
comercializarse libremente.

La Constitución liberal de 1857, 
al declarar ciudadanos iguales a 
todos los habitantes de la Repú-
blica, privó a los grupos étnicos 
del derecho que amparaba sus 
formas de vida comunitaria, los 
despojó de personalidad jurí-
dica para defender sus tierras y 
no proveyó ninguna legislación 
social a su favor. (Labastida, 
2001, p.395)

Entonces, según Julio Labastida, en 
ese siglo los pueblos indígenas se 
convirtieron además en parias políti-
cos, ya que ni el Estado ni los partidos 
políticos defendieron su causa. Por el 
contrario, se apoderaban de sus tie-
rras, destruían las instituciones que 
cohesionaban las identidades étnicas 
y combatían las tradiciones, la cul-
tura y los valores indígenas. De este 
modo, desde la República misma se 
forjó una triple oposición contra el 
mundo indígena. 

La primera fue profundizada por las 
élites dirigentes, el partido liberal y 
el conservador, que rechazaron a los 
grupos indígenas como parte consti-
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tutiva de sus proyectos políticos. La 
segunda fue la oposición que se con-
figuró entre el Estado y los diversos 
grupos étnicos, a los cuales el prime-
ro declaró la guerra cuando estos no 
se avinieron a sus leyes y mandatos. 
La tercera fue una resultante de las 
dos anteriores: la exclusión de los 
grupos indígenas del proyecto na-
cional. La consecuencia de esa triple 
contradicción fue la serie de explo-
siones indígenas.

El agravio a los pueblos indígenas 
más evidente de la actitud estatal fue 
no reconocerlos como comunidades 
merecedoras de un lugar digno en la 
República que construían los grupos 
dirigentes. Desde la Independencia, 
los autores de los proyectos naciona-
les trataron al indígena igual o peor 
que los conquistadores del siglo XVI. 
Por ejemplo, en el siglo XIX ni siquie-
ra se encuentra una figura semejan-
te a la de Bartolomé de Las Casas o 
Francisco Javier Clavijero. 

El ataque a los valores y las tradiciones 
indígenas alimentó una conciencia 
social excluyente que condujo a la in-
tolerancia del otro ser. Tal es el señala-
miento que calificaba a los pueblos in-
dígenas como enemigos del progreso 
o la acusación de que eran culpables 
del atraso y los fracasos del país. 

Es decir, se difundió una imagen de-
gradada y salvaje de la población in-
dígena, que se generalizó en ese siglo 
y se adentró en las partes más profun-
das de la conciencia nacional. Solo de 

manera excepcional y en la medida 
en que les consideraron como traba-
jadores aprovechables algunos secto-
res les defendieron (Labastida, 2001).

Quienes tuvieron control sobre la de-
cisión de los asuntos públicos pensa-
ron que la solución de los problemas 
nacionales estaba en la gente blanca y 
extranjera, no en los antiguos pobla-
dores. Por ello, ofrecieron las mejores 
tierras a una ilusoria migración eu-
ropea que nunca llegó y despojaron 
de sus propiedades ancestrales a los 
hijos naturales del país. El resultado 
de esa política implacable fue la sepa-
ración económica, social y espiritual 
entre la llamada ‘gente decente’ y las 
mayorías indígenas y campesinas.

Esta situación fue llevada al extremo 
por el Estado que surgió en la segun-
da mitad del siglo XIX, obsesionado 
por implantar los principios del li-
beralismo europeo, aun cuando esos 
valores chocaran con los tradiciona-
les de la mayoría de gente en México. 
El vehículo que integró esas nuevas 
funciones del Estado fue el naciona-
lismo, una ideología que se desarrolló 
con gran fuerza después de las inva-
siones norteamericana y francesa. 
(Labastida, 2001).

Posteriormente, uno de los principa-
les jefes militares de Juárez, el tam-
bién indígena oaxaqueño Porfirio 
Díaz, se convertiría en dictador por 
más de 30 años, hasta el estallido de la 
Revolución Mexicana en 1910. En su 
gobierno, Díaz y el grupo intelectual 
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extranjero que le asesoraba, llamado 
“científicos”, impulsaron una política 
de modernización, basada en el apo-
yo a las haciendas, lo que favorecía la 
clase aristócrata nacional y extran-
jera, pero no a las clases bajas, entre 
ellas a indígenas, quienes fueron con-
vertidos en peones. 

Asimismo, Díaz buscaba detener los 
brotes de inconformidad que surgían 
en distintos puntos del país, utilizan-
do a los conocidos “rurales”, policías 
que sometían las sublevaciones. “Du-
rante el Porfiriato se usó la fuerza 
para contener a los indígenas que pe-
dían la resolución de sus demandas y 
se le dio amplias oportunidades a la 
inversión extranjera, lo que permitió 
que existieran grandes latifundios no 
nacionales en todo el país” (García 
Romero, 2001, p. 363).

En la Colonia el indio fue con-
siderado tan vasallo de la Co-
rona como los españoles, pero 
en realidad quedó sometido a 
un régimen de tutela y a una 
persistente represión y despo-
jo. Sin embargo, el liberalismo 
mexicano destruyó más comu-
nidades en un siglo de las que 
la Colonia destruyó a lo largo 
de 300 años. La paradoja entre 
la igualdad jurídica formal y la 
desigualdad social real ayudó al 
encumbramiento de un nuevo 
hacendado y latifundista liberal 
quien llegó a su plenitud duran-
te el régimen de Porfirio Díaz. 
(Montemayor, 2001, p. 23)

El nacionalismo mexicano, como 
sus semejantes hispanoamericanos, 
antecedió al europeo y se manifestó 
con rasgos originales. El nacionalis-
mo tuvo sustento en el patriotismo 
criollo, un sentimiento colectivo que 
en el siglo XVIII había logrado crear 
identidades sociales que se reconocían 
por el orgullo de haber nacido en una 
patria colmada de riqueza natural y 
bendecida por la aparición milagrosa 
de la madre de Dios, la Virgen de Gua-
dalupe, según los dogmas católicos. 

Durante la Guerra de Independencia 
(1810-1821), el patriotismo criollo 
se convirtió en discurso nacionalis-
ta. Es decir, el nacionalismo mexica-
no fue alimentado por la convicción 
de que la población y el territorio 
patrio no podían florecer mientras 
persistiera el lazo que ataba al país 
con un poder extranjero.

La invasión norteamericana de 1847 y 
la francesa de 1864-1867 convirtieron 
ese nacionalismo incipiente en un dis-
curso antiimperialista y anticolonial. La 
humillante derrota que propinaron las 
tropas estadounidenses sobre las fuer-
zas nacionales, seguida por la pérdida 
de más de la mitad del territorio, trajo 
consigo dos consecuencias: Primera, un 
hondo sentimiento de culpa que obligó 
a emprender una revisión del concepto 
de nación y de las debilidades del Esta-
do. Segunda, un cambio sustancial en la 
manera de pensar y hacer la política.

El liberalismo doctrinario que 
caracterizó a la primera mitad 
del siglo fue remplazado, de 
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1897 en adelante, por un libe-
ralismo pragmático, por una 
práctica política fundada en su 
capacidad para transformar la 
realidad. Una de las expresio-
nes más claras de esa nueva 
política fue la creación de los 
símbolos y ritos que en adelan-
te representaron a la nación. 

En lugar de confiar la transfor-
mación del país a las constitu-
ciones, los gobiernos de Juárez, 
Lerdo de Tejada y Díaz, en la 
segunda mitad del siglo XIX, 
hicieron de las instituciones 
del Estado los instrumentos 
del cambio que deseaban im-
plantar en la sociedad. Otro 
difusor del nacionalismo fue 
la que podría denominarse la 
“historia oficial’. 

El libro de historia integró la 
memoria desmembrada del 
país en un relato coherente, 
que comenzaba en el lejano 
tiempo prehispánico y con-
cluía en el ‘próspero presente 
porfirista’. Es decir, se dotó de 
unidad a tres pasados hasta 
entonces irreconciliables: la 
época prehispánica, el pasado 
colonial y la era republicana. 
(Labastida, 2001, p.397)

El mensaje uniformador que difun-
día el relato histórico se extendió a 
otras áreas de la cultura, como la lite-
ratura o la pintura. Al fundirse estas 
diversas corrientes con el proyecto 
político de crear el Estado nacional 

apareció lo que Benedict Anderson 
ha llamado una ‘comunidad política 
imaginada’. Imaginada, porque los 
distintos miembros de ella ni se co-
nocían ni tuvieron contacto nunca y, 
pese a ello, en sus mentes se instaló 
la idea de que pertenecían a una en-
tidad denominada nación mexicana. 
Comunidad política, en fin, porque 
se concebía en el marco de un terri-
torio limitado por fronteras con otras 
naciones y se consideraba un estado 
autónomo y soberano. Es decir, el 
nacionalismo que predicó el Estado 
uniformó las creencias colectivas.

La faz oscura del nacionalismo apare-
ció en diferentes países, cuando asu-
mió la forma de una relación nacional 
que situó a la nación abstracta por en-
cima de la política y de los grupos hu-
manos que la integraban. En todos los 
casos en que el nacionalismo adoptó la 
forma de culto político, sus mitos ad-
quirieron el carácter de fundamentos 
inmutables de la nación y asumió los 
rasgos de una ideología intolerante, 
firme en rechazar cualquier concep-
ción que tuviera otras tradiciones. El 
paso de los sentimientos patrióticos 
de finales de siglo a una ideología na-
cionalista manipulada por la clase di-
rigente hizo de ese nacionalismo una 
ideología oficial opuesta a cualquier 
otra concepción de la nación. El na-
cionalismo, lógicamente, recrudeció 
su rechazo a los grupos étnicos que 
sustentaban sus propias ideas de iden-
tidad. El nacionalismo porfiriano se 
volvió intolerante. 
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La violencia contra las tradiciones 
comunitarias provocó un resurgi-
miento general de las reivindicacio-
nes indígenas en las distintas regio-
nes del territorio nacional que, en las 
lenguas más diversas, demandaban la 
devolución de sus tierras, respeto a 
sus derechos ancestrales, castigo a los 
crímenes de los grupos ladinos, reco-
nocimiento de las identidades indíge-
nas y comunitarias, protección legal 
para sus pueblos y lenguas, justicia, 
entre otras demandas. Por primera 
vez se escucharon sus voces.

El continuo asedio a las tierras y los 
derechos campesinos convirtió el pro-
blema indígena en un problema na-
cional. El ataque conjunto del Estado 
y los grupos ladinos unificó a los ais-
lados pueblos indígenas, por ejemplo, 
los grupos asentados en el área maya 
se confederaron, formaron ejércitos 
numerosos y defendieron sus tierras. 

Los reclamos de justicia agraria, tierra 
y libertad, o respeto a los derechos de 
los pueblos se convirtieron en lemas 
políticos. Por ello, a finales del siglo 
XIX el ataque contra las comunida-
des indígenas fue general, ya que una 
de las invenciones mejor logradas de 
la ideología que construyó el Porfiria-
to fue la definición del mestizo como 
síntesis de lo mexicano.6 

Para finales de la primera década del 
siglo XX, un grupo intelectual, enca-
bezado por Francisco I. Madero, dis-

6	 CNI. http://www.laneta.apc.org/cni/mh.htm. 
Agosto 2007.

putaría la Presidencia de la República. 
Después de las elecciones fraudulentas 
de las que fue objeto, es hecho prisio-
nero y, en el exilio, finalmente convo-
ca a la sublevación a través del Plan de 
San Luis. Porfirio Díaz es derrotado.

Sin embargo, una vez que Madero ha-
bía llegado al poder, ignora al sector 
campesino que le apoyó. Ante ello, el 
Ejército Libertador del Sur (ELS), en-
cabezado por el líder indígena cam-
pesino Emiliano Zapata, proclama su 
Plan de Ayala en 1911 y retoma los 
principios del Plan de San Luis, agre-
gando el lema magonista de “Tierra y 
Libertad, la tierra es de quien la tra-
baja” y reafirmando las principales 
demandas de los pueblos indígenas y 
campesinos de México: la restitución 
de las tierras comunales.

Cuando Madero es asesinado en el 
episodio conocido como la “Decena 
Trágica”, usurpa el poder el militar 
Victoriano Huerta, apoyado por el 
gobierno norteamericano, convierte 
en uno de sus principales enemigos 
a Zapata y su ejército de indígenas 
campesinos. Sin embargo, al norte 
del país surge con fuerza la resisten-
cia en contra del usurpador, y se crea 
el Ejército Constitucionalista encabe-
zado por Venustiano Carranza, exgo-
bernador de Coahuila y hacendado 
en la época de Porfirio Díaz. 

Entre los cuerpos del Ejército Cons-
titucionalista destacan el Ejército del 
Noroeste, encabezado por Álvaro 
Obregón y en la región del Golfo, Pa-
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blo González, pero principalmente 
la llamada “División del Norte” co-
mandada por el líder revolucionario 
Francisco Villa, que nunca fue reco-
nocida como un verdadero ejército, 
aunque fuera más poderoso que los 
anteriores, debido principalmente a 
estar compuesta y dirigida por cam-
pesinos que antagonizaron con Ca-
rranza y Obregón.

A la caída del usurpador Victoriano 
Huerta, Carranza se proclama pri-
mer jefe de la Revolución y asume la 
Presidencia. Los ejércitos de Zapata y 
Villa no están de acuerdo y convocan 
a la Convención de Aguascalientes. 
Carranza pierde y se va a Veracruz, 
recién desocupada por el ejército in-
vasor de Estados Unidos. Zapatistas y 
villistas toman la Ciudad de México 
y encargan el gobierno al presidente 
surgido de la Convención, Eulalio 
Gutiérrez, quien huiría a integrarse a 
las fuerzas carrancistas.

La fuerza indígena y campesina de 
la Revolución Mexicana fue vencida 
por su propia incapacidad de formu-
lar un programa sólido para consoli-
dar el poder real de la República. La 
Revolución Mexicana significó para 
los grupos indígenas la posibilidad de 
ser parte del proyecto nacional. Re-
presentados por Emiliano Zapata, el 
proyecto parecía tener la posibilidad 
de ser alternativo.

La defensa de los pueblos, 
su orientación agraria, su no 
renuncia a las formas reales 

de vida forjadas a través de los 
siglos, le otorgan al movimiento 
zapatista un lugar especial, 
diferente dentro de las corrientes 
que conformaron la Revolución.

No obstante, la Revolución 
Mexicana no significó un cam-
bio de rumbo en lo que atañe 
a la población indígena, el pro-
yecto planteaba reivindicacio-
nes condicionadas a través de 
las cuales los beneficios que 
se otorgaban fueron al mis-
mo tiempo los instrumentos 
de integración, esto es para su 
desindianización. (Bonfil Ba-
talla, 2006, p.105)

A nivel nacional, además de las rebe-
liones por la lucha del poder entre los 
generales revolucionarios, se desarro-
lló la Guerra de los Cristeros, la cual 
fue derrotada en sus aspiraciones de 
restituir a la Iglesia los poderes que 
había perdido con Juárez. La rebelión 
de los Cristeros y el movimiento zapa-
tista chiapaneco son consideradas las 
dos grandes rebeliones en contra del 
poder institucional posrevolucionario.

Con el presidente Lázaro Cárdenas 
se hizo reversible la creación de los 
ejidos, se protegieron las propiedades 
comunales y se introdujo la educa-
ción bilingüe, aunque sus sucesores 
no continuaron con esta política. 
Ante la postergación de soluciones 
para los pueblos indígenas, el gobier-
no de Miguel Alemán crea en 1948 el 
Instituto Nacional Indigenista (INI), 
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cuyo primer centro coordinador se 
establecería en Chiapas, como una 
forma de atender y canalizar las de-
mandas indígenas. En pleno auge de 
la etapa modernizadora de los go-
biernos del PRI, en las décadas de 
1950 y 1960 surgieron movimientos 
sociales, algunos con base indígena 
y campesina, como lo fueron el mo-
vimiento jaramillista, heredero de la 
lucha de Zapata en el Estado de Mo-
relos. Su máximo dirigente, Rubén 
Jaramillo, fue asesinado.

Ya en la década de 1970, después de 
las represiones gubernamentales del 
2 de octubre de 1968 y del 10 de junio 
de 1971, encabezadas por el entonces 
presidente Díaz Ordaz y luego por 
el siguiente presidente Luis Echeve-
rría Álvarez, respectivamente, surge 
una nueva etapa en la guerra de gue-
rrillas, que tendría uno de sus focos 
principales en la Sierra de Guerrero 
y las figuras de los maestros rurales 
Genaro Vázquez y Lucio Cabañas, 
quienes comandaban guerrillas cam-
pesinas extremadamente politizadas 
en la lucha de clases y la revolución 
social, quienes finalmente son derro-
tados y asesinados.

En 1974 se realiza en Chiapas el Con-
greso Nacional Indígena (CNI), que 
reunió a representantes de todos los 
pueblos indígenas de la entidad y del 
país. En él se bosquejaron lo que se-
rían las principales directrices para 
resolver algunos de los principa-
les problemas indígenas, pero poco 

pudo desarrollarse.7 Díaz Ordaz re-
cortó notablemente el presupuesto 
destinado a la política indigenista y, 
en consecuencia, al INI. Contraria-
mente a Díaz Ordaz, Luis Echeverría 
pretendió recuperar la confianza de la 
sociedad e imprimió un populismo, 
en apoyo a las instituciones guberna-
mentales y no gubernamentales dedi-
cadas de alguna manera a la atención 
de los pueblos indígenas. 

Su sucesor López Portillo, en 1977, se 
pronunció porque el INI respetara la 
organización social, valores culturales 
y usos de las distintas etnias del país. 
En 1982, con la adopción del neolibe-
ralismo, la política social no fue la ex-
cepción en la imposición de una serie 
de medidas a favor del nuevo modelo 
económico. Debido a que la mayor 
parte de la población indígena se de-
dica al agro, a continuación, se hace 
mención de algunos efectos del nuevo 
modelo en el campo mexicano. 

Según Estela Martínez:

En el campo el Estado estable-
ció los límites a sus actividades 
y obligaciones, impulsando la 
autonomía e independencia de 
la gente, factores de producción, 
de tal modo que se crearon las 
condiciones de una nueva ex-
pansión comercial y producti-
va a partir de las acciones que 
los propios factores producti-
vos realicen, en condiciones de 

7	 http://www.laneta.apc.org/cni/mh.htm. 
Agosto 2007.
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mayor competitividad, expe-
riencia de inversión, desarrollo 
técnico y aprovechamiento de 
las ventajas comparativas que 
las nuevas condiciones requie-
ren. (Martínez Estela y Sergio 
Sarmiento 1996, p.319)

Con base en esta visión, a partir del 
gobierno de Miguel De la Madrid se 
da prioridad a la agroexportación, 
se abrió el mercado nacional, se 
apoyó el capital privado y se dejó 
al abandono el sector social. Este 
abandono se manifiesta en el 
cambio de actitud hacia la población 
indígena. La actividad del INI fue 
decreciendo y comenzó a notarse 
una mayor presencia de organismos 
no gubernamentales dedicados a la 
cuestión indígena.

En materia agrícola, la modernización 
del aparato productivo se resume en 
cuatro puntos básicos: 

1.	 La reforma institucional.

2.	 Cambio de fomento y estímulo 
a la producción.

3.	 Reforma de la legislación agraria.

4.	 Modernización de las organiza-
ciones de productores, para que 
sean capaces de intervenir en el 
diseño y puesta en marcha de 
políticas y programas concretos 
para el agro. (Martínez Estela y 
Sergio Sarmiento , 1996, p. 323)

Entre las décadas de 1980 y 1990 co-
menzaron los preparativos a nivel na-
cional e internacional sobre el signifi-
cado del Quinto Centenario del viaje 
de Colón a América. Se organizó la 
“Campaña Continental 500 Años de 
Resistencia” y el Consejo Mexicano 
“500 Años de Resistencia Indígena, 
Negra y Popular”, que acercó a diver-
sas organizaciones indígenas, cam-
pesinas, obreras, populares, sindica-
tos, académicas y estudiantiles entre 
otras, en torno al rechazo a la cultura 
del neoliberalismo. 

En marzo de 1992 se realiza la prime-
ra gran marcha indígena que atravesó 
el país desde Palenque, Chiapas, has-
ta la Ciudad de México, con las con-
signas sociales de defensa de los de-
rechos humanos, cese a la represión 
y respeto a las autoridades propias. 
Para octubre de 1992 miles de indí-
genas toman las principales ciudades 
del país, manifestándose pacífica-
mente exigiendo que sus demandas 
fueran atendidas. 

En San Cristóbal de las Casas, Chia-
pas y en Morelia, Michoacán son de-
rribadas las efigies de los conquista-
dores, mientras que en la Ciudad de 
México se falla en el intento de derri-
bar la de Cristóbal Colón. La Ciudad 
de México es el destino de dos gran-
des marchas de más de diez días de 
duración procedentes de Guerrero y 
Oaxaca principalmente.

Carlos Salinas accede a atender los 
reclamos a través del INI y la SEDE-
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SOL. Las reuniones de seguimiento 
de los acuerdos fueron diluyendo 
hasta el hastío las demandas indíge-
nas, que llegaron a su disolución total 
en marzo de 1993. Diversas organiza-
ciones indígenas emprenden nueva-
mente la movilización, entre ellas el 
Consejo Guerrerense “500 Años de 
Resistencia Indígena”. 

Se realizan también congresos regiona-
les y encuentros internacionales para 
evaluar la situación indígena de todo el 
continente, entre ellos el de la Coordi-
nadora de Naciones Indígenas del Con-
tinente (CONIC) en octubre de 1993, 
en Temoaya, Estado de México.8

Por ello, el conflicto que renació entre 
el Estado nacional y los grupos étni-
cos en 1994 sigue siendo un conflicto 
del pasado, pero sobre todo difícil de 
resolver en el futuro por las variantes 
ya mencionadas. 

Por una parte, porque la revi-
sión de la historia advierte que 
uno de los mayores obstáculos 
para comprender esos fenóme-
nos sociales ha sido la presun-
ción errónea de que existe una 
sola realidad mexicana. Contra 
esta concepción, el proceso his-
tórico muestra la presencia de 
diversas identidades, en con-
flicto constante unas con otras. 

Por otra parte, otro error que 
no permite comprender real-
mente las identidades colec-

8	 http://www.laneta.apc.org/cni/mh.htm. 
Agosto 2007.

tivas es la que las considera 
como construcciones inmuta-
bles, incluso a través del tiem-
po –es decir, que las comuni-
dades indígenas del pasado 
son las mismas que las del pre-
sente y lo serán en el futuro-, 
cuando la realidad es que son 
maleables a las influencias del 
exterior. (Labastida Martín del 
Campo, 2001, p. 404)

Este conflicto se ha agudizado en el 
caso de México porque vivió la trá-
gica experiencia colonial. En lugar 
de reconocer la realidad híbrida que 
habita en los diversos ámbitos de la 
sociedad desde el siglo XVI, unos 
sectores se empeñaron en asumirse 
indígenas, otros renegaron de esa he-
rencia y se identificaron con el legado 
occidental, y otros más reconocieron 
ser mestizos, pero de una forma res-
tringida, que no incluía la plena acep-
tación de los otros sectores sociales.

Es decir, a partir del inicio de la vida 
independiente de la nación, entre el 
‘indio’ real y el ‘indio’ que destruyó 
la Conquista y que formaba parte 
del pasado glorioso de México, de la 
mexicanidad, no había ya relación al-
guna. De ahí que a juicio del sector 
dirigente del país el ‘indio’ no pudiera 
redimirse sino gracias al contacto con 
el blanco. Estas imágenes perduran 
hasta nuestros días.

Algo de esta visión del indígena per-
manecía en el comunicado oficial que 
el gobierno de Chiapas emitió el 1° de 

203Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 27 (2), II Semestre 2016 (EISSN: 2215-4221)

27

La lucha de los pueblos originarios en México por el reconocimiento de sus derechos



enero de 1994, cuando surgió el Ejer-
cito Zapatista de Liberación Nacional 
(EZLN): “Diversos grupos de campe-
sinos chiapanecos que ascienden a un 
total de cerca de 200 individuos, en 
su mayoría monolingües, han realiza-
do actos de provocación y violencia 
en cuatro localidades de la entidad, 
que son San Cristóbal de las Casas, 
Ocosingo, Altamirano y Las Margari-
tas” (Montemayor, 2001, p. 69).

|Como si la condición indígena “mo-
nolingüe” fuera sinónimo de primiti-
vismo y violencia; como si se olvidara 
que la mayor parte de la población 
mexicana es monolingüe, ya que solo 
habla español, no como los tzeltales, 
tzotziles o mixtecos, por ejemplo, que 
además de su lengua materna, hablan 
castellano y a menudo otra lengua de 
la región. El nacionalismo mestizo 
mal entendido, el racismo escondido 
y las políticas indigenistas demagógi-
cas han destruido más comunidades 
indígenas de las que la Colonia des-
truyó en trescientos años.

Sustituir la realidad de la ma-
yoría de la sociedad mexicana 
es seguir desgastando la ener-
gía y los recursos de la nación, 
en vez de crear las condiciones 
para que esa realidad se trans-
forme a partir de su propia po-
tencialidad, esa fuerza creado-
ra que no ha podido explayarse 
en todos los ámbitos, porque la 
dominación colonial la ha ne-
gado y obligado a la resistencia 
para sobrevivir. 

Esa potencialidad es la civiliza-
ción del México profundo; por-
que precisamente con esa civili-
zación y no contra ella es como 
puede construirse un proyecto 
real, mexicano en su totali-
dad, que desplace al proyecto 
del México imaginario injusto, 
impráctico e ineficaz, como los 
hechos han demostrado que es, 
para crear una sociedad verda-
deramente democrática. (Bon-
fil Batalla, 2006, p. 12)

La búsqueda de reivindicación y 
autonomía

A lo largo de las últimas décadas, y 
particularmente desde principios 
de los 90, en México, originado en 
gran parte por el surgimiento del 
movimiento zapatista chiapaneco, 
se reaviva el término indigenismo. 
Como ya se ha abordado en la pre-
sente investigación, el indigenismo 
es la ideología para fundar la acción 
de mejoramiento del indígena sobre 
una base científica. Sostiene que el 
pueblo indígena tiene los mismos 
derechos que el resto de la pobla-
ción, en este caso de la República 
Mexicana, y que es un deber del Es-
tado integrarlo a la nacionalidad.

Obviamente, el resurgimiento del uso 
del término no implica que anterior-
mente no se hayan dado movimien-
tos indígenas o planeado políticas 
indigenistas. Incluso, puede definirse 
la guerra de Conquista como una po-
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lítica indigenista en tanto afectó sus-
tancialmente a la población indígena 
de aquella época. 

En 1957, Gonzalo Aguirre Beltrán, 
uno de los indigenistas de mayor in-
fluencia en América, resume el núcleo 
del proyecto indigenista al concebirlo 
como “ideología del mestizaje, méto-
do y técnica de unificación nacional” 
(Sotres Mutio, 2003, p. 66).

En 1970 se puede fijar el inicio de dos 
movimientos de contestación al indi-
genismo que marcaron toda la déca-
da. Por una parte, se desarrolla una 
corriente teórica que cuestiona, des-
de los centros académicos, los funda-
mentos mismos del movimiento. A 
escala latinoamericana esa posición 
se expresa en la Declaración de Bar-
bados, de 1971, que defiende el dere-
cho de los pueblos indígenas a ser 
protagonistas de su historia y gestores 
de su propio destino; asimismo hace 
un llamado a los gobiernos, las igle-
sias y los equipos científicos sociales 
a cumplir su misión en concordancia 
con ese objetivo.

Simultáneamente surge otro movi-
miento con objetivos similares, pero, 
de hecho, más importante. En todos 
los países con población indígena 
comienzan a aparecer organizaciones 
políticas indígenas actúan en el terre-
no político regional, nacional y aún 
internacional. Surge una nueva in-
telectualidad constituida por personas 
que recuperan su identidad india tras 
un largo proceso de desindianización.

Ante esta situación, los gobiernos 
se han visto obligados a revisar sus 
políticas indigenistas, e incluir en 
las constituciones políticas locales, 
derechos específicos de acuerdo con 
los pueblos indígenas de América 
(Bobbio, 1976).

Porque debe explorarse la pre-
sencia de la civilización mesoa-
mericana en otros grupos de la 
sociedad que no se reconocen 
a sí mismos como ‘indios’. Aquí 
se pone en evidencia la desin-
dianización, esto es, la pérdida 
de la identidad colectiva origi-
nal como resultado del proceso 
de dominio colonial. El cam-
bio de identidad, sin embargo, 
no implica necesariamente la 
pérdida de la cultura ‘india’, 
como lo prueba la realidad de 
las comunidades campesinas 
tradicionales que se identifican 
como mestizas. (Bonfil Batalla, 
2006, p. 98)

Son dos las demandas básicas que ca-
racterizan el movimiento indígena en 
México a partir de la década de 1990: 
la autodeterminación -de carácter 
reivindicatorio- y la autonomía. La 
cuestión fundamental del movimien-
to indígena actual es el tema del re-
conocimiento. La demanda indígena 
exige, en lo fundamental, que el Es-
tado y la sociedad reconozcan a los 
pueblos indígenas. 

Ha cambiado la perspectiva de 
las demandas indígenas des-
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pués de la década de 1960. Has-
ta aquella época, los indígenas 
demandaban primordialmente 
recursos. La tierra era la base 
y centro de la demanda indíge-
na. Conformaban movimientos 
agraristas, de lucha por la tie-
rra, por un espacio donde vivir 
y trabajar. Es por ello que eran 
considerados campesinos, ya 
que hasta ese momento no con-
sideraban el reconocimiento ét-
nico como el aspecto principal.

No significa que los movimien-
tos indígenas de la década de 
1990 no demanden tierra. Pero 
la tierra y la defensa territorial 
agraria y rural no es el centro 
de la demanda. El centro de la 
demanda actual es más amplio, 
de carácter cultural e implica a 
toda la sociedad nacional. Se 
trata del reconocimiento de 
la existencia de colectivos in-
dígenas, de pueblos indígenas 
en el interior de la nación. Es 
la demanda de una sociedad 
multiétnica. Por ello, las refor-
mas constitucionales en dicho 
sentido son un aspecto impor-
tante de discusión. (Bengoa, 
2007, p. 128.)

La identidad cultural de los pueblos 
indígenas actuales se está reinventan-
do, ya que se trata de hacer frente a 
un discurso híbrido, como menciona 
Néstor García Canclini. La vida indí-
gena actual está globalizada también 
y exige preguntas sobre identidad, 
porque a la vez que debe mostrar su 

carácter indígena como pueblo, tam-
bién su especificidad como comuni-
dad, abandonar la idealización del 
pasado y participar en la globalidad 
(Bengoa, 2007). Tales son realidades 
y retos de los pueblos indígenas en el 
presente siglo. La demanda ecológica, 
relacionada con la indígena, lo que 
podría llamarse “etnoecologismo” o 
“ecoetnicidad”, para los pueblos indí-
genas ha significado, en la actualidad, 
un reforzamiento de su discurso y de 
su capacidad política para establecer 
alianzas (Bengoa, 2007)

Respecto a la autodetermina-
ción, también conocida como 
autodecisión, se puede definir 
como la capacidad que pobla-
ciones suficientemente defi-
nidas, desde el punto de vista 
étnico y cultura, tienen para 
disponer de sí mismas y el de-
recho que un pueblo tiene den-
tro de un Estado para elegir la 
forma de gobierno que desee. 

En esta definición se pueden 
distinguir un aspecto de orden 
internacional que consiste en el 
derecho de un pueblo a no ser 
sometido a la soberanía de un 
determinado Estado contra su 
voluntad, y de separarse de un 
Estado al que no quiere estar su-
jeto-derecho de independencia 
política- así como un aspecto de 
orden interno, que consiste en el 
derecho de cada pueblo a escoger 
para sí la forma de gobierno que 
prefiere. (Bobbio, 1976: p. 99)
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La autodeterminación hace 
posible que un pueblo disuel-
va los lazos políticos que lo 
han conectado a otro, si así 
lo considera necesario. Es un 
concepto íntimamente ligado 
con los derechos humanos. 
Además es un derecho a la in-
dependencia, como en el caso 
de los pueblos sometidos al 
dominio colonial; o pueblos 
con una identidad nacional 
indiscutible, que como mino-
ría forman parte de la pobla-
ción de un Estado, pero que se 
sientan separados de ella por la 
historia, la cultura, el idioma, 
entre otros factores.

Asimismo y en forma trascen-
dente, este principio reconoce 
el derecho que tienen los pue-
blos a constituirse como Esta-
dos independientes. Sin em-
bargo, en la práctica se limita 
sólo a la descolonización y no 
se identifica con el derecho 
de secesión. (Hernández-Vela 
Salgado, 1996, p. 37)

Una de las formas concretas de 
ejercer el derecho a la libre autode-
terminación es la autonomía. Es la 
capacidad de decidir el destino, las 
cuestiones y acciones más inmediatas 
en las comunidades. 

Autonomía, en un sentido po-
lítico, es la potestad particular 
que dentro del Estado pueden 
gozar municipios, provincias, 

regiones u otras entidades de 
éste para regir intereses pecu-
liares de su vida interior, me-
diante normas y órganos de 
gobierno propios. 

La autonomía política se puede 
concebir de diversas maneras: 
o como la independencia to-
tal de un Estado (autonomía 
en sentido simple) o como la 
descentralización del poder 
político en los municipios, re-
giones o entidades federativas 
(autonomía en sentido estric-
to). (Sotres Mutio, 2003, p. 6)

El concepto de autonomía se 
encuentra relacionado con el 
de soberanía, pero no se con-
funde con él. La autonomía 
puede darse por grados y en 
diferentes niveles: en el muni-
cipio, en la región, en la enti-
dad federativa o en el Estado. 
La soberanía, en cambio, es la 
potestad suprema dentro del 
Estado de decidir en última 
instancia todo lo que corres-
ponde al bien público, con el 
monopolio de la coacción físi-
ca. (Jurídicas, 1992, p. 280)

En México, la autonomía política, 
en sentido estricto, surge como una 
característica del régimen federal. El 
Artículo 40 de la Constitución esta-
blece: “Es voluntad del pueblo mexi-
cano constituirse en una República 
representativa, democrática, federal, 
compuesta de estados libres y so-
beranos en todo lo concerniente a 
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su régimen interior, pero unidos en 
una federación establecida según los 
principios de esta Ley Fundamental”.9 

Las comunidades indígenas mexica-
nas han buscado su autonomía cultu-
ral, política y social, lo cual implica el 
reconocimiento de la autonomía de 
los pueblos indígenas, sin afectar la 
unidad nacional que la propia Carta 
Magna establece. Supone el derecho a 
ejercer formas organizativas propias 
y capaces de articularse eficazmente 
con las de otros sectores culturales y 
sociales, también hace referencia a la 
tierra y la explotación de los recursos 
naturales. Es decir, la demanda es de 
autonomía en su organización políti-
ca y de gobierno.

Un buen ejemplo de análisis en torno 
al concepto de autonomía indígena lo 
da Héctor Díaz-Polanco, quien seña-
la que el régimen de autonomía bus-
ca formas de integración social que 
estén basadas en la coordinación y 
no en la subordinación de sus colec-
tividades parciales, los conglomera-
dos étnicos; la máxima congruencia 
entre pluralidad y unidad en la inte-
gración política del Estado nacional. 
Díaz-Polanco menciona:

•	 Que la satisfacción de los inte-
reses de las diversas colectivi-
dades integrantes, incluyendo 
a los pueblos indígenas, sea 
compatible con la de la colec-
tividad nacional-estatal, pero 

9	 Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

que también los principios glo-
bales que rigen la vida nacional 
se adecuen para dejar espacio a 
los derechos particulares. 

•	 Romper la rígida composición 
de mayoría y minoría basada 
en las características étnicas, 
con la tendencia de la primera 
a identificar sus intereses con 
los del Estado. 

•	 Poner en práctica una solidari-
dad y fraternidad nacionales que 
se expresen en una asimetría po-
sitiva, según la cual los más reza-
gados en el ejercicio de derechos 
y en el disfrute de bienes básicos 
reciban apoyos especiales. 

•	 Que la representación demo-
crática, en la organización polí-
tica y administrativa del Estado, 
de los pueblos y de las regiones 
socioculturales del país sea a 
tono con la plural composición 
étnico-nacional de la sociedad. 
(Sánchez, 1999, p. 110)

Entonces, la autonomía, en el sentido 
propuesto por Díaz Polanco, cons-
tituye un régimen jurídico-político 
dentro del Estado nacional, que con-
figura un gobierno propio, o autogo-
bierno, para que grupos determina-
dos, con tradición histórica común 
y características socioculturales pro-
pias (costumbres, creencias, lengua, 
territorio, entre otras) puedan desa-
rrollar libremente sus modos de vida, 
ejercer los derechos que les asisten 
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como colectividades étnicas y mane-
jar ciertos asuntos por sí mismos. 

La autonomía es un sistema por 
medio del cual los grupos sociocul-
turales ejercen el derecho a la libre 
autodeterminación. Así, los pueblos 
pueden decidirse, entre otras, por la 
independencia y la formación de un 
Estado nacional o por formas de au-
tonomía en el marco de un Estado 
nacional preexistente.

En México, como en el resto de La-
tinoamérica, prácticamente ningu-
na organización indígena pretende 
declarar soberanía política, crear su 
propio Estado nacional o pronun-
ciarse por la independencia. Lo que 
desean los pueblos indígenas, como 
se manifiesta en los diversos docu-
mentos y pronunciamientos de las 
propias organizaciones indígenas, es 
mantener y desarrollar sus propias 
formas de vida sociocultural en el 
marco nacional, lo que supone trans-
formaciones de las relaciones opresi-
vas y excluyentes que aún imperan.

Es decir, el régimen de autonomía re-
sulta de un pacto sociopolítico entre 
el Estado y los pueblos indígenas. La 
autonomía no es efecto de una deci-
sión unilateral ni de los Estados ni 
de las etnias, es resultado de un com-
promiso, de una negociación política. 
Como consecuencia de tal compro-
miso, se establecen los marcos jurí-
dico-políticos y las formas institu-
cionales que habrán de garantizar el 
logro de los propios integrantes, ya 
que la autonomía regional es un sis-

tema que implica cierta descentrali-
zación administrativa, pero también 
política del Estado. 

A partir de ubicar la autonomía 
como una demanda étnica, existe 
una relación estrecha de esta misma 
con las formas de gobierno indígena 
como una práctica histórica vigente. 
El gobierno indígena tiene distintas 
modalidades y grados y, en general, 
opera en el ámbito que puede llamar-
se la costumbre indígena comunitaria; 
corresponde a un espacio geográfico, 
cuyas fronteras están dadas justa-
mente por las formas de gobierno y 
no por la localidad.

La mayoría de las comunidades indí-
genas en México ha conservado y re-
creado formas de organización y un 
sistema de toma de decisiones colec-
tivo que constituye un sistema políti-
co complejo, estructurado alrededor 
del principio de que la comunidad es 
una carga compartida. Este sistema 
ha sido conocido en la antropología 
mexicana como “las formas de go-
bierno indígena”. Estas se constitu-
yen cotidianamente en las siguientes 
áreas de competencia: 

•	 Normas generales de compor-
tamiento.

•	 Conservación del orden interno.

•	 Definición de derechos y obli-
gaciones de los miembros.

•	 Reglamentación sobre el acce-
so y la distribución de los re-
cursos naturales.
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•	 Definición y tipificación de de-
litos y faltas.

•	 Sanción a la conducta delictiva 
de los individuos.

•	 Manejo, control y solución de 
conflictos y disputas.

•	 Definición de funciones y car-
gos de la autoridad.

El sistema político indígena se rige 
por principios como el consenso, el 
interés común, el cumplimiento de 
obligaciones colectivas y el compor-
tamiento personal en la familia y en 
la comunidad. A él corresponde un 
sistema de cargos, el cual comprende 
una gama de funcionarios que, sin 
sueldo de por medio, cumplen tareas 
asignadas por consenso en la asam-
blea respectiva.

En general, este sistema de cargos 
se organiza de manera rotativa, los 
cargos superiores otorgan prestigio 
y las personas que llegaron a ellos es 
porque a lo largo de su carrera han 
aprendido a gobernar, han demostra-
do calidad moral en el desempeño de 
sus tareas y la vida comunitaria.

Desde la asamblea general se estable-
cen jerarquías con responsabilidades, 
funciones y atribuciones claramente 
delimitadas. El cargo mayor corres-
ponde al de gobernador, y de ahí se 
desprende una escala de grupos de 
trabajo y comités, además de mensa-
jeros, ayudantes y policías comunita-

rios. Cada comité o grupo de trabajo 
guarda a su vez un alto grado de au-
tonomía, pero cualquier persona, in-
cluidos el gobernador y el juez, puede 
ser destituida en cualquier momento 
si la asamblea lo determina.

Generalmente existe una tradición 
de que las personas mayores que han 
llegado a los grados más altos y han 
cumplido satisfactoriamente con sus 
tareas de gobierno, constituyen el 
grupo de “los pasados”, los ancianos o 
los tatas, quienes como grupo tienen 
la función de un cuerpo consultivo y 
asesor de asuntos difíciles. Aunque 
en épocas recientes se observa una 
tendencia a la disminución del poder 
de los grupos de ancianos.

Si durante mucho tiempo los cargos 
estuvieron en asociación cívico-religio-
sa, actualmente tienden a diferenciarse 
para permitir la tolerancia religiosa, 
política, social, cultural o lingüística.

Algo semejante ocurre en el derecho, 
en el cual predomina que las faltas 
administrativas y los delitos meno-
res sean atendidos por la autoridad 
indígena y los delitos mayores, o los 
conflictos entre un indígena o un 
mestizo, por la autoridad judicial o 
municipal correspondiente.

La organización social indígena es 
un mecanismo de cohesión que se ha 
ejercido sin reconocimiento al inte-
rior de las comunidades, por lo que 
la articulación entre los dos sistemas, 
el estatal y el indígena, ha creado con-
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flictos cada vez más frecuentes que 
han establecido una competencia con 
evidente desventaja y desgaste para la 
autoridad indígena. 

Esta desventaja se debe fundamen-
talmente a:

•	 El desconocimiento generaliza-
do de las formas de organización 
indígena; el cual se relaciona con 
que hasta hace poco no existía un 
reconocimiento de la composi-
ción pluriétnica de la nación.

•	 La vieja actitud de querer ‘civili-
zar’ a los ‘indios’, alejándolos de 
su cultura e integrándolos a la 
cultura y lengua nacionales.

•	 La resistencia indígena, la cual ha 
consistido en la aceptación formal 
de la institucionalidad nacional, 
redefinida al interior de las comu-
nidades, con apego a su historia y 
acervo jurídico-cultural. 

•	 La sociedad indígena, cuya existen-
cia se basa en los derechos colec-
tivos que privilegian los intereses 
comunales sobre los individuales.

•	 El sistema de toma de decisiones, 
el cual parte del principio del con-
senso y de los valores comparti-
dos, donde la asamblea general es 
la máxima autoridad. Lo anterior 
podría ser juzgado por un analista 
superficial como el ‘voto a mano 
alzada’, susceptible a un alto grado 
de manipulación, fundamental-
mente por no ser secreto, y fuente 
de presión. (Avila, 2000, p. 358)

Sin embargo, debido precisamente al 
consenso, las minorías y las discre-
pancias tienen cabida legítimamen-
te. Es decir, es una forma distinta de 
ejercer la democracia. En este senti-
do, la redefinición de la instituciona-
lidad ha dado lugar a que detrás de 
un agente municipal se esconda un 
juez o gobernador indígena, y en pla-
nos como el religioso se encuentren 
ídolos detrás de los altares. Lamenta-
blemente, en algunos casos la orga-
nización indígena para sobrevivir ha 
negociado, pero también disfrazado y 
escondido sus espacios. 

Conclusiones

Durante las últimas décadas, la de-
manda de autonomía se ha converti-
do en una bandera de lucha para los 
pueblos indígenas de México y Amé-
rica Latina, pero debido a sus distin-
tos usos e implicaciones en las normas 
internacionales, genera confusión y 
temores separatistas en los Estados. 

En la conceptualización y formula-
ción de la autonomía se encuentran 
diversas ideas y propuestas, cuyos al-
cances van desde el ámbito regional 
y municipal hasta lo local. Ello com-
plica aún más el cumplimiento de tan 
importante demanda, sobre todo en 
el ámbito nacional. La autonomía es 
así una demanda central del conjun-
to de reivindicaciones asociadas a los 
derechos indígenas que actualmente 
también se debaten en el marco inter-
nacional y al interior de numerosas 
naciones. Esta demanda se refiere a 
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la autodeterminación de los pueblos, 
básicamente en el espacio geográfico 
propio, en su mayoría de tipo rural.

La condición pluriétnica como base 
del establecimiento de ámbitos de au-
tonomía indígena se inició ya en los 
países de habla sajona, donde destaca 
el caso de Canadá en el cual los de-
rechos territoriales también abarcan 
los recursos naturales. En América 
Latina destacan los casos de Bolivia, 
Venezuela, Colombia y Nicaragua en 
los cuales la autonomía indígena ha 
sido elevada a rango constitucional.

Sin embargo, parece que predomina 
una fuerte resistencia de los Estados 
nacionales para avanzar en este reco-
nocimiento, provocando que el mo-
vimiento indígena latinoamericano 
se haya orientado a la conquista de la 
autodeterminación debido a múltiples 
factores entre los cuales se destacan:

•	 Un proceso de globalización que 
ha ido acabando con lo que se 
llamo ‘las regiones de refugio’.

•	 Los cambios han sido produc-
to del surgimiento, también 
mundial, de los movimientos 
impulsados por las propias co-
munidades indígenas.

•	 La existencia vigente desde la 
óptica indígena de usos, cos-
tumbres y sistemas políticos 
propios, generalmente llamados 
‘formas de gobierno indígena’.

•	 Las ‘regiones de refugio’ eran 
zonas inaccesibles o poco co-
municadas a las que habían 
sido empujadas y relegadas las 
comunidades indígenas, don-
de tenían una existencia casi 
autárquica. Actualmente, es-
tas regiones se muestran como 
áreas con gran cantidad de 
recursos naturales, forestales 
y minerales. Por ello se ha ace-
lerado su trasformación bajo 
la lógica del mercado y de los 
megaproyectos orientados a 
la construcción y el desarrollo 
de presas, así obras de infraes-
tructura diversa, además del 
turismo. (Avila, 2000, p. 360)

Lo cierto es que la identidad étnica es 
una cuestión decisiva para entender la 
cultura del Estado-nación. En México, 
desde el período posterior a la Inde-
pendencia y hasta la mitad de la década 
de 1970, la política oficial del Estado 
consistió en asimilar a los pueblos in-
dígenas a la cultura mestiza, como ya 
se señaló. Pero, a partir de la segunda 
parte de la década de 1970, sobre todo 
posterior a la realización del Congreso 
Indígena de Pátzcuaro, Michoacán de 
1975, y debido fundamentalmente a la 
creciente organización política de los 
pueblos indígenas, el Estado mexicano 
abandonó oficialmente su política de 
asimilación al tomar la iniciativa de or-
ganizar a los pueblos indígenas en aso-
ciaciones étnicas separadas. Además: 

El levantamiento indígena en 
Chiapas, el 1º de enero de 1994, 
fue el clavo que cerró el ataúd 
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de las políticas de asimilación 
del Estado. De manera clara 
y en repetidas ocasiones, el 
EZLN y el movimiento indí-
gena nacional señalan que los 
indígenas son excluidos de la 
nación, por lo que demandan 
ser tratados como ciudadanos 
mexicanos con todos sus dere-
chos, sin por ello renunciar a 
su identidad indígena, que se 
da de facto, por ejemplo en la 
Ley de Usos y Costumbres de 
Oaxaca, y que no ha desapare-
cido desde la Conquista, a pe-
sar de la oposición del Estado 
Mexicano que basa su política 
étnica en el mestizaje biológico 
y cultural que ya se ha expues-
to”. (Hernández, 2002, p.230).

Es decir, en la actualidad, la lucha del 
EZLN y el movimiento indígena na-
cional han propuesto un proyecto na-
cional alternativo, cuyo centro consis-
te en la movilización de las bases. En 
este proyecto, la incorporación a la na-
ción no proviene “desde arriba”, sino 
“desde abajo”, desde el pueblo, ya que 
se puede ser mexicano o mexicana al 
mismo tiempo que pertenecer a otras 
comunidades a nivel local o regional. 

Por supuesto, el otro de los puntos 
cruciales en el movimiento indíge-
na nacional ha sido la insistencia en 
que el Estado reconozca los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas, 
ya que, según el Estado, ataca direc-
tamente las bases mismas de la ciu-
dadanía y nacionalismo mexicanos, 
basados en los derechos individuales. 
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Abstract

This work provides a brief description of the various political and economic contexts that 
enabled the incorporation of human rights in different Argentine institutions, starting with 
informal education and eventually coming to form part of the curricula at all educational 
levels. Its purpose is to visualize how human rights education developed and which spheres 
of the Argentine culture drove and demanded the need for human rights and human rights 
education. Since one of the purposes of education is to train citizens, this article intends to show 
that the practice of human rights is a way of exercising citizenship and that the educational 
sphere is the proper context for human rights to gain respect in diverse cultural practices.

This work seeks to provide an analysis, assessment and critique of the evolution (progress, 
although in some cases with unusual characteristics) of human rights education in Argentina. 
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The objective is to identify certain 
characteristics that have accompanied 
the short history of the teaching/learning 
process, both formal and informal, of 
human rights in the country. Although 
the main focus is on formal education, this 
article also touches on certain educational 
activities undertaken by civil society 
institutions and NGOs. 

In that sense, this work contextually 
characterizes the political, social, cultural 
and educational processes that are not 
ignorant of the tension, debates and silence 
of education policy in particular and of 
public policy in general. It could be said 
that this article seeks to outline the actions 
and omissions that have been undertaken 
to address the new ways of understanding 
citizenship from the period democracy 
was recovered in the eighties, to present 
times; or, more precisely, to the mid-
second decade of the twenty-first century.

Keywords: Education, Human Rights, 
Citizenship, Politics

Resumen

En este trabajo se efectúa una caracteri-
zación sintética de los diversos contextos 
políticos y económicos que fueron habi-
litando la incorporación de los derechos 
humanos en diversas instituciones de la 
República Argentina, pasando por zonas 
educativas informales y no formales; es de-
cir, comunitarias y jurídicas, hasta llegar 
a formar parte de las currículas de todos 
los niveles educativos. El propósito es vi-
sualizar cómo se fue desarrollando y desde 
cuáles esferas de la cultura se fue impul-
sando y demandando la necesidad de edu-
car en y para los derechos humanos. Dado 
que uno de los fines de la educación es la 
necesidad de formar a la ciudadanía, este 

artículo pretende hacer visible que los de-
rechos humanos son un modo de ejercer-
la y que la esfera educativa es el contexto 
propiamente dicho para que los derechos 
humanos se respeten en las diversas prác-
ticas culturales.

Palabras clave: Educación, Derechos Hu-
manos, Ciudadanía, Política.

Sociopolitical, Cultural and Educa-
tional Context

In 1983 Argentina was just undergoing 
a process of democratic reconstruction 
after almost a decade of the worst 
and most devastating dictatorship 
of its political history, executor of 
the bloodiest state terrorism ever 
practiced. The effects of those years, 
including the forced disappearance 
of many young people of a generation 
that was committed to the ideals of 
equality, social justice and political 
participation; the disintegration of 
the social fabric; and the generation 
of unprecedented external debt, 
profoundly marked the years that 
followed and are still evident today. At 
the same time, it is a period of rapid 
change that is shared with many other 
Latin American countries, not only 
in terms of politics, but also in the 
economy, society and culture.

Firstly, a change is produced in the 
model of the State that had prevailed 
for almost five decades, transitioning 
from a welfare state that promoted pu-
blic enterprises and concerned itself 
with industrial development and na-
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tional integration, but that was mired 
with political instability and cycles of 
democracy and authoritarianism, to 
a neoliberal state that promotes the 
market and the private sector and is 
characterized by a stable political de-
mocracy and decentralization policies 
that place an emphasis on the local/
municipal framework. A triple tran-
sition takes place in terms of the re-
lationship between the State and civil 
society that is characterized by eco-
nomic liberalization, democratic con-
solidation and cultural globalization 
(Garcia, 1996). 

From a purely economic standpoint, we 
can distinguish three distinct periods 
with very different profiles: an initial 
period of democratic reconstruction 
with no social cost (1983-1986) is 
followed by a period of adjustment 
“with a human face” (1986-1990) 
and, finally, by a classical neoliberal 
adjustment that occurred after 1990. 
The economic and financial crisis 
that occurred in 2001 hit Argentina 
hard, destabilizing the middle-class 
sectors of society like never before; 
many became poor and even others 
homeless. School and community 
soup kitchens multiplied, destroying 
what was left of an education system 
that had been promoting little by little 
the incorporation of Human Rights 
Education (HRE) in curricular design. 

By 2003 the financial system and, by 
extension, the economic system were 
stabilizing, but the remnants of the 
crisis continued to knock all sectors of 

society. While the world debated the 
final evaluation of the so-called Decade 
for Human Rights Education (1995-
2004), Argentina educated in school 
cafeterias with very little conceptual 
content and facing the highest 
dropout rate in history, growing social 
violence, increasing discrimination 
and a job shortage. In May of 2003 a 
new president assumes political power 
with the promise to promote and 
discuss the implementation of public 
policies in which human rights were 
strongly represented.

The liberalization period was charac-
terized by a downsizing of the State 
intended to comply with the rules of 
efficiency and effectiveness: political 
openness, privatization, deregulation 
and decentralization. This included 
several acts of government, such as 
transferring education and health ser-
vices and social programs from the 
national to the provincial sphere or 
selling the basic services administered 
by the State, including electricity, gas, 
water, telephone, railroads, the natio-
nal airline and telecommunications, 
to foreign consortiums at vile prices. 
In this way, the economic system re-
sembled much more closely the global 
economy, which clearly meant, or was 
translated as, a loss of the social and 
economic rights that had been acqui-
red by a large part of the population. 

The introduction of the neoliberal 
model aggravated social inequality, 
including a large concentration of 
income on 15% of the population, 
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the rise of new forms of poverty and 
a high level of unemployment. The 
impoverished middle classes suffered 
from underemployment and so took 
employment opportunities away from 
the working classes, giving rise to 
problem of inclusion and exclusion. The 
unprecedented rise of pockets of poverty 
and the growing impoverishment 
of the once extensive and influential 
middle class was profoundly shocking 
for Argentine society. During the 90s, 
new groups of “workers without work” 
arose and occupied the public space, 
taking an active part in the fight to 
recover lost rights and a minimum 
standard of living conditions. Picketing 
became widespread as a way to gain 
social visibility. Meanwhile, an army 
of cartoneros3 from the very same 
excluded classes roamed the streets 
of large cities in human-powered 
transportation; entire families who 
found that their only source of income 
was to collect and sell cardboard and 
other household waste. 

From the point of view of political 
participation, during the mid-nine-
ties the model of liberal democracy 
was consolidated, including the party 
system, pluralism, rule of law, com-
petition and free public opinion. This 
meant a significant change to the for-
mer model of political participation, 
which transitioned from a “move-
mentist”4 model to a democracy of 
opinion, with the media carrying hea-
3	 People who work in the collection paper, 

cardboard and other recyclable materials.
4	 Mass political parties tied to grassroots 

organizations and to the State.

vy weight in the conformation of the 
public space. The loss of confidence of 
citizens in politics, parties and legisla-
tures was on the rise; skepticism was 
high and there was a crisis of repre-
sentation. The idea of control over the 
government by society as a method of 
public participation and by the inde-
pendent media gained ground under 
the restructuring framework of the 
Argentinean State. 

From a cultural point of view, the 
limits between public and private were 
redefined and, as a result, values, social 
senses and the constitution of identity 
shifted. The egalitarian culture, which 
placed an emphasis on the public and 
collective spheres and on a culture 
of work, gave way to competitive 
individualism. The state culture was 
replaced by a market culture and the 
State withdrew, leaving many of its 
responsibilities entrusted to the private 
sector. Being a citizen became being a 
customer and a consumer, the reason 
for which today’s struggle is aimed at 
ensuring inclusion and quality of life. 
The value of collective interest as a 
driving force for action was replaced 
by individual interest. Mobilization 
against political violence and for 
the improved security of citizens as 
well as the fight against corruption 
and concern for discrimination and 
the rights of migrant workers were 
expressed through immediate demands 
in the social and local spheres. Sight 
was lost of collective causes based on 
fundamental human rights, such as 
employment and adequate housing.
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A New Model of Citizenship: The 
position of human rights

From the ‘80s to today, the concept of 
citizenship that accompanies politi-
cal and economic processes has also 
changed. This new type of citizenship 
is often called “low intensity” (Auye-
ro and Berti, 1993, p. 120), because 
the population has fewer aspirations 
to exercise its social, legal and institu-
tional rights, due in part to unaware-
ness and in part to the education that 
led to exclusion.

This transformation took place within 
the framework of a contradictory pro-
cess of political institutional negotia-
tion, which began with the Trial of the 
Juntas (1984-85), was followed by the 
Full Stop Law (1986) and the Law of 
Due Obedience (1987) and, finally, en-
ded with the Pardon (1989). In 2003, 
the rise of an ambitious human rights 
activist to the presidency was a clear 
sign to reach a consensus on solving 
the problems of social injustice, as well 
as those derived from a way of execu-
ting justice with respect to several poli-
tical acts related to State terrorism.

The national reconciliation policy 
adopted by governments during the 
‘80s and ‘90s included a limitation 
on teaching human rights and true 
democratic mechanisms in schools, 
despite the consensus reached on 
their importance. The context preven-
ted teachers from putting into words 
the memory of the troubled, violent 
events of the recent past. Moreover, it 

postponed treatment of relevant yet 
controversial topics and left sharing 
any real information with students in 
the hands of their families. Education 
on democracy and citizenship was 
reduced to reproducing scenes from 
an election, making a reference to di-
fferent political parties or using the 
newspaper in the classroom.

At the same time, the 1994 amendment 
to the Argentine constitution incorpo-
rated in its text the most important in-
ternational treaties on the protection of 
human rights5 as well as new rights and 
guarantees6. These were also included 
as part of the official curricula for all 
educational levels. This, however, gave 
rise to a paradoxical situation in that 
the more recognition humans rights 
gained in regulatory frameworks and 
the more presence they acquired in the 
media, they seemed to lose meaning in 
social practice; a process that began af-
ter the most recent military dictatorship 
(1976-1983) but that became more acu-
te with the aforementioned socio-eco-
nomic transformations that took place 
during the neoliberal governments.

5	 Universal Declaration of Human Rights, 
American Declaration of the Rights and Duties 
of Man, American Convention on Human 
Rights, International Covenant on Civil and 
Political Rights, Convention on the Prevention 
and Punishment of the Crime of Genocide, 
International Convention on the Elimination of 
All Forms of Racial Discrimination, International 
Convention on the Elimination of All Forms of 
Discrimination against Women, Convention 
against Torture and Other Cruel, Inhuman 
or Degrading Treatment or Punishment and 
Convention on the Rights of the Child.

6	 Ombudsman, user rights, constitutional protec-
tion or amparo, habeas data and habeas corpus, 
to name a few.
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During this phase, several crucial events 
took place that reactivated the value of 
historical memory and justice as a com-
ponent of social life and the guarantee 
of State protection of citizens. The terro-
rist attacks that destroyed the Embassy 
of Israel in Buenos Aires in 1994 1992 
and the headquarters of the Asociación 
Mutual Israelita Argentina (AMIA or, in 
English, Argentine Jewish Mutual Aid 
Society) in 1994 placed the subject of 
human rights, respect and tolerance at 
the forefront of the social debate. 

Given the persistence of human rights 
organizations, the progress made in re-
cent years in the fight against impunity 
and for the punishment of the crimes 
committed during the dictatorship re-
instated the value of historical struggles 
and renewed the people’s hope and trust 
in justice. With the approach of the year 
2000, the condemnation of State terro-
rism and the vindication of the fight for 
civil and political rights violated by the 
military dictatorship of the ‘70s once 
again came to the foreground of the pu-
blic agenda thanks to constant encoura-
gement by the national government. 

Several symbolic events have become 
important dates to help drive work on 
“recent memory” in schools in particu-
lar and in society in general. On these 
dates, which are represented in the ob-
servances calendars promoted by the 
government, certain events are comme-
morated in which the fight for human 
rights by both men and women was 
evident. Below are just a few examples: 

•	 The significant “Night of the Pen-
cils” on September 16, 1976, when 

ten students and activists from the 
Unión de Estudiantes Secundarios 
(UES or Union of High School 
Students) were kidnapped, six of 
whom later disappeared. Today, 
this date is commemorated as “Na-
tional Youth Day.” 

•	 “Day of Remembrance for Tru-
th and Justice” is a day to com-
memorate the last coup d’état on 
March 24, 1976, the most violent 
of all dictatorships in Argentina. 

•	 Another important date included 
in the observances calendar is 
April 2nd, the date on which “Day 
of the Veterans and Fallen of the 
Malvinas War” is commemorated; 
while June 10th (date of rendition) 
is commemorated as “Affirmation 
Day of Argentine Rights over the 
Malvinas, (other) Islands and the 
Antarctic Sector.” 

•	 One effective method for res-
cuing historical memory resulted 
from the process of land recovery 
of the Escuela de Mecánica de la Ar-
mada (ESMA or the Higher School 
of Mechanics of the Navy), the site 
where hundreds of people where 
imprisoned and tortured during the 
last dictatorship. Today, the buil-
ding carries the name “Museum 
of Memory”7 and in 2015 the Mu-
seum Malvinas and South Atlantic 
Islands: Peace, Memory and Sove-
reignty8 was founded on the site.

7	 It is interesting to see the variety of activities 
related to human rights promotion undertaken 
in this space, including training, guided visits, 
shows aimed at different age groups, interactive 
visits, etc. (Memory and Human Rights Space)

8	 For more information, visit: Museo Malvinas 
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What had been silenced for so long 
suddenly erupted into the public 
sphere: the media disseminated the 
confessions of a former marine, the 
public self-criticism of the Comman-
der in Chief of the Armed Forces and 
of the church and directly transmit-
ted the trials of the repressors. While 
a stable democracy had been establi-
shed in terms of the political sphere, 
the model of a neoliberal State pro-
duced unprecedented social scena-
rios and an emptiness of the symbolic 
meaning of the rights encompassed 
in the full exercise of citizenship, 
with a significant loss of access to 
employment, health and quality edu-
cation for the working classes. This 
framework represents an important 
challenge to human rights education 
and its significance.

In terms of higher education, in 2004 
the first Master of Human Rights pro-
gram was created at the National Uni-
versity of La Plata9. At the end of two 
years, two more Human Rights Pro-
grams were created: one at the Univer-
sity of Buenos Aires and another at the 
National University of Cordoba.

In terms of secondary education, 
also in 2004, the Board of Education 
of the Province of Buenos Aires de-
cided to permanently incorporate 
human rights education into the cu-
rriculum. Likewise, several NGOs 
and other civil associations, such as 

e islas del Atlántico Sur: paz, memoria y so-
beranía.

9	 By 2015 several universities had created 
postgraduate programs in human rights. This 
will be discussed in more detail further on.

the Permanent Assembly for Human 
Rights (APDH) and the Direct Rights 
Program, continued their informal 
learning activities. To top it all, the 
approval of the new National Edu-
cation Law (2006), which included 
several international recommenda-
tions on education and human rights, 
consolidated the rise of HRE in Ar-
gentina, despite the fact that, at least 
initially, it was only by proclamation. 

Prevailing Perspectives on Human 
Rights Education

The atrocities committed during the 
most recent military dictatorship in 
Argentina (1976-1983), extreme acts 
in violation of human rights, gradually 
became visible in the political sphere af-
ter the restoration of democracy, which 
was as recently as 1983. From that time 
to present day, a series of educational 
activities resulting from community 
proposals and government decisions 
were put into motion. These, of course, 
showed progress in educational propo-
sals, but also had setbacks as a result of 
political negotiation. In the paragraphs 
that follow, we will attempt to show how 
the human rights debate was gradually 
introduced into society in general and 
into the school system in particular.

The Eighties: Introducing the sub-
ject into society and schools after the 
dark period

In Argentina, democracy and human 
rights have been a central theme in 
public debate as of 1983. For many 
non-governmental organizations, 
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it became necessary to strategize 
approaches to human rights educa-
tion to accompany the democrati-
zation process. Several international 
organizations also supported the 
initiatives, including the Inter-Ame-
rican Institute of Human Rights. In 
this way, proposals and approaches 
to education and human rights were 
generated and their inclusion in dis-
cussions at the local, national, and 
international levels continues even 
today. One of the main focuses of 
these initiatives was on transforming 
schools, particularly in terms of de-
mocratization as a revision of autho-
ritarian types of relationships.

These spaces served to analyze the 
role of human rights in formal educa-
tion and to prepare proposals aimed 
at generating the conditions neces-
sary for the validity and promotion 
of human rights in schools. Interna-
tional legal instruments provided the 
framework for rethinking the daily 
problems of school life.

Another main focus was on the in-
clusion of the human rights debate in 
schools today. This discussion revol-
ves around whether human rights 
should be part of the educational 
content and what that content would 
look like. Also, whether human rights 
should constitute a new subject alto-
gether or should be included in all 
existing subjects. The answers vary 
greatly, but the majority seemed to 
agree that human rights education 
should not constitute a completely 

new subject in the early, primary and 
secondary levels of education. This 
focus went hand in hand with ano-
ther: the need to raise the awareness 
of teaching staff of this issue. The di-
fferent proposals were developed by 
government and non-governmental 
organizations alike and the pursuit of 
bilateral agreements led to:

•	 The creation of a legal fra-
mework, including national 
laws (in Argentina Law No. 
23.849 dated 9/27/1990 ratified 
the Convention on the Rights of 
the Child), provincial executive 
decrees and provincial and mu-
nicipal curricular guidelines.

•	 The creation and support of 
awareness campaigns on hu-
man rights and, especially, on 
the rights of the child.

•	 The formulation of permanent 
training or education strategies 
for educators in human rights.

Redefining and transforming the 
content on citizenship and human 
rights was one of the primary focuses 
of the first years after 1984 (Braslavsky, 
1995). As with all of our society’s 
institutions, education was subject 
to the reassessments and demands 
of democratization. An important 
milestone in this process was the 
Congress on Pedagogy held in 1986, 
which convened all areas related to 
education. Parallel to the process of 
reestablishing the foundations for the 
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restoration of democracy, the demand 
from different social spheres to acquire 
a greater knowledge on human rights 
began to gain ground. In particular, 
the demand was for the inclusion of 
the subject in educational institutions, 
an action supported by the debates 
held at the Congress of Pedagogy.

Under different regulatory formats 
(laws, decrees, curricular guidelines, 
etc.) and, in various cases, throughout 
many jurisdictions of the country, 
there was pressure to incorporate 
human rights in formal education. To 
do this, an appeal was made to those 
who held extensive knowledge and 
experience on the subject: the non-
governmental organizations that 
had fought for human rights during 
the dictatorship. These organizations, 
which arose after 1975 for the purpose 
of denouncing and fighting the 
flagrant violations committed by State 
terrorism at the hands of the military 
dictatorship (1976-1983) and that, 
at the time, worked on training their 
own members and activists, were now 
required to make a contribution to 
the education of other institutions, 
including schools. Meanwhile, 
secretariats of human rights were 
created in trade and teacher unions 
around the country, one of whose 
functions was to train their members.

Organizations such as the Permanent 
Assembly for Human Rights (APDH), 
the Ecumenical Movement for 
Human Rights (MEDH), Amnesty 
International, the Center for Legal and 

Social Studies (CELS) and the Service 
for Peace and Justice (SERPAJ), to 
name just a few of the most influential, 
created outlines and material aimed at 
the national education system. These 
organizations began to work informally 
to train teachers through workshops and 
seminars and developed publications 
to be used as teacher support material 
based methodologically on the 
tradition of popular education. The 
content proposals varied greatly, from 
positions that were more centered 
on learning the doctrine and recent 
violations committed in our country, to 
a perspective of other areas of content 
from a human rights point of view, to 
a focus primarily on aspects of social 
coexistence. During this stage, all efforts 
to influence the education system 
were financed externally, particularly 
by organizations in Northern and 
European countries. As a general 
rule, the educational institutions and 
jurisdictions that benefited from these 
actions did not contribute financially to 
their sustainability.

All of these programs sought to raise 
awareness among teachers of the 
everyday practice of human rights, as 
well as to help them understand the 
fundamental aspects of the human 
rights doctrine and offer curricular 
alternatives for incorporating the 
subject. They also gave priority to the 
fight against authoritarianism and the 
intolerance embedded in institutions 
during the years of the military 
process. The fact that the proposals 
originated in these organizations 
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reinforced the central position on 
spreading awareness of human rights, 
denouncing violations and the need to 
repair the recent past. 

Within the framework of this human 
rights incorporation process in 
Argentine society, upon completion of 
the work of the National Commission 
on Disappeared Persons (CONADEP), 
in 1984 the State created an official 
organization: the Undersecretariat 
for Human and Social Rights as part 
of the Ministry of the Interior. Its 
mission was to promote the joint 
construction of guarantees for the full 
exercise of human rights, performing 
tasks aimed at creating republican 
awareness of coexistence based on 
respect for fundamental rights. 

Under the leadership of Dr. Eduardo 
Rabossi during this first phase of its 
existence, in 1988 the Undersecreta-
riat performed the first official study 
on the presence of human rights edu-
cation in the Argentine school system. 
The study systematically investigated 
all national and provincial boards of 
education in order to identify the exis-
ting regulations at the primary, secon-
dary and post-secondary levels of edu-
cation, their degree of implementation 
and the training status of teaching staff 
on the subject. It also aimed to evalua-
te the ways of teaching human rights 
in the formal education system and to 
investigate human rights education at 
national and private universities, par-
ticularly within the Schools of Law.

The study’s final report (Rabossi, 1988) 
was intended to communicate the 
results to international organizations 
with jurisdiction on the matter and 
was to serve as the foundation for 
the organization of conferences 
on human rights education. The 
following conclusions were reached 
based on the information sent by the 
different jurisdictions: 

•	 Human rights held its pro-
per place in the curriculum of 
many provinces of the city of 
Buenos Aires and of the Minis-
try of Education, as well as in 
the curriculum of the schools of 
Law and Humanities. This was 
classified as progress given the 
total ignorance of the subject 
before 1983. The appearance 
of human rights in education is 
associated with the ratification 
of constitutional guarantees. 

•	 It seemed to be accepted at the 
primary, secondary and uni-
versity levels that human rights 
education would be addressed 
thematically in different sub-
jects. At the university level, 
however, specific courses were 
also developed within the legal 
studies framework. In the case 
of primary schools, the tenden-
cy was to include the subject in 
Social Sciences in the last two 
or three years and, at the secon-
dary level, it was included in ge-
neral education Civics classes.
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•	 There were significant variations 
between the provinces as to the 
importance given to the topic, 
ranging from explicit non-re-
cognition to full recognition in 
all its glory. It is worth mentio-
ning that at least eight provin-
ces had resolutions, decrees or 
laws in force that incorporated 
human rights education in the 
education system, albeit un-
der different curricular formats 
(such as the creation of subjects, 
inclusion in existing subjects or 
as fundamentals of curricular 
design, implementation of spe-
cial projects and incorporation 
in the school calendar).

•	 The absence of teacher training, 
however, was quite obvious. 
Training initiatives were under-
taken locally particularly in the 
provinces that were most com-
mitted to the implementation 
of human rights education pro-
jects. These initiatives consisted 
of courses and conferences and, 
in some cases, were supplemen-
ted with teaching support mate-
rial (Mendoza and La Rioja). The 
most comprehensive project of 
this stage was developed by the 
province of Entre Rios in con-
cordance with the Inter-Ameri-
can Institute of Human Rights. 
The project was executed over 
an extended period of time (four 
year duration) and addressed all 
areas of teaching, including tea-
cher training. 

Additionally, the final report poses 
what it considers to be the three 
questions that characterize this stage 
of “emergence” of human rights in the 
Argentine education system:

•	 “Who will be teaching human 
rights?” What is the desired 
teacher profile? The report spe-
cifies that the desired profile 
should not only include an ex-
tensive knowledge of both facts 
and regulations, but also of re-
levant pedagogical techniques 
and a strong motivation.

•	 “How should human rights be 
taught?” What strategies should 
be followed and how should the 
subject be included in the cu-
rriculum? As to the former, the 
report mentions the unsettled 
debate on the need to transmit 
the information neutrally or for 
the teacher to be committed to 
the ideology. As to the latter, it 
mentions the creation of speci-
fic material by specialized tea-
chers or the recognition of hu-
man rights content in different 
courses. While the tendency is 
to include the subject in diffe-
rent, existing coursework, the 
report questions whether this 
is the most appropriate method 
for the initial phase of the inclu-
sion of human rights education.

•	 “What will be taught in terms of 
human rights?” Given the enor-
mous extension of the topic, 
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attempts to select or synthesize 
topics are difficult; therefore, 
it is necessary to make a deci-
sion. On this point, the report 
refers to the recommendations 
of the International Congress 
on the Teaching of Human Ri-
ghts (Vienna, 1974), insofar as 
learning should be supported 
by an interdisciplinary investi-
gation, which leads to a better 
understanding of the factors 
that determine a violation of 
the rights and the determina-
tion of policies and institutio-
nal mechanisms necessary to 
guarantee those rights. 

These questions were fundamental to 
all programs developed during this 
period and it could be said that some 
are still unanswered today. The work 
performed at university-level institu-
tions is worth mentioning, however, 
as the context in which teachers and 
knowledge are produced. In the uni-
versity sphere, the most important 
milestone of this period was the deve-
lopment of specific courses on human 
rights that were listed as requirements 
in the curriculums of the Schools of 
Law of the University of Buenos Aires 
(1986) and Lomas de Zamora (1984). 
Other important advances were the 
incorporation of a Human Rights Lab 
in the Department of Sociology of the 
National University of Cuyo, whose 
objective was to advise the faculty and 
institutions in general; the inclusion 
in 1985 of the topic “Constitution and 
International Treaties” in all courses 

at the National University of La Plata; 
and the inclusion of “National Consti-
tution and Human Rights Studies” in 
the National University of Lujan. 

The biggest achievement of human ri-
ghts promotion and education under-
taken by these organizations, which 
was later channeled into several of the 
official spaces that were opened, was 
introducing the subject into society. 
It gained a cultural space and became 
a topic of discussion in civil society 
and would later grow and assert it-
self in institutions in the decade that 
followed. An example of this progress 
is the presence of human rights stands 
at book fairs, perhaps one of the most 
important cultural events in Argenti-
na for the past 25 years. 

The Nineties: Progress in 
Public Policies

In the early ‘90s, the role of human ri-
ghts in education was on the decline 
and was replaced by other topics that 
seemed more modern and mobilizing, 
such as environmental protection, 
AIDS and sex ed., among others. The 
general consensus was that the lesson 
in democracy had been learned for 
good; meanwhile, the market was ac-
cepted as the regulating mechanism of 
human relationships and the discredit 
of politics and the decline of participa-
tion was on the rise (Finocchio, 1999).

The nineties were characterized by the 
State playing a bigger role in the dis-
semination and promotion of human 
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rights in comparison to the almost ex-
clusive role of NGOs in the previous 
period. This was possibly due to the 
fact that these NGOs, which had based 
their actions in this field on the fight 
against the State (ruled by a dictator-
ship), had to adapt during the demo-
cratic phase to working alongside the 
State and incumbent governments, 
which, in many cases, led to crises, 
setbacks or difficulty adjusting to the 
logic of public policy formulation. 
Several NGOs resisted participating 
in projects with state organizations, 
displaying an attitude of suspicion 
and mistrust, while others accepted 
the challenge; but what is certain is 
that the role of several traditional 
NGOs began to weaken. 

The main focus of this period, in ad-
dition to the diversification of tradi-
tional content on human rights, was 
represented by the surge of specialized 
government agencies and the formali-
zation of public policies in relation to 
human rights education. In many ca-
ses, the articulation of actions between 
the State and civil society made pos-
sible the development of concrete 
action plans with defined objectives, 
regardless of the differences of opinion 
that existed between the two sectors. 
It goes without saying that the process 
was by no means linear and was rather 
plagued by contradictions, facing obs-
tacles within the structure of the State 
itself in terms of the persistence of ra-
tionalities, behaviors or attitudes that 
were incompatible with the defense 
and ratification and human rights. In 

many cases, this hindered the comple-
te transformations proposed by those 
who sponsored the programs, and, as 
a result, only partial aspects were mo-
dified. The most important milestones 
of this process are the following: 

•	 The constitutional Reform of 
1994 made human rights more 
visible and hindered any process 
that attempted to backpedal on 
this matter. Both the consensus 
reached and the methods of se-
mi-direct democracy incorpo-
rated into the text could result 
in greater citizen participation 
in political matters in the coun-
try. The inclusion of the protec-
tion of consumer rights and the 
right to a healthy environment 
expanded the protection of citi-
zens and, as a result, their ability 
to take action. As a consequence 
of these additions, in all aspects 
of formal education where the 
National Constitution is studied, 
programs will need to be rede-
signed from an international 
point of view and with a focus 
on human rights promotion.

•	 The inclusion of human rights as 
a basic component at all levels 
of education. Human rights are 
considered to be not only part of 
the country’s positive laws, but 
also an axiological agreement 
and a normative fact, as values 
that encompass various areas of 
human activity. In this sense and 
by proclamation, human rights 
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were incorporated into the for-
mal education curriculum at the 
national level and at all levels of 
education. This action extends 
to curriculum design for teacher 
training and to the curriculums 
of national security institutions 
and the Armed Forces, as well to 
the curriculum of all police trai-
ning courses in the country.

These two actions represent impor-
tant institutional changes that drove 
other public policy actions, including 
the promotion and coordination of 
the activities of the Undersecretariat 
of Human Rights10. The Undersecre-
tariat became a point of reference 
and a promoter and centralizer for 
both official and non-governmental 
organizations in terms of problems, 
policies and actions regarding hu-
man rights in the country and articu-
lation to foreign nations. Specifically 
regarding education, from 1991-1992 
the main focus of this office was to 
promote a change of mentality in pu-
blic officers while strengthening aca-
demic activity related to human ri-
ghts. Through the Undersecretariat 
of Human Rights, courses, seminars 
and cultural activities are designed, 
organized and enacted. The creation 
in 1994 of the Institute for the Pro-
motion of Human Rights within the 
framework of the agreement with 
the United Nations Center for Hu-

10	 At a later date, this Office was renamed the 
Undersecretariat of Human Rights Promotion, 
which works under the Secretariat of Human 
Rights, a dependency of the Ministry of Justice 
and Human Rights.

man Rights for the development of 
training activities allowed the im-
plementation of the Human Rights 
Enrichment Program. These training 
activities were primarily aimed at 
officers of the state system, particu-
larly security forces (Police and Pe-
nitentiary systems) and justice admi-
nistrators, as well as provincial civil 
agents. The constitution in 1992 of 
the Federal Human Rights Council 
with representatives from each of the 
provinces and the city of Buenos Ai-
res was intended to guarantee, extend 
and increase the actions undertaken 
throughout the country.

In the academic sphere, university 
courses were developed in other de-
partments, universities and university 
research centers across the country 
and an inter-university network was 
created for the purpose of exchanging 
information and teaching methods 
on human rights topics as well as to 
generate mutual support in academic 
research and activities.

While this curricular inclusion repre-
sented a significant improvement in 
terms of the generalization of human 
rights education, important voids sti-
ll existed that complicated its imple-
mentation, and still do today. One of 
these voids is the absence of a training 
system for the educators responsible 
for teaching the content; another is the 
absence or lack of distribution of ade-
quate teaching materials. Even today 
with widespread efforts to globalize 
the dissemination of human rights in 
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teacher training facilities, in the ma-
jority of cases, the training offered is 
sustained by non-official channels, i.e., 
by human rights NGOs. 

The same applies to teaching mate-
rials at the early and primary levels. 
While some of the textbooks produ-
ced by schoolbook publishers inclu-
ded treatment of human rights topics, 
each one made its own selection in 
terms of ethics and civic education, in 
many cases related to human rights. In 
the case of grades ten through twelve, 
called Polimodal in Argentina, the-
re has been a greater and better pro-
duction of textbooks specific to ethics 
and civic education. The orientation 
of these materials and their notion of 
rights vary greatly: some sustain that 
the observance of rights is subject to 
that of duties and offer little else, whi-
le others abound in information; still 
others attempt to teach human rights 
through a perception of and empathy 
with situations of infringement (State 
terrorism, for example); and others 
present a comprehensive conception 
of human rights and civic education 
through the use of good information 
and an appeal to the real problems fa-
ced by adolescents today. In this sen-
se, as of the year 2000, progress was 
made on proposals that allow adoles-
cents to design their own approach 
to civic education by strengthening 
their distinct identities.

Having said that, the biggest weak-
nesses that accompanied these ad-
vances was the absence of systematic, 

compulsory training programs for the 
teachers responsible for carrying these 
new programs forward and the absen-
ce of comprehensive training on hu-
man rights topics. In addition, we can 
also add the lack of policy continuity 
in educational jurisdictions which 
would allow for the consolidation of 
the agreements reached.

2000 and Beyond: Education 
for Effective Citizen Participation

The new century brought with it chan-
ges, primarily with respect to political 
participation and the development 
of regulations. In education-related 
areas, progress was made in terms 
of participation, such as in the deba-
tes that led to the enactment of the 
National Law on Sexual Health and 
Responsible Procreation (No. 25.673), 
which created a sexual and reproduc-
tive health program for the purpose of 
equity, equality and social justice and 
to contribute equal opportunities in 
terms of sexual health. The debates on 
this law began years before its ratifica-
tion in 2003 and in 2006 it was succee-
ded by the National Program of Inte-
gral Sexual Education (No. 26.150).

Furthermore, this law set in motion 
another important discussion in the 
education sphere: its inclusion at all le-
vels of the education system. This acti-
vated a series of new debates and citizen 
participation that revealed a new way of 
doing politics, seen to be more in line 
with international recommendations. 
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Other important laws that 
have come to form basic legal 
frameworks are the Law for the 
Integral Protection of Children 
and Adolescents (No. 26.061) and 
the Law on Domestic Violence 
(No. 24.417), both of which served 
as a basis for the debate that 
culminated in the development of 
educational standards. These two 
laws are complemented with other 
legislative milestones, including 
the Law for the Integral Protection 
of Women11 (No. 26.485) passed 
in 200912 and the recently created 
Registry, Systematization and 
Tracking Unit for Femicides 
and Homicides Aggravated by 
Gender13. We should also mention 
the recently enacted Law to 
Promote Coexistence and Address 
Social Conflicts in Educational 

11	 In the case of Buenos Aires Province, a pro-
gram was created to control and offer advice 
on the scourge of violence against women. For 
more information, visit the Secretariat of Hu-
man Rights of Buenos Aires Province (Secre-
taría de Derechos Humanos de la Provincia de 
Buenos Aires, 2015) or the Argentine Ministry 
of Justice and Human Rights (Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, 2015).

12	 The law intends to prevent, punish and end vi-
olence against women in the areas where they 
develop interpersonal relationships. The law 
gave rise to several actions, including the re-
cent Ni una menos conference. The law is avail-
able on the website of the Argentine Center of 
Documentation and Legislative Information 
(InfoLEG, 2015).

13	 For more information on this statistical reg-
ister, visit the website of the Secretariat of 
Human Rights of the Ministry of Justice and 
Human Rights of the Office of the President of 
Argentina (Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, 2015).

Institutions (No. 26.892)14 or the 
Law against Bullying15.

The celebration of the World Educa-
tion Forum and a widespread debate 
that included the participation of diffe-
rent players in the school community, 
NGOs and civil society put into motion 
a new participatory approach that cul-
minated in the approval of the National 
Education Law (No. 26.206) in 2006.

During this period, actions were con-
solidated that included the joint parti-
cipation of State organizations and di-
fferent, representative organizations of 
society that worked for the efficiency 
of human rights. An example would 
be the World Education Forum held 
on May 4-6, 2006, in Buenos Aires. 
The forum was entitled “Public Edu-
cation, Inclusion and Human Rights” 
and was organized by Abuelas de Pla-
za de Mayo (Grandmothers of the 
Plaza de Mayo), the Confederation of 
Education Workers of the Argentine 
Republic, the Secretariat of Educa-
tion of the City of Buenos Aires, the 
Public Policy Lab and the National 
Movement of Recuperated Busines-
ses. The purpose of the initiative was 
to place education at the center of the 
social and political agendas and to 
open a pluralistic debate on the di-
rection public policies should take so 
that another education and another 
14	  For more information on the enactment of the 

Law of Coexistence in Schools visit the website of 
the Secretariat of Public Communication of the 
Office of the President of Argentina. Press Room 
(Presidencia de la Nación Argentina, 2015).

15	 See this note on the Pagina21 website 
(Pagina12, 2015).
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society would be possible, socializing 
historical, regional, national and local 
experiences for such purpose16. Fo-
llowing the completion of the forum, 
the debate for the new Education Law 
began throughout institutions and at 
all levels of education.

Following these debates, the ratifica-
tion of the new National Education 
Law meant a series of modifications 
to the Argentine Education System, 
which were in complete harmony 
with the recommendations of the 
World Program for Human Rights 
Education (PROMEDH) and other 
international gatherings. It should 
be noted, however, that the approval 
of the law still did not imply transfer 
into curricular design17. 

Among the key ideas of the new Na-
tional Education Law (No. 26.206) is 
the need to guarantee education for 
life through strengthening integral 
training and creating a means to offer 
equal opportunities, while respecting 
differences and prohibiting gender 
discrimination of any kind. One of 
the changes proposed is to encourage 
students to define their life plan ba-
sed on the values of freedom, peace, 
solidarity, equality, respect for diver-
sity, justice, responsibility and the 
common good. This makes defining 
an approach to civic education neces-
sary that is committed to the values 

16	  Source: Education Portal of the Argentine 
State (Ministry of Education, 2015).

17	  For more information on the history of 
HRE, its content and teaching methods see: 
Fernandez (2013).

of ethical and democratic participa-
tion, freedom, solidarity, peaceful 
resolution of conflicts, respect for hu-
man rights, responsibility, integrity, 
appreciation and the preservation of 
natural and cultural heritage. 

Another regulation that demonstra-
tes how the ideology of human rights 
is present in the new Education Law 
is the guarantee of instructional stra-
tegies based on intercultural/bilin-
gual perspectives, which guarantees 
the constitutional right of the indige-
nous people to receive education that 
contributes to preserving and streng-
thening their cultural norms, langua-
ge, world view and ethnic identity. 

Furthermore, and as has been repea-
tedly recommended by congresses, 
conferences and international orga-
nizations, the articles of the new Law 
propose involving the media in edu-
cational topics, urging them to assu-
me a higher degree of ethical and so-
cial responsibility for the content and 
values they transmit.

With respect to school curricula, a 
significant change took place in mi-
ddle-level education. Since educa-
tion policy was mindful of the civic 
shortfalls of the years of dictatorship, 
in 2004 the province of Buenos Aires 
(the jurisdiction in which almost half 
of the country’s school enrollment is 
concentrated) decided to incorporate 
“Human Rights and Citizenship” as a 
new subject during the second year of 
the polimodal level, or the third year 
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of high school, which was intended 
to address the primary purpose of 
polimodal education of developing 
the aptitudes necessary for the prac-
tice of conscious and responsible ci-
tizenship. This curricular content was 
modified by the National Education 
Law of 2006, and so today new mate-
rial and programs related to human 
rights education exist in the province 
of Buenos Aires and in other educa-
tional jurisdictions. Among the chan-
ges we should also mention the Cu-
rriculum Design for Civic Education 
in School in the Province of Buenos 
Aires (2008), which encompasses the 
first three years of high school. This 
curriculum, which is valid until the 
year 2015, includes nine core topics 
that address human rights in terms 
of content, methodology and overall 
framework, which involves discus-
sing aspects of daily life and empha-
sizing that children and adolescents 
are also subjects of rights, letting go 
of the assumption that they a protec-
ted group. Also in Buenos Aires, two 
new subjects were incorporated into 
the curriculum for the upper cycle of 
high school, which are worth men-
tioning for their connection to HRE: 
Work and Citizenship18 and Politics 
and Citizenship19

While human rights education has 
grown in recent years at the primary 
and secondary levels, the same can-

18	 The general framework is similar to the one de-
scribed previously. It includes material aimed at 
students in their 6th year of high school.

19	 In this case, the material is aimed at students in 
their fifth year of high school. 

not be said for post-secondary edu-
cation. While it is true that many 
Argentine universities offer courses 
on human rights, they are generally 
elective and teach primarily theoreti-
cal aspects more so than the practice 
of human rights as a means to crea-
te and recreate culture. This compli-
cates the transfer of knowledge and, 
above all, their effective practice. This 
problem is even more serious at the 
non-university tertiary level insofar 
as the lack of inclusion of human ri-
ghts content in the curriculum has 
led to their absence even as theoreti-
cal content. We have a similar case at 
universities where these courses are 
required only for degrees in law and 
political science.

In order fill some of the absences left 
by the national education policy at 
the post-secondary level, a highly im-
portant systematic action is currently 
being undertaken in the university 
sphere. At the National University 
of Quilmes (Fernandez, Gongora, 
Manchini and Ripa, 2008-2013)20, 
various extracurricular activities are 
being developed, including the Tea-
cher Workshop on Service and Trai-
ning held since 2008, the purpose of 
which is to transfer part of the results 
of the HRE research projects perfor-
med by the team since late-2003 to 
different educational levels, for which 
a teacher training program has been 
20	 The project is financed by the University Pol-

icies Secretariat of the Ministry of Education, 
Science and Culture and the University Exten-
sion Secretary’s Office of UNQ, and is backed 
by the Inter-American Institute of Human 
Rights (2008-2013).

232
Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 27 (2), II Semestre 2016 (EISSN: 2215-4221)27

Mónica Fernández



implemented in three key areas of 
HRE: integral protection of children 
and adolescents, civic education and 
environmental protection.

The proposed teaching methodology 
focuses on the construction of par-
ticipatory practices and, as such, is 
aimed at both active teaching profes-
sionals and teachers in training alike, 
as well as pupils at both the primary 
and middle levels and any other per-
son of the educational community 
for the purpose of providing strate-
gies that collaborate with the creation 
of culture for democracy and human 
rights. It is commonly believed that 
human rights education should be 
approached from a context of trans-
mission and experience and should 
be incorporated into all levels of the 
school system. It can be argued that 
human rights education is about in-
corporating new habits which, in this 
case, would be habits of participation. 

One of the goals proposed by the pro-
ject is to modify the role of authority 
in the classroom, reflecting on soli-
dary teaching initiatives (thus parti-
cipatory) that represent a responsi-
ble, committed teacher who guides 
students to meaningful learning of 
scientific and social content while 
participating and engaging others in 
the activity. Participating is “parta-
king of the sociocultural activity,” be-
ing part of it. Practical/participatory 
learning meets the deliberative ideals 
that are intrinsic to democratic life. 

In summary, the project was deve-
loped taking into account recom-
mendations on the importance of an 
interdisciplinary, inter-institutional 
approach. For this reason, not only 
was scientific knowledge (environ-
mental, communications, legal, edu-
cational, methodological, etc.) put 
into play, but axiological components 
were also contributed, such as respect 
for otherness, solidarity, responsibility, 
democracy, participation and equality. 

On the other hand, in mid-May of 
2006, the First Inter-American Collo-
quium on Human Rights Education 
was held, entitled “Experiences, Pro-
blems and Challenges.” From that time 
on, these events have been celebrated 
periodically at different universities, 
such as Quilmes, La Plata and Lanus, 
and in several neighboring countries, 
including Chile and Brazil, and have 
extended the possibility of participa-
tion to many different people, among 
which are students, teachers and au-
thorities at all educational levels, in-
cluding government officials21.
21	 For more information on the HRE colloqui-

ums and the joint task networks that started 
developing after these meetings see: Monica 
Fernandez, “Red de Intercambio de Experien-
cias Educativas para Promover la Educación en 
Derechos Humanos (RIEEPEDH): Una expe-
riencia conjunta de trabajo mutuo, integración 
y compromiso.” In: Rodino, A; Tosi, G; Fer-
nandez, M and Zenaide, N. (Comp.) Cultura 
y Educación en Derechos Humanos en América 
Latina. Pessoa, J. (Ed.). UFPB, 2014. 

Within the framework of the academic agree-
ments that originated in regional meetings, a 
website is available that summarizes each of the 
proposals that arose from the HRE colloqui-
ums, which is updated periodically. For more 
information see: Latin American Network for 
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In addition to the first postgradua-
te degree in human rights created 
in Argentina, the aforementioned 
Master of Human Rights offered by 
the Institute of Human Rights of the 
National University of La Plata, 
the same university’s School of Jour-
nalism and Social Communication 
offers a Masters in Communication 
and Human Rights. It is important 
to mention that while there are also 
private universities that offer post-
graduate degrees in human rights, 
this article will only mention Sta-
te-financed institutions, although 
the fact remains that postgraduate 
degrees, in general terms, have a 
minimal cost.

In the case of the National Univer-
sity of Lanus, another pioneer aca-
demy in incorporating human rights 
education into undergraduate and 
postgraduate degrees, has offered a 
Master of Human Rights degree sin-
ce the year 2008. In recent years, this 
university has also developed a Spe-
cialization in Human Rights, Immi-
gration and Asylum and a Doctorate 
in Human Rights. The School of Law 
of the University of Buenos Aires 
also offers both a Specialization and a 
Master’s Degree in International Hu-
man Rights Law.

In other provinces of Argentina, spe-
cifically in Santa Fe, the National 
University of Rosario recently crea-
ted a Master of Human Rights, whi-

Human Rights Education (Red Latina de Edu-
cación en Derechos Humanos, 2015)

le the University of Tres de Febrero 
has developed a Master of Human 
Rights, State and Society. Similarly, 
located in the northeast of Greater 
Buenos Aires, the National Univer-
sity of San Martin offers a Master of 
Human Rights and Democratization 
for Latin America.

Other academic offerings are also 
available, however these are offered 
as undergraduate level programs as 
opposed to postgraduate. For exam-
ple, the National University of Ge-
neral Sarmiento offers an Associate’s 
Degree in Human Rights and Terri-
torial Intervention Strategies, while, 
paradoxically, the National Universi-
ty of Quilmes, with its long history in 
human rights-related topics, has yet 
to create a postgraduate degree. As of 
the late-twentieth century, however, 
they have developed extracurricular 
teacher training workshops aimed at 
teachers and other teaching profes-
sionals in service and training, and 
also offer three elective courses in the 
undergraduate curriculum.

Other postgraduate human rights de-
grees that have been created and are 
run with state financing are the As-
sociate’s Degree, Specialization and 
Master’s Degree in Human Rights 
from the School of the State Attor-
neys Corps of Argentina’s Treasury 
Procurer and the National University 
of Tres de Febrero. Also worth men-
tioning is the Specialization in Hu-
man Rights and Education for edu-
cation professionals offered through 
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the Ministry of Education’s National 
Teacher Training Program.

Finally, it must be said that during the 
last decade, the academic offerings at 
the undergraduate, graduate and post-
graduate levels related to teaching and 
human rights education have increa-
sed exponentially. In addition to these 
State-financed curricular and extracu-
rricular pedagogical dimensions, there 
are a number of public social inclusion 
policies that have been enacted for 
educational purposes, including the 
Programa Conectar Igualdad (Connect 
Equality Program, which offers net-
books and training for teaching staff), 
FinES (high school completion pro-
gram), PROGRESAR (subsidies for 
training and formation) and the Asig-
nación Universal por Hijo (Universal 
Child Allowance), among other scho-
larships to university or for primary 
and secondary education. The ways 
in which human rights are present in 
education policy are many. However, 
the same old problem persists of the 
presence of human rights in every-
day practice, whether in education or 
in other spheres of society. In closing, 
it would suffice to paraphrase a great 
human rights activist, our beloved 
Uruguayan brother Luis Perez Agui-
rre, who said that “the magic of human 
rights education lies in the method.”

Conclusions

The purpose of this article was to pro-
vide an overview of Human Rights 
Education in Argentina. As we have 
seen, while the academic offering of 

courses and seminars related to human 
rights in general and to HRE in parti-
cular has grown significantly, there is 
still a series of absences, among which 
we find the need to seriously contem-
plate the concept of HRE, the need to 
define who is qualified to approach 
teaching and learning strategies, the 
minimum human rights content that 
coursework should include and, abo-
ve all, the most appropriate method to 
teach and learn human rights.

With regards to the last point, stra-
tegies are urgently needed to help tie 
HRE to the ethical and political edu-
cation of citizens. Therefore, the cha-
llenge of HRE is the need to educate 
in awareness, in the urgency to recog-
nize that the other is the same as the 
self. Finally, and perhaps the most im-
portant of the entire HRE framework 
is that HRE revolves around the po-
litical sphere; not just any politics, 
but one that emphasizes the need to 
remove the mask and to say once and 
for all what Rancière (2012) recogni-
zed so masterfully when he pointed 
out that politics is a concept of strug-
gle between the rich and the poor, be-
tween the included and the excluded, 
with a specific distribution of material 
and symbolic goods, access to which 
is denied to one of the parties. Politics 
is about the distribution of the part of 
those who do not yet have a part, that 
is, who have yet to receive their part 
of the distribution.

This concept of politics is even more 
correct when reflecting on the con-
text of Latin America, where history 
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and geopolitics have excluded a sec-
tor of the population from the distri-
bution of their portion of everything. 
As Rancière writes:

There is politics when there is a 
part of those who have no part, 
a part or party of the poor. Po-
litics does not happen just be-
cause the poor oppose the rich. 
It is the other way around: po-
litics (that is, the interruption 
of the simple effects of domi-
nation by the rich) causes the 
poor to exist as an entity. [The-
refore, p]olitics exists when the 
natural order of domination is 
interrupted by the institution 
of a part of those who have no 
part (Ranciere, 2012, p. 25).
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Cultura de paz en la escuela: Retos 
para la formación docente

Culture of Peace: Challenges for the 
teachers’ education
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Resumen 

El avance económico y social de los pueblos se puede llevar a cabo solo si les acompaña una 
cultura de paz. La educación en su doble función -como derecho humano que forma en 
derechos humanos-, tiene un llamado específico en la construcción de esta cultura de paz 
entre las generaciones más jóvenes. El argumento central de este trabajo es que la cultura de 
paz en los centros educativos podrá calar en la vida de las personas cuando la paz sea una 
vivencia cotidiana dentro de las aulas. El documento presenta una reflexión respecto de los 
retos para la formación de docentes, quienes deberán prepararse para enseñar a las nuevas 
generaciones a enfrentar el conflicto sin violencia y a desarrollar una forma distinta de mirar 
las diferencias entre las personas y las sociedades. Se concluye que los procesos de formación 
permanente de docentes deberán contemplar el desarrollo de las competencias emocionales 
necesarias para la gestión de las emociones y afectos que se suscitan en toda interacción y 
que redundarán en el bienestar del estudiantado en las instituciones educativas. 

Palabras claves: Cultura de paz, docente, diálogo pedagógico, inteligencia emocional.

Abstract

People’s economic and social advance can only be carried out if they are accompanied by a Cul-
ture of Peace: Education has a dual role as a human right to teach human rights and a specific 
call in building this Culture among the younger generations. The central argument of this paper 
is how the Culture of Peace in schools is an everyday experience in the classroom. This poses 
challenges such as training teachers who must prepare to educate new generations to confront 
the conflict without violence and to develop an alternate way of looking at the differences be-
tween people and societies. It is concluded that it is essential that educators must have a lifelong 
learning processes. This training should contemplate personal knowledge to manage the emo-
tions that arise in every interaction, which will result in the well-being of students in the school.

Keywords: culture of peace, teacher’s education, emotional education, pedagogical dialogue
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Introducción
La esperanza mueve nuestras vidas y en el 

escenario de tanta destrucción
siempre miraremos los pájaros

atravesando el cielo. 

Vernor Muñoz (2009, p. 45)

La consolidación de una cultura de 
paz en nuestras sociedades es una 
aspiración para quienes mantienen 
la esperanza de vivir en un mundo 
donde prive el respeto y el diálogo 
intercultural entre los pueblos. La 
Primera Guerra Mundial de 1914 le 
mostró a la comunidad internacional 
las consecuencias de una política in-
transigente y de menosprecio por lo 
diferente, producto de un exacerbado 
nacionalismo. Desde entonces, el si-
glo XX vivió una dramática transfor-
mación en la manera de comprender 
el impacto de un conflicto armado. 
La Gran Guerra se extendió por cua-
tro años y provocó transformacio-
nes económicas, políticas y sociales; 
además demostró que, en el futuro 
cercano, las guerras tendrían no solo 
consecuencias locales. A pesar de esta 
evidencia, treinta años después, el 
mundo experimentó los estragos de 
la Segunda Guerra Mundial. Desde 
entonces, se cuenta con un sin núme-
ro de ejemplos en la historia reciente 
de guerras, conflictos armados y otras 
manifestaciones violentas por causas 
culturales, religiosas o políticas. 

Las estadísticas respecto de las pér-
didas en un conflicto armado pue-
den calcular el número de hombres y 
mujeres que fallecen y son heridos, o 

el tipo de armamento utilizado; pero 
nunca se podrá calcular el sufrimiento 
de la gente que experimenta esta si-
tuación, se conocen quizás sus sínto-
mas, pero no la dimensión de lo que 
implica en la vida de cada una de las 
víctimas la pérdida de sus seres ama-
dos, de su hogar, de sus pertenencias 
y finalmente de sus sueños e ilusiones.

Un cambio social se hace necesario 
para que se lleve a cabo la transforma-
ción de las sociedades tradicionales 
violentas; deberá existir un acuerdo 
entre los diversos actores sociales para 
promover acciones que sustenten la 
paz de las naciones. La vida no tendría 
mucho sentido sin el deseo y la vo-
luntad para trabajar por una sociedad 
más justa y solidaria. Dichosamente, 
muchos Estados comprendieron que 
los países no pueden crecer y estabi-
lizarse económica y socialmente, si no 
se garantiza la paz social, razón que 
motiva la firma de la carta de creación 
de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) el 26 de junio de 1945. 
A lo que se sumó la constitución de 
Declaración de los Derechos Huma-
nos (del 10 de diciembre de 1948) con 
la participación de más de 50 Estados 
que, de manera conjunta, establecen 
las bases para el ejercicio de la liber-
tad, la justicia y la democracia. 

Los constantes conflictos que se viven 
en diferentes zonas geográficas del 
planeta, nos dicen que la convivencia 
armoniosa entre los seres humanos 
no es una tarea fácil, los conflictos 
tienen causas profundas: de orden 
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político, religioso, cultural, además 
de las importantes dificultades que 
se enfrentan en la comunicación y la 
preeminencia del interés personal sobre 
el colectivo, estos aspectos se convierten 
en desafíos para consolidar la paz. 

Esta reflexión se basa en la idea de 
que la transformación social tiene sus 
bases en la posibilidad de enseñar a 
las nuevas generaciones a enfrentar el 
conflicto sin violencia, de desarrollar 
en las personas jóvenes una forma 
distinta de mirar las diferencias entre 
los individuos y las sociedades, de 
manera que la creatividad surja en 
medio del desacuerdo, para imaginar 
otras maneras de alcanzar la vivencia 
de la paz, pues como declara la 
Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (UNESCO) en su carta de 
constitución: “puesto que las guerras 
nacen en la mente de los hombres, 
es en la mente de los hombres donde 
deben erigirse los baluartes de la paz” 
(UNESCO, 1945, Párr. 3). 

De lo anterior se desprende que la 
formación de las nuevas generaciones 
debe estar inspirada en una educación 
para la paz y los derechos humanos, 
lo que representa la oportunidad 
para que la humanidad aprenda a 
vivir de forma pacífica, en medio 
de la diversidad. La finalidad de una 
educación en derechos humanos es 
construir lazos sociales; para esto se 
requiere una ética y unos valores que 
sustenten la paz, un cambio en la 
mentalidad y en las actitudes de las 

personas, pues como plantea la ONU 
en su Declaración sobre una Cultura 
de Paz (1999): “la paz no solo es la 
ausencia de un conflicto armado” 
(Párr. 2). Sin embargo, para alcanzar 
esta meta, la educación debe estar al 
alcance de toda la población, de allí 
que como parte de los compromisos y 
acuerdos de las Naciones, en materia 
de educación y de derechos, se elabora 
la Declaración Mundial de Educación 
para todos en el año 1990, la cual 
propondría alcanzar la universalidad 
de la educación para el año 2000.

Por tanto, la Escuela está convocada 
a ser la institución de formación de 
una cultura de paz, y esto se refiere 
a la educación en valores, actitudes 
y pensamientos, pues la institución 
escolar representa el primer escenario 
social de los niños y las niñas, donde 
se debería de fortalecer la práctica de 
los derechos humanos, en los espacios 
de interacción con las autoridades y 
entre sus iguales. No obstante, para 
que este compromiso de la escuela 
con el fortalecimiento de una cultura 
de paz sea posible, los Estados y 
sus políticas deberán generar las 
condiciones para que la ciudadanía 
pueda confiar en un camino de paz 
para alcanzar el bienestar social.

Educar para una cultura de paz

La educación se establece como de-
recho humano en la Declaración 
Universal de los Derechos Huma-
nos (1948) en los artículos del 26 al 
29, reforzados, posteriormente, en 
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el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de 
1966, en los artículos 13, 14 y 15. De 
este Pacto destacamos del artículo 13 
el inciso 2(a), porque establece la en-
señanza primaria como obligatoria y 
asequible gratuitamente y el inciso 2 
(e), porque se refiere a la mejora del 
sistema escolar en todos los ciclos de 
la enseñanza, la implementación de 
un sistema adecuado de becas, y la 
mejora continua de las condiciones 
materiales del cuerpo docente. Desde 
entonces, la educación como derecho 
humano es vista como un sistema que 
debe garantizar tanto la accesibilidad 
a la educación como las condiciones 
materiales de la niñez y docentes, con 
base en los principios fundamentales 
del respeto a la dignidad humana, la 
libertad y la justicia. 

Es relevante que desde la década 1970 
se pensara en una educación con vi-
sión holística del desarrollo del niño 
y de la niña, y que continuara enri-
queciéndose con los aportes plantea-
dos en la Convención de derechos 
del niño y de la niña (1990), con el 
propósito de potenciar el máximo las 
posibilidades de las personas meno-
res de edad, su sentido de identidad 
y pertenencia cultural, así como su 
integración en la sociedad e interac-
ción con otros sujetos y con el medio 
ambiente (artículo 29, inciso 1 (a, c, 
d y e). De esta manera la educación 
se fortalece, como lo afirma la Ob-
servación General 11 del Comité de 
derechos económicos, sociales y cul-
turales (1999), en tanto se considere 

que “el derecho a la educación es el 
epítome de la indivisibilidad y la in-
terdependencia de todos los derechos 
humanos” (Párr. 2). 

A estos aportes se sumó la Reco-
mendación sobre la educación para 
la comprensión, la cooperación y la 
paz internacionales de la UNESCO 
(1974), que define la educación como 
el proceso global de la sociedad por 
medio del cual “las personas y los 
grupos sociales aprenden a desarro-
llar conscientemente en el interior de 
la comunidad nacional e internacio-
nal y en beneficio de ellas, la totali-
dad de sus capacidades, actitudes, 
aptitudes y conocimientos” (Párr.11). 
A esta se agregan las nociones de 
“comprensión”, “cooperación” y “paz 
internacionales”, términos que se sin-
tetizan, según esta Recomendación 
como: “educación para la compren-
sión internacional”. 

Veinte años después, los ministros de 
educación presentes en la 44ª reunión 
de la Conferencia Internacional de 
Educación (CIE), en octubre de 1994, 
acuerdan presentar a la Conferencia 
General de la UNESCO, “un plan de ac-
ción que permita a los Estados Miem-
bros y a la UNESCO integrar dentro 
de una política coherente la educación 
para la paz, los derechos humanos y la 
democracia en la perspectiva de un de-
sarrollo sostenible” (Párr. 20). 

Dicho plan, aprobado por la Confe-
rencia General en 1995 (28a reunión) 
“ofrece un punto de vista contemporá-
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neo de los problemas relacionados con 
la educación para la paz, los derechos 
humanos, y la democracia. Fija los ob-
jetivos de esta educación, las estrate-
gias y políticas para la acción y diversas 
orientaciones en el plano institucional, 
nacional e internacional” (Actas de la 
Conferencia General, Párr. 2). Tam-
bién reconoce las transformaciones 
sociales y las nuevas necesidades de las 
sociedades y de la humanidad, y con-
sidera la función de la escuela como 
decisiva para promover una cultura de 
paz, derechos humanos y democracia, 
puesto que la educación: 

Debe fomentar conocimientos, 
valores, actitudes y aptitudes 
favorables al respeto de los de-
rechos humanos y al compro-
miso activo con respecto a la 
defensa de tales derechos y a la 
construcción de una cultura de 
paz y democracia”. Se estable-
ce como finalidad principal de 
una educación para la paz, los 
derechos humanos y la demo-
cracia el fomento, en todos los 
individuos, del sentido de los 
valores universales y los tipos 
de comportamiento en que se 
basa una cultura de paz. Inclu-
so en contextos socioculturales 
diferentes es posible identificar 
valores que puedan ser recono-
cidos universalmente. (Decla-
ración de la 44a reunión de la 
CIE, 1994. Finalidades, punto 6)

Todas estas acciones se propusieron 
con miras a la formación de una ciu-
dadanía solidaria, responsable y res-

petuosa de otras culturas y de la digni-
dad humana, que se comprometa con 
la paz, los derechos humanos y el diá-
logo internacional, con sensibilidad 
para el desarrollo sostenible, para pre-
venir los conflictos y resolverlos con 
métodos no violentos, es decir, se trata 
de una formación para el ejercicio de 
la paz, lo que representa una trans-
formación de las relaciones humanas 
violentas. En esta línea de trabajo, la 
UNESCO, en su 28ª reunión (1995, 
resolución 5.3), propuso un proyecto 
transdisciplinario llamado “Hacia una 
cultura de paz¨ con el objetivo de con-
tribuir en la transición de la cultura de 
guerra a la cultura de paz. 

La propuesta estuvo constituida por 
tres ejes fundamentales que no han 
perdido su vigencia: la primer unidad 
abordó una educación para la paz, los 
derechos humanos, la democracia, el 
entendimiento internacional y la to-
lerancia; la segunda se centró en la 
promoción de los derechos humanos 
y de la democracia como lucha contra 
la discriminación; una tercera resal-
tó el pluralismo cultural y el diálogo 
intercultural y, por último, la preven-
ción de conflictos y consolidación de 
la paz después de estos.

Por otro lado, el Consejo ejecutivo de 
la UNESCO (sesión 154 EX/42, abril 
de 1998, Punto 8.5) considera que:

La esencia del planteamiento 
de la cultura de paz reside en la 
idea de que prevenir ante todo 
la violencia y tratar sus causas 
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profundas es más humano y efi-
caz que intervenir en conflictos 
violentos después de su estalli-
do y emprender la consiguiente 
edificación de la paz después de 
que hayan finalizado. (Párr. 3) 

Al lado de la educación se deberá ga-
rantizar la justicia social y el desarrollo 
humano sostenible (UNESCO, 1998). 
Es desde estos principios que las ac-
ciones para una cultura de paz, desa-
rrollados por los diversos programas e 
iniciativas de la ONU y la UNESCO, 
se convierten en una prioridad de todo 
el sistema de las Naciones Unidas. Así, 
la Asamblea General de las Naciones 
Unidas declara el año 2000 como el 
Año Internacional de la Cultura de la 
Paz y se concibe, desde la UNESCO, 
un Programa de Acción del Decenio 
Internacional de una Cultura de Paz 
y No Violencia para los Niños y Ni-
ñas del Mundo (2001-2010). En esta 
iniciativa participaron por América 
Latina y el Caribe 230 organizaciones 
y en términos globales 1054 organiza-
ciones de más de 100 países. 

De manera prioritaria se atendió la 
cultura de paz a través de la educa-
ción.2 Lamentablemente, no se ha po-
dido ubicar para Costa Rica su infor-
me individual sobre el proceso vivido 
en estos años, sus avances y obstácu-
los en torno a la creación de una cul-

2	 Para mayor información, se remite al 
lector o lectora a la página donde se 
publicaron los informes por países: 
http://www.decade-culture-of-
peace.org./ 

tura de paz; sin embargo, el informe 
global señala que sí se observaron 
avances en este sentido, como la falta 
de políticas y de financiamiento, uno 
de los obstáculos para desarrollar 
programas orientados a la construc-
ción de la cultura de paz. 

La creación de una cultura de paz 
debería ser prioridad a nivel mun-
dial, puesto que genera intercambios 
sociales basados en los principios 
plasmados en los derechos humanos. 
Por definición, rechaza la violencia, 
por lo que está llamada a atender los 
conflictos desde su origen y mediante 
la solidaridad, el diálogo y la nego-
ciación. En los ejes planteados en el 
proyecto transdiciplinario de 1995 se 
evidencia esta preocupación por la 
erradicación de toda forma de discri-
minación, y la apertura al pluralismo 
cultural en las sociedades para lograr 
la vivencia de la paz. 

En Costa Rica se estableció en el año 
2008 un “Acuerdo Nacional de Edu-
cación” que contempla “El Centro 
Educativo de Calidad como Eje de la 
Educación Costarricense” entre los 
propósitos de la educación costarri-
cense. Aunque en este documento no 
se habla explícitamente de una educa-
ción para la paz, mantiene una con-
cepción de educación de calidad como 
derecho de todas las personas, propo-
ne la universalización de la educación 
incluso a nivel superior, y sostiene el 
respeto y la atención a la diversidad 
individual, social, cultural y religiosa. 
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Quien escribe este texto está conven-
cida de que una sociedad educada 
para la paz transforma las relaciones 
humanas que promueven el indivi-
dualismo y la discriminación, por 
tanto, el centro educativo que oriente 
su enseñanza hacia los derechos hu-
manos y la paz redunda en ambientes 
educativos favorables para una en-
señanza y aprendizaje significativos, 
ya que una educación centrada en la 
persona será sensible a las necesida-
des de desarrollo y bienestar general 
de sus estudiantes.

Desafíos para consolidar una 
cultura de paz

… la educación en todas sus formas y en todos 
los niveles debe tener las siguientes cuatro car-
acterísticas interrelacionadas: disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad. 

Observación General N.°13 (UNESCO, 
1999, Párr. 6)

Formar ciudadanos y ciudadanas con 
los principios de una cultura de paz es 
un consenso y una prioridad a nivel 
internacional; que la escuela es el lugar 
privilegiado para formar en esta direc-
ción es un aspecto clave en la trans-
formación de una sociedad orientada 
hacia la paz social. Por tanto, una edu-
cación como derecho humano no solo 
se compromete con la enseñanza de 
conocimientos, sino que, además, asu-
me una ética de vida a favor de los va-
lores a los que aspiramos: solidaridad, 
respeto, equidad, entre otros. 

En consecuencia, la escuela llamada 
tradicional debe modificarse para 

que realmente pueda enriquecer las 
prácticas educativas con una visión 
de derechos humanos. Esto implica 
que la escuela no puede estar al ser-
vicio de los intereses de una socie-
dad mercantilista, que ha favorecido 
el sentido de competencia y no el de 
cooperación, que ha considerado el 
valor de la persona por lo que posee 
o para lo que sirve y no por su condi-
ción misma de ser humano.

Como señala Muñoz (2009), “al pro-
poner una nueva educación, es urgente 
intentar eliminar las prácticas y los pa-
trones de conducta basados en la idea 
de inferioridad o superioridad entre las 
personas y a impulsar procesos de de-
mocratización en y desde la escuela, que 
permitan erradicar la discriminación y 
la pobreza” (p. 55). Por tanto, parte de 
la tarea de una nueva educación es im-
pulsar la transformación del modelo de 
sociedad heredado de la modernidad, 
pues este modelo se aferra a todas las 
esferas del desarrollo de la persona y de 
la sociedad; como se sabe, es un mo-
delo socioeconómico e ideológico, que 
aún desgastado, continúa formando 
parte de la subjetividad (Morin, 2009).

Esta sociedad tradicional se vale de 
la educación para continuar norma-
lizando la formación y la persona; así 
niega la diferencia y genera la exclu-
sión de los sistemas educativos y so-
ciales. Por esta razón resulta urgente 
una nueva forma de educar, es decir, 
de concebir las relaciones desde la es-
cuela para proyectarse al mundo so-
cial, que considere tanto la diversidad 
humana como su unidad. 
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En consecuencia, el enfoque que 
aporta una educación para la paz en 
la formación de niños, niñas y jóve-
nes permite, a los educadores, edu-
cadoras y personal en general de los 
centros educativos, el compromiso 
con una ética de los derechos huma-
nos con el objetivo de construir los 
pilares de una sociedad más justa y 
solidaria. Para lograr esto, es indis-
pensable atender la formación do-
cente, pues a nivel curricular debería 
visualizarse esta sensibilidad necesa-
ria para asumir la diversidad en las 
aulas tanto por condiciones físicas, 
ideológicas y culturales, así como la 
visión de la educación como derecho 
humano; aspiración que quedó plas-
mada en la 44ª Conferencia Interna-
cional de Educación (1994).

No obstante, se observa una brecha 
entre lo escrito en las leyes y las nor-
mas que se han construido internacio-
nalmente, con lo que sucede el día a 
día en las sociedades (Méndez, 2014) 
y en los salones de clase. Esta con-
tradicción entre lo que está escrito y 
las prácticas sociales se considera un 
desafío al que se le debe hacer frente 
para que la educación como derecho 
humano sea una realidad. El Estado 
debe garantizar el cumplimiento de 
las políticas públicas a las que se ha 
comprometido en el marco del diálo-
go internacional, a partir de los con-
venios y declaraciones de la ONU. Los 
Estados parte están llamados a apoyar 
efectivamente los procesos de digni-
ficación de la persona y de inclusión 
de las diferencias entre las personas en 

la formación de nuestra juventud, ello 
implica garantizar su permanencia en 
la educación secundaria.

El estudio de Méndez (2014) aporta 
ejemplos de los retos pendientes para 
que la educación como derecho huma-
no sea una realidad en nuestras socie-
dades. El autor realiza un análisis de 
las condiciones de protección al menor 
en Centroamérica, de acuerdo con los 
resultados, se evidencia la dificultad de 
concretar el derecho a la educación en 
nuestros países, porque falta compro-
miso con los principios de una educa-
ción gratuita y obligatoria. 

Otro reto es vencer los obstáculos que 
reconocemos para el logro del dere-
cho humano de la educación, como 
la pobreza que se levanta en nuestra 
región y que expone a nuestra pobla-
ción de menores de edad a la exclu-
sión del sistema educativo; Méndez 
(2014) lo ha expuesto ampliamente 
en su trabajo sobre el derecho a la 
educación y las edades mínimas de 
protección legal en Centroamérica. 
El autor, retomando las estimaciones 
de CEPAL, nos dice que: 

Aproximadamente el 47% de 
la población centroamericana 
pertenece al grupo etario de 
los 0 a los 19 años de edad. Esta 
situación, que efectivamente 
representa un desafío para el 
istmo se agrava al considerar 
que en todos los países la po-
breza de niños, niñas y adoles-
centes (NNA) es muy superior 
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a la media nacional, es decir, 
no solo representan casi la mi-
tad de la población sino que 
además son más pobres que el 
resto de grupos etarios… (p. 8)

Méndez (2014) evidencia, en los di-
ferentes países centroamericanos, los 
escasos recursos destinados a la edu-
cación que afectan la infraestructura, 
la creación de centros educativos y la 
cantidad de estudiantes por docente 
en un aula, así como el nivel míni-
mo de edad en el que la enseñanza es 
obligatoria. Todo esto obstaculiza la 
disponibilidad de la educación para 
los niños, niñas y adolescentes de los 
sectores más empobrecidos, donde 
los grupos adolescentes son los más 
afectados, pues la enseñanza gratuita 
y obligatoria cubre, en la mayoría de 
los países de Centroamérica, la ense-
ñanza secundaria denominada baja.

En relación con lo anterior, Torres 
(2005, p.19) considera que:

La injusticia económica y so-
cial es el principal obstáculo 
para el desarrollo educativo 
y la democratización de la 
educación y de los aprendiza-
jes. Luchar contra la pobreza 
y por otro modelo político y 
socio-económico se ha con-
vertido en un requisito para 
–mucho más que un potencial 
resultado de– la educación. 

Méndez (2014) retoma otros aspec-
tos asociados con la educación como 
derecho humano. La edad mínima de 

protección es uno de ellos, pues defi-
ne la accesibilidad al sistema educati-
vo y al derecho a la educación de los 
grupos participantes más jóvenes de 
una sociedad, esto incluye una discu-
sión para establecer el paso de la ni-
ñez a la adultez; lo que implica el es-
tablecimiento de un enfoque cultural 
del desarrollo donde entra en juego 
la asignación de roles por sexo y los 
intereses patriarcales de dominación.

Esta discusión se lleva al campo del 
trabajo infantil y del matrimonio de 
menores, donde se aprecia que, a pesar 
de las normas y declaraciones interna-
cionales, los Estados definen sus pro-
pias edades mínimas, menores estas 
a las establecidas en las convenciones 
internacionales, lo que hace vulnera-
bles a los niños, niñas y adolescentes.

Pero también se debe contemplar que 
al ingresar los niños y niñas a los cen-
tros educativos deben ser formados con 
los principios de una educación que se 
contextualice en su vida cotidiana a 
partir de aprendizajes significativos que 
estimulen su curiosidad y su creativi-
dad (Muñoz, 2009), pues de lo contra-
rio, una educación carente de sentido, 
en la cual se transmiten conocimientos 
estandarizados, acríticos y desmotivan-
tes contribuye con los procesos de ex-
clusión del sistema educativo de nues-
tros niños, niñas y adolescentes, lo que 
limita el acceso a la educación. 

Por tanto, educar para una cultura de 
paz supone que los derechos funda-
mentales de la población más joven 
se cumplen. No es posible concebir 
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de otra manera la promoción de va-
lores como el respeto y la solidaridad. 
En consecuencia, la promoción de una 
cultura de paz no es un eje transver-
sal en los currículos educativos, ni un 
contenido curricular que se desarrolla 
en actos cívicos o que se debe aprender 
de memoria para rendir prueba de co-
nocimiento en un examen. La cultura 
de paz es una vivencia que se inscribe 
en la subjetividad. La paz no se entien-
de, si antes no se ha vivido, y por esta 
razón los niños las niñas y adolescen-
tes deben ser parte de la construcción 
de la paz en compañía de sus docentes.

De manera que la educación, en tan-
to derecho humano, plantea desafíos 
para los gobiernos de las naciones, los 
gobiernos locales y líderes, en general, 
del sector educativo –como son los 
educadores y las educadoras de todo 
país-. Estos desafíos se refieren al cum-
plimiento de una educación con accesi-
bilidad, asequibilidad, adaptabilidad y 
aceptabilidad para toda la población de 
jóvenes menores de edad. Los retos se 
refieren a la creación y ejecución de las 
políticas y financiamiento que promue-
va escuelas abiertas, creativas; escuelas 
para la comprensión de la sociedad en 
la que se vive y una consciencia de la 
responsabilidad de todas las personas 
con el destino de los pueblos.

Diálogo pedagógico y cultura de paz
 … el aprender se da de una manera o de 

otra en 
la transformación que tiene lugar en la 

convivencia.

Humberto Maturana 
(El sentido de lo humano, p. 244)

La escuela tiene un importante papel 
en la construcción de una cultura de 
paz. Se trata de un lugar privilegiado 
para enseñar a las nuevas generacio-
nes los principios para vivir en una 
sociedad orientada a la convivencia 
pacífica. Por tanto, no puede perder-
se de vista que la transmisión que el 
educador o educadora puede hacer 
de la paz supone dos niveles: el pri-
mero se refiere al nivel de contenido; 
el otro, al de la relación. En conse-
cuencia, como proyecto educativo, 
la enseñanza de la paz es más que un 
contenido de aprendizaje, es también 
un producto de la interacción del 
personal docente con sus estudiantes. 

Para alcanzar la paz en la escuela se 
requiere que todos los miembros de 
la comunidad educativa se compro-
metan en la construcción de una co-
municación para la paz. Esto quiere 
decir que la enseñanza de los prin-
cipios de una cultura de paz debe 
promover el reconocimiento del otro 
como ser humano, lo que se logra 
comprometiéndose a nivel relacional 
con todos los miembros de una co-
munidad educativa. 

Por consiguiente, un proyecto educa-
tivo concebido desde el principio de 
la educación como derecho humano 
debe garantizar para sus estudiantes 
la experiencia de la paz en el aula. 
Esto implica, para cada actor del sis-
tema educativo, tomar conciencia de 
su papel en el desarrollo socio-afec-
tivo del estudiantado así como en el 
desarrollo de las habilidades y com-

248
Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 27 (2), II Semestre 2016 (EISSN: 2215-4221)27

Kathia Alvarado C.



petencias necesarias para convivir ar-
moniosamente con los compañeros y 
compañeras de clase, pues el aula es 
un lugar propicio para el aprendizaje 
del respeto a la diversidad cultural, 
familiar y personal que se encuentra 
en este espacio de socialización.

Por esto, para quien escribe, las perso-
nas a cargo de la educación no debe-
rían centrarse, de manera exclusiva, 
en la transmisión de conocimientos o 
en la didáctica específica de su obje-
to de estudio, o en la incorporación 
de contenidos sobre tolerancia y de-
rechos humanos en el currículo aca-
démico, o a realizar actividades lúdi-
cas aisladas a favor de la convivencia 
pacífica. Cada docente tendrá que 
ir más allá de las rutinas preestable-
cidas, pues hay un llamado que está 
implícito en su rol profesional que se 
refiere a la gran responsabilidad de 
educar para la paz y de posibilitar un 
verdadero encuentro entre las perso-
nas, que promueva las condiciones 
para el diálogo en el contexto escolar 
en un ambiente cálido y respetuoso. 

La fuerza del diálogo permite la reso-
lución pacífica de conflictos y, en este 
sentido, la institución escolar es un 
referente para desarrollar comporta-
mientos empáticos y solidarios entre 
jóvenes con el objetivo de construir 
relaciones saludables y pacíficas, una 
educación para la democracia, la so-
lidaridad, la comprensión internacio-
nal, la sensibilidad por el desarrollo 
sostenible, la libertad de expresión y la 
igualdad de género, una excitativa de 

la UNESCO plasmada en la actas del 
Consejo Ejecutivo 161 EX/17, 2001. 

Como señala Martínez (2005), filóso-
fo y educador, el papel de la escuela 
es fundamental para el desarrollo del 
funcionamiento intelectual, afectivo 
y social, por lo que subraya la impor-
tancia de propiciar una relación dia-
lógica en nuestras sociedades, como 
una forma de desarrollar la tolerancia 
y aceptación de opiniones contrarias, 
pues el autor considera que la fuen-
te de esta intolerancia es el “analfa-
betismo emocional”. Se concuerda 
con Martínez cuando afirma que “el 
objetivo de todo diálogo educativo 
es formar el pensamiento y desarro-
llar la vida mental, ya que ella es la 
medida del mundo y su realidad” (p. 
23); pero, además el objetivo se pue-
de ampliar al considerar que en este 
diálogo la persona se construye como 
sujeto, como un otro que es distinto y 
que por tanto busca ser en cada pala-
bra que produce. 

Comprender la responsabilidad de 
educar para el desarrollo integral 
estudiantil y para los derechos hu-
manos requiere de un equipo do-
cente con las habilidades sociales y 
afectivas necesarias para gestionar el 
conflicto, la intransigencia y la fal-
ta de comprensión que en ocasiones 
conlleva el vivir en comunidad; que 
le permitan establecer relaciones de 
confianza con sus estudiantes, in-
gredientes necesarios para lograr un 
buen clima de aula. 
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Un ambiente relacional con estas 
condiciones posibilitará un clima de 
aprendizaje agradable para quienes 
participan en el proceso. Asimismo, 
da las bases para el aprendizaje de 
lo que significa, a partir de la expe-
riencia, una cultura de paz. Gracias a 
esta vivencia es posible enseñar a los 
niños, niñas y jóvenes a comprender 
la dimensión de lo que significa la 
construcción del lazo social, porque 
la escuela es el lugar donde se puede 
ejercitar el respeto, la escucha atenta, 
la solidaridad, la libertad y la respon-
sabilidad de los propios actos.

Para que los cuerpos docentes lo-
gren impactar su práctica cotidiana 
con esta perspectiva de educar para 
la paz, se requiere, además, que to-
men consciencia de la necesidad de 
enriquecer, de manera constante, su 
formación acerca de estos temas, así 
como de la relevancia de sus acciones 
en un contexto mayor como la so-
ciedad en la que vive, su país y, final-
mente, el planeta. 

De tal manera que la formación per-
manente del personal educativo se 
vuelve esencial siempre y cuando no 
solo le aporte a nivel de competencias 
de conocimiento profesional sino que 
considere esas competencias emocio-
nales que les preparan para enfrentar el 
conflicto, ejercer la mediación, favore-
cer el diálogo, conocer y gestionar sus 
emociones a partir del conocimiento 
de sí, lo que se ha denominado con el 
concepto de inteligencia emocional. 

Por tal razón, el Estado debe compro-
meterse con una enseñanza signifi-
cativa e integral de las personas más 
jóvenes y parte de este compromiso es 
procurar procesos de formación ini-
cial y de actualización permanente de 
sus docentes que contemplen dichas 
temáticas. De esta manera, el Estado 
responde éticamente a las necesida-
des de crecimiento y desarrollo socio 
afectivo de sus niños, niñas y adoles-
centes porque en las aulas se encon-
trarán educadores y educadoras con 
mejor conocimiento de sí mismas y de 
sus estudiantes. Si el sistema educativo 
invierte en este tipo de formación, se 
contará con educadores y educadoras 
con mejores posibilidades para incidir 
en el bienestar subjetivo, la autonomía 
y la gestión de comportamientos pro-
sociales entre sus estudiantes, aspectos 
esenciales para el desarrollo de una 
cultura de paz. 

Por otra parte, estas condiciones be-
neficiarán el bienestar subjetivo de los 
grupos educadores, ya que, si sienten 
satisfacción en su trabajo cotidiano, 
pueden responder de forma adecuada 
a las demandas cotidianas del salón de 
clase y a los desafíos inherentes de su 
labor docente. La investigación en el 
campo del estrés laboral en docentes 
aporta elementos en este sentido. La 
relevancia del tema del estrés docen-
te, además de tratarse de un asunto de 
salud pública y de costos del Estado 
por incapacidades, está en relación di-
recta con su satisfacción en el trabajo 
y, por tanto, con la calidad del vínculo 
que establece con estudiantes, padres, 
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madres y personas encargadas de sus 
estudiantes (Alvarado, 2009; Split, 
Koomen y Thijs, 2011).

De tal manera que el desarrollo in-
telectual va de la mano con el desa-
rrollo socioemocional que, desde los 
principios de una cultura de paz, pro-
mete personas comprometidas con la 
sociedad, en un marco ético de justi-
cia, de amor y de comprensión. Estas 
son las condiciones para que la edu-
cación, como derecho humano, sea 
una vivencia, en tanto experiencia de 
sentido dentro de las aulas.

Esta aspiración se expresa bastante 
bien en El manifiesto 2000 para una 
cultura de paz y la no violencia que 
hace énfasis en el papel preponderante 
de la sociedad civil para desarrollar y 
divulgar cada vez más actividades rela-
cionadas con la tarea de construir una 
cultura de paz; pues como sociedad se 
tiene la responsabilidad de contribuir 
para que el principio de una educa-
ción para todos y todas, y que el com-
promiso con una cultura de paz no sea 
solamente un asunto de retórica. Pero 
en el caso particular de las educadoras 
y los educadores, la convocatoria para 
actuar por una cultura de paz lleva 
nombre propio, pues su labor es vital 
para garantizar la educación como de-
recho humano, una responsabilidad 
que viene con la decisión de trabajar 
en el campo educativo. 

Reflexiones finales

Al establecer la educación como dere-
cho humano y fundamento de todos 
los derechos humanos, se expresó una 

esperanza: que la educación conduje-
ra a las sociedades al logro de la paz a 
partir de los principios del respeto a la 
dignidad humana, la libertad y la jus-
ticia; así, al ser un derecho, educa para 
el ejercicio de los derechos humanos. 
Educar es la práctica del derecho hu-
mano por antonomasia, es decir, que 
en el intercambio cotidiano entre do-
centes y estudiantes se ponen a prue-
ba los valores de una comunidad de 
paz, ya que implica una relación entre 
actores con la aventura y riesgos que 
conlleva compartir con otras perso-
nas. Encuentro o desencuentro es una 
posibilidad que se abre en cada inte-
racción dentro de las aulas. 

Los afectos juegan un importante 
papel en este acontecer cotidiano, 
son estos los principales responsa-
bles en la evaluación que hacen las 
personas de su vivencia de un am-
biente escolar cálido o adverso. Por 
este motivo, cada docente deberá 
estar preparado o preparada desde 
lo racional y lo emocional, para ges-
tionar, de una manera adecuada, las 
irrupciones afectivas que se ligan, en 
ocasiones, a las concepciones tergi-
versadas de lo otro, de lo diferente, 
sea la nacionalidad, las opiniones, 
entre otras manifestaciones. 

Es así como un clima para el apren-
dizaje necesita de docentes guías que 
sepan contener con calidez las pa-
siones a través de la escucha atenta 
y del diálogo; que cultive los lazos de 
amistad y, finalmente, de comunidad. 
De esta manera, se asientan las bases 
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para el desarrollo de una cultura de 
paz a partir del desarrollo de la cons-
ciencia acerca de la responsabilidad 
personal en la construcción de la paz. 

No obstante, la educación para una 
cultura de paz es una tarea compar-
tida con el Estado, pues al firmar y 
ratificar los acuerdos internacionales 
al respecto de los derechos huma-
nos, se compromete con la creación 
de políticas y condiciones materiales 
para que la ciudadanía pueda confiar 
en un camino de paz para alcanzar el 
bienestar social y, específicamente, 
garantizar que el derecho a la edu-
cación cumpla con los pilares de la 
accesibilidad, la adaptabilidad, la ase-
quibilidad y la aceptabilidad, no solo 
del currículo educativo y sus políti-
cas, sino de las condiciones de acep-
tación o rechazo que el estudiantado 
experimenta en el salón de clase. 

La cultura de paz implica valores, 
actitudes y pensamientos orientados 
al respeto de los derechos humanos, 
abiertos al pluralismo cultural, la so-
lidaridad y el diálogo; a la tolerancia 
frente a la diferencia y al desacuerdo. 
Pero la cultura de paz es también una 
experiencia cotidiana en las aulas y 
en los centros educativos, compren-
der sus dimensiones sigue siendo un 
reto para la mejora de las relaciones 
en la institución escolar. 

Quedan otros retos por superar que 
atañen a diferentes niveles de toma 
de decisiones, uno muy importante, a 
nivel internacional, es el relacionado 

con el campo diplomático; a nivel de 
país, con sus políticas sobre educa-
ción y sus acciones para favorecer el 
acceso y la permanencia en el sistema 
educativo; y un tercer nivel referido 
a la responsabilidad personal de cada 
actor de la sociedad civil, incluidos 
líderes de los centros educativos, 
personal administrativo, cuerpo do-
centes, padres y madres de familia y 
personas en general.
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